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cuerpo. (Pág. 1315.)

4. Licencias para faltar a las sesiones d, la llonora-
ble Cámara. (Pág. 1316.).
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6. Plan de labor de la Honorable Cámara (Pág. 131G.)

7. Pedidos de i Eersnes o de pronto dr pacbo, con-
sultas y mogiones de preferencia o de tratamiento
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Mociós del señor diputado López Arias de
que se trate sobre tablas el asunto al que se
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apruebo. (Pág. 1317.)

II. Nfocián del señor dipiit:,,do D"umán de pre
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locales de accesos páb'icos explotados con

fines de dicesikíla., esparcimiento o juegos;

de azar (1.485-D.-95), régimen para la emi

sii'm riel voto por parte de los estranierog

en las elecciones de autoridades naciuioales
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22. Cuestión de tlri ileijo planteada por el 'ñor dip

tado Feláez con n-oti:o de cspresioues mides por
el scr5ar (I11)1u clo C«rc?ruc'o Rasco cu una rc u-

niúta cotaj^.nsla de ira 1onif ítntes de Cm rgIa y

Cunil?ar tilalcs, de _r nc'•-e y Tez aEU'e qia, le Recu-
aos i` utrn:-tles y ^^ouscre.cicin del rlu,L"care 1111-

( le Presrri,^u°sto v 4 Ea: ¡a nd,t y de Obras 1Y1-
de Asuntos t utíLuc

nales (2.1182-D,-`>6}. (Pág. 1106.)

23. Cuestión de privilegio g,'antc; ala por e? ^íícr glipu-
ta lo Matzlcisr C0:1 s-io;íao de -sp:e.,.,os s v("riielas
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Constitucionales (29S:3-D.-96). (Pág. 1 (07.)
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1?.-95) y Rico y otros (1.•363-D.-931, sube ^r rógiuaen
reglamentario del hábeas data. (Pág. 1'108.)

25. Cuestión de privilegio planteada por el . ñor dip a-
tado Polino con motivo del d'etamctc produe;do
por las comisiones de Energía y Contlr^,tibles, de

te.

Ciencia y Tecnolog`a, de Recursos V:^tundes y
Conservación del Antbi, nte Ilianano , de 1'reatrgncs-
to y Hacienda y de Obras Públicas en 'l oro, 111 111
de ley sobre n areo regnl ,torio de la ro 1 v¡dad nu-
clear. Se posterga la votación , (Pág. 1.,16 + )

Continúa la consideración del asuruo al que se re-
fiere el núutero 24 de este sumario. Se s,urciooa
con modificaciones el dictamen de mayoría, (Pági-
na 1464.)

Apéndice

A. Sanciones de la honorable Caírnara. 1'ág. 1181)

13, Asuntos entrados:

I. mensajes del Poder Ejecutivo , (I'ág. 1567.)
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(Pág. 15U7.)

111. Comunicaciones (le la Presidenu ia.
na 1509.)

IV. Dictámenes de comisiones. (P:í, 250?.)

V. Dictámenes observados . (Pág.

VI. Comunicaciones de comisiones . (1 Sg, 1517.)

VII. Comunicaciones de señores diput=ados. (Pá-
gina 1517.)

VIII. Comunicaciones oficiales . (Pág. 1513.)
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Bina 1558.)

-En Buenos Aires, a los e=?uo 11 .:5 dei met
de junio de 199ó, a le hosca 18 y 27:

1

1 AMIEis T O DE I..A BANDERA NACIONAL

Sr. Presidente (Pierri). - Con la presencia dé
132 señores diputados queda abierta la sesión.

Invito al señor diputado por el distrito de'
Tucumán , don Rafael Alberto Bulacio, a izar
la bandera nacional en el mástil del recinto.

-Puestos ele pie los señores diputados y el
público asistente a las galerías, el señor ditnu.
tado don Rafael Alberto Bula'¡o procede a
izar la bandera nacional en el ntásiil del re'
tico. (Aplattros.)

2

DIARIO DE SESIONES

Sr. Presidente (Pierri). - De cot)formid^_td cota
lo dispuesto por el artículo 149 del rc^lami>nto,
corresponde considerar, a fin de que los se.
flores diputados indiquen los errores que pu
dieran contener, los Diarios de Sesiones de los
que se dará cuenta por Secretaría.

Sra. Secretaria (Pérez Pardo). Los Diarios- '
de Sesiones pendientes de aprobación son los;
que corresponden a las reuniones que a cona!
tinuación se indican:

Reunión 3.11, 11.1 sesión ordinaria (inforrnü:
tica), 27 de setiembre de 1995. {

Reunión 351, continuación de la 101 seo
Sión ordinaria, 28 de septiembre de 1995.

-- Reunión W1, continuación de la 101 séli
Sión ordinaria, 4 de octubre de 1995.

- Reunión 371, continuación de la 101 se
sión ordinaria, 18 de octubre de 1935.

-No se formulan observaciones.

Sr. Presidente (Picrri). -e \'o fornrulándose^,
obser^atiion s, se tendrán por aprobadas los,
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pero no por la razón, porque a ésta la entiendo.
Se trató de una actitud totalmente irracional
haber dejado de lado nueve proyectos y a un
'50 por ciento de los diputados, que no cono-
cíamos el tenia. Eso fue una irracional.idadl. De
modo que no voy a retirar el término.

Sr. Presidente (López Arias). - No obstante
que la Presidencia interpreta que ninguno de
los planteos formulados reviste el carácter de una
cuestión de privilegio, se va a votar si la cuestión
planteada por cl señor diputado por La Pampa
pasa a la Comisión de Asuntos Cónstitucionaics.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (López Arias). - La ciuestión
pasa a la Comisión de Asuntos Constitucionales.

24

ELCIMEN REGLAMENTARIO
D VIL HABEAS DATA

b) A los registros o bancos de datos orante
dos por personas físicas con fines exclusiv
mente personales;

e) A los registros o bancos de datos de inf
mación judipial, científica, tecnológica o
mercial, que reproduzcan datos ya publi
dos en boletines, diarios o repertorios o
cíales;

d) A los registros o bancos de datos manten
dos por los partidos políticos, sindicat

iglesias, confesiones o comunidades religi
sas reconocidas, en relación a sus afiliados,

asociados, miembros q ex miembros, y sól
en cuanto estén referidas a una finalid
específica, sin perjuicio de la cesión de da

tos que queda sometida a lo dispuesto en
artículo 15 de la presente ley, salvo quq.

resultare de aplicación el artículo 11 p :

tratarse de datos de índole personalísimo;
e) Los registros o bancos de datos de las pees

sonas físicas o jurídicas dedicadas a la ac-
tividad periodística por cualquier medio d&
comunicación social. En ningún caso poda:
afectarse el secreto de las fuentes ni prez,
tender que las mismas sean reveladas.

Dictamen de comisión

il^^r.ora,','e Cariara:

Las comisiones de Asuntos Constitucionales, (lis Jus-
de Legislación General, de Legislación Penal 1

-especializadas- y de Presupuesto y Hacienda, han
cz.>>sicleraclo los proyectos de ley de los señores dip't!tados

Bravo y otros; Molinas y otros; Alvarez C. R.; Arias;
D'Ambrosio; Rodrigo; Garré y otros; y Rico y otros y
teniendo a la vista el del señor diputado Nieva, todos

sume "Régimen reglamentario del hábeas data"; y por

la, razones expuestas en el informe que se acomi,rria y
las que dará el miembro informante, aconsejan 1;, san-
ción del siguiente

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados, .. ,

Disposiciones generales

Artículo le - La presente ley tiene por objeto 1 r sal-
vaguarda de los datos personales tanto de las p—-sonas
físicas, como jurídicas, tratados en registros o ban' os de

datos, automatizados o no, de los sectores públ..os o
privados o registrados en soporte físico susceptil,le cte
tratamiento automatizado o no, o mediante otra' téc-

nicas, con el fin de garantizar el pleno ejercí, o de
sus derechos.

Art. 2e. -

1. El régimen de la presente ley no será d,, apli-
cación:

a) A los registros o bancos de dates de titula-
ridad pública cuyo objeto, legalmente esta-
blecido, sea el almacenamiento de datos
para su puidieidad con carí:cter gcn.i'I;

2. Se regirán por sus disposiciones específicas:

a) Los registros o bancos de datos pertenél:
tientes al Registro Nacional de Reinciden-
cia y Estadística Criminal y al Registro Na)'
cional de las Personas;

b) Los registros o bancos de datos regulado!
por la Legislación sobre Régimen Electorab'

Art. 39-A los efectos de la presente ley se entena J
olerá por:

a) Datos de carácter personal: cualquier informa.
cien concerniente a personas físicas o jurídicas
identificadas o identificables sobre característi-
cas propias o informaciones obietivas;

b) Registro o banco de datos: todo conjunto crea.
nizado de dates tic carácter personal que sean
ohmio de un tratamiento automatizado o no,
cualquiera fuera la forma o modalidad de su
creación y organización y que estuviere debi-
damente registrado;

e) Tratar lento ele rutas: epe:acienes y procedí-
mientes técnicos, de caróc•ier automatizado o no;
que permitan alri actuar, grabar, elaberar, mo-
dificar, resguardar, disociar y elim inar dat,}s

1

de carácter personal así como las cesiones de
datos que resulten (le cormu.ieaci(",ines, consul-
tas, interconexiones y tr.aiteicrer,cias;

d) liesponnsable del registro o banco de datos: per-
sona física o jurídica de raturalcza pública o
privada, titular del registro o banco de (latos;

e) Titular de los dato:.: persona física o jurídica;
interesada o afectada, a la que se refieren los
datos que fueran objeto de tratamiento confor-
me la d°finición contenida en el apartado e),
del presento atículu;

cscarlato.dip
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D VIL HABEAS DATA
Dictamen de comisión

cscarlato.dip
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f) Procc I titkttlo (le lis^ auca clo cr,lo, t ola t:'-1
tamiento de dalos pers onales d., 11.2n,ta (1te la
in£'n1t tc r,n obtcuida no puco r tse ia,rse a Lr r-
soca c eru'in^:.da o d< < rnty r ,t^

g) Ah?u.c^r. <miento de da o la odio'cüa^, toca
o eo'tr,dia de datos, en registros o bruscos cae
datos para su uti'il a ción posterior;

h) Cesidn de (latos : ciar a conocer los datos traPa-
dns a terceros , en fo ra íal que las rismos sean
sustí^ r r:'_dos por el r ,isonsable del reeisico o
banco de datos;

f) llodificncióra de tintos : todo cambio en el con-
tenido de datos almneenados en registros o ban-
cos de dalas;

j) F;iiminacíórr de dalos: de'trucción de datos ,,l-
macenados en registros o bancos de (latas asilo-
matizrulos o no, sea ciad fuere el procediutictt_
lo corp!cado para ello.

TITULO II

Principios generales para la protección de datos

Art. 4" - Calidad de dalos.

1. Sólo podrán recogerse datos de carácter per-
sonal para su tratamiento, cuando tales datos
fu' can adecuados, pertinentes y no excesivos en
relación al ámbito y finalidad legítimas para
las qac se bnlticran obtenido.

2. Na loarán usarse para finalidades distintas de
agrrcltos para los que hubieren sido recogidos

los dalos de carácter personal objeto de trata-
rnicuto.

3. ])ehos datos serán evades y actualizados de
furnia tat que respondan con veracidad a la si-
tuacion real riel interesado.

4. Si los dalos de e,tráclcr personal, sonmtidos a
tratan.1, oto, resnltarcn ser iuc^lacios, en todo 0
en narre, o iouompieios, cl responoabic del se-

i=tau o 1,,m o de dalas procederá clin;inartcs

o ^_...,,.los por la infurn;-,,.in1 reelift ida o
e,, i rada, sin per ti' o de facultades que
a ln, __, lo r^ o,roce el arícu'0 15 de la pre-

s de c.u:í- r n,n^x;:.1 d,_;;: ;ín ser eli-

c i , _<lr: r^ t;:etrn s vio t t ces.
"iodo Su n :.l n^°r_:srO t>_la i„s fines

os no st). ' í: con. ...' _o de fo' ' tos que
n la , ,.:._^ ciún d<' I r_.ic.c^stido c, .zrau:te

El i.,.,cc lu ato por el cual se d eida el
mtr'cninücuto íntegro Je dcteínrir^a'rs ^otos

S, r.1 r,(-,Y Jíi, El
será de esccpci^, i e interna ración res i- cilla.

O. Les orlas scrítu a',macc^r;ados de forma q,-,e per-

ni_'ias el ciercicio -1 su acceso por parte del
1ni,1U sdd0.

Art. 5e -Curnisicat licant,rcti de ¡L'0 de Pro-
tecciún de Do! os. Criase en el JI nbito d_^1 C^.angre::0 Na-

i_.. ,.ti C'n;.i.ü) .7a q I Cte]a J ,ice- yel 1 .eSFt i"LOy

1[?.> crees hr^bie!',ti si o reca-

11o:

cien 1, lr f „misión Bicameral de Scgrúnrir r ^o de Pro-
,ce(1'n de 1 tatos a los fines de garantizar la salvaguart'
v ^^t r c^ceié^, de los derechos tutelados por la prrseri e

La nona será integrada por cinco diputados y cuco
'e''a,io_es 1, rten:cieutes a tts comt•io:ra de Asur,tO,s
C:or_stitucio,I.:les y Legislaci,'i, Cnernl, cato re;'ame::.'o
será dictrcd 1 por sus propios ntie,nbros y con represt n-
Leicu do 1 i, minarías.

art. 6" Censestlirrriento del interesado. El tratará?cn-

to de date„ de carácter personal, requ:'r rá el coas e n-
tiniFnlo es i,reto del titular, salto que una ley disp;^. ;a

'o contrario
Art. i o - No será preciso el consentin'iento cuan,lo:

al L( , datos de carácter personal se obtengan da
fu' litos accesibles al público;

b) Sr' recaben para el ejercicio de funciones pro-
pi is de la administración pública en el ámbito

de su conmelencia;
e) Se refieren a personas vinculadas por vil] ncc*o-

cio jurídico, una relación laboral, una re tseij r
af,uinisirativa y sean necesarios para el mante-
mntiento de las relaciones o para el cumplimiai-

to del contrato.

Art. Si, - El a,nscntimicnt0 podrá ser rey

poder atul,airle efectos retroactivos.

ido, sin

_Art, ge, -- De la ilicíttul dec lraluraciett(o ele dalos. El
tratcunienur de datos de índole personal, protegido por
la prescne ley será ilícito.

Cuando el interesado no 1-:oliere prestado su co,nsen-

tirnieuto por escrito, sal.o una voluntad inequívoca en

este seitt,da.
Si el <,nrsenr,nücnto se oto: cara :notan?ente con otras

declaraci,,^tes se deberá informar de ello expresan,eute,
por escrito al interesado y en úcstrumeuto separado.

Art. 1,1. - Derecho de infotnracisín en la recelece%Az

(le dolo Los interesados a los que se le solicitar, ii

actos de ^.!cter p 'scnal ck,y^rítu ser prcvittmc^nte m-

fo'nrade. ele manera expresa, precisa o inequvoca:

e) i)' la existencia ele un registro de dalos ti^ ca-
A(1, personal, de la finalid;sil de la rec.clc siglo,

:,1 tOttanáient0, y de los die'-a.

formación. Así corro de la in. t:.` bilid ,:d de

i, edificar su finalidad y los dest,n^,t.rios de ;u

lismo;

1) )^'l ruácter obli=.;at.rrio o facultaran de su s-
rr,'-ta a las pre7:urtes que le son fcrrnur,r;as

o cl sector pía d ^ r, y d el cr.r<uter fac liad o

e)

'1 canso del sector ,aovado;
,

,Je la pos biliuad r- ejcreer los c, re _ 4 e'i

scntcs (n el artículo 43 34 párrafo cíe la Cons-

r ^5ln Nacional;trt .

d) De la identidad y domicilio del responsable del

Bistro o banco de dates, y la referencia dei
órgano de apücaeiú,i.

Art. 1.-Datos e.special;;tente protegidos.

1. No podrán ser objeto de tratamiento los datos
de carácter personal que revelen ideología, ca-
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za, religión, hábitos perro cales y comportamien-
to sexual.

2. No podrán ser ohieto de tratamiento, los datos
do carácter personal que r' -elen estado de salud,
situación patrimonial, y ol,lifgaciones tributarias,
salvo que mediaren razorn-; de interés general,
y así lo disponga una hev o exista consenti-
miento del interesarlo.

3. Los da
fraccio
drán se

tos de carácter
nes penales o
r incluirlos en

personal relativos a in-
adininistrativas, sólo po-
regist,os o bancos de da-

tos pertenecientes a las odministraciones pú-
blicas
en las

competentes, en los supuestos
respectivas normas i guladoras.

previstos

Art. 12.- Dalos relativos a la ,alud. Sin perjuicio
de lo dispuesto en el artículo 15 sobre cesión, las in.sti-
tuciones y los centros sanitarios públicos y privarlos y
los profesionales correspondientes, I,odrán tratar datos
de carácter personal relativos a la salud de personas
gi.ie a ellos consulten o que hubieran de ser tratados
por los mismos.

Art. 13. - Seguridad de los datos. El responsable del
registro o banco de' datos deberá adoptar las medidas
de índole técnica y organizativa nec, :arias qne garan.ti-
cen la seguridad de los datos ele <.ciclar personal y
eviten su adulteración, pérdida, tratamento o acceso no

]autorizado, habida cuenta del estad,, de la tecnología
aplicada, la naturaleza de los datos c i atados y los ries-

^gos a que estuvieren expuestos, sean provenientes de la
acción humana o del medio físico ii : ural.

Art. 14. -Deber de secreto. El r—ponsable y gnie-
ates intervengan en cualquier fase (1,1 tiatamiento te
los datos de carácter personal están obligados al se-
creto profesional respecto de los misru,cs y al deber de
guardar dicho secreto, obligaciones que subsistirán aun
después de finalizar sus relaciones e l el responsable
del registro o banco de datos.

Art. 15. - Cesión de datos.

1. Los datos de carácter personal objeto de trata-
miento sólo podrán ser cedido'; para el cum-
plimiento de los fines directarniune relacionarlos
con el interés legitime del cociente y del cesio-
nario con el precio consentimionto por escrito
del interesado. Será nula la c(sión sino cons-
tase con claridad la finalidad -le la misma.

2. El consentimiento exigido en el apartado ante-
rior no será necesario cuando;

a) Una ley disponga lo contrarir;
b) Se trate de datos recogidos le fuentes ac-

cesibles al público;
c) La cesión tenga por destinal;irios a los ma-

gistrados del Poder judicial, ni Defensor del
Pueblo; o al Ministerio Pábl:co, en ejerci-
cio de las funciones propias de sus compe-
tencias;

d) La cesión se produzca entre lis administra-
ciones publicas en los supuesl' previstos en
el artículo 24;

e) La cesión de datos de carácter personal rela-
tivos a la salud, que sea nec( aria para so-

lucionar una urgencia, sin que p1ra ello hu-

hiera otro medio más idóneo y se req
perder a un registro o banco de datos, o
realizar estudios epidemiológicos previa
sociación.

3. Siempre podrá ser revocado el consentimi
para la cesión de datos de carácter personal
el mismo no tendrá efectos retroactivos.

4. El cesionario de los datos de carácter persa
se obliga, por el solo hecho de la cesión a la ó
servancia (le las disposiciones de la presente 1

5. Si la cesión se efectuase predio procedimiento
disociación, no será aplicable lo establecido
los apartados anieriores.

TITULO III

Transmisión de datos al extranjero

Art. 16. - Tratamiento i nternacional de datos de ca.`
Arete, personal. Queda prohibida la cesión o traasnnsióIl

internacional (le dalos entre la República Argentina Y1i
otros Estados; o con or =anisr>>us intci .,ccionalcs o supra
nacionales que no as curen nuca protección equivalentes
ele los dalos de carácter personal.

TITULO IV

Derecho de los titulares

Art. 17. - Impuriacihn de las valoraciones brtsndas

exclusivamente en el trrri.nnir°nto de dates de cai(ííc`er,
personal. El titular podrá impugnar los actos ad*rinis-
trativos o decisiones privadas que tengan por único flux
damento la valoraeiin que de su persona se haga a par-

tir del tratamiento de datos (le c rácter personal.
Art. 18. - Derecho de información. Cualquier persó-

na podrá conocer la existencia de re-,istros o bancos dé
datos de carácter personal, su finalidad , y la identidad
del responsable. Esta información deberá ser suminis'tea-
da por el Reislro General de Protección de Datos que
será de consulta publica.

Art. 19. - Derecho ele acceso.

1. El interesado tendría derecho a solicitar v ohtenei
información ele sus datos de carácter personal
que consten en registros o bancos de datos pú-
blicos y privados destinarlos a proveer informes, :'
así como de quienes han solicitado información
sobre una persona.

2. La información podrá consistir en la mera con.
sulta de los registros o bancos de datos, por me.
dio de su visualización, o en la comunicación d&
la misma mediante escrito inteligib e, aun cuando.
tengan sistemas de claves o códigos convencio^
Hales que requieran el uso de dispositivos mecá-'
Hicos específicos.

3. El derecho de acceso podrá ser ejercitado a in-
terv ilos no inferiores a seis meses, salvo que el
afectado acredite un interés legítimo al efecto, en
en, o caso turbó ejercerlo co cualquier momento¡^
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20. - Derecho de rectificación, eliminación, y

ración.

El responsable del registro o banco de datos ten-
drá la obligación de hacer efectivo el derecho de
rectificación, actualización o eliminación en el
plazo máximo de cinco días bábiles.
Los datos de carácter personal que resulten ine-
xactos, incompletos o discriminatorias serán rec-
tificados o eliminados respectivamente.
Si los datos rectificados o eliminados hubieran
sido cedidos previamen`e, el responsable del re-

gistro o banco ele datos deberá notificar la rec-
tificación o eliminación efectuara al cesionario,

dentro del tercer día hábil de realizado el trata-

miento de datos por el responsable.
La elimin ,ción de dalos incompletos no proce-

derá cuando pudiese causar perjuicio a intereses

legítimos del afectado o de terceros, o cuando
caistiese una obligación de, conservar los datos,

pudiéndose completar los mismos.
5. Los datos de carácter personal deberán ser con-

durante los plazos previstos en las dis-
posiciones aplicables o, en su caso, en las rela-
ciones contractuales entre el responsable del re-

gistro o banco de datos y el interesado, y mien-

tras subsisto la finalidad que lo justifique.

Art. 21. - Procccli;^,ieoto de acceso, A los efectos de

la presente ley no se exigirá enotcatrrestuci, tn áltgnna por

el acceso , por la rcctií,caeíén, actualización o elimina-

ción de los datos de carácter persimal inex actos, incom-

pletos o discriminartor`ios.

Art. 22. - Tutela de los derechos.

1. Las actuaciones contrarias a lo dispuesto en la
presente ley serán controladas por la Comisión

Bicameral de Seguimiento de la Protección de

Datos, en las que el Defensor del Pueblo podrá

ser porte.
2. Deberán ser indemnizados los afectados que,

como ct nsecueneia del incumnlirnicuto de lo dis-
puesto en la presente ley por parte del respon-

sable del reg istro o banco de datos, sufran duro

o lesión en sus bienes o derechas.
3. Cuando se negase el acceso al dato o a su rec-

tificación o eliminación, total o parcial, el afec-

tado podrá solicitar la tutela de sus derechos
promoviendo acción do amparo, en los términos
del artieolo 36 de la presente.

4. 1n los casos úe registros o bancos de datos de
titularidad pi,'t;lic;r o privada, la :esponsabilide-.d
por daño se exi^ irá por medio de acción sur.aa-

1,1te los t r7 , s de pnriadlerd n orclin„ría, s"

^.c ^ }cvcio cte lo disparato en el a aculo 36 y si-

lentes.

7ITIILQ V

Disposic iones sectoriales.

Registros o bancos de datos de la administración
pública nacional

Art. 23. - Creación, r^r.odificación o eliminación.

1. La creación, modificación o eliminación de re-
gistros o bancos de datos de la administración
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pública nacional sólo podrán hacerse por medio
de acto administrativo publicado en el Boletín
Oficial de la Nación y anotado en el correspon.
diente Registro General de Protección de Datos,
el cual funcionará en el ámbito de la Dirección
Nacional del Registro Oficial.

2. Dicho;. datos deberán indicar:

a) La finalidad del registro o banco de dato!!
y '„s usos provistos para los mismos; t

b) La. personas sobre las que se pretenda oh-`
te,'r datos de carácter personal que resol
ter. obligadas a suministrarlos;

e) El proecdim'eoto empleado o a emplearse

pa t el tratamiento de datos de ceuácler,

pe ^ sonal;
(1) L, estructura básica del registro o banco

de datos y la descripción de los datos de
ecní,cter personal en ellos contenidos;

e) L cesiones de datos de carácter personal

f)

g)

q, w, en su caso, se prevean;
L.,s órganos de la administración respon.-!l.
s, bles de los registros o bancos de datos;
1 us servicios o unidades ante los que pu
ci sea ejercitarse los derechos de acceso, in-'

f marión, rectificación, actualización o cli
r,iiuaci"ín de datos de carácter personal.

3. En :,s disposiciones que se dicten para la eli.,
de registros se establecerá el destino

de io.s mismos o, en su caso, las previsiones

que ;e adopten para aquélla.

Art. 24. - Cesión de datos entre administraciones pan
Micas.

1. Los datos (le carácter personal sometidos a tras

trar.,iento por parte de las administraciones pm
blir ,s en el ejercicio de sus atribuciones, na
ser.,n cedidos a otras administraciones públicas

p al , el desenrpeilo de competencias diferentes

o +re versen sobro materias distintas, salvo

cu;.ndo la cesión hubiese sido prevista por las
no 1 las de creación del registro o banco de datos
o por disposición posterior de igual o superior

ra ;O.
2. Po.'ám ser objeto de cesión los datos de canica

ter personal que una administración pública
ol.t^,uga con destino a otra.

Art 25 -Cesión de datos s registros o bancos dJ
datos prii,,los. No obstante lo dispuesto en el articuló
15 inciso !^, apartado b), la cesión de matos almacena-,
dos en fu ates accesibles al p rbiico no podrá cfectuarsé
a 0 1 t .ros de daos tie tilularidad privada

1 sino con .'1 consentimiento del interesado o cuando una

ley así lo disponga.

Art. 26 - Registros o bancos de daos de defensa y'';;

seguridad nacional.

1. 1 ,s registros o bancos de datos de las fuerz.:a3.
amadas y oraani;rros de seguridad e intelii
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gencia cinc contengan dates de carácter perso-

r;at que, por haberse alma, evado para fines asl-

xninish'aU,os, deban ser ol,jeto de re is.t.'o per-
,rmnente, queuarí^.n sujet>>, al régimen general

(le la presenie ley.
2. 171 tratamiento de datos ele carácter personal

con fines de defensa nací„ >al por parte de las

fuerzas aunadas y organi: inos de seguridad e

inteligencia sin consentimic .;to de los afectados,

quedarán limitados a aquellos supuestos y ca-

t e goría de datos que resulten necesarios paya

la prevención de un peligra , real y cierto, para

j ;t defensa nacional, debicudo ser tratados en

registros o bancos de dato' específicos y esta-
b' ;eles al efecto. que dch rán clasificarse por

en liinciún de sn grado de fiab t..la].
3. 1,11 ditas de carácter per; mal registrados con

jot s noi:e i;;1„ serán eliminados cunr;lo de;en

de ser necesarios para las averignacicues que
ur•,tis aron su tratamiento.

O estos efectos se consierará espeeialtrnente

la edad del interesado, el r,:nieter de los datos

tratados, la necesidad de ni, utener dichns datos

l;tlita la CDnC1iisii3 de rana nvcstL aeii't2 o pro-

c.,.r.t'e-;to 'concreto, la ms,luc ctn jodí:ial fir-
nr en e.^,.lceial la absolntoi i s, indulto, amnistía,
]C.^dhdliae >i1 T' pTescri l 1„n de la respon ili

lld,id.

Art. 2T -- Í'.rc•epcioaC'.c a los clero' 't09 ele GC['cso, rec-

i i(, ti 7y elini inf6C ión de dalos.

1. Lo; re :l;onsah'_es ele los re + st:'os o bancos de
datos que coment en la iníu^nacido referida en

el apartado 2 del artículo anterior podrán de-
nc- ar por resolución nmoli•.: da, el acceso, la

rectificación o la eliminació ; de datos de ea-
rácii,r personal en función de los peligros quo
pudieran amenazar la defensa, nacional, la pro-

tección de los derechos de t, rceros r las nece-
sidades de las investigacionr; que re estén rea-
lizando.

Los responsables de los reliistros o bancos de
datos de la Hacienda Públiew podrán igualmen-
te denegar por resolución motivada, el ejercicio
ele los derechos rnencionadoi en el apartado
anterior cuando el mismo ol,at.aculice las actua-
ciones administrativas tendientes a asegurar el
cumplimiento de las obligaci,'nes tributarias y,
en todo caso, cuando el afecta do estuviere siendo
objeto de inspección e ;rape ti,r. ción con su cono-
cimiento.

3. El afectado al que se le niegue arbitrariamente,
en forma total o parcial, el ejercicio de los
derechos mencionados en los apartados anterio.
res podría ponerlo en conoci>uiento del Defen-
sor del Pueblo, o promover axión de amparo.

TITULO VI

Registros de titularidad rivada

Art. 28. -Cr^crck^tt. Pedrdii crem e, registros o ban-
cos tle chatas de titularidad privada (1 1), contengan cintos

de c^ c ¡<. r p_rrrona^ c !nulo yes ^lien necesarios o

n o
vgitimos clc 1, ^ e física o jurídica t itular y se

coloLis ...s t-e esta le establece l;;na la
ei.ir d i:> dercc::os eu eiti con r, ,^lo,. Deb

; )Ú :,e er, l 1. estro Ceiic.sl de. Pio :e ej,'a de D
al grte se i 1 re el arricrtlo ?3 de 'a > caedte.

Art. 23 . ele la c'c iúo de datos.

1. El restxrt : a1?1e del ieg <trü e ?-.. uco c';` dt
peinado que c ctua c -, i:ín de c' >tes, del e:á
formar de ello a los i ;aeresad,>s, irti cnncio
Ut ilidad del re[¿istro o 't>at?eo de datos, la i
t iraieza ele los datos runa han sido cedidos,
t i r.onrl e y don:icüio (le' cesionario, pee
c^;mnt ,.i, sto de lo en el t rticnlo 1

contar ten c1 const etimiento previs
én eI mismo.

2. Ao existirá ohligaciún en coto tincar la cesió
de datos cr,ando la pierna ., c.t imrnnesta
leY,

Art. 30. -11,tíos sobre los c-?ursurdos rd se clo di
telecortf s cxn»ico^es. Los ni 1' ?^ es de i_ :Io,tos y demás
servicios pres tados por empresas de t ie ;>,c. nnicacioresf
junto con otros catos conrpl, nentaarios palnín figurar
en los repertorios de abobados de c.:cso :gil prl>lco,

srenrpre que el in_ecsauo no hubiere cxi_{ido su ex-
clusión.

Art. 31. - Prc's,`aci.'n del s rci. io de { rciar,nier,to d1
datos.

1. Quienes, por menta de - tarta ros, prest.:n ser-
vicios de tratamiento de datos de carácter
per: nnaI, no podñm tratar los datos obten dos

con un fin diferente al que figuro en el con-
trato de servicios ni cederlos a tereci os, raí
aun para su cc,n,;er:aciúu.'

2. Una vez cumplirla la prestacürr cc»,tractrta
los datos de carácter personal ia^aaifios, debe-
rán ser eliminados salvo que mediare autoiiza-
ción expresa de aquel por cuenta de quien se
prestan tales servicios, en cus-o censo se podrán

tratar con las debidas condicioiics ele sc"unidad
por un período de cinco apios.

Art. 32. -- Presiac•iún de scrr'ic;os sobre .solvencia
patrimonial y cróclilo.

1. Quienes se dediquen a la piesiaci `s ir de servi-
cios de información sobre solvencia patrimo-
nial y crédito, sólo podrán tratar datos de ea-
xácter personal obtenidos de fuentes accesibles
al público, o del propio interesado.

2. Podrán tratarse igualmente datos ele carácter
personal relativos al crunplimieolo o no de
obr:gaeicncs, facilitadas por el acreedor a por
quien actúe por su cuenta e interés.

En ambos casos, se notificará en el terminó
de diez días al afectado respecto del trata-
miento (le dieltes datos, e del registro o banco
de datos dor.^Ie consten los mismos.
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Cuando el interesado lo solicitara , el respon-
sable del , registro o banco de datos le' comuni-
cará los datos, evaluaciones o apreciaciones o
apreciaciones quo sobre el mismo hubieren sido
e'aboradas dentro del, plazo máximo de cinco
días.
Sólo se podrán tratar datos de carácter perso-

sonal que seaq determinantes para evaluar y
apreciar la, solvencia patrimonial y el crédito
de su titular con una antigüedad no mayor de

cinco años.

Art. 33. - Registros o bancos de datos con fines
blicitarios o análogos. Quienes se dediquen al trata-

iseuto de datos da carácter personal, con domicilios,
parto de docunieutaei,`a1, publicidad o venta directa
otras actividades análogas, podrá utilizar listas tra-

das atrtcmatiztdaniente o no, cuando aquellos datos
teran accesibles al público o hubieren sido obtenidos

`directamente del interesado.
Ale 3 . -Registro o banco de datos rctratiuos a et-

i errarías o inr evt i acicncs, Sólo se utilizarán - datos de
;carácter personal en ras encuestas de opinión , trabajos
lde prospección de mar apios , investigaciones científicas
o de otras actividades, siempre que el interesado hu-
biera pestrado libremente su co ,entinaiento a tal efec-
to Estos datos no podrán ser utilizados con finalida-
des dísiínias ni cedidos, salvo que se los disociara antes
de su cesión.

Art. 35. - Código tipo. ?adíame acuerdos, los res-
ponsal>les de los registros o bancos de datos de titula-
ridad privada podrán formular códigos tipo, los que
podrán est blecer las condiciones do organización, fun-
cioooalii.'illta, procedimientos aplicables, normas de Se-
gruzí,l<d, pro;rramas o equipos, obligaciones de las
partes íntcrv:ttic triar en el írat unicuto de datos, garan-
tías para el ejcercício de los derechos de los titulares
do los mismos, con pleno respeto de lo previsto en la

presente ley y su corres poi id¡ ente, reglamentación cnn
recurra ante el Le.r-nsi>r del Puebla cojeo autoridad d
apuración.

TITULO VII

Procedimiento

Art. 36. -- La acción de amparo prescrita per él
artículo 43, tercer párrafo de la Constitución Nacional
`deberá tramitarse por proceso sumarísimo y según el
procedimiento establecido en el artículo 498 del Có-
'digo Procesal Civil y Comercial de la Nación, el juez

sintervinivote dictará sentencia que liaba lugar o eh-
de los datos do ca«u er personal según sea

el caso. Sin perjuicio do la indemnización que pudiera
corresponder. En caso de deducirse recurso de apela-

ción, éste tendrá sólo carácter devolutivo.

Art. 37, - Rechazo de la acción de amparo. El re-
chazo de la acción de amparo no prejuzga sobre la
responsabilidad en que hubiera podido incurrir el de-
ai.andanto, pudiendo el afectado promover las acciones
correspoudicntes.

TITULO VIII

Sanciones
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Arh. 33. - Sin perjuicio de las responsabilidades
emergentes do loe dados y perjuicios ocasionados al
afectado y de Mi sanciones penales a que hubieran
dado lugar los delitos cometidos, las personas respon-
sables de los reg,,tros o bancos de datos que infrin-
g.cran esta leí, s^';hn pasibles de apercibimiento, sus-
pensión, multa de pesos un mil a pesos , cien inil, elimí-
nación o clausura de los registros o bancos de datos
por parte del Drfensor del Pueblo, que será órgano
de aplicación de acuerdo a la reglamentación que al
efecto dicte la ,•,iinisión bicameral creada por el ar-
tículo 39.

Art. 39. -- Coo uniqucse al Poder Ejecutivo.

S.aa de las comisiones, 4 de junio de 1996.

Carlos E. Soria. - Alberto A. Natale. --

Carlos O. Meneni, - María L. Legut-

^ct tón. - Susana B, Anula. - César

Arras. Elisa M. A. Carrió. - Alejan-
cr'; , M. Nieva. - Melchor F. Cr±aclsaga. --

O -nr Sat. - Sara x Lai;crtcelg,'. - Mi-

s=, r1 A. Altcrach. - G Mermo R. Aaaa:a-

/i rte. - Miguel A. PicT,etlo. - Horacio
i Per ursctti. - Se, - o E. Aeecerlo. ---
C ríos R. Alvarez. - Cortos A. Becerra.

-- Diana B. Go.rtic'rrez. - Raúl Trettel

Norma Godoy. -- esCurca del

( ^rr,ruco Purxa. - José G. 1)unión.

.trnren del Rosario Caili'et. - Pedro O.

!'=-rrieroa. ('artos A. CebatlIero Mar ín.
tasé L: Zacalía. - Broueisco U. Rra-

Disidencia parcial

1. Secreta profesional: el 'artíeulo 43 de la Cons-
titr:ción Nace:cual, en, su tercer párrafo, incorpora el`
hábeas data como garantía para que los habitantes
puedan conae,er los datos a ellos referidos y hacer
peeible el n:,ce del derecho a la privacidad recoim
ciclo en el artículo 19 de la Constitución Nacional.'
Can tal fina luchó se asegura el acceso a los registros
y bancos de datos que de una - persona se tengan,'
estableciend ;e la posibilidad de que si estos datos
son falsos n discriminatorios se los pueda suprimir,
rectificar, n,udificar o actualizar. Sin embargo, en el
mismo artículo se prevé una excepción: los particulares
no tendrán posibilidad de acceder a las fuentes de
información cuando se tratare de datos periodísticos. Ea`
referida excepción tiene por finalidad evitar que los
asombres d:' prensa tengan temores en revelar alguna:
información y posteriormente puedan ser alcanzados con
algún tipo de responsabilidad ya sea penal o civil. Nó
obs aura ella, esta excepción también debería haberse con-
templado pira otras actividades profesionales que gozar¡,
también d 1 derecho al secreto profesional pues si no
se regulara en esta iniciar V a tal situación se daría uta
trato ciesi;¡tal al contemplarse, únicamente, el secreto
de las fuentes periodísticas. Sobre este aspecto señala
Quiroga ).avié que: "En efecto, no sólo las fuentes
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periodísticas merecen dicha protección sino todas las
otras actividades profesionales , implicadas por el se-

creto: el servicio de los médicos , de los sacerdotes,
de los abogados y demás actividades que, obligadas
a recibir informes reservados o secretos , deberán, del

,mismo modo que los periodistas , encontrarse amparados
por una protección constitucional equivalente". ( Qui-

roga Lavié, Humberto , en el artículo "El amparo,

el hábeas data y el hábeas corpus" del libro La Re-

Jornra de la Constitución ; Rubinzal Culzoni , 1994, pá-

ginas 161 -162.)
Es por ello que proponemos el siguiente artículo:

'E1 registro o banco de datos se rehusar a a proveer
¡la información que se le requiera si la mi'• ma revelara
un secreto profesional que por ley deba quedar reser-

vado".
2. Con relación al secreto de las fuentes perio-

dísticas , cabe preguntarse qué sucedería si los medios
-le prensa divulgaran información y de la misma sur-
gieran imágenes distorsionantes de la ri lidad que,

por agraviantes , afectaren a la persona . r.l,sta podría
interponer el hábeas data?

Creemos que la intención del constituyente es pro-
teger el secreto profesional del periodista quien puede
rehusarse a proveer información, pero , al mi'.rmo tiempo,
ésta protección no debería obstaculizar la interposición
°del recurso de hábeas data cuando un ciudadano se
sintiera agraviado por la publicación de una infor-
mación errónea referida a su persona.
f En suma, pretendemos , por un lado, que el ciu-
dadano no tenga la posibilidad de conocer cuáles son
las fuentes periodísticas -éste es el sentido ue avi-
zoró el constituyente para preservar la libertad de
prensa- y, por el otro, que pueda interponer el
4iábeas data si de la información errónea qn^ divulgare
la prensa afectare de esa manera su honor o privacidad.

Señala Sagués al respecto que: "El nuevo texto
contempla el hábeas data para los supuestos de fal-
sedad o discriminación , y no para otras hipótesis clá-
sicas de esta figura, como la protección del honor o
privacidad . Este problema puede resolverse teniendo
en cuenta que el amparo de la intimidad o el honor
se vincula a menudo con la falsedad de datos o la
discriminación : y que si así no fuera, una norma re-
glamentaria del hábeas data estaría habilitada para
proyectarla para aquellos derechos . Paralelatuente, es
posible concluir que si la privacidad y el honor son
derechos de raigambre constitucional , deben lo mismo
protegerse por el vehículo que sea necesario a tales
fines, y que por ello el hábeas data no podría negarse
en la especie ' ("Amparo , hábeas data y bobeas cor-
pus en la reforma constitucional ". "La Ley'", diario
del día 7-10-94).

Esta propuesta trata de deslindar el carupo espe-
cífico del derecho a la intimidad de la siugularidad
de la acción de amparo por hábeas data donde su
esencia radica en que el banco o registro contiene
una información errónea pero que si esa información
resulta también agraviante por razones de economía o

celeridad procesal la reparación se liará por esta vía.

Se propone agregar corno párrafo final al artículo
2s, inciso e), el siguiente : "La excepción expuesta
en este inciso no regirá en , el supuesto de que los

medios periodísticos divulgaran información erró

que por agraviante afectare a una persona".

3. Asimismo en el artículo 43, tercer párrafo,
señala que para ser viable la acción de hábeas da
es requisito necesario de su procedencia que la
formación "...consten en registros o lancos de dat
públicos, o los privados destinados o proveer infó
mes... '. Dicha norma amplía la legitimación p asiv
al contemplar a los bancos privados, pero, al misma
tiempo, la limita a los bancos privados destinados
a proveer informes. Sobre este último aspecto , es clabl

f adver r qué sucedería si se produce una fuga d
información en bancos de datos que no están des
nadas a proveer información. ¿Es aplicable el artícult
43? Felipe Seisdedos sostiene sobre este tópico qu
"Existe un conflicto entre diferentes amparos por u
mismo derecho resultante del artículo 19 de la Ley,
Suprema. Por un lado, el derecho a reunir infor-

mación -no prohibido—, y . por el otro el derecha
a no ser incorporado a los bancos de información de

carácter privados que `aparentemente' o `realmente','
buscan registrar datos asépticos sin el propósito do
divulgarlos. En la disyuntiva, nos inclinamos por la
segunda alternativa, es decir, la privacidad debe pre-
valecer ante bancos de datos cuya única misión es
recogerlos sin ningún objetivo que no sea la informa-
ción misma". ("Amparo, hábeas data y hábeas cor-
pus en la reforma constitucional", del libro Derecho
constitucional de la refornrade 1994, texto. incorporado,
página 447 ). Compartimos la conclusión antes seña-
Lada, toda vez que consideramos que si alguien se
siente afectado por la referida fuga de información
y la misma es divulgada en un medio periodístico,
éste podrá interponer un hábeas data para lograr el
derecho a la rectificación o anulación de aquellos
datos erróneos que de él se tengan.

Siendo ello así creemos que la ley que regularé
el hábeas data debería contemplar que si aconteciera
la fuga de datos aunque provinieran de registros que
recolectan datos pero que no los divulgan, igualmente,
el afectado contaría con este medio de defensa.

'Desde esta perspectiva proponemos incorporar era
el artículo 24 del dictamen de la mayoría -dispo-
sitivo que detalla los archivos , registros o bancos en
los cuales no se aplica el régimen de protección (le
datos regulados en este proyecto- a los registros
de datos cuyo único objetivo sea recopilar información
pero no su divulgación . Empero dejará de aplicarse
esta excepción si este registro propalare información
errónea en un medio Periodístico y alguien se sintiere
afectado. Si ello fuera así , este último podrá iriter-
poner el hábeas data.

Se sugiere por ende, agregar al artículo 20 el sí-
guiente inciso : f) A los archives de Jatos privados
que no tengan por objeto proveer informes . S'n em-
bargo, tle producirse con ellos rasa fuga de infamación,
el afectado podrá interponer el recurso de hábeas
data".

4. El dictamen de la mayoría establece una serie
de, normas en donde se establece quién ejercerá el
poder de policía.

Así el artículo 5s crea la Comisión Bicameral (le
Seguimiento de Protección de Datos dentro de la ór
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ita del Congreso Nacional encargada de garantizar la
vaguada y protección de los derechos tutelados en
.presente ley.
En cuanto a si se prevé la creación de una oficina
tral cuya función sea recibir Las registracioues de los

,¡cos de datos , el proyecto no es claro. En primer la-
r, el artículo 18 proclama el derecho de información

;que sustentaría toda persona al poder recurrir al Re-
istro General de Protección de Datos a fin de que se

informe acerca de la existenciá de un registro, su
:finalidad y la identidad del responsable. Sin embargo,
en el resto del articulado, no existe una norma expresa
que contemple la obligación de los archivos privados de}
registrarse en ese registro General. A su vez, el articulo
'23, apartado 1, dispone que los archivos públicos deben
anotarse en el Registro General de Protección de Datos.
Por último, en el artículo 35, apartado 2, se establece
que los códigos . tipos deben ser inscriptos en el Regis-
tro Nacional de Protección de Datos.

Por nuestra parte, creemos necesario crear una ofi-
cina central, cuyas funciones únicamente estarían cir-
cunscriptas a recibir la registración de los bancos de
datos -también deberían registrarse los bancos de
datos que no tengan por finalidad proveer informa-
ción-, estableciéndose los requisitos de inscripción y
las multas y penalidades que se aplicarán ante el in-
cumplimiento de estos recaudos. Asimismo fiscalizarán
las Medidas que deberán tomar todos los bancos de
datos para proteger sus ficheros (contra peligros natu-
raies tales como pérdidas accidentales o destrucción: ton-
tea peligros humanos, como informática).

Es por estas razones que creemos necesario se in-
corporo una norma que expresamente disponga que el
referido Registro Nacional de Protección de Datos ten-
drá a su cargo el listado de todos los registros y bancos
de datos. Con este propósito nos parece acertado incor-
porar el texto que al respecto propuso la diputada Nil-
da Garró en el proyecto sobre le tema. En consecuen-

'cia, ecn.síderamos que debería agregarse el siguiente
p;:nafo que habría de insertarse al final del artículo

28. ` ... Estos registros deberán anotarse en el Registro
General ele Protección do Datos. Será requisito para su
iuuecrit?ción la consignación de los siguientes datos: nom-

bre, domicilio y persona responsable del banco de da-
tos; deci_uación de la finalidad del almacenamiento de

datos; demuicia del sistema de seguridad instalado o
tacervsto, En este último caso denunciará el plazo de
ianntcuun^, fan ene se ajustará a los términos fijados o
p,^r la ,yute ;d:nd de aplicación. Asimismo también de-

Meran iccscrürirse en cl Registro General de Protección
de Dates les archivos identificados en el artículo 2^,
incoo e), de esta leva

5. Ei dictamen do la mayoría limita el objeto deira-
de datos, los que en ningún caso podrán ser

"cio carácter personal que revelen estado de salud, si-
tuación patrimonial y obligaciones tributarias, salvo que
mediaren razones ele interés general, y así lo dispongan
una ley o exista consentimiento del interesac<o" (la cur-
siva nos pertenece) (cf., artículo 11, página 2).

Sobre este aspecto, cabe señalar que la frase "inte-
rés general puede ser comprensiva de una serie de si-
tuaciones, pues la vaguedad del concepto podría exten-
der en demasía las excepciones. Asimismo debería es-

pccificarse can la norma que lo en ella dispuesta no rir,e

para los funcionarios públicos electivos, los nrinrstro.s,
secretarios y subsecretarios de Estado y los jueces. Esta
exclusión &e fundamenta, precisamente, ert que respecto
de tales autoridades existe interés en que se conozca
públicamente la situación patrimonial y fiscal de las
mismas asa como también su estado (le salud. Conjn^,a

este criterio, con lo dispuesto en el artículo 36 de la
Constitución Nacional que establece un marco de exi+
gencia ética para el dcsempcíiio de la función pública
pues, considero que se incurre en graves delitos dolo-
sos contra el Estado cuando mediare enriquecírniento
injustificado . Se llega a afirmar en el dispositivo cons-
titucional que actos de esa índole atentan contra el
sistema democrático por lo que estaría en pugna con
eso principio ético la reserva u ocultamiento (le la in-
formación referida al patrimonio o situación fiscal En
cuanto a la salud va de suyo que es un requisito esen-
cial para el ejercicio de cargo público porque quien
adoleciera de una enfermedad que los afectare grave-

mento no podría cumplir con el requisito de la idonei-

dad que establece el artículo 16 de la Ccrostitnc:ór,
Nacional. Es por ello que debería sustituirse esta frase
final por la siguiente: "salvo que mediare requerimiento

judicial o consentimiento del interesado. De lo dispuesto

en este inciso quedarán exceptuarlos los funcon;rios pú-

blicos electivos, los ministros, secretarios y subsecretarios

de Estado y los jueces".
En re'arión con el artículo 11, párrafo 4, no se advierte

por qué circunstancias los registros privados no pueden

almacenar datos sobre infracciones penales o adminis-

trativas. Precisamente, el conocimiento de tales datos

puedo ser de especial importancia para el desempe s
de ciertas actividades que pudieran estar relacionadas;

por ejemplo , con el manejo de caudales o la prestación

de servicios de seguridad. Por lo tanto, se sugiere la

eliminación del punto 4, del artículo 11.

6. Otro interrogante que nos planteamos es qué sn-,
cedo si durante la situación de excepción que implica

el estado de sitio (artículo 23 de la Constitución Na-

cional) mantiene o no su vigencia esta garantía.

CreemV,c que estando vigente el estado de sitio se
suspenderá la garantía del hábeas data solamente eri la
medida c,ne su interposición afectare los fines para los
que fue declarado el estado de sitio.

Se prepone el siguiente artículo: "En caso de decía-
rarse el estado de sitio se suspenderá la garantía del
hábeas data en la medida que su interposición afecta-
re los fines para la que fue declarado".

Ricardo Gónrez Diez.

Disidencia parcial

Buenos Aires, 29 de nnayo ele 1996.

Tengo c-1 agrado de dirigirme al senior presidente;

con el objeto de p!esentar mi disidencia parcial, cle
conformidad con las previstones del artículo 93 del Re-
glamento (le la Iloaorable Cámara, al dictamen de iá
Comisión, de Asuntos Constitucionales, sobre la ley que

reg arre. ta el- artículo 43, tercer párrafo de la Consti-

tución :saccional referido al habeas data.
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Artículo lo: considero que debería modificase la re-
dacción del mismo para establecer claramente cuál es
el objeto de la presente ley, es decir, la reglamenta-
ción del derecho a conocer (acceder) los d,ttos. refe-
rirlos a la persona y la finalidad de su a'maccnamiento,
así como también poder exigir su supresión, rectifica-
ción, confidencialidad o actualización, únicamente en
caso de falsedad o discriminación de esos datos.

Propongo la siguiente redacción: "La presente ley

tiene por objeto reglamentar el derecho a acceder a

la información sobre datos personales y su finalidad,
tanto de las personas físicas como jurídicas, que obre

en registros o bancos de datos, automatizados o no,
registrados en soporte físico o magnético, de los secto-
res público o privado, destinados a proveer informa-

ción, y en caso de falsedad o, discriminación, solicitar
su rectificación, actua_ización, supresión y asegurar tu
confidencialidad".

Artículo 5o: en virtud de que la tutela eles la pro-
tección de los datos se encuentra en cabeza del Poder
Judicial, solicito la discusión de este artículo e'u el seno
de la Cámara.

Artículo 6 entiendo que debería aclararsA que el
consentimiento del interesado, lo debe prestar, en forma
expresa,; por escrito.

Artículo 8'•1: en principio solicitaría se discuta una
redacción ampliada sobre las consecuencias, al proce-
dimiento, y demás cuestiones vinculadas a 1,1 revoca-
ción. Considero que de establecerse que el consenti-
miento se debe prestar en forma expresa y pn+' escrito, .
debería también establecerse, de igual forma, para su
revocación.

Artículo 99: propongo eliminar del segundo párrafo

la frase "salvo una voluntad inequívoca en este sen-
tido", y en su lugar colocar: "y en forma expre sa".

Artículo 11: inciso 3°: entiendo que debería sustituir-
se la frase "infracciones penales o administrativas" por
la frase "procesos penales o infracciones administrativas".

Artículo-12t este artículo debería incluirse , como in-
ciso 39, a continuación del inciso 20 del artículo 11,
ya que tratan de la misiva materia y no veo, en prin-
cipio, razón para redactar' otro artículo sobre el partl-
cular. Y

Artículo 13: propongo la siguiente redacci'-n: "El
responsable del registro ,o banco de datos debe!á adop-
tar las medidas necesarias que garanticen la seguridad
de los datos". Nv veo, en principio, razón alguna para
especificar, ni el tipo de medidas que deben nclaptarsé,
ni lo que se debe evitar en forma taxativa. El respon-
sable del registro es responsable de las datos en un todo.

Artículo 19: propongo sustituir en el inciso 2`, la fra-
se "inteligible", aun cuando tengan sistemas de e laves o

códigos convencionales que requieran el uso de dispo-
sitivos mecánicos específicos", por la siguiente: "que
permita su clara comprensión".

Con referencia al inciso 30, considero que el derecho
de acceso a los datos de carácter personal e, perma-
riente En todo caso, si la persona lo solicita niás da
u v 'z cada 6 meses, podría establecerse un e ron fijo,

ro la r iaosibilidad de acceder a los 03 acrc-
e in u's legítimo alguno para su acceso.

Artículo 20: propongo incluir, al final del irrciz.o
lo siguiente : "de solicitado".

Artículo 22: propongo que se suuriman les incisos
(pues el control y 'a legitimación para hacer valer
derechos se realiza en la justicia y por el s;óe[o ( 11;un
ficado ): 29 y 4s (porque la acción ce d_ñ_a, y p
juicios se encuentra legislada en el Código Ci'i1 v
Procedimientos).

Artículo 23 : propongo como re lacción la , - uicn
c"Toda creación , modificación o eliminación de resristr

o bancos de datos , tanto públicos cono privados, d
berá ser inscrita en el Registro General de Protecció
de Datos".

Artículo 31: propongo la discusión del tenga referid
a la eliminación de los datos Una vez utilizados, en el
seno de la Cámara.

Artículo 38: propongo su debate en el seno cl, lá
Cámara, ya que las atribuciones y el alcance de 'as
resoluciones conferidas al Defensor del Pucho la &:y
24.284, en sus artículos 14, 27, concordantes y subsi•
guientes, excederían su competencia.

Juan H. González Gat;rola.

Honorable Cámara:

Las comisiones de Asuntos Constitucionales; de Jus.
ticia; de Legislación General y ele Legislación Peral
-especializadas-, y la de Presupuesto y hacienda
irga considerado los proyectos de ley de los seí'rores
diputados Molinas y otros ; Alvarez (C. R. )'; Arias;
D'Ambrosio; Rodrigo; Garré y otros y Nieva, sobre
"Régimen reglamentario del hábeas data"; y por las
razones expuestas en el informe que se aconmarla y
las que dará el miembro informante , ' aconsejan la
sanción del siguiente

PROYECTO DE"LEY

El Senado y Cámara de Dipu,ado.s, ...

Objeto

Artículo lo - La presente ley regula el uso, alosa. s.
namiento , transmisión , modificación o destrucción do
datos personales contenidos en bancos de datos y/o re-
gistros públicos o privados.

Sujeto pos ¡ro

Art. 29, - Se encuentran comprendidos por la
serte ley los bancos de datos y/o registros :y,úl;`lccs y
los privados destinados a proveer información.

Art. 3o - La presente ley no es apli;,ab e a los datos
tratados en 'ocasión de la actividad pericdíiica cual-
quiera sea su soporte y que hagan a la preservación de
la fuente de información.

Art. 4a-También quedan e'.c'ci,lcs los c'.a'ós per-
sonales almacenados para fines exclusiva: cr;c estar:
ticos y los que involucren eral:orees de seguridad e
inteligencia del Estado. Estará a corsa del Ev di ,nn-

bar la n csid d de la cc ficlei: salid . á de la infomea-
ción.
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Definirones

lile ley

I?el eonser!fiir.iertfo

Art. 5e-Para todos los efectos de la p:(
entenderá por:

- Dato de índole ^^crsorso!: toda date indisidual
que pcrmita directa o indirectarnenie la identi-

ficación de personas físicas o ja. ditas.

Dato personal scns1Y)iC: todo dato labre OIta

11e goma LS1ea que ideni fique su estado de su-
1101, hábitos personales, eonviceioltes polr teca,

sindícales o relitgiosas, c cuitlqu:e _ otro atributo

con Itencialidad ;:iscriur r:herir,.

itnuscena;rienta de dalas: la obtenc^iúri, toma
o e rl o!ja q e datos deslloada a su uti 1Zñi'rf: q

poste r r
- Tu.tt,.t,s^cín de rl!'(0 poner a disposición de

tí_t ceros, p tulla sit,n di Beta o n(Lrecla, da-

tos persar;;.''s irla;: ee:.ados.
3írólilic^:ríó!a de (lc1<os: tc(to cambio que se re-
gistre en el contenido de dalos almacenados.

- i1( l 00(100 ele dalos: todo cambio que se re-
gistre en el contenido de datos almacenados
que los baga irreconocibles o irrecuperables,
0 ' , tl(i 11' a Sca cl ii c!io (r tolerado.
13an,o tic; datos: c_i actora sr emátiea ele datos

que pc q uite su recuperación y oericnamientu

con£crrne di^e:ro., criterios, así cono cambiar
su ordenación y etal'larios, con indcpendeneia

del proecclim,euto emule-uso para olio. Quedan

e;cnidos dcl concepto, los doctrmc-Etos sueltos
() 00- 00100(5 ele documentos, a menos que se
pncúan ordenar y evaluar mediarte procedi-
nr'cntos aulourat,z-!cios.

Dereclror del P1ol(ir

Art. G - 1 oda p(r,onu fi lea o jurídica renda, de-

recho a:

ta) Coaoc(-r los dirics ;,lnruenados a ella referidos:

la ,'iari!idad del ailuacen.ontcntu y la fuente de
la obre 1,0i00.

1-ste de odre es extensible a los tutores, cu-

r (s, lr tc !cros y nrnclat.nios con poi le'r es-
1;)!. cono 1eprrtient sil, s del titu`ar del dato.
1 o a la n orlnneiún sera acuito. Le

;iult( I'!ilad. d(' :r ¡)I+ta:'!.ell (f r•t(`r 11iii I?):i los Inni.te

(te ra d el ceo;

T^) ] Ftce'r atare:! i,. 0 (01. 0L [ur los d.tt-o referidos

a ella, cuando éstos moran 11 oxaetos o incom-

pletos lude°peirólierttemeutc de aloe esa cir(-uns-
tanc^a le cause 0 pueda. ca,Ssarie un daüo;

e) laeer inaccesibles las - datos referidos a ella
cuando no pueda determinarse su exactitud o,
en el caso de almacenamiento de datos seasi-
bles, cuando manifieste que res-oca el consen-
timiento prestado;

d) Hacer que se destruyan los datos almacenados
referidos a ella, cuando el almacenamiento sea
ilícito o, en el caso de almacenamiento de datos
se-o ibles, c(laudo manifieste que revoca el con-

At t. -- 1 alma,.^ec^amicnto de dalos selisibles re-
por esuito del tilniar, cual-

gtúCl! <c_( c( oilorte a utilizarse y aurct!.!e los misn.os
se .__eue.tt!c! a almace!:arlms en registros (te acceso
ri,, ''leo, l;1 a, , (,tn.ri lao pi<s-,do por el titular siem-

pre p(,1a rey „^a,.k;, lindo eie d..rccl!o .erel!un-
ei:ri^f,^,

a —) el coa _..ti! :lento se r^resó,n;
c.:^!..,.ú!1s 1;ocriores al almaccr!amicuio.

.ir las medidas (le s°5i^.rlut«

Al t. gó' ;(lo banco de datos Con„p e 7,.(n- la
p óízut tendrá l it obli -rción de de !une r u!,e
la antorclitd le aplicacr :n el tipo de sistema de 1 ) ! ?-
teuci5n preví .!o para impedir el acceso inc'01ddo po_

parle de terceros.

Art. 99 -1.os bancos de datos y/o rc isl'us (;nc pxra
la coosecucic',u de sus fines propios trapa datas prr-

sonales se.rsü^lcs, ct!algtrie-a sea el soporte !0ti_!zn110,

están oblig,a(.l s a custodiar el uso cniifiderreiai de los
mismos y a enunciar ante la autoridad de opa. s, te s,

el tipo de si.lema de protección previsto para impedir
el acceso in(i,ludo por parle ele terceros.

_ ittoi¡ibid dc' ci¿iicrzcídn

Art. 10. - Será autoridad de aplicación y garante del
efeclít-o cum¡dirniento de la presente ley, la Direccicíi
General de 1,estión Informática del Ministerio de jus-
ticia de la \,ieión.

Art. 1I. - fea autoridad de aplicación procederá ala
creación de !ur registro de banco tic datos personales.
Será requisit.i para su inscripción la corrsigl aeióv de
los siguiente : datos: nombre, domicilio y persona res-
ponsabio del banco de datos; declaración de la firi;tlidnd
(.!el alnracen:.viento de datos; denuncia del sistema ele
scauridad in,ialado o previsto. En esto último caso de
r,nticiará el plazo de implementación que se ajusiará
a los tórmúl,u fijados por la autoridad de aplicación.

Art. 12. - - Anlo la solicitud de cualquier interesado,
L L autoridad de aplicación procederá a informar qué
baleas de dilos personales y con qué fines se encuentran
registrados, rl domicilio y persona responsable a carga.

Art. 13. - La autoridad de aplicación deberá receptar'
las decicmci, .s de particulares, proceder a su registro
y dltermin ar las multas y demás penalidades previstas
par; el casi, (le incumplimiento de la presente ley.

Transnrisión de datos
tirt. 14.- - Requerirá autorización especial por parte

do la autoridad do aplicación la transmisión o cesión
de datos sensibles, previa constatación del eonsentimierzn,
to fehaeient„ del titular.

No requerirá autorización especial por parte de U
autoridad d., aplicación la transmisión o cesión de_dato*
personales a Estados extranjeros cuya legislación los proa
teja de modo equivalente.

Tampoco requerirá autorización especial la trasmi<
sión de información que conste en registros de acceso}
público o fov"ran datos almacenados exclusir'inie31t0 col
fines estaul!' l.e0s.
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Habilitación de la vía judicial

Art. 15.-Requerido que fuera el o, ceso, rectificz-
ción o destrucción de datos, ante el silencio o negativa
del banco de datos por el término de tren (3) días há-
biles, el interesado deberá notificar de ' •,ta situación a
la autoridad de aplicación. La autoridad de aplicación
intimará al banco de claros y ante el s:' -auto o la ne-
gativa injustificada, procederá a la aplicar. ón de las mul-
tas y demás penalidades previstas.

Transcurridos dos (2) días hábiles desde la notifi-
cación del silencio o negativa a la auto+i1ad de aplica-
ción, el interesado tendrá expedita la vi judicial.

Art. 10. - Será aplicable, a los fines 'le esta ley, el
procedimiento sumarísimo, previsto en las respectivas
legislaciones procesales locales.

Art. 17. - Los gastos que demande el cumplimiento
de la presente ley, serán imputados a 111 partidas pre-
supuestarias que al efecto se asignen en el presupuest,r
general do la Nación para el ejercicio 1996.

Sala de la Comisión, 4 de junio de 19`'6.

Nilda G. Ganó. - Hóctor T. Polino. -
Alario N. ' Pan el. - Húmicio Viqucita.

Rodolfo Rodil. - Jos: A. Vilar,

INFORME

Señor presidente:
La seguridad de los datos personales s,• ha convertido

eu una de las preocupaciones contemporáneas y has
surgido, en eanseeuenróa, diversas r =u::^ iones tentar ien-
tts a p^ *r.itir cl acceso del int;ac,.a.lo }re controlar y

n_ ciar tt_ ,ib'es rsos ah lisos de lá ir ctr^aaciár:.
Eii el orden irttc.noí,ior, ,l, la tutela in : grai del "nua-

1a, ciererao ala in'.innicaaci" ha sido ao:rlianaente con-

te La, nuevos Constituciones de I,spnña, Portu-
gal y Brasil le dan "cancro de garantía constitucional".
L u década del 70 generó una prolífica 1, gislación en la
araste ia: Suecia (1973), Estados Unilo• (1974), Ala-

Federal (1977), Noriega, Aust -ia y Francia
(1978). Por otra parte, la firma del Convenio para
la protección de las personas individua es en materia
dee tratamiento automatizarlo de datos pci ;orales" -sus-

erlo en Estr,asbur o en 1981 por los países miembros
del Conuco de Europa- impulsó a país' como Irlanda
(1988), Gran Bretaña (1984) y Portuga' (1991) a le-
gis'ar siguiendo sus principios oricntade, "s.

En nuestro país, la reforma do 1991 a su

texto este derecho, ya receptado por di asas Constitu-
uo'ces prnvnteia tes.

Psririooe decir cinc el derecho a la la
h^ '.do una nueva d'mcar ión. la no ceo
en el derecho a que deirr.nieeóins aSn

inlidatd ha e:i-

únicarue, te
de. la es-

c

f a personal (101 indiviciz:o r ued 1 ,ce '. c.3üs sol

El peligro de la posesión y la usar, zlncióaa mal;n-
te_rcionada de "datos sensibles" (criben racial, háb tos
sexuales, salud, religión n opiniones politices) consiste
en que éstos pueden facilitar procesos de discriminación.
Es por ello que cl proyecto establece 'cn su artículo
7; lo chlivaieriedacl, por parte del banca de datos, de
sol ter por escrito el consentimiento lei interesado

para proceder a su almacenamiento, aunque los mism
se encuentren ya almacenados en registros de acceso p
Mico. Para ciarle un mayor énfasis al control de
tipo de datos, establecimos que el titular siempre
tiró revocar el consentimiento, siendo este derecho irr
nunciable.

Es principio indiscutido de buena técnica legislati
definir los conceptos a emplear, de allí que se encuera-;
tre incluida en la presente ley en su artículo 5s
defirnición de: datos de ínflele personal; dato person
sensible; almacenamiento. 1 , r isiun, scoarücaeié^r,
destrucción y banco de datos.

Principios gci,creles ele la ley

Los datos personales sonaetiolos a tratamiento auto.
matizado deber,"ur:

a) Obtenerse y tratarse conforme a la le'-•
b) Ah: act narre pira los Ores especificados. Guar-

dar relación con los mismos y sólo ser utilizarlos para
la concreción de eses fin(,s;

c) Ser exoetos y actaali'r. ice cumulo sea necesario;

(1) Conservarse por el tiempo que requiera la fina-
lidad pasa la que se alnaaec^nan.

A7n1)iío ele apilicaciórt

El presente proyecto r;r eta el trtrtaneicr;io de datos
persor raes cuun,enidos c r burros de sotos públicos y
prrsado destinarlos a i ar a ecr ndoeioae'ón.

Con buen criterio, el meucar lv de la Les Federal
Alemana, do Prote ...5u de Dar , r,a u deotrc de las
excepc r c pana la a piicació e de la le , a l.a cu:pre-
sas de la pre :: sa y a sus n.n :, iliart la radia li unión y
cinen:aiog tfía. S^gsiic do esta ale a, e'i artículo 39,
excluye a los datos tratados e ) t (!(i la
periodística , pero exten a, reto la caeic :^n a toda tipo
de soporte, en atención a una runirl 1 a pre se rvación
de la fuente de infon.aacivn.

También quedan excluidos les datos alnraceoados para
fines exclusivamente esi disticos y los que involucren
cuestiones de ;_u ül.,d n irte' eueta del Estado. Paca
este último caso , la necesidad de con rcteucialidsul debe
ser demostrada por parte del Estado, ev _ ianúo de esta
manera cl uso abusivo de la restricción.

Derechos cica iiic,lar

Derecho ele acceso a la información

Es importante dotar a todo interesado, del desechó
a conocer qué datos suyos hay aharacer.aclos, quién y
cómo los obtuvo, el fin para el cual se utilizan Este
derecho so verá limitado cuando la informacic',n sea
ieserv da en virtud de las excepciones previstas. El
interesa ro t a ; bié n podrá hacer que se det.Iaren ínatl-
cesibics aq , :lo datos r :.3,, cto de los cuales no pueda
estalelccr._a si, exactitud o inexactitud.

Derecho de rectificación y actualización de datos

Cuando los claros consigno tos resulten erróneos, In-
completos o desactualizados, surge, por una parte, el
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-derecho del interesado a exigir su corrección o puesta
'al día. Por la otra, el deber del responsable del banco
de rectificarlos.

Conservación de datos personales

El principio rector debería ser la no conservación
de los datos más allá del tiempo necesario para el
;eumplimicnto del fin por el cual fueron almacenados.
Sin embargo, este derecho del interesado sólo podrá
ejercerse si los datos permiten su individualización. La
idea de una conservación limitada en el tiempo surge
de la ley francesa sobro informática, ficheros y liberta-
des. A pesar de ello, Iremos optado por la destrucción
de la conservación de datos sólo a pedido del inte-
resado y en los casos que la ley lo autoriza,

Destrucción de datos personales

El interesado podrá solicitar la destrucción de los
registros que contengan sus datos personales , cuando
eI almacen miento fuera ilícito o cuando se trate de
alnmcenanicato do datos sensibles y manifieste su vo-
luntad de revocar el cornscutirniento prestado.

La autoridad de aplicación

Para asegurar el cumplimiento de esta ley se prevé

facultar a la Dirección General de Gestión Informá-
tica de Ministerio de Justicia de.la Nación, corno or-
ganismo de registro y central, eoñ jurisdicción en el

ámbito nacional y competencia en la materia. Ante
esta dirección deberán registrarse todos los bancos
do datos personales, con excepción de aquellos cuyos
fines sean estadísticos o de investigación científica, ya
que conservan datos nominativos La dirección deter-
sainará los requisitos de suscripción y las multas y pe-

alidades que se aplicarán ante el incumplimiento de

esta ley. También atenderá los reclamos o peticiones
que efectúen los interesados. A fin de no crear un or-
ganismo hemos opiado por ampliar las misiones y fun-
ciones de uno ya existente, en el entendimiento de

alcanzar agilidad y eficacia en la aplicación de la
presenté ley. Descartamos un supraorganismo cuya
organización y funcionamiento atente contra la natura-
leza del instituto y del bien jurídico protegido; en este
sentido fueron pensados los plazos y trámites previos
a la habilitación de la vía judicial.

Transmisión de datos

La transmisión internacional de datos, siguiendo el
modelo austríaco, no requerirá autorización alguna por
parte de la autoridad de aplicación. Pero será condi-
ción indispensable que la transmisión y cesión de datos

se concreto con estacaos que tengan una protección
equivalente a la que establece la ley argentina.

Como medida de seguridad hemos instituido la obli-
Éación, de todo banco de datos comprendido en la
`presento ley, do denunciar el tipo de sistema de pro-
tección previsto para impedir el indebido acceso; para
el caso de bancos de datos privados' que contengan

'datos sensibles, aunque su utilización sea la prosecu-
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ción de fines propios (obras sociales, privadas, labora-
torios de análisis clínicos, etcétera), hemos agregado
a la obligación do denuncia del sistema de protección,
la custodia dei uso confidencial de los datos.

Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares
la aprobación del presente proyecto.

Nilda C. Garré.

ANTECEDENTES

1

PROYECTO DE LEY

El Senado y (ríniara de Diputados, ..

LeL DE ACCESO A LA INFOR\IACION

Artículo 19 - -Propósitos. El propósito de esta ley
es el de reglamentar el ejercicio del derecho a buscar
y recibir la irnormaeión existente en los archivos gulrsr-
namentales de conformidad con el principio de publi-

cidad de los netos de gobierno. Todas las csxcepeiossc
que resulten n cesarias al ejercicio de este den ,cho de-

berán estar esi,,l,lecidas por ley y claramente delimita-
das. Las decisiones que las autoridades encargadas del
archivo adopten respecto al mantenimiento en secreto

do la informa ión requerida ser n susceptibles de re-
visión judicial

Art. 2e-D,finiciones legales. Se entiende por ara,
chivo la guardia o custodia de cualquier expediente,,
legajo, protocolo, correspondencia, memorándum, libro,'
piano, mapa, dibujo, diagrama, representación pictórica o

gráfica, fotogr sfía, film, microfilm, disco, grabado, vi=1
deotapo disketne y cualquier otro medio ele almacena.'

miento docum utal, independientemente de sus carece
terísticas o foinras externas en originales o en copia,:'

Art. 3o-la.¡mr>ración de publicación obligatoria. A.
los efectos de hacer posible el ejercicio del derecho a
buscar y recibir información los órganos de la adminis+
tración centralaada con organismos descentralizados
todo otro ente que funcione en la esfera de la acbr inis."?
tración deberás publicar con una periodicidad que nq
puede ser menor a la de un ario calendario un boletín'
para orientaci>,,i del público que centenga:

I. El organigrama del ente, la descripción de sú
organización sea central o descentralizada, co.
mo la uiisíón y funciones de sus respectivas de.

pendencias incluyendo el detalle de sus pro-!:
gramas.

2. La inl.n•mación acerca del lugar donde fimcio:.
na la oficina, el nombre y el cargo del fundo-'
vario :sesponsable de recibir y evacuar las soli
citudes de consulta de los archivos.

3. La de cripción de los procedimientos mediante
los cut les el público puede obtener la informa.;
ción, i.,rmular pedidos y requerimientos y ob+'
tener decisiones.

4. La publicación ordenada de las disposiciones y,
reglara ntaciones internas que rigen las diferen•'
tes dependencias para la ejecución de sus pros

grama :. o actividades administrativas.
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en el iñO. una separata que ceittc -a la totalidml ac-

tualiz-ida ele las nublsaciones ref,ridas reas archa, pa-

re sil dtg Cl'1trnctun en torio el país.

Arda 4o-Dere4io cie acccsn a la irrforrrc°ie'tr, Cual-

gtü^.'r persona tiene el d5rccho, por sí o por nacll;,a de
su rcpresentiulte, de consultar cualquier archivo bajo

el control de un ente u organismo del Estado.

Tan;bíén podrá requerir la información gtae sea posi-
lib de preparar a partir de la documentación irnl,-Yma-
tizada aun cuando no existiera al monlenió de st•' ob-
jeto de un pedido de consulta.

Art. 5°.' - Lisx?tacioncs el acceso a 7a irtfoir;tacii i por
rcr_oue, (le srrderes público. Los órganos de los pv-1,,res
publicas nacionales y sus organismos dcsccntrnL vados
se negaran a revelar inforts' 'iótt C?1SiC1111' En mis rl'hl-

sos en los siguientes canos:

1. Cuando haya sido suministrada en forrar, con-

fidencial por el gobierno de una polencc, ex-
tranjera o por una organización internt^^ lepra
dc' derecho público legalnocnte reconocido En
estos casos podi'fi ser revelada la inforrittetón
si tales entes dieran su conscnünriento o lucie-

v'an pública la información.
2. Cuando la información pudiera ser lcsi:;, para

la Conducción de las negociaciones di,pl^'inéitl-
cas de la ilación Argentina, la d€-tensa nm Tonal
o la investigación y prevención de actü i,lades
criminales o favoreciera la realización de actos
hostiles contra los intereses are, iitiiio.s u el
exterior.

3. Cuando set tare (le secretos inda (t1aL , co- 1
soercialc,. fin'ncieres, c_e=ri.finr;s o q le
pertenezcan a un órgano de lar
ps'd Pca que tengan nn valor snst,tnciai s ;era
razonable espetar que lo tus ere v
lación pcrjudiquc la eompetrtircla d, o 1.4me

los intereses d la Nación Artcotiua, o ';t ct-
pacidad de conducción de 11 ctcnor.iii o wtl-
lo en nn 1 cnc_flcio mtl, birlo para el n
dacio de la in£rrnmción.

4. Cuando se tratare de iufornlación cuii(^ti' s en
archivos do datos de p.'t 5onas eLI.tl_11
por tales ciccti:itticr información con crin. i:e
lag circunstancias pei soitalcs, familiares i^ íliti-

^. C. :ntin la _+1 podare,. r,.z n:_iul^axm•

la L. 1 ^.1 ct 1, 'cqu-'
irlo-,l p.. , :,at c' tcrct' t.s ,.ca =;t^tt _f,ctm
O IIn a la aclrr ti ,tr .i!'Ii i^1.

6. C:u;Mido cotr' to_o liste l„s dercc'tus o intt'rnes
( : e ian Cetildo seic ahl^.cls t_at:ro. Yreltare ne i

secretos 71Hi!1st .,25, 1; ,Sic LL'r0,', C.%lllc re¡,ices, ..

cic:lltíficos o ít c , t.^^icrs sonar atabal'=.s a un
sute u organismo esta=al cu la co,:ütutza de
qnc no s:rí;tn res,lados^.

T,ltnl,i<^tl se rt,1 tecrl. que compromete los üerrcllos

de un tcut-ro la ¡u1ornlación sus a r,.ie'aclutl Sin fonda-
en la detc taso del interés publico ,riovogrc copio

rt paradlo itt porttantls perdidas o ganancias Dual .cieras,
la pulida (le posiciones competitivas o iut.üfcrrncias
ca la CG c;l?rac'iÚll 6 Cl`=CUCII)n de COni-' tCS.

Pero cuando el i,, rés sincoiado a la salud y segu-
ridad p i li. as y a la protescción del medio alubicnte
sea elan unenic _np.xiirr en ianpo'taneia a los inftt'eses

particulares de tire -ros que esto (creo , n ll ego, podrá
revelarse la inforn , i1;n.

Art. U - Pro e taro :Atto La petición de cl nsuiltar los
archivos se fonnutar,t por escrito al org,anus,r:o o ente

de la aditluistracivn dando los detalles suficietlles que
permita al funcionario habilitado a idelttific^u y hallar
la docwalen:.ación.

Una vez recibido el pedido el fnncionuio responsable
de recibir y uva''tiar la c:onsulla defier=a informar en
el plazo ITa,i?anro ele treinta (30) días al peticionante
si va a acceder o no a su regn:'rimit oto. En caso
malivo deberá pomar de innlrrdi,ito a sil 4Ppt sicii„1 la
doen naco ración.

El fuucion_irio clectu-ara las cotisui,tas qu:' c5Urne co.

]'1'í sonod 1()11Tes dst acto el trfln^;ci n'so Clel plazo 1a'11ciu-

nado más arrüva. El silencio admiuistraitisu, uno vez

vencido el plazo, perrnitirú interponer los recursos admi-
mstiatisos o judiciales 1ocrespunllrl ,tt's.

La rae-,'ltil,l a evacuar la con' u,ta. del),, si SO

funda en la ine ase -u^iaa de la docucier .ación o en la
lohibicid i legad de e'llibirla en cuyo craso uc berá

niericionar cluanicnte las nornr.s (lile lts, lo

El ecos' _a.ulo de la dt ,nr:^laacibn pocho eUc,ier co-
pias de la itusuta y solida ar su ccrttfict:eién inc, el res-
poiisable del arcir', n.

Aí,`. ;"-Irte;• atta ttira ilc lcrc_ tras ir+r; .^rt, ter ('orna-
do a juico caca ^ni rict.,t o tcytc ; al,}e de ucl iso PPi

ritlt.irnactiti r,'( teida nt;lg"a enlt .rato ter 1.): ,] ] 1 ucre.-
elttn de nn tcrccro en los t, hiatos de e -;a 1. v deb,rá

cot trasl ulo a c il nl.a pie en el t'nuino (té oo,nce
tia) düiti L,d;ilcs de ^.. r lcpaiun n.d r.oi^L utio t,i,reso
su c osicwu por c cuto

Con vez itit tfo el 1,'t:to lora .f,lrranl;u la opo,iei-'n
,it hule(„r;arút respount'ic rceol^;'ri 'c i!i cl la-izo ("0

^-tire (II)) (líes i)iil)ilcs ;i et.Iti-nitdc adrizar la

loto ata o pi u -'e la^ li .ocio icil ii raía'. lecha.,,

Ji l,t ca í.°sIi'ei d -lit tti S, t 11D¡at( ti;. iLl ti ..^> D;n les y

i; a.l'al sttj -le a 1"',iSiutl judicial c„ri cicclo smp.usiso.
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Art. 8e - Información relativa a las actividades del
jobierno . El funcionario responsable podrá negarse a
evelar información que contenga:

1. Notas cuyo contenido presentara propuestas al
titular del Poder Ejecutivo o a los miembros
de su gabinete.

2. Los papeles de trabajo de dichos mandatarios
que tuvieran por finalidad, formular análisis de
problemas u opciones políticas para su conside-
ración por los diferentes ministerios.

3. La agenda de las reuniol ; es del gabinete nacio-
nal y las actas de los mismos.

4. Los archivos que contengan o reflejen las co.
municaciones o conversaciones entre el presi-
dente de la República con su gabinete o de
los ministros entre sí sobre cuestiones que ha-
cen a la toma de decisiones o la formulación
de la política de gobierno.

5. Los documentos con la información destinada
al uso , del presidente de la República o de sus
ministros sobre cuestiones para ser tratadas en
las reuniones previstas en e! párrafo anterior.

6. Consejos o recomendaciones efectuadas a un
organismo o ente estatal por parte del presiden-
te de la República o sus ministros.

7. El resumen de las consultas y deliberaciones
que involucren a funcionarios o empleados de
un. organismo o ente de la' administración, a
ministros del Poder Ejecutivo o a sus asesores.

8. Las actas de las deliberaciones de las sesiones
secretas del Congreso Nacional.

Art. 9o - Disposiciones legales secretas . No podrá
mantenerse el secreto de la información mencionada en
el artículo 89 por un plazo superior a los diez ( 10) años
Dontados a partir del momento de su emisión o de la
realización de los hechos que se reflejan en los docu-
nentos. No podrá invocarse el carácter secreto cuando
:e trate de la investigación de violaciones a los dere-
hos civiles y políticos contemp'ados en las leyes 23.054
1 23.313.

Art. 10: - dice:a.>ci,nros de control ele la adninistra-
'ión y de p:otección del acceso a la información. Co-
nisíonado ele la información. Sin perjuicio de los recur-
sos administrativos y judiciales previstos en la Ley ele
?rocedimientos Administrativos, un comisionado de la
nformación recibirá e investigará las quejas de:

a) Las personas a quienes se les ha rehusado el
acceso a los archivos requerido de conformidad
con los proccdíinientos previstos en la presen-
te 'Cy;

b) Las personas a las que se les ha requerirlo el
pago de rus arancel que considerar irrazonable
para cousultnr los archivos;

e) Las personas que han re lueri(lo el acceso a los
archivos y no han obtenido respuesta en los
plazos previstos en la ley y consideran que ',a
demora resulta injustificada;

d) Las personas que no han podido disponer por
causas imputables a a adrninistracién de la

información ele publicación obligatoria mencio.
nacía en el artículo 39;

e) Las personas que reclamen sobre cualquier ma-
tenis relativa a la dificultad para obtener el
aec ;o a los archivos que signifique maltrato,

abi,,o de poder o desconsideración por parte
de los funcionarios responsables. Sin perjuicio
de lo anterior el comisionado de la información
pocluí actuar de oficio cuando estime que hay

maivos suficientes para iniciar una investiga-
ción sobre cua'quier cuestión contemplada en
la presente ley.

Art. 11. - Las quejas deberán presentarse por escri-

to o verbalwcnte en el plazo de un (1) año contado
a partir del he.Jio o decisión de la administración que
causan el agravio.

Art. 12. --- Antes de iniciar cualquier investigación el
comisionado de la información debe notificar al funcio-
nario a cargo de la agencia gubernamental . sobre la ma
teria de la fineja y el propósito de someterla a estudio.

Art. 13.-La actuación del comisionado de la infor-
mación no estará sujeta a formalidad alguna. Las pre-
sentaciones serán gratuitas, quedando expresameut,i
prohibidas la actividad de gestores e intermediarios.

Art. 14. - En todos los casos acusará recibo del re.
clamo o de le denuncia interpuesta. En casos de recha-
zarlo, lo huid por escrito fundado dirigida al presea,
tanto.

Art. 15. Toda investigación deberá ser llevada e
cabo de modo tal que no trascienda al información que
legalmente fiche ser mantenida en secreto.

Art. 16. Las investigaciones deberán ser tramitadas
de modo tal que permitan el ejercicio del derecho de
defensa de la persona que formula la queja, de los ter-
ceros interesrelos y de la administración.

Art. 17.-- Para el cumplimiento de las funciones-el
comisionado ele la información tendrá las siguientes atri-
buciones:

a) Requerir de los órganos de la administración y
de su, dependencias las informaciones y colabo
racio,es que juzguen necesarias y la rernisióri
de las respectivas actuaciones o expedientes o
su copia certificada;

b) Tener acceso a oficinas, archivos, institutos y
solicfiar al juez competente el allanamiento ¿te
domicí.lios;

e) Realizar inspecciones o peritajes sobre libros,
expedientes,' documentos, aun aquellos clasifi
cado.i como reservados o secretos, sin violar el
carácter de los últimos;

d) Solicitar los informes y el envío de la documen-
tací.óti o su copia certificada a las entidades
públicas o privadas a fin de favorecer el curso
de las. investigaciones;

e) Solicitar la comparecencia personal de los pre-
sunto, responsables, testigos, denunciantes y de
cualquier particular o funcionario que pueda
proporcionar información sobre los hechos que
se investiguen;

f) Disponer para la investigación de uno o varios
casos determinados, del concurso de emp eado9
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y f nicionarlos de, los diferentes o gema mos es-

tata',es;
Ordenar tocaos los estudios y peritajes nc, esa-

ros para la inve:;figaci n;

h) Fijar plazos para la remisión de informes y an-
tecedentes y la reata ación de diligerciI'.:

i) Solicitar el empleo de la fuerza pública al juez

1)
ejercicio de sus funciones;

en sus

competente para la realización de las mrlidas
mencionadas precedentemente;
Realizar toda otra acción conducente al nu-jor

k) Delegar el ejercicio de sus funciones
adjuntos.

Art. 18. - Además de recibir e investigar las q'i xjas,
el comisionado de información tendrá Las sigui(ntes
Íunciones:

a) Velar por la correcta aplicación de la legisla-
ción nacional en la esfera de su competencia;

b) Elaborar un informe anual que contenga un re-
sumen de todos los casos tratados durant(; el
período y las recomendaciones a que los mismos
hubieren dado lugar, pudieódo incluir propuestas
para la adopción de determinadas medidas o la
modificación de la legislación. El informe será
elevado al Congreso Nacional que formularíc las
observaciones que estime correspondientes.

El informe anual será de publicación y cir-
culación obligatoria en la administración públi-

ca nacional. Como anexo del informe anual el
comisionado de la información acompañar;t la
rendición de cuentas correspondientes a las par-

tidas presupuestarias asignadas para dicho pe-
ríodo;

e) Formular las recomendaciones o sugerencias di-
rigidas directamente a las distintas depeinien-
cias de los organismos bajó su control.

En cada caso, se elevará igualmente al supe-
rior jerárquico la copia del escrito, dichas ncco-
rn n:laeion s no tendrán fuerza vinculante. no
obstante lo cual los funcionarios a quien' se
gira en deberán fundamentar por escrito, len-
tro de los treinta (30) días las razones por las
cuales se aparta de las sugerencias formuladas;

d) Poner en conocimiento del Congreso Nadi('nal,

1

del Ministerio Público y otros organismos del
Estado, en su caso los hechos y las denur:cias
que dieren lugar al impulso de la acción pú-
blica;

e) Informar al Congreso Nacional, a la opinión pú-
blica y a los organismos del Estado competen-
tes sobre los hechos y circunstancias que, sin
entrañar el peligro do revelar la información
que de acuerdo con la ley debe permanecer
secreta, merezcan tomar estado público;

f) Realizar los demás actos que consideren nece-
sarios para que los órganos de la administración
faciliten el acceso a la información de acuerdo
con los principios de celeridad, eficiencia, opor-
tunidad, austeridad, honestidad, idoneidad y pu-
blicidad en el ejercicio de la función pública
en todo el territorio de la República Argentina,

teniendo legitimación para interponer las aceli
nes r curs S que sean necesarios ante los ti
buraies nacionales.

Art. 19.-El comisionado de la información y s
adjuntos serán designarlos a propuesta de una eomisi`
constituida a tal fin por el Congreso Nacional en s
sión pública por el voto de las dos terceras partes de s
miembros presentes.

Durarán cinco ( 5) años en sus funciones , pudiend
ser reelegidos una sola vez y removidos cuando los do
tercios del Congreso Nacional así lo determinen.

Art. 20. - La condición de comisionado de la infor
mación al igual que las de sus adjuntos es incompatible
con el desempeño de cualquier otra función pública o
el ejercicio de actividad comercial, laboral o profesional,
excepto la docencia universitaria , estándole asimismo ve-
dada la. actividad política.

Art. 21. El comisionado de la información y suii
distintos adjuntos cesarán ' en sus funciones por.

a) Remoción fundada por parte del Cong+eso Na-
cional;

b) Cumplimiento del plazo de su mandato;
c) Renuncia;
d) Incapacidad sobreviniente;
e) Haber sido condenados , mediante sentencia fir-

me por delito doloso.

El procedimiento para su remoción será el estableci-
do para el juicio político de los jueces nacionales.

Art. 22 . - Los adjuntos del comisionado ele la infor-
macién , que no ser,b 1 en ningún caso mías de dos, ten-
drán la función de asistirlo en su tarea y de reempla-
zarlo provisionalmente en caso (le enfermedad , ausencia
o ceso, en el orden en que el Congreso determine al
designarlos.

Art. 23. - Por la presente guudan derogadas las lla-
madas leyes se-creces que se l ubieran dictado con ante-
rioridad al 10 de diciembre de 1983.

Art. 21. - í^on; ur.rr;r^, se al Poder 1'i,cutivo,

Alfredo P. Bra n. - C-<, cíela Feru ; ndez n iel-
jide. - Hécior T. Polino. - Carlos A.
Alease:. - Guillermo E . E.stéeez Boero.
- Rafael H. Flores. - José G. Duraón.
- Juan H . González Geciole . - Carlos
A. Becerra. - Ricardo F. Neutras. ---
María Zuccardi.

FUNDAMENTOS

S£nor presidente:

Marco histérico-políticó

La Constitución Nacional surgida a mediados del si-
glo pasado está claramente enmarcada dentro de los li-
neamientos doctrinales del liberalismo tanto en lo que
atañe a su aspecto económico como político. El padre.,
de la Ley Fundamental, Juan Bautista Alberdi, se en4
cargó de aclarar perfectamente estas cuestiones en sus
Bases y puntos de partida para la organización política'



CA` AR DE DIPUTAD :)S DE L 1 N'ACION

ja República Argentina y Sistema económico y ren-

cc de la Confederación Argentina según su Constitu-

de 1853 . Estas obras fueron publicadas por el go-
o del entonces presidente de la Nación, general

o José de Urquiza, y constituye la interpelación po-
más importante del referido texto constitucional-

1 liberalismo -que surgió potente a fines del siglo
I y principios del XIX- fue en su origen la teoría

,.
nómiéa y po

„
i . 5ica de la bur.,^resía. Esta clase social,

,oblea jugaba un rol fundamental en la escena econó-
a de la época , todavía no había logrado la plenitud
sus derechos políticos . El gobierno estaba eón en
os del monarca y de la plb'e;_a, p opietaria de la
a. Ambos, monarca y rlahl .. ,, enlazarlos por los fir-

vírr,ulos de una c5?,1_^a1d^,d de ilc :caes, le cerra-
el cairino.

Como la bY1 n15 :a no P,C re'8 un ?l?f i. r. ,^ decisivo en la

' .alba alnación del oren 15.:.,5 coi su ideología de .
lado co n ,o i 1 m: I. Peco, u u isn;c, i o, se v.,;a
te 'da _ yac en lo , _:, te a s..s i _: ereses eco-

1a ,ceca de sus

oricos de que se t` .. J£1 de un Ii l l.; cSaCto.

De el a-,.. o de 1; 1 ¡Lo ln ,i ,lcduc-

In de s i ore: da r,cúreruo como el su-

gio, las alca r^ -r 1., .: ;,as, fun ten ríos res-

nsabics y ,er.,etidos al irl::ix,rio de la ley, e eótera.

aspició tantbimn la s i ,^c ic.hY de los n iv.íeigios de la
blez., de as corear.; r,,ucs y la- p, .l .,.r c én de las

be,t,des civiles y políticos.

Este conjunto de p etensicn s que fonven el núcleo
lo que hoy se conoce como democracia concitó el
yo entusiasta de otras capas sociales sometidas que

empañaron la lucha contra el autoritarismo del rronar-
y la prepotencia de la nobleza en razón de que sus

termes eoir.: ,d'an oLl^l,^ a :rente con los de la bnrzue-
a. S`n en•l ar;o , la circurstar.,;ia de que esta última

nora u;.a social o; rimid a eccnóncica u,;_crlni-

b que su tíoicO in e:ts fuera el de °.rse que el
lado no la _ l e`ara pel'ti<_.r: ente. En su concepción

s principios do la lü.r^rüld y la i °aldad sólo podían
ignificar iil :? o o .es del ii;,der d 1.-e gct taran tes para

pedirles iiil r (erío en sus asumes. Es una concepción
::lente neg• ittva de los derc•_31os, une los entiende

Solancente ccrn:^ ausencia de coacción esta tal.

Desde el punto de v`sta ecoiic, ;ice el programa de

burguesía se oriertcí h5;e a la elim. ración de las res-
eciones del comercio y dé la inda:stria, que consideraba

operantes, pasando por alto la destructividad social de
capitalismo sin trabas, dándose por supuesto un fun-

fiarnento de seguridad y estabili dad sin el cual el pro-
ioogrn d libtadlíti económicas habríapra -aeeres pocas

y pido rn posible La in r e la ante las condiciones rna-
teri_lles creadas por este cepit lismo sin trabas y las

desigualdades resultantes de la propiedad se explican
i- ,
n la medida en que se zuiv?erle que se tz' 'a de una

Clase para la que esto; pool l ,has es han resueltos y
ue se beofici<lba con lais dcsiunid^=ales.

A partir de la si: ullc'a mitad del siglo XIX la bur-
cas'a se ha convertido en Europa y A: tic ita en la clase

política dominante, a l menos eod'euin:nltc. Ira expul-
i
fiado en todo o en parte a la n i,iez d:gil pr irte que

+ecu;;aba en el gobie,n.o dr! Esa.>da, ha cons ;atoo una
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participa( ida decisiva en la h-, 'slceidn balo la n-orar.
glr'a crnl.fitucional o en la rep;íblica pre^idencialista, }(.

a crnisec^ cucia de estos avances logrados, reconoce al
Estado cono a "su Estado".

Una d, las características de las roppóblicas presiden,
ciabstas ¡,,l período es su inspiración en el modelo de

la monarquía constitucional. Así, la Constitución norte,
amesican,i de 1787 (adoptada oficialmente en 1789)

fue red,ai ida par ex colonos británicos que quisic-ora.
L-citar el e`gimen político de su antigua madre patria.
De esta ininera se traspuso a nos ferina republicana
la ri,onas.iu"a Iii.iitada in lesa del siglo XVIII. E. el
coso de la Ropo ica Argentina, Atbcrdi no sólo ins-
piró en 51 ooclclo norte;li ecücaso, sino (lile a.dern,ás

ces ,cient „ er?te reforzó el t:oder dei pro ,ciellle parla
que se a., incjara al de los rnollarcas. La el cap:auto XII

do las B,: es y puntos de partida para la or'ggnixación
pel 'tea o'' la República Argentina afirma, citando a Bo-
lívar, que los nuevos Estados de América, antes epa-
ñola, neo, sitar reyes con el nombre del presidente.

En este modelo, tanto en los Estados Unidos corlo
en forma nluchís;mo más marcada en los países la'.iao-
nnelieana la eenc -ltración del poder se opera en a-
vor' del presidente co d trimento del C ngreso y del Po-
dr Judicial, sin implicar la elirxlinaeión de éstos. La
s;parac'é de pod ei?c a abclüse en ivor de la
,autoridad presidencial sin violación (orinal de la Cons-
titución. La primacía del presidente se impone porque
su clirccc.iin es la única capaz de determinar una polí-
tica cobre site en virtud del esquema jurídico adoptado.

Para lit clase social que h,5bía Merado el proceso
constitucional el Poder Ejecutivo fuerte era una garan-
tía do oi,!cn y seguridad do protección para la rcalizal-
e*ón de 1,acnos negocios. Abolidos los privilegios de la
nobleza, nada había que temer del Ejecutivo, custodio
de sus ii;'ereses. Por otra parte, los Pari.zmcntes y los
tribunales, debidamente acotados para que no fueran los
portavecrs de otras ciases sociales, servían de res.mg5uo
contra posibles desmandes.

Sin enioargo, esta estructura institucional acorde con
las condiciones del país en el siglo pasado empezó a
nlanifestc^r sus desajustes con las circunstancias del s-i

glo XX.
Ea primer lugar, las estrechas fórmulas jurídicas y

económicas del liberalismo sufrieron los efectos de la
transformación industrial y del avance inconmensurable
do la téc atea científica. La aparición de medios de col-;
municación -telégrafo, teléfonos y ferrocarriles- y la

necesidad de servicios de todo tipo que aseguren la hi-
gieno y Ja seguridad públicas cuya puesta en ejecución
no puede ser asegurada por el esfuerzo privado, sea
porque nu se presta al juego de la libre concurrencia a
porque l.i actividad no es rentable, obliga a una fuerte;

intervenc'ún estatal. La utilización de nuevas técnicas
en el sector privado da origen a las empresas concen-

tradas y e una tendencia inonopólica que pueden pro=
lucir pc, sí solas la transformación de la estructura de
un país. lssto sin contar can los efectos que pueden
ocasionar sobre cí medio ambiente las actividades de

estas empresas, Por úl imo, los requerimientos de la de-
fensa nacional a,npliaron el contenido de. la actividad

del Estado hasta límites incalculables.

1
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Por otra parte, el desarrollo del cap¡¡ tlismo dinamo
el siglo XIX y principios del XX engemlró situaciones

sociales de desesperada pobreza y opresi,'ii. La inmensa
masa de los trabajadores manuales desposeídos ele sus
derechos económicos, sociales y culturales no advertía
que el Estado configurado de acuerdo ceo los intereses
de la burguesía tuviera algo que ofrecerles, excepto du-
ras represiones en caso de conflictos con el sistema. De
ahí que se expandieran en el seno de los trabajadores
ideologías que condenaban al Estado mismo no como
un mal necesario sino como un mero instrumento de su
opresión que debía ser destruido. Tambíéu producto de
la marginación fue el desarrollo de concepciones que

hacían de la aplicación revolucionaria de la fuerza, de
la conquista violenta del poder y del ejercicio de la
dictadura del proletariado, el único mec,nuisnlo de seso-
hición de problemas generados por una sociedad des-
garrada por los antagonismos de clase.

Fue necesario el dictado de alguna h "islación social
que diera satisfacción parcial al reclamo clel movimiento
obrero y de los trabajadores para desaci ivar conflictos
que en otros lugares del mundo, inebdda la propia
América latina, culminaron en crueles guerras civiles.
instrumentación de esta política social, por elemental e
insuficiente' que fuere, requirió la intervención activa
del Estado.

Esta intervención necesaria del Estado tendió a la
concreción de un Poder Ejecutivo más fuerte aún, pla-
nificador, condicionan te de una administración muy
centralizada. A todo esto hubo que unir la adopción
do soluciones jurídicas que se apartaran cada vez más
de la tradicional doctrina de la separación de poderes.
Así fue que se hizo práctica habitual la legislación
delegada y la ampliación pretoriana d', la potestad
reglamentaria del Ejecutivo frénte a una reducción
considerable del ámbito de regulación la gislativa.

Otro factor político, propio del siglo XY, dio un ipa-
tiz particularmente peligroso a este sesgo institucional.
El temor del avance del socialismo en todas sus formas
y a las masas que luchaban por su emancipación llevó
a las clases dominantes de algunos países a concepcio-

nes autoritarias, enemigos de la democracia. Para estas
ideologías la democracia ponía en peligro su poderío al

darlo a sus adversarios grandes posibilicl les de acción.
Este. lucha contra la democracia y el socialismo se
cine asearó bajo la bandera de la clefenr,i de la nacio-
naiida'd, de la tradición y de la familia. Coa la finalidad
de ocultar que se trataba del dominio 1 11 grupo se
p° c °uraaba la repi ^sentación del pueblo unido en na-

ción. Con esa justificación, las diferente manifestacio-
nes elel fascismo, primero en Europa y Luego en Amé-

'¡ca latina, incluyendo a nuestro país, y las dictaduras
conservadoras, suprimieron las libertades personales y
políticas y la participación en el gol,terno.

Pasaron pues al primer plano las exi *encias de la
d-seinliua y la obediencia ineondieious1 al superior
je.:rquico, la militarización de las estr•utturas del Es-

tado, la más brutal y despiadada reprc,'ón de la di-
sidencia.

El proceso de transición democrática que se inició
en nuestro país en 1983 necesariamente debe hacerse
cargo ele gire el Estado tal como ha v''sido estructu-
raisdose bajo la presión (le las circunstancias históricas

nada tiene que ver con el modelo que exige el tes'
ele las libertades fundamentalcs acorde con el grad
civilización alcanzado en el resto del mundo dese
hado.

Resulta imposible un retorno al pasado pgrquÉ
contexto histórico y político es totalmente diverso',
que nació la Constitución Nacional. Por otrp parte,
explicado suficientemente cómo la propia Constitu
favoreció la concentración del poder en manos del
cutivo en desmedro de la libertad. Intentar darlé
espalda orgullosamente alas nuevas circunstancias si¡
ficaría arrostrar la probabilidad ele conflictos sociales
máxima importancia, repitiéndose así en un eterno

torno los errores del pasado con consecuencias cada

peores. Sólo cabe pues superar las dificultades crea
por las insuficientes ' del modelo político del estado li
ral de derecho , que en la práctica ha devenido en
autoritario y burocrático, avanzando hacia el estado
cial de derecho como ya lo han consagrado disti
constituciones provinciales.

El esin.lo social de derecho

En todo el mundo occidental, la crisis del liberalism
tanto político como económico, dejó paso a una sane
etapa del estado de derecho. Los derechos de los in
videos y de los grupos sociales ya no son enfocad
exclusivamente desde la óptica estrecha de la bun,
guesía.

El estado social de derecho no sólo reconoce los de,
rechos civiles y políticos de los individuos sino tambiú
sus derechos económicos, sociales y culturales mediante
la intervención y la planificación en el campo de la
economía . Del Estado gendarme se pasa al Estado
prestacional porque la idea no es ponerle vallas a lá
administración sino agregarle finalidades' y tareas po-
sitivas.

Evidentemente, su establecimiento encontrará fuertes
oposiciones. A la consigna de liberalismo en el crclen
político y autoridad en la economía, se suele responder
con la inversa: autoritarismo en lo político y libertad
en lo económico,

No obstante, la e;perieneia ha demostrado cinc los

experimentos autoritarios para eontro.ar conflictos so-
ciales han fallado. Ni los fascismos ni las dictaduras
conservadoras han servido para garantizar la paz inte-

rior e internacional ni tanr.poco para otorgar la seguridad
jurídica y personal que reclaman. los seciores que propi-
cian su entronización. El ejemplo más cercano y dre^_air-
tico de la historia argc„t'na fueron los desastrosas resol.
tunos de las dos últimas dictaduras militares que padeció
la República Argentina.

En efecto, la realidad terrible de las dos guerras
mundiales y sus sccaelas dejaron una enseñanza muy
importante para la humanidad: gtue la libertad, la jus-
ticia y la paz en el mundo tienan por base el reconoci-
miento de la dignidad intrjnseca y de los derechos igua-
les e inalienables de todos los miembros de la familia
humana. También la Segunda Guerra Mundial mostró
a muchos la estrecha relación que existe entre el com-
portamiento indigno de un gobierno para con sus pro-
pios ciudadanos y la agrasí n contra otras naciones,
entre el respeto de los doocclios hur_-iar.os y el manten-
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lento cíe la paz. La e p^iieneia de la guerra llevó a la

viceión general de que la proteceión eficaz (le los
echos humanos era una condición para la paz y el

ogreso internacionales. La República Argentina bajo

última dictadura militar pudo comprobar en carne
pía la verdad de estas afirmaciones.

Una y otra vez las Naciones Unidas ban puesto de

leve en cOli i ncionos, d'U;araciones, informes y semi-

os que la paz NI la seguridad internacionales, de
a parle, y el pro<gerso social y el desarrolo eeonó-
ico, de la otra, son interdópendientes y ejercen ¡n-

uencia recíproca. Que no puede realizarse el ideal
el ser humano libre, en el disfrute de las libertades

¡viles y políticas y liberado del temor y de la miseria,
-1 menos que se creen condiciones que permitan a cada

rsona gozar de sus derechos civiles y políticos, tanto
mo ele sus dereclios económicos, sociales y culturales.
e el hombre sólo puede satisfacer plenamente sus

"aspiraciones en un orden social justo y que, por consi-
rguiente, es de importancia capital acelerar el progreso

E social y económico en todas las partes del mundo y
contribuir así a la paz y a la solidaridad internacio-
nales. Por este motivo, la tarea primordial de todos los
Estados y de todas las organizaciones internacionales
es eliminar de la vida de la sociedad todos los males
r obstáculos que entorpecen el progreso social, en par-
ticular males como la des,gualdad, la explotación, la
guerra , el colonialismo y el racismo.

Todo esto implica que más allá de las pretensiones
ideológicas ele quienes sueldan con retornan a la Bella
Epoca, lo c'erto es que tanto por imperativo de las
circunstancias como por razones ético-jurídicas, la Re-
pública Argentina debe iniciar con decisión esta trans-
formación.

El concepto filosófico de libertad
era el estado social de derecho

La incorporación ele obras ciases sociales además de

la bar;;uesúi al escenario de los procesos políticos sip;-

ifion en toJo el inundo, y nues^io ) ís no es use
esccpoiún, la radical modificación ele conceptos ya es-
tableeiPu y hondamente arraigados.

En primer lunar, ha obii_,ado a una redefinición da

la nc ióo de libertad, a la que se teni.t
en la a`itigüed<,d cistsiea. LiLcrlad ya 110 es incra'ne.ite

a cae coacción estatal y respeto de un embalo

do privacidad. Libertad es un concepto que abarca,
i demás, la p:-n, rcipación en la diiv ccic`n de los asuntos

públicos, sea directamente o p?,. n.(Ylio de re, .eseütan-

te.s lit rémente cié. ^cics. 1) de esta n .lile ti siempre
un gob creo cii i^,torial, por rc sl,etaoso de la p i' ac,da1
y ciertos derechos eibilf s que fuste, recia e, cini 'o clo
la libertad porque no dejaría participar al pueblo en
la c,urldiiccióia de los tsiin[os p^íbiiccs.

iiov en dia una persona es poli t:caniei:.le libre en la

medida en que su voluntad individual se encuentra en

armonía con la colectiva expresada en el orden social.
La armonía solamente queda gacaptizsda cuando el
orde:a social es creado por los ilu,lisid, ;s siijAos al
mismo. 1ct^satn,ente libertad i,lipiica si^Cesai n a.:_.,

roa I,..7 GC`.r _. -i 3n en la í!-"t

Olllcl1 so^l;ci.

142;1

E=ta rcc..li ación del concepto de h'lcrtad permite

a su vez u,sarar la clasificación ele los sil¡ereurtes 'e

nenes pohiicos de acuerdo con la po aridad: dein<i.:.a-

cia-autocra,.ia.
Los re',ndeises serán más o melles democráticos el

la medida en que la voluntad estatal sea producida
por los m,•..uos que a ella están sometidos. Y, a su

vez, serán más o menos autoritarios en la en

que el ore u c staial sea creado por un scó,or o,

contrapuesio a todos los súbditos, a los q:-,e se cyci;<t 1
de toda participación activa en esa actividad creadora.

Nuestra Constitución Nacional dejaba poco niart en

para la participación política. Só'o aseguraba la ipartí-
cipacitin c„ la designación de los legisladoris y ,1

presidente y vicepresidente de la Nación medi:u,te su-
fragio popular. "El pueblo no delibera ni gobio:n-1 Sü'to

por medio ale sus representantes" (artículo 22).
A todo esto hay que unir que la evolución histórica

no ha sido progresiva en materia constitucional.
Así, por ejemplo, la institución del jurado prevista en

la Coustitrnión, que aseguraba la participación popular

en la administración de justicia, nunca fue puesta en

práctica ierirunente.
En lo que ataire a la administración, la ampliación

de activid.,des del Estado llevó a la creación de podo
rosas Miro, recias que actúan en forma autoritaria res-

pecto del i,íibiico que despeen,,-ausente es caracteriza,-1ó
cono "administrado" o "contribuyente", es decir cono

objeto de directivas o como pagador de la administra-,w
ción. En todos los casos se plantean re'aciones dé

siibordinac ,"ai frente al poder para quien no pertenece

a la estructura burocrática.

La iia , licipaeión en el estado social de derecho

Pero asi como las burocracias del Poder Ejecütivó
brin procedido siempre en forma autoritaria frente al

público , si: actitud ha sido bien diferente a los pode-j

rosos grup.,s de interés . Estos grupos nunca han sidd!
frenados p.,r el Estado y menos aún por los funciona-

vi()" cosen i, ls frente a situaciones en las que se ponex

cn fundaos ; ,i niento los resortes económicos del poder,

con les re: ^Itados que están a la vista.
Por esie motivo algún sector de la doctrina del dei'

iee'.o adn :tistrativo ha dicho con razón que el ordci

nan,.cu o indico pr.ede ser todo lo amplio e impar
cal que „ quiera: aun así las garantías reales qu^

ofrece san n ,ily reo icioas , en parte por su irrealidad

en el plai , , p:: etieso, y, en parte, su selectividad. El
Sisie' e no ha sido montado en defensa del principio
de lega'id rl sino en la de los intereses individuales

que son o cl;iiario pata _ :enlates. De ahí que los:

poca i osos ,::s pos de issred ., uc -os los primeros qut?

procuran .I_i C 5istcreia de una admi i .tración boro •rá
tica, corrí ,ta, ineficaz que por ende es siempre un
int_ xoauto débil o colo ante

.
Si bien la crccuncc }urd 'zac¡ún del precc

,inrientd

-1dmimistr ;t 10 tia hecho mucho para otorgar racionalil

dad al sis! esa con la elpans=ón del derecho de defens^
cI diIr (lo faud,-.actea¡ ios actos a.dnüuirtrativog^.

aún falta lm y'n 1 cccr.

[C'nc, d ^,^cs de kis truncos elel derecha ad-

es .a necesi tad elle úiereisc il: i;: ,i
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blicidad ele la gestión, documentos, archivos y ficheros
rublicos, desterrando para siempre el método de la des-

caiificación por medio de informes secretos de los ser-
vicíos de informaciones, tan comón en la Admiuis-

tración.
Este reclamo ha encontrado eco en la lc^;islación

comparada. Al respecto, no puedo menos qnc señalar
la importancia que reviste en el derecho constitucional
español.

En efecto, la Constitución del Reino de Ei;i'aña en
,'su artículo 105 establece que la ley regulará no sólo
la participación de los ciudadanos en la activ`dad ad-
ininistraliva sino -además- el acceso de és1ü,s a los

parchivos y registros administrativos, salvo en lo que

afecta u la seguridad y defensa del Estado, la a .•erigua-
aión ele los delitos y la inlirnide:d de las personas.

Se roer noco el derecho a la documentación en el

que se integran tanto el acceso al propio csl^edienie
cuanto el acceso a los registros y archivos pública s. Todo
esto forma parte integrante del más amplio funda-
' ental derrecho a la información, el cual -a vez-

es en este aspecto un reflejo del principio dL' trans-

parencia que debe rugir la actuac`.ón de los poderes
públicos.

Asimismo, en la legislación comparada son p;-ticular-
:mente importantes la Fre dom o Infornration A(^' (USC

5, 552) de los Estados Unidos de América y 1, Access
to Inforrnation Act del Canadá. Ambas, pero ,;peeial-
niente la canadie,isc, han sido tenidas en cuente para el
presente proyecto.

i ar! i}uacióra y 1reusparoncia en el crudo cirtl
del derecho

Independi:^ntenrente de la necesidad de tutel^e d,re-
tcchos y libcrtndes fundamentales en su hipotética vulne-
acitSn, se lince cada vez más necesario en el mundo

^iroder io atender las quejas que se derivan del c,,tidiano

contacto de la gente con la burocracia. Es un este
terreno donde se mide el grado de desarrollo y eficaciar-s
do la administración y también donde se aprc 1 la con
in,,1s intensidad hasta qué punto son respetuosa', con el
riguroso cumplimiento ele los requisitos de la lr alidad,
oportunidad y racionalidad a que se ha de sometí r en la
bestión !cl interés público que representan.

También aquí se nr`dc el sentimiento de la poidación
tracia el Estado, ya que en este campo es dT" lile se
ejercen las acciones y se m.anificstan pírblicanr^ tte las
criticas y opiniones acerca de las instituciones.

Las leyes de procedimiento administrativo .igrr ates
-suelen establecer con toda claridad el marco de los
requisitos al que deberá conformarse toda la a, i ividad
' dnrinistratis„ si no quiere estar afectada por vil:gas que
ámeriten su nulidad o arml dad. Pero esto no es su-
iciente.

Un procedimiento diseñado para posibilitar ubre esa
be[nación administrativa no se desenvuelva a ,, p:tidas
de la gente, no puede desarrollarse en secuea. Las
ecglas de pros<dinih oto que contempla cauces 1 a,a la

:ulrcipacx.n cita;laca nrc-vó el acceso a los a c!lives

o c upe rientes adininisirativos para facilitar y 1, nnitir
esa c,icaaz trrscnula da les interesados.' pasos y I,'uuitcs

reglados c,nt la debida publicidad que impidan 1.; i;7no-

rancia individual o colectiva de los futuros afectados y
por endo su posible indefensión y: por último tueca-"
nismos legales que sirvan de control de los funcionarios
y remedios contra sus arbitrariedades cuando la infor-
mación no es provista,

El marco legal que contemple estos principios con.
tribuirá al mejoramiento ele la propia administración la

que deberá necesariamente resolver los problemas que
genera la burocracia.

En efecto, la existencia de una sociedad democrática

depende esencialmente de una desinhibida proliferación
de la información. Tanto la cuestión de la mayor trans-
parencia y la defensa de la libertad de expresón fue

legitimada por el propósito de permitir a los individuos
comprender mejor la realidad social y por lo tanto lor-

marso una opinión personal sobre sus factores dechivos

así como sus Iosil.^Ic, cambios. El derecho del ciuda-
dano a participar en los asuntos del gobierno refleja
un profundo proceso racional. Presupone individuos que

no sólo dispongan la información necesaria sino que ade-
más tienen la capacidad de transformar los datos acce-
sibles en expectativas políticas. La transparencia es, en
otras palabras un elemento básico de una eficaz atolón

connrnicativa v consecuentemente resulta indispensable

en tanto se promueva y no se inhiba el disenso social.
En nuestro país es fundamental mejorar la informa-

ción del ciudadano. Del análisis elemental de la realidad
se observa con mucha frecuencia una considerable do-
sis de desinformación. Es más, como consecuencia (!,-
la crisis política del siglo XX con su sucesión ele go-
biernos aatocrátícos militares y civiles se hizo del o-

bieno un misterio que se desarrolla en el secreto y
no se divulga nunca aunque la tuviera, la información
que pudiera permitir un juicio inteligente sobre la po-
lítica. Las diectaduras no perniiti;zn p1n5ar en'n la c.rí=•ies
o en la discusión en asambleas 1 Shlicas o en la tncsi6n
de la prensa. El gobierno local que en todas partes cs

una escuela política quedó completamente soin^irdo al
control central con los aoempac"ramicntcs usut.!cs en
situaciones semejantes de retraso, fricción y papeleo.

La proliferación de leyes y ele decretos secrrt%ts,
instrucciones reservadas, exila diii les confidenciales pcc-

nritió el ocaitunicuto de la in€oronac:ón. ilecord - n
que en las autocracias se practica sis nipre el traclb ic.uai
sistema del eneubrimicn:to para a toda c(1-ta

la autoridad del funcionario corrnpto, Tan:hién es nor-

mal que el ocultamiento de la info ma^.ción se piatCti--lee
para impedir que el pueblo se prepare a si mismo

para gobernar poniénclole ehstítculos a la inicíntiva y

a la disciplina que son vitales para el progreso y la
maduración.

Revertir esa situación pon`endo fin al misiono de la
administración derogando el alr;urdo ele )i lcti,tcr.n
secreta vigente desde amarro llevando la tuinsl ^^ ...:ia

y el control popular de les actos de gobierno es el fin
del presente proyecto.

Alfredo P. Brinco. - Gabriela Ferncínt^ez
rlle1jide. - Ilé' :ctor T. Polino. - ('nulos
A. Alvarez. - Rafael II. Flores. - loso

G. Dunrón. - Juran N. Gon:.rle.z Casi to.
Carlos A Beierre, - T'cardo F. u

liras. - lívríc (.;.Lttccíndi.
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PROYECTO DE LEY

Senado y Cámara de Diputados,..:

LEY REGLAMENTARIA DEL IIABEAS DATA
(ARTICULO 43 DE LA CONSTITUCION

NACIONAL)

TITULO I

Requisitos de admisibilidad

CxeíTueo I

Lcg.tim ación

Artículo le - Legit,r ta^ión activa. Se encuentra ,e-
gitimada para iniciar la acción de amparo bajo la mo-
dalidad del hábeas data , toda persona física o jurídica
afectada por datos a ella referidos obrantes en los re-
gistros o bancos de duros públicos, o privados, con las
modalidades y alcances previstos en la presente n orma.

Art. 2^ - Legitimación pasitxa. La acción podrá in-
terponerse respecto de todo registro o banco de datos
público , dirigido por tina autoridad estatal nacional.

Art. 35' - Legilimación paula La acción será asimis-
mo procedente , respecto de todo registro -o banco de

flatos privado , susceptible de generar información o
destinado a proveer informes.

CAPírcLo II

Derechos tutelados

Art. 4e' - Derecho a la información, El afectado de-
berá alegar, para la admisibilidt d de la acción, la exis-
tencia de datos referidos a su perona. En tutela del
derecho a la información, el contenida de tales datos
deberá ser puesto en conocimiento del juez actuante,
quien lo revelará al aceionante.

Art. 59 - Derecho a la priuacidad, honor u otros de-

rechos cono'ilucinnales, suprc.irín, rce ificación, confi-

dencialidad o actualización ele datos. Cuando, en con-
secuencia del procedimiento, se acredite que la infor-
mación registrada resulta discriminatoria, falsa o inexae-
ta; pudiendo de algún modo afectar el derecho a la
intimidad, privacidad, humor, huen nombre, libertad
religiosa y die pensamiento político o cualquier otro de-
recho del aceionante eou dti^cionaha^ente protegido, éste
podrá sol atar, al juez super sión, rectificación, con-

fideneialidad o actualización de los datos.

TITULO II

Procedimientos

Cxi'i ru eo. I

Dei^uarla y prueba

Art. 60 -- Pequaisitos de la demanda , La ficción de-

b,-r4 interponer o par escrito, procurando individualizar

can la mayor precisión posible el nombre y domicilio

del registro o banco de datos, así como el nombre

del encarg,do del mismo. En el caso de los registros
o bancos p ihlicos, so procurará establecer el organismo
estatal del cual -en superior instancia- dependan,
iudividi aliz urdo a su titular

Art. , a PaNonubilidod ele la petición. h1 accionante
deberá ales ,r las razones por las cuales entiende que
en el harte., o registro do datos olio información refe-
rida a su ^e-reni o. El juez habrá de evaluar la cazo-
nabilidad C la petición con criterio amplio,

dese, en ca o di jinda, por le admisibiltciad de la acción,
al solo efe.ao de requerir la información al registro o
banco de e. tos.

Art. 89- Ofrecimiento de prueba. En el mismo escrito,
cl actor di l,erá especificar los motivos por los cuales
considera c,uo la información que le atañe resulta dis-

criminatoria falsa o inexacta, afectando así de algún
modo sus ^. ,ueehos. A tales fines, habrá ele acompañar
la prueba documental pertinente, o bien individualizarla,

do no encisitrarse en su poder, y ofrecer la restante.
El número ele testigos no podrá exceder de tres.

Art. 94- Pedido de informes. Admitida la acción, el
juez requei irá al registro o banco de datos accionado
la remisión do la información concerniente al accio-
nante, acompañando copia de la presentación efectuada
por éste. D. considerarlo necesario, podrá asimismo so-
licitar iufoa mies sobre cl soporte de tales datos, la do
cumentació, que sirvió de sostén para su inclusión en
el banco o v,gistro, o cualquier otro aspecto que resulte
conducente. 1:1 plazo para cumplir con el requerimiento
será prudencialmente establecido por el juez, conside-
rando siempre que so trata -como modalidad del!
amparo- ale un procedimiento sumarísimo.

Art, 10. -- Confidencialidad de la información reque-

rida. Los bancos o registros de datos privados, no po-
drán alegar la confidencialidad de la información cine

se les requiere, salvo el supuesto en que se afecte el
secreto de Lis fuentes de información periodística. Los
bancos o .rgistros de datos públicos deberán, come,

regla, brindar los informes que les sean solicitados. Come
excepción, podrán alegar razones que afecten a la de-
fensa nacio,,al o alto interés del Estado para evitar el
envío de le. datos a sede judicial. En tal caso, deberán
fundar y p^ol;ar debidamente tal afección a dichos altos
intereses. Ll juez apreciará con criterio restrictivo toda'
oposición al envío de informes sustentado en tales can
sales, debí. udo expedirse dentro del segundo día. La
resolución ¡udicial que insista con la remisión de tos

datos será apelable dentro del segundo día de notifi
cada. El escrito de apelación será fundado. La apelación
será denegada o concedida en ambos efectos dentro del
segundo dí.t. En este último caso, será elevado el exc
pediente al tribunal do alzada dentro del día de se¡

concedido.

Art. 11. - Contestación del Informe. Al contestar ell

informe, el registro o banco de datos deberá alegar las
razones per las cuides incluyó la información cuestio-

nada. Pod .í, ash?isn:o, ac{,nipar^ur la documentación
quo entier^.f:a sirve de sosten a la información en ele'

volcada y ,`recen el resto de la prueba conducente, con'

las n.isr_u:. hesitaciones que rigen para el actor.

Art. 12. -- 1r diencia de piuc, a. De haberse ofrece

prueba se fiará audiencia para su producción dentro
del tercer úia.
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CAPírTLO II

La sentencia

T IX DE DIPUT \lóOS DP. LA N.1CI0_d Tienniéri

.4r t. 13. - Sentencia. Vencido el plazo I, ra la con-

testación del informe o contestado el n;ismo, e habiendo
sido producida -en su caso- la prueba, ,1 juez dic-

tará sentencia dentro del tercer día. En caso ,le estimarse
`precedente la acción, la sentenci<^ especifica á si la fin-
'formación deberá ser suprimida, rectificada, actualizada

o declarada confidencial, estableciendo un plazo para

su cumplimiento.

Art. 14.- Sanciones. En caso de incumplu•se con lo
sentenciado, el juez podrá, a pedido de oavtc:

a) Aplicar astreintes, cuando el con(l,°iado fuere
un registro o banco de datos priP,,,Jo;

L) Aplicar multas cuando el coori ado fuere
un registro o banco de datos estatal La multa
será aplicada sobre la rennmeraciól del titular
del organismo del cual dependa ,I banco o
registro de datos público. Su retenc—n y depó-
sito judicial será responsabilidad d,i área ad-
ministrativa encargada del pago de las remu-
neraciones.

Art. 15. - iorvrdtica su?nleloria. En todo lo no pre-

visto expresamente, serán de aplicación las normas que
rigen a la acción de amparo y el Código Procesal Civil

y Comercial de la Nación, en lo atinente ,1 juicios su-

marísimos.

Picerdo F. hfolinns. - Alfredo P. Bravo,

- Fernando E. Solanas. - Héctor T.

Polino. - Guillermo E. Esté, ra Boero.

FUNDA'.v iENTOS

Scüor presidente:
1.a reciente reforma constitucional incorporó, entre

ot os. el instituto del hábeas data.
Se trata de una modalidad del amparo, como clara-

mente surge de su ubicación constitucional. en el ar-
tículo 43 de la nueva redacción.

En consecuencia, cabe predicar que se ]la constitu-
cionalizado un remedio sumarísimo, destinado a lograr
que los ciudadanos conozcan plenamente laos informes
y datos que de ellos colecten los registros públicos y
:privados, brindándoseles la facultad de obteie'r su modi-
ficación o directa supresión, cuando se acredtte que re-
sultan falsos, inexactos o discriminatorios, af,»etancio así
de algún modo cualquier derecho constitucionalmente
protegido, tal el honor, la privacidad, la libertad de cul-
to, el pensamiento político, etcétera.

Si bien entendemos que institutos como el que nos
ocupa, resultan directamente operativos, sin necesidad
do ley que los reglamente para que se tomen aplica-
bles; no es menos cierto que la labor dol legislador
radica, esencialmente, en la elaboración de normas que
reglamenten el ejercicio de los derechos -consagrados
constitucionalmente.

La norma que propiciamos, legitima activamente,
para el ejercicio de la acción, tanto a las p,rsonas fisi-
c.as como jaarídicas. Esto se condice con el i^•xto consti-

tucienal, que en el tercer párrafo del artículo 43 dél

r:^ina que "Toda persona podrá üiterponer esta acción.
; in discrin ruar er.irc anidas cali'1 des de 'persona

Con respe; ie a la Iegitimación pasiva, se aclara

relación a los bancos o registros (le (latos privados, q
la acción será procedeute. contra todos aquellos d

Hados a proveer informes o susccp±ibles de generar
formaeia'n. Creemos que el espíritu de la norma c

titueior .il apeu'•.a a brindar una cobertura amplia

los derechos que tutela. Y a tales fines, resulta indif
rente si el registro está destinado o no -en concret

a proveer datos, alcanzando con que resulte suscep

Mes de generarles.

Considerarnos, siguiendo con el análisis de la por
quo el bábeas data protege tanto el derecho a la W
formacién acerca de lo que se encuentra almacenado e
bancos de datos, corro el derecho a requerir su supr
sión, modificación o actualización cuando, confirmada
existencia de la información registrada, ésta resulte dit
eliminatoria o de alguna manera inexacta.

De allí gsie se otorga la acción con una doble finty
lidad: a) Que el accionanle conozca con certeza qu
se dice sobre su persona en el registro; b) Que el io
teresado cuente con la facultad de requerir judicial
mente su modificación o supresión, en el supuesto d
mellarse, por vía del dato inexacto o discriminatorio, s
derecho a la intimidad, honor, libertad de pensamiento
buen nombre, etcétera.

En lo referente al procedimiento a seguir, se bus
compatibilizar un trámite con características propi
pues el instituto, por su originalidad y certeza de fines.
así lo exigía, con el señalado aspecto de la pertenenci4
del hábeas clata al género de los "amparos". En con
secuencia, los plazos y la prueba fueron ideadas ateni
diendo a la calidad de trámite sumarísimo que la acción
habrá de tener.

Asimismo, se entendió conveniente legislar sobre uñ'
aspecto al que la Constitución reformadá no hace alu-
sión, tal es el referente a la negatoria de informar lór
datos judicialmente requeridos, aduciendo el carácter
confidencial de la información.

El constituyente se limitó, en lo que a esta cuestión
compete, a señalar que no podrá afectarse, mediante la
acción de hábeas data, el secreto de las fuentes de
Información periodística, prohibición que -desde lue-
go- compartirnos y reiteramos, a mayor abundamientó,
en el texto legal propuesto.

Fuera de ese supuesto, creímos importante sentar
como principio general que el juez deberá evaluar con
criterio restrictivo toda negativa al envío de la infor-
mación, cuando el requerido se escude en razones de
defensa nacional o alto interés del Estado (ú nicamen'e
oponibles, por otro lado, por los bancos de datos esta-
tales). En, el supuesto en que aleguen tales causales
para no remitir los datos, se exige que funden y proa
ben debidamente tal afección de dichos altos intereses<

En respeto del debido proceso -garantía adjetiva de'
rango constitucional- se concede al banco o r•egistrt(
requerido amplias posibilidades de defensa facuitáni
doselo a fundar y ofrecer prueba conducente a reafir+
mar la actualidad, exactitud o procedencia de la infor4
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ón almacenada, estableciéndose una audiencia de
ha a tales fines.
oducida la prueba, deberá dictarse sentencia, la
de estimar la acción, determinará si la información
á, concretamente, ser suprimida, rectificada, ac-

lizada o declarada confidencial, estableciendo uu plazo
su cumplimiento.

omo sanción al incumplimiento de lo dispuesto ju-
lniente, se dispone expresamente la potestad judi-
de fijar astreintes (en caso de bancos o registros

ticulares) o multas a los funcionarios incumplidores
o el supuesto de tratarse de registros estatales).
No somos partidarios de la aplicación de astreintes
Estado (no resulta una medida útil para el cumpli-
ito de la sentencia, y sólo sirve para mellar las
s públicas, no las del funcionario de carne y hueso

e, negligente o dolosamente, omite cumplir), por lo

e propiciamos la implementación de multas, cuyo

o serví deducido del pecunio remunerativo de la
oridad de la cual el Registro remiso a obedecer de-
da.

En subsidio , resultarán de aplicación las normas de
acción de amparo y el Código Procesal Civil y Co-

ercial, en lo atinente a juicios sumarísimos.
Por las antedichas razones, solicitamos l.a aprobación

presente proyecto de ley.

Ricardo F. bolinas. - Alfredo P. Braco.
- Fernando E. Solanas. - Héctor T.
Polino.

3

Buenos Aires, 4 de mayo de 1995.

señor presidente de la Honorable Cámara de Dipu-
tados de la Nación, don Alberto R. Pierri.

S/D.

De mi mayor consideración:
Me dirijo al señor presidente a efectos de solicitr

no se reproduzca el proyecto de ley del diputado (m.
Alberto Piotti sobre acceso a la información.

El mencionado proyecto, del cual pido reproducción
tá registrado como expedieirte. 3.423-D.-92, cuyo texto
compaña.
Sin otro particular, lo saluda muy atentamene.

Carlos, A. Alearez.

PROYECTO DE LEY

21 Senado y Cámara de Diputados, .. .

LEY DE ACCESO A LA INFORMACION

Sección primera '

Disposiciones generales

Artículo 1^ - La presente ley tiene por objeto la

`protección integral del derecho a la intimidad de las
giersonas así como también el de acceso a la información

fgue sobre las misma se registre siendo de aplicación
todo el territorio nacional.

1429

Definiciones

Art. 29 -- A los fines de la presente ley:

- Información personal: Es la información de cual-

giaier tipo referida a una persona física o jurí-

di:-a determinada.

-- Ficha personal: Significa cualquier ítem, conjun-

to, agrupamiento de información acerca de una
persona en poder de un organismo habilitado

letalmente o no y que contenga, además de los

datos personales y/o cualquier otro que permita
su identificación, sus antecedentes educativos,

m.'dieos, laborales, penales, situación financiera,
actividades desarrolladas en el campo de lo so-

cai, cultural y de lo político, etcétera.
- P< rsona registrada: Se refiero a toda persona

fís ca, ciudadano argentino o extranjero con re-
si,l:encia legal en el país o personas jurídicas
c:,u domicilio legal o delegaciones o sucursales
err el mismo.

- Organismo habilitado: Organismo público o pri-

vado, habilitado legalmente y a cuyo cargo se
en cuentra la elaboración y guarda de las fichas

e— n poder suficiente para incorporar informa-

e;. in a su entera responsabilidad.

- Z.„ ico electrónico de datos: Cualquier medio
el •ctrónico de procesamiento de datos, utilizando

p:a recolectar, almacenar o transmitir infoi'rtra

e; ) J1 personal.
- ceso: Derecho que asiste a la persona r gís-

tr.rda para conocer los datos que sobre la misma
col án consignados en una ficha personal, en
puder de organismo habilitado, público o pri-

Vaalo.
- ¡s,rpucgnación: Procedimiento mediante el cual

la persona registrada ejerce el derecho de exigir
la rectificación o anulación de un dato u opinión
c<oisignado en su ficha y por las razones quo
si enuncian en la presente ley.

Sección segunda

De la autoridad de aplicación

Art. 3a - Créase en el ámbito del Ministerio de Jus-
ticia de la Nación la Superintendencia Nacional de
Bancos d e Datos, con rango de Secretaría de Estado
y que ser'r la autoridad de aplicación de las disposicio-
nes de la presente ley dotada del poder de policía su-
ficiente p a rca imponer su cumplimiento.

Art. 4, -- En un plazo dé sesenta días a contar de la
vigencia Je la presente ley, las empresas y/o agencias

especializo ras que recojan , conserven o transimitan por
medios rn anuales o electrónicos fichas personales con
cualquier fin, deberán registrarse y solicitar habilitad rs

ante la SlrperintenKle „eia de Barcos de Datos del Minis-

terio de ; cstcia de la Nación.

Art. 54 -- En el plazo citado parca d r,tem °nte, los

or:ganisn rs solicitantes de habi itacirín deb rán actuali-

zar y dei . orar sus arci,ivos, al n , sao t,: topo que pre-

sentar ora proyecto de r ;istro c^mpotarizado cuando

el mismo sea de recolección y aliracenaje manual.
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Art. 69 - Juntamente con la solicitud de liabilitació!r
las agencias deberan presentar un informe detallado
sobre:

a) Tipo de información que recogen , si, fuente y

n < stiflO;
b) Utils ación que se hace y/o ha hi,ho de lo

misma;
c) Procedimientos estándar y normas p ira la re-

colección y mantenimiento de datos así como
también para su información a tercerus;

d) Descripción detallada de la infráesbitctura rna-
terial que tenga por objeto la recole(ción, pro-
tección y transmisión de datos contenidos en

-fichas personales;
e) Cualquier otra que le fuera solicita(La, por la

Superintendencia en cumplimiento de sus facul-
tades específicas.

Art. 7Q-El incumplimiento por parte dr los orga-
nismos habilitados de las disposiciones establecidas en
el artículo 69 será reprimido con inhabiiitat ión espe-
cial de dos a cinco años.

Art. 8e - Son funciones
intendencia:

y, atribuciones de la Super-

a) Velar por el pleno reconocimiento y respeto al
derecho de privacidad y a la información de los

ciudadanos en todo lo relacionado .con el aco-
pio, almacenamiento y transmisión de informa-

c'-¿)n personal, según el presente texto,

b) Representar a las personas registradas ante los
organismos habilitados públicos y privados a fin
de hacer efectivo el derecho de a(ceso, im-
pugnación y solicitud de rectificación cuando
correspondiere;

e) Realizar un censo de los bancos de datos, elec-
trónicos o manuales, públicos o privados, llevan-
do el registro permanente de los mismos;

d) Asistir al ciudadano en la tramitación que deba
realizar por ante la Cámara Nacional en lo
Contencioso Administrativo de la C:(pital Fe-
deral;

e) Suministrar a las personas registradas y a su
requerimiento los elementos documentales e

in>trmnentales que soliciten a los fines de iniciar,
proseguir o concluir litigios que por indennr.za-
ción de. daños y perjuicios sostengan contra or-
ganismos habilitarlos;

f) Determinar las normas y proccdinrirntos que
en cada caso deben guardar los or1ga mismos
habilitados a fui de gararrtizar la urivacidaa

de !os ciudadanos y su derecho a la infor-
mación;

g) Publicar co el B ::letín Oficial la liJ e de las
agencias y/o ru•chivos registrarlos y habilitados

y ante les que las personas in'eres+-las debe-
rán ejercer el derecho de acceso;

11) Imponer las sanciones administvativ:,+ que en
cada caso correspondan por viola( i,in a las
nuimas impuestas en la presente ley.

Sección tercera

Ilüi? i'iiacidto

1 \r; n - I- 5ut^ci ii ^ndei cia de Bancos de .
Í cl:l l u ;o_rio de J^., > eta de la Nación otorga

ab`li: ci o requerida para instalar y mantener u
gistro de cintos personaies, salvo los exceptuados
artículo 12, haciendo observar los siguientes princ
bajo apercils mienin de ro conceder la respectiva
litación:

a) La persona re istr;ila en una ficha tien
derecho de conocer el contenido de la m
el motivo de su almacenaje y la utilización
se le haya dado desde que fuera confe(cion

b) La información almacenada debe ser pr
y aetua1isada. La que se relacione con la
íntima de los ciudadanos o que por su e
tenido pudiere generar díserirnínación uo di
ser almacenada sino bajo con,liciunes espec
les dictadas por la autor'id id de aplicación;

c) La información debe ser relevante y pertiné
en relación a los fines para los que fue re
gida y almacenada;

d) La información no puede ser recogida por
dios contrarios al derecho positivo vigente;

e) La Superintendencia podrá autorizar - la uti
zación de la h lcnrnat da para otros fines q
los señalados en la habilitación y su event

f)

g)

das las medirlas necesarias a fin de que sea

transmisión a tercetos;

El oranismo habilitado deberá adoptar

enmendados los datos evidentemente inapicc
sos y eliminar aquellos desactualiz dos o r(1co=
gidos por medios ilícitos;

luntarias o no;

de precaución y segruidad contra el n,al nso de
la información a fin de evitar filtraciones iuvo-

El organismo habilitado deberá tomar mcd:das

h) El acceso a la ficha personal será pt ruú;ido
solamente a quien demuestre fehacientemente
su derecho al mimo, adoptándose los proce-
dimientos que indique la Su peri1 tcudencia a
los fines de su correcta identificaciuu o de
su representante kgsl.

Art. 10. - Se prohibe, e::prrsan,eute la coufes cit±o o
guarda de fichas persortaie, sin la del,ida enIn ización

de la Superintendencia de Bancos de Datos del Milis-
torio de Justicia de la Nación.

Art. 11. - Será reprimido con prisión de un nies
a dos años e írahahilitación especial par el mismo tór-
anino de la condena quien confeccionase o tuviera
fichas personales sin la debida autorización de la Su-
perintendencia de B micos de Datos del Ministerio de

Justicia de la Nación.

Art. 12.-La prohibición del artículo 10 no se apli-
cará cuando el organismo habilitado haya sido creado
por ley del Congreso (le la Nación.
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rsonat fuere a contener información relativa a;

a) La comisión de nn hecho delictivo del que baya
sirio sospechado o condenado el titular de la
misma;

b) Al estado de salud o adicciones de cualquier

tipo;

c) Su vida sexual;
d) Su situación familiar que no sea estrictamente

la relacionada a su estado civil, convenios eco-
nómicos relativos ala división de la sociedad
conyugal o la situación económica del cónyuge
alimentante.

Art. 14.-La violación a las disposiciones establed-
s en el artículo 13 serán sancionadas con multa de

pesos cinco mil a veinte mil o inhabilitación especial

Art. 13 . - No se concederá habilitación cuando la ficha confección de; la ficha personal que se está realizando`
con una br,:ve síntesis de la información en poder del
organ sino.

Art. 20. - Cuando el volumen y la complejidad dá
la información hiciere dificultosa y al mismo tiempo
onerosa la comunicación de la misma, la apertura de 1á
ficha terso, al deberá ser publicada en el Boletín Ofi4
cíal por ui, lapo de diez días a cargo del organismo'
habilitado.

Art. 21. -- Será reprimido con inhabilitación especial
de dos a cinco años el incumplimiento de las disposicio+
nos establecidas en los artículos 19 y 20.

Art. 22. --- Si hubiere razones para creer que los datos
contenidos en una ficha carecieren de veracidad, el ress
ponsable riel organismo deberá en forma inmediata;
adoptar las medirlas necesarias a fin de confirmar lá
exactitud de la información y en su caso, excluirla de

hiciera insertar datos
reprimido con un mese uno a seis meses.

Art. 15. -= La habilitación para elaborar o mantener
Michas personales que contengan precisiones y valoración
acercar de filiación idcoif5gica, política o religiosa de la
persona registrada se otorgará solamen , e por motivos
especiales , los que serán debidamente fundados por el
organismo habilitado requirente.

Art. 16.-La regla precedente no es aplicable a los
archivos que los organismos habilitados elaboren sobre
su propio personal.

Art. 17. - En el acto de la habilitación, la Superin-
endencia iínpondrá al org;urisrno habilitado las normas

tendientes a resguardar la seguridad de la información
así como también las referidas al derecho de acceso y
otras relativas a:

a) El proceso de recolección de información per-
sonal;

b) El diseño general del sistema incluyendo los me-
canismos de seguridad necesrrios;

c) Discripción del u grripamiento técnico a su dis-
posición;

(1) Los mecanismos adoptados para hacer posible el
derecho de acceso de los interesados y la infor-
nrac'érín a los terceros cuando correspondiere;

e) El tipo de información personal a la que se
podrí o no acceder y en qué casos.

f) El desglose que puede hacerse de la información
personal para ser entregada a terceros y la uti-
lizacién, que puede ¿larse a la misma;

g) Selección y almacenamiento de la información;
li) Medid as de control y seguridad adoptadas.

. Art. 18.-La autorización otcrcaaa por la Superin-
tendencia tendrá una validez de cinco años y podrá aer
renovada por períodos iguales.

Sección Cuarta

Obligaciones del organismo habilitado

Art. 19.-Con el primer acto de recolección (le in-
formacieín y elaboraelén de una ficha personal, el or-
ganismo habilitado deberá notificar al interesado de la

la misma.
Art. 23. -El que insertara o

falsos en villa ficha personal será
a dos años de prisión.

Art. 24. -- Será reprimido con multa de pesos cinco,
n.ii a quince rail quien por negligencia, ,imprudencia,`
impericia „ inobservancia de los deberes y reglamentos
de su cargo pusiera en conocimiento de un tercero infor-'
marión falsa contenida en alguna ficha personal.

Art. 25. - Será reprimido con multa de seis meses á
tres años rl que maliciosame ite pusiese en conocimiento
de un terrero información falsa contenida en una ficha
personal.

Art. 26 - El organismo habilitado deberá informar
a la p.canoa registrada acerca de todas las comunica-'
eiones que se hubieren realizado a terceros con indica-1
ci,ín ele nombre o razón social y domicilio.

Art. 27. - La inobservancia de lo dispuesto en el-
artículo pn•cedente será sancionada con dos a cinco años
de inhabilitación especial.

Art. 23 --- Cuando se tratare de cuestiones víncula4

(las al erni,leo, al crédito o a la contratación de seguros,'
los tercer„: que hah:tualmen-le se sirven de la informa-
ción cnnt. ni,Ia en los ore:mismos habilita dos deber;{un
csmrnu^ca^ a los titulares de las fichas el uso que se hizo

de las ni ,ras.

Sección quinta

Derecho de acceso

Art. 291_ - Son sujetos activos del derecho de acceso"

a) 1 as personas físicas argentinas o extranjeras cor

rrsidencía legal en el país;
b) 1,as personas jurídicas con domicilio legal erg

e) país, o que habi,'ndolo constituido. en el ex-'
tr.mjero hayan establecido en el mismo delega.4

iones, agencias o sucursales;
e) 1•:I representante legal del incapaz según los tér-4`•,'

sumos del Código Civil.

Art. 30. - En todos los casos, el accedente deberá
acreditar fehacientemente su identidad y/o su persone-
ría en su caso, a plena satisfacción y por los medios que
establezcu la Superintendencia.
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Art. 31.- A requerimiento de la persona interesa-
da el organismo habilitado deberá, en un plazo a de-
terminar por la Superintendencia, notificado acerca de
la información asentada en su ficha.

Art. 32. -Será sancionado con inhabilitación de dos
a cinco arios el organismo que injustificadamente no
diera cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 31.

Art. 33.-Las agencias, empresas o in1 t^rmecliarios,
tienen expresamente prohibido el acceso e las fichas
personales contenidas en los organismos habilitados.

Art. 34. -Los organismos creados por ley del Con-
greso de la Nación sólo pedrán oponerse al ojcrcicio del
derecho de acceso mediante resolución debidamente
fundada y por motivos de orden público, <loo seguridad
nacional y secreto de Estado.

Art. 35. - No se podrá acceder a fichas de cuyo co-
aocimiento se pudieren derivar conseeuencirs negativas
para el accionar de la justicia, ni a las de imlíviduos so-
bre quienes pese orden de captura librada per juez cona-
petente, o de persona sospechada do integrar una aso.
`.ciación ilícita, según criterio de los organin.nos de se-
guridad debidamente fundamentado.

Art. 36.-El que facilitare el acceso a fichas per-
sonales tuyo conocimiento pudiera entorpecer la ac-
ción de la justicia será sancionado con las penas pre-
vistas en el artículo 157 del Código Penal,

Cuando el hecho fuera producto de imprudencia, im-
pericia, negligencia o inobservancia de los reglamentos
y deberes de su cargo, las penas establecidas en el pá-
rrafo que antecede se disminuirán ole la manera previs-
ta por el artículo 42 del Código Penal.

Art. 37.-En el caso del artículo 35, ]a resolución
que dicten los organismos de seguridad será secreta y
sólo podrá ser conocida por la Superintendc ncia, adop-
tándose las medidas de seguridad necesarias e tales fines.

Art. 38.-El derecho de acceso a la ficha personal
comprende el derecho a conocer la fuente ¡le la infor-
mación asentada en la misma y la utilización que se le
haya dado desde su recolección.

Sección sexta

Impugnación

Art. 39.-La persona registrarla puede rxigir la co-
rrección de datos imprecisos, inexactos, incompletos,
faltos de veracidad, obsoletos o cuya valoración consi-
dere violatorios de su privacidad o que afecte a su in-
tegración familiar, social o laboral.

Art. 40.-La disposición del artículo precedente
comprende a los datos que hayan sido recogidos y al-
macenados por medios ilícitos o fraudulentos según los
principios constitucionales y la legislación panal vigente.

Art. 41.-La impugnación comprende ,t la utiliza-
eión realizada en violación a las normas s Frentes y a

los términos de la presente ley.

Art. 42.-A los fines de los artículos precedentes,
la carga de la prueba correrá en términos generales por

cuen!a del organismo habilitado, y en es1:<cial cuando
la £iclr; contenga valoración sobre cunda ,.^>, perfil psi-

cológLo o in€crenctas políticas o ideológicr, de la per,
bbella registrala.

Art. 43. - El organismo habilitado podrá rech
la impugnación que indubitablemente aparezca
frívola o irrelevante.

Art. 44. - Admitida la impugnación, el organ
habilitado procederá a la supresión o corrección, s
el procedimiento que dicte la Superintendencia, d

a

información que se desglosará de la ficha, cualqui
sea su medio de almacenamiento, prohibiéndose ex
samente la reproducción o copiado de la misma e
estado anterior.

Art. 45. - Producida la impugnación por parte
interesado y si hubiere oposición por parte del or,

nisino habilitado, se procederá a desglosar en cuer
separada la información impugnada, motivo, prue

producida, etcétera, la que formará parte de la fic
como anexo de la misma.

Art. 46. - Hasta tanto se produzca decisión defini4
tiva en torno a la impugnación c si el contenido de la,
ficha fuera •a ser transmitido a terceros, deberá atora
pagarse a la ficha original el anexo a que hace refe
rencia el artículo anterior.

Art. 47.-En el caso cTel artículo 45, la oposicióni
del organismo será apelable ante la Có^-^;:.ua Nacional e
lo Contencioso Administrativo de la C ipital Federal y las
cámaras federales del interior elel país <n el termino
cinco días.

Art. 48.-Cuando se trate de organismos creados
ley del Congreso de la Nación, los ciudadanos tan
iguales derechos en cuanto al aceso y la impugna
de la información que si se tratare de un organismo
bilitado privado.

de

Art. 49.-En todos los casos la Superintendencia
asumirá la representación del ciudadano y realizará co -
mo mandatario de éste las gestiones necesarias para rea-
lizar el derecho y llevar adelante el procedimiento de
impugnación.

Art. 50.-Cuando la información impugnarla
relacionada con el estado psicofísico llel impugna
éste podrá solicitar la formación de una junta de es
cialistas de probada solvencia profesional a criterio
la Superintendencia , que dictaminará en definitiva
bre la veracidad de la información almacenada.

<té
.lte,

pe-
de
so-

Art. 51. - En el caso de fichas médicas contenidas
en hospitales u obras sociales vinculadas a la salud de
la persona registrada, el organismo habilitado podrá de-
cidir la comunicación de su contenido al médico de ca-
becera designado por los familiares directos del intere-
sado y no a éste directaménte, siempre y cuando no im-
plique violación del secreto profesional.

Art. 52.-Una vez que el ínter ando haya sido in-
forniado suficientemente sobre el contenido de una fi-
cha, deberá transcurrir un plazo de doce meses antes
de poder solicitar nuevamente el acceso a la misma,

Art. 53. - El trámite a que se refiere el artículo 31
de la presente será gratuito, aunque la SuperiT;tendeT.-
cia podrá fijar, para cierto tipo de información, el pago
de Una tasa o sellado.

Art. 54.-La obligación a que Lace referencia
artículo 31 no es aplicable a la infari colón que por 1

..o por decisión de arto:idacl e^ , ;c.tepte no debe
`n AC^ ii unicada al cruciadano, según las excepc iones eet

bleciclas en la presente ley.

el
y
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. 55. -- Si por cualquier motivo el organismo de-
ese no mantener fichas en su poder, la Superinten-
tia de Bancos de Datos 'determinará la forma de
eder con la documentación en cuestión,

Art. 56.-El organismo habilitado y las personas
endientes del mismo no podrán revelar sin autori-
ión expresa de autoridad competente y fuera del
edirniento dispuesto en la presente, todo o parte
contenido de la ficha.

Art. 57.-El que sin autorización expresa de la au-
ad competente revelare todo o parte del contenido

una ficha personal será reprimido con la pena pre-
ta por el artículo 157 del Código Penal e inhabilita-
n especial por igual término que el de la condena.

',Art. 58. - Cuando se trate de personas jurídicas de
echo privado, sociedades, asociaciones u otras en-
des de la misma índole, la pena ele prisión por los
tos pre*vistos en esta ley corresponderá a los direc-

es, gerentes, síndicos, miembros del consejo de vigi-
la, administradores, mandatarios o responsables que

biesen intervenido en el hecho punible.

"Art. 59.-En todos los casos, las escalas penales se
rementarán en la mitad del mínimo y del máximo
ando se ocasionare perjuicio en alguna persona.

Art. 60.-Será. competente la justicia federal para
tender en los procesos por los delitos tipificados en
presente ley.

Art. 61.- Será autoridad de aplicación de las san-
nes establecidas precedentemente la Superintenden-

cia Nacional de Bancos de Datos.

Art. 62. - Contra las sanciones impuestas por la Su-
perintendencia Nacional de Bancos de Datos, podrá
interponerse recurso de apelación dentro del quinto día
de notificada.

Art. 63.-El recurso de apelación deberá funda-
mentarse en tl mismo acto en que se interponga y la

autoridad de aplicación deberá elevar las actuaciones
d tribunal ele alzada en el término de cinco días.

Art. 64. - Será autoridad competente para entender
en los recursos interpuestos contra las sanciones que
impar; r la Sup rintendencia de Bancos de Datos, la
justicia federal en lo contencioso administrativo y las
cámaras federales en sus respectivas jurisdicciones.

Art. 65. - La Superintendencia del Ministerio de

justicia do la ',oc•ión y los juzgados federales, en las
provincias, i<'celptarán las negaiicas ele los organismos

habilitados en la coiic Sión del derecho de deceso por
parte de las personas registradas,

Tiansi(orio

Art. 66.-Durante el primer año de vigencia de la
presente ley' y teniendo en cuenta las posibilidades ma-
teriáles, técnicas y humanas disponibles, la Superin-
tendencia determinará la cantidad de solicitudes que
darán curso los organismos habilitados, aumentando
progresivamente hasta su total normalización en un pla-
ro de ci;ico arios.

Art. 67. - Co,mrnquese al Poder Ejecutivo,

FUNDAMENTOS

S, Ui r nreridciite:

L:: c CiE'laio teil,1 t cir,-n, )' eompP. t: !'i neiüla C

inforu^ ..i(,n urbe r. c, ; i^arr^' .t. ser ^,^,t Zada
a

a: Jr

una al ^ur:ic_oaa uel d^r'ecf:o a la ini.^^ia,arciL^ El ilii::rrao
úcbe (!.; hecho coa.dyroara c.n,trai:cstur el ixd^ in-
herente ,ne sume del coirtrol y nrz,;;c;o de lus ^u'taiü:;s
auloru, rizados de datos.

No .,,be duda de que la q tilir^.ui n de sen^_'.iante po-
der dt líe estar sujeto a un con^;nto de no. mas clic
tiendan, a reglamentar el seercto y cu.,o nic¡etivo s^za
salvaguardar la privacidad y la libertad, derechos' }acr-
sonaiísauaos de los individuos sobre laas que inc sido ;:e'co-
gida la información. El derecho ele la persona prevalece
aquí por sobre el derecho de otros a poseerla. Mediante
el proNveao que sometemos a vuestra consideración, la

protección del individuo quedará asegurada por un sis-

tema do restricciones, que básicamente están estructu-
radas en torno de un conjunto de normas y regulaciones
técnica, y éticas que restringen el acceso ele terecros

a la información. Sin embargo, esta sola protección ci:s-
plica el reconocimiento de un derecho a la infoa'a^?:aciúu
sumam,nte particular, cual es el que se refiere al dere-
cho del individuo de conocer los datos contenidos CIA 1,11

archivo pero que a él conciernen. Ile tomado en dien-
ta la verdadera aprensión y desconfianza que existe en-
tro los ciudadanos ante la proliferación de, servic os in-
formaticos tanto públicos y privados. La gente sabe
que lit v "alguien" que recoge y mantiene infornraciton
acerca de su persona, pero no sabe dónde, cómo, por
quién e mcnós aún con qué fines; tiene- la impresión
de estar rodeado por una red ele información que es

todavía más impresionante por ser invisible.

Estor temores deben ser despejados mediante nna
clara y precisa información acerca de la existencia, el

contenido y el propósito de los sistemas de información
en pool, e del Estado o de los particulares. A través de
una norma como la que proponemos se debe tendt°r al
recoso. iinicnto de dos derechos civiles furadame a±.ales:

el dere.ho de defensa y el de exigir la rectificación de

los dat,)5 cuando corresponda.

En 1 rancia, a principios ele siglo, mucho antes del
advenir Monto de la computarización, se sa icionó unt1
ley qu,- considerarnos, antecedente elemental para nues•

ti-o proyecto: la del 22 de abril de 1905 que hacías
obligatorio comunicar al ciudadano el contenido de se.
legajo personal antes de decidir cualquier medida dis-
ciplinai la en su contra. "Todos los funcionarios civi';eJ

y" milil.cres, todos los trabajadores, manuales y no ma•
mares que presten funciones en cualquier orgauisnaa

públiee,, tienen derecho a que les sean comunicados dr
manera personal y confidencial las anotaciones, suma'
ríos y t ualquier otro papel que forme parte de su le-
gajo, antes de ser sometido a cualquier sanción disci<
plinaria o antes de que le sea rechazado un pedido d¿

extension de su servicio".

Esto texto ha sido siempre señalado no sólo como vas
lioso antecedente sino también como la expresión Iegisti
sativa del principio general del derecho de defensa. EZ
presenta proyecto tiene un alcance mayor en el sentida
de gar;,ntizar al individuo el derecho de acceso libra $
su fieles en cualquier momento .y no solamente cua„ d
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se encuentra amenazada por una sanción, ello fundado

en dos motivos: todo individuo debe , nnocer lo que

otros conocen de su persona para poder actuar en con-
secuencia. Pero además, sobre todas la'. cosas, el cin-
dadano debe estar en condiciones de es ,ir la rectifica-
ción de la información que sobre él es i -t asentada, ya
sea porque no es veraz, es incompleta u obsoleta, o por-
que quien recogió la información no c i nba autorizado
legalmente para hacerlo y consecueniemente no tiene

derecho a retenerla.
Puede ocurrir, por ejemplo, que rm nichivo contenga

un antecedente penal sobre el que he' a recaído una
sentencia de sobreseimiento y que este riltimo dato no
conste en el mismo, o información referida a una en-
fermedad de la que el ciudadano se he recuperado to-
talmente. Este tipo de errores puede provenir dei origen

mismo de la información, debido ya se., a métodos de
recolección de datos inadecuados, ideui,dad errónea o
simplemente por fallas técnicas o hun,.tnas como po-

riría ocurrir de un simple error ruecarrc,gráfíco. La in-

forn7ación puede asimismo ser perjudicial si es incomple-

ta o imprecisa por ejemplo: el hecho di; haber sufrido
un arresto puede imposibilitar a alguien a acceder a un
empleo si no surge claramente del lep jo que la per-
sona en cuestión nunca fue condenada o que incluso fue
declarada inocente. El derecho a cona cer y a solici-
tar la rectificación es aun más impoil cite cuando la

ficha no contiene sólo hechos que eu última instancia
pueden ser verificados como ciertos o n^r, pero también
epiniones o presunciones, tales como la adhesión a tal
.o cual ideología política o perfil pcicolr'gieo, elementos
con alto contenido de subjetividad y p, dectamen:e
cutibles.

Es por ello que considero necesarir, restablecer el
deseable equilibrio entre aquellos que recogen y ob-
tienen los datos con el enorme poder que ello lleva im-
plícito y aquellos a quienes concierne 1: información en
cuestión de ta manera que la claridad v la transparen-
cia sustituyan al misterio y al autoriLirismo.

La legislación moderna que regula la información au-
tomatizada sobre individuos, sostiene coreo principio fun-
damental. el derecho de acceso a los e'chivos, conocido
en algunos textos doctrinarios como -1 habeas dato.

Es por ello que no sorprende que —a en 19733 una
ley del Reino de Suecia sobre bancos ele datos contera-
ba disposiciones específicas sobre el derecho de acceso,
extendiendo el mismo a los sistemas privados.

Es importante destacar que el mi mo principio es

reconocido aun en países cuyas administraciones tienen
o han tenido urna larga tradición en i rateria de secre-
to relacionado con la información <I sponibl_e en sus

:archivos. El principio ha sido adopl.edo con algunas
variantes por la legislación francesa (I,ey sobre Regis-
tro de Conductores) y estadounidense (Fair Credit ile-
porting Act). Debo mencionar tarnbk' . que el Consejo
de Europa y las Naciones Unidas, lean adoptado el
principio o han recomnedado su incli: ión en el dere-

cho positivo de los países núcn bros. Ea nuerten país,
el desorden en esta m atería es total F, decir, todos sa-
bemos de la existencia de ciertos han- rs de dr.tos pero
descconocen,os dónde ce encuentran, e:.hitos sera, quien
los maneja y para qué fines uti!iea l.. informad n re-

Sist pt a. El panorar_,a descrito se a gr^^ _ a estensih emer.-

te por el entrecruzamiento de información entre las
tintas agencias que se dedican a la actividad, per
(lose paulatinamente el verdadero origen de la
y consecuentemente diluyéndose las responsabili
por la inclusión de determinados datos, pero que se,
producen curiosamente en distintos tipos de archi
como los de selección de personal, antecedentes la
rales, médicos, etcétera. Es por ese motivo que el
yeeto que someto a vuestra consideración dedica la
mera parte de su articulado a glosar los términos que
emplean en el mismo a fin de ubicarnos con la ma
precisión en un terreno sobre el que no hay experi
cia en nuestro derecho positivo pero que son de aee
tación generalizada, tanto en la doctrina como en
legislación compararla sobre la materia.

En este sentirlo debo destacar que algunos de los i
titutos creados en el provecto tienen origen en las ley
del Reino de Suecia, la legislación francesa y estadouni
dense, además de alguno que rgconoce origen en el m
derno constitucionalismo, como el de algunas provine
argentinas y la recientemente sancionada Constitució
del Estado Federativo del Brasil. Sin embargo, se hari
adaptado los principios asentados en la legislación ex
tranjera a nuestra cultura jurídica y administrativa,
Hiendo en cuenta el grave retraso de nuestro país en la
materia y en la imperiosa necesidad de reforzar todos
los mecanismos que hagan a muestra democracia un sis.
tema dotado de creciente legitimidad social, dando parí
ello testimonio como legisladores y representantes del
pueblo en el sentido de velar pernnancntemente por per.
feccionar los instrumentos que garanticen de manera más
eficaz el respeto irrestricto por ros derechos individua.
les a la vez que, corneo dijo nuestro presidente, rece.
peras el Estado para todos los que habité n nuestro sue.
lo en las funciones indelegables que mnesira Carta Mag.
na les asigna. En el glosario de la sección primera sé
ha tenido en cuenta la reciente computarización em-
pleada en el acopio y transmisión de datos, a la vez
que definimos lo que constituye la esencia de los
derechos consagrados en la misma, como son el acceso
y la impugnación en las condiciones y motivos que

destacaremos en los presentes fundamentos. Propongo
la creación de un organismo con suficiente poder de
policía para imponer le cumplimiento del proyecto, en
el ámbito del Ministerio de Justicia de la Nación y
con rango de secretaría del Estado . Tal .elección se
ha decidido por varias razones. Entre ellas debernos
mencionar que el citado ministerio es el menos "po-
lítico" de las carteras que componen el gabinete na-
cional, ya que sus funciones específicas son las refe•
ridas a la administración de justicia. En segundo
lugar y porque en su ámbito funciona la. Secretaria
de Asuntos Regí trales (del automotor, prendario, et•
cétera), cuenta, con personal idóneo para ser asignadd
a las funciones propias del organismo que proponemos
y además, porque en la legislación comparada qus
hemos tenido oportunidad de consultar, en todos los
caros funcionan organismos similares en el ámbito do
los ministerios de justicia.

En el articulado correspondiente asignamos a la Srim
perintendencia Naeior^al de Bancos de Datos un protaa
gcnisn:o mayor cree el de un simule registro, ya qué
tien n facult des para habilitar, impedir el funciona4
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ento y es un verdadero mandatario de los ciudada- 1
que ejercen el derecho de acceso frente a un ban-

do datos de la lista publicada por la Superintenden-
y cumple funciones de mandatario del accedente

uando surgieren diferenciae'entre el banco, organismo
el particular. Entre las funciones propias de la Su-

erintendencia está la de habilitar según ciertas conds-
ones a una agencia, llevar un registro actualizado de

os mismos, dictar las normas de seguridad adecuadas
para cada caso, suministrar a los interesarlos los instru-
mentos, pericias, documentos, etcétera, que le requieran

fin de demostrar ante la instancia que corresponda, la
situación de perjuicio efectivo en que se lo ha colocado
[por el mal uso de la información . Por sobre todas las
cosas a la Superintendencia se le asigna la función
ésencial de velar por el derecho a. la intimidad. Asimis-
uso ha incluido la protección de las personas jurídicas
como sujetos activos de derecho de acceso a través. de
sus representantes legales que acrediten debidamente
u personería.

e) El titular del derecho de acceso

Es sin duda el titular del legajo a quien eoriso regla
general se le concede el derecho de acceso a su archivo
personal. El sujeto pasivo 'del derecho es el banco de
datas u organismo habilitado y rogi arado en la Super-
intendencia del Ministerio de Justicia de la Nación.

Pero esta regla aparentemente simple, genera proble-
más técnicos _y legales sobre los que he puesto especial
cuidado al redactar el cerresporrcliente articulado. En
primer lugar es absolutamente esencial ascnarar que la
"identidad de quien requiere acceso y la del legajo co-
incidan plenamente , a fin de evitar situaciones fraudu-
entas o filtraciones. Ocurre que en no pocas ocasionen
el volumen de la información o el sistema mismo de
computarizaeión permita que un ciudadano requiera la
información a una distancia apreciable del lugar físico

en dondo la información es retenida y almacenada,

Es posible entonces que el interesado solicite el ac-
ceso, ya sea por correspondencia o mediante la utiliza-
ción de una red informática instalada en ajena provin-
cia o jurisdicción . A tales efectos he incluido a los
juzgados federales en sus respectivas jurisdicciones para
recepiar las solicitudes de los interesados.

Sc i ct n emplado la posibilidad de que no siempre

sea el titilar del derecho quien re;3amc el acceso, ya
que puede darse cl caso ele n;cnores o, incapaces según

nuestro Código Civil, y sometidos por tanto a situaciones

tutelares en cuyo caso será su representarte legal quien

lo solicite, por lo que deberá ponerse especial cuidado,

al momento do acreditar plenamente su personería, a
criterio de la Superintendencia. La excepción al prin-

.cipio general del derecho de acceso e s; el reeeptado en

la legislación comparada y que se relaciona con cues-

tiones vinculadas a la seguridad del Estado, ámbilo mi-

litar o de información que proporcionada al accedente,

pudiera dificultar el accionar de la justicia , o sobre
quienes pese orden de captura librada por juez compe-

g<tente , o sospecharla de irte .ar uua asociación ¡lícita,
según criterio de los oegarrisnn s ele seguridad debida-
xuente fundamentado.
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El objeto central del derecho es obviamente el dato,
la información contenida en un archivo, público o
privado.

Las le., es y normas en general referidas al tema esta-
blecen qoo el titular del derecho debe tener comrmi*
catión d.• toda la información existente y que a él con-
cierne. hin el presente proyecto, se han extendido los
alcances ki derecho a la fuente de la información. Con-
sidero qi u la comunicación referida al erigen o fuente
do la información integrará efectivamente el derecho y

permitirí. al sujeto impugnar más fácil y efectivamente
los datos erróneos u opiniones tergiversadas que sobré
su person.u estan asentadas.

Aderecé'; el conocimiento de las fuentes de la informa-
ción des,ííerta a priori la utilización de medios ilegales,
como in`=eceptión telefónica, apertura de corresponden
cia, la sir»pie delación sin fundamento fáctico alguno;
lo que contribuiría grandemente a transparentar el
sistema.

Los legisla dores que impulsaron en los Estados Uni-
dos el kair Credit Reporting Act, lo entendieron así.
En este s, ntido dejaron establecido procedirmientos a fin
de que tus sujetos riel. derecho puedan, a su reque;i-

mitnto, : r informados no soamente de la naturaleza
y suslanc ,:s de toda la información contenida en legaje
con fine de empaco, crédito y pólizas de seguro,
sino tare;: ón la fuente de la misma. Tojo esto no hace
m,.. que resol r las d hcultaclcs que se generan en la
reconciliaión de los intereses de quienes recogen, pro-
cesan y ,c=rn:ulan inforrnacién y datos con los de los
sujetos a quienes concierne la iiiforn:ación en cuestión.

Esta c iicultad queda de maniiesto nuevamente si
tratamos e dar respuesta al siguiente in'rrrogante: ¿de-
ben los , iudadanos conocer la utilización que se da
a la infc r nación?

No liar ninguna duda 'que ello es de máximo inte-
res para los ciudadanos, ya que debemos acordar que
no es la recule ación ni el almacenamiento de datos lo
que pueda dañar a un individuo, sino precisamente la
utilización, que se haga de ellos. En primer lugar debo
reiterar que la comunicación del contenido ele un legajo
a su terc.•ro puede traer como consecuencia la inhabili-
tación para conseguir un empleo, la negativa de un
crédito bancario, en cesantía por cuestiones de salud,
o aun en casos extremos, ser motivo de discriminación
por motivos raciales, políticos o religiosos, todo ello sin
que el titular de la ficha tenga conocimiento de los
motivos que determinaron las mencionadas decisiones.

Es por ello que consideramos esencial extender el

derecho ele acceso a su máximo alcance de manera tal
que incluyan además de la información sus fuentes y su
utilización. Ello ha' sido ya asentado en varios sistemas
normativo4. La ley norteamericana de 1971 contiene al
respecto dos tipos de reglarnnentación: la primera de
ellas obliga al administrador u órgano tenedor de los

datos en casos relacionados con el empleo, notificar al
ciudadano acerca de cualquier co*_rumicnción o reporte
que se haya expedido sobre su persona a un tercero,

juntamente con el no abre y la dirección del mismo; el
segundo obliga a quien se Ira servido de la información
para negar empleo, crédito o seguro a persona regis-

trada, bar,',ndose en el contenido de la información

recia ida por organismo especializado, notificar al sujeto

11
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interesado, proporcionándole nombre y direce ón del
orranisnno informante; la obligación de eomunie tr corre
entonces por cuenta de quien mantiene o recopila los
datos y la proporciona a terceros, así corno también
por parte de estos últimos.

Con igual intención la Ley Sueca de 1973 dota de
poderes suficientes al S'ervicid de Inspección de Datos,
agregar a los reglamentos en los que está enmarcado
kegalrnente, la posibilidad de que los individuos deben
ser infonuados del procesamiento de datos concer-
nientes a los mismos al igual que la legislación ale-
mana e . inglesa que sostienen que las personan regis-
tradas tienen el derecho de ser informadas acerca de
la información procesada y guardada que les concierne.

Tal es la solución que he adoptado en el tresente
proyecto porque considero que la información previa
es precisamente la que permite al interesado ejercer
plenaniente el derecho de acceso y consecuei ensente
el de impugnar y exigir la rectificación de los datos
contenidos en su ficha personal. En la faz ouerativa

hemos combinado las dos soluciones que en general
adopta la legislación comparada, "cual es corno regla

general la irúormacióu previa ,o, si la información es
voluminosa o su comunicación en extremo otr'rosa, a
criterio de la Superintendencia, la publicación en el
Boletín Oficial.

En la k: gislación come-.cada esta información previa
adopta las dos fornias, aunque no conjuntas: la que

se considera 113:í5 efectiva es la notificación in.lividual
a cada sujeto del lc;ajo en el momento en que el
mismo está siendo elaborado o cuando su enntenido

es comunicado a un tercero, o simplemente cnu.ndo el
xionnbre y apellido se inserta p.n• primera y(7 en la
ficha. La Icizislación br;tí;nica va aún riúts lejos y
estableció no solamente la obli aci^rn de notifi: ar sino

la de remitir un completo iufor,n,e acerca de It infor-
mac`ón eon?cuida en la ficha, todo ello en Un plazo

do dos meses desde que el nombre del ciudadano
se inserta por pr•iomera vez en el archivo. Eu el caso

de que la infonn;,&eión sea demasiado voluminosa, se
propuso una segunda solución a este problema, que

hemos adoptado como segunda alternativa y que con-
liste en la goblicaci ín en el Boletín Oficial, modali-
dad que ha adoptado la legislación alemana; la misma
establece que la conforn,ició q de legajos debe ;er pu-
blicada en el citado boletín der;pués de la primera
operación de ahnaeei; miento eontenieuclo iui breve
sumario del tipo calidad de inforrmación asen( tda en
la ficha.

Es cierto que esta pubhcaci^ín no tiene la rfrelivi-
dad de la notificación, ya que son pocos los —udada-

S1OS que leen el Boletín Oficial y además pori!re una
gran proporción del público no va a ser afecti lo nor-

malmente por el contenido del archivo hasta pasado
un largo tiempo desde que su nombre fue i nsertado
por primera vez en el mismo.

Sin embargo estas mismas observaciones sexi las
que se aplican a la ignorancia del derecho que, de
acuerdo a la máxima aplicable , no excusa . No obs-
tante ello, creemos que este tipo de publicidad acerca
de la existencia de los archivos (Bolethr Oficial) per-
mitiría a las asocias pues intermedias estar inf,-rmadas

acerca de la existencia de los legajos y consecuei,t mente

informar a sus miembros; también la prensa nat
podría publicitar, lo cual facilitaría a través de
sucesivas publicaciones poder ir elaborando un
gistro de legajos de los asociados, miembros o p
cipantes -de los sindicatos, clubes, partidos políti
asociaciones profesionales, etcétera.

El acopio de información es una fuente potencial'l
peligro e inseguridad para los ciudadanos si su
tercia es mantenida en secreto o simplemente es
conocida para el interesado. No tiene sentido o
garle al ciudadano el derecho de demandar acceso
su ficha si desconoce la existencia del mismo,
hay duda que en general el ciudadano tiene la
sunción de que alguna ficha personal existe. Ya
en materia fiscal e impositiva , obra social, legajos
su trabajo habitual en relación de dependencia, 1
estudiantes en la universidad o los pacientes en 1
hospitales donde habitualmente se -atienden. Pero p
lo general no son estos archivos' los que más am
nazan la libertad y la intimidad de los individuos
éstos son los menos conocidos cuando no totalment
ignorados par los ciudadanos.

Estos se refieren fundamentalmente al caso de lo
archivos policiales de los comúnmente llamados serví
cios de inteligencia o de c rédito y cuya información
recogida sin el debido conocimiento de los ciudadanos.
Sólo con la excepción debidamente fundada en razo.j
nes de seguridad del Estado, secreto de Estado, difi-
cultad en el accionar de la justicia, personas con orden.
de captura , etcétera, la regla general es el derecho
de acceso pleno y así lo establecimos en el presente
proyecto, ya que es la única manera en que la per-
sona registrada puede exigir la corrección y rectifica;
cióu.

El derecho ele impugnación

Los objetivos principales de establecer el derecho
de acceso consisten en la posibilidad de irnpu`aar y
su correlato en la obligación de corregir datos inconí-
pletos, inexactos, obsoletos o ilegales, acopiados por
medios ilícitos o respecto de los cuales se haya reali-
zado una utilización contraria a derecho o a las dis-
posiciones del presente.

En ello debemos distinguir dos posibilidades: en el
primer caso, el más simple, el archivo sólo contiene
datos, hechos; por ejemplo, una condena, una interven-
ción quirúrgica, el poseer un grado universitario. Pero
los hechos son o no son, existen o no; no estaríamos
frente a la posibilidad de mala interpretación siendo el
único problema subsistente el de su prueba, la cual
debe' estar necesariamente a cargo del organismo o
tenedor de los Llatos, ya que de otra manera estaría-
mos frente al caso de una prueba negativa que no puede
exigírsele a la persona registrada. La legislación fran-
cesa sobre bancos de datos para conductores contiene
una disposición similar: en caso de impugnación la
carga de la prueba corre por cuenta del organismo o
persona responsable del banco de datos. Esta regla es
en extremo favorable al sujeto de la ficha y consecuen=
te con la regla relativa a la carga probatoria que!,
mencionamos más arriba. La información consiste áq
menudo en hechos políticos cuya existencia es casi im
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ble negar es par ello que no puede exitirsele a un
alano que demuestre que no estuvo en cierto lugar

na hora determinada, o que no sufrió una inf accn'n
cial ]nace ya algunos giros . Sin embargo , la ie gis-
ón no es uniforme e-u esic punto y, por ejemplo,

1 slaciós alemana disp one que si el sujeto titular

legajo impugna la ilaf_;nnnacián sin aportar prueba

una, la misma ro será eliminarla del archio, pero
agregará por "cuerda separada " la irnpu rnación. y
as las comunicaciones que se hartan a terceros con-
drrn la irepuanación en cutist ón, juntamente con
información original. Nosotros hemos preferido iv an-
!c-r la carga de la prueba iaar parte del Banco de

atol porque tenemos la convicción que todo lo que se

ga por restablecer aunque rnfós no sea en parte el
nilibrio deseado entro el tenedor de la información
el ciudadano debe consagrarse en nuestro derecho
sitivo, más aún si tenemos en cuenta que en muchas
asioncs la información asentirla en una ficha data

e mucho tiempo atrás, lo que hace más difícil aún
ra la persona registrada recoger la prueba que le

ermita desvirtuar un dato consigna lo en la misma.
n materia de información no existe la "prescripción".

pero, en no pocas ocasiones , la ficha no contiene sólo

datos; ocurre a menudo como ya lo hemos mencionado

que el contenido de los archivos no son datos ni he-

ellos objetivos sino por el contrario , opiniones o valo-

raciones acerca de la conducta individual y social del

ciudadano, o inclusivo su perfil psicológico, lo que

constituye un elemento sumamente peligroso y mucho

más difícil de impugnar . Para el último caso se ha

previsto la solicitud de la conformación de una junta
de especialistas de reconocida solvencia , a criterio de

la Superintendencia , a fin de dictamninar sobre lit ini-

pugnación presentada.

Para esto tipo de información , la ley norteamericana

de 1971 prevé cma interesante solución, que engloba
el principio general introducido cn la legislación ale-
nana a la que hicimos referencia . El interesado tiene
erecho a presentar una pequeira declaracién conte-

niendo sus objeciones, las que serán anexadas a su
archivo personal y comunicado a los terceros.

De esta manera, el archivo crea un "adversario" en
el sentido procesal del término, equilibrando de alguna
minera la relación y dándole a la información valor
adicional que asegura la protección del ciudadano. Para
este supuesto se ha previsto, al igual que la legislación
comparada, dos tipos de situaciones: la primera que
consiste en la admisión por parte del organismo de la
observación formulada y consecuentemente la destruc-
ción de la información impugnada con la prohibición
expresa de su copiado o reproducción. El segundo caso
consiste en que el organismo rechace la impugnación y
la persona registrarla acuda en alzada ante la Cámara
Nacional en lo Contencioso Administrativo , período du-
rante el cual debe anexarse a la ficha personal el con-
terido de la ir Spu nación, y en tal estado deberá trans-

rnV rse a terceros cuando lo soliciten.

La se caridad se ve así reforzada con reglas de tipo
cal. En primer lugar; las correcciones, agregados a

e' _aireación de datos, deben ser notificadas a las per-
i san e instituciones que recil,i ron la información en
el e,tacl:^ a:rtecior, de manera tal que pueden i':cd icaz
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decisiones adoptadas en relación al interesado. Las le-
gislaciones suecas y norteamericanas contienen disposi-
ciones al respecto en lo concerniente al primer caso
(correcciones), estableciendo un tiempo límite (las co-

rrecciones dlebcn ser enviadas a todas las personas e
institucioue , quw durante los dos años previos recibieron
un informe acerca del suicto por razones de empleo y
durante los seis meses anteriores si se trata de crédito
o póliza d1. seguros). En segnn-rlo lugar, las divergen-
cias puedeu ser llevadas a los tribunales de justicia en
el caso en que las partes han fracasado en : rribar a
un acuerdo administrativo prejurisdiccional --en donde
de acuerdo a los términos do nuestro proyecto adquiera
un papel protagónico de Superintendencia- acerca de
.la veracidad de la información, o de opiniones vertidas
en el archivo. La legislación francesa sobre bancos da
datos de conductores incluye en este sentido un proce-
dimiento sumario a fin de reforzar la efectividad de la
supervisión y paliar la lentitud propia de un procedi.
miento judicial ordinario.

El derecho de acceso en términos, generales y enmar-
cado en el más general de derecho integral a la infor-
mación, puede limitarse por razones de interés público
o del propio sujeto interesado.

Ciertos datos contenidos en los archivos no deben ser
necesariamente accesibles para las personas interesadas.
Es casi obvio señalar que si las autoridades policiales

elaboran un dossier sobre personas sospechosas de trá-
fico ilícito de estupefacientes, seria infantil imaginar
que se l,, permitiera al sospecliaclo al acceso a la infor-
moción que sobre él pacientemente se ha venido elabo-

rando. 1,1 mismo principio debe ser aplicado para

evasores, contrabandistas, etcétera, o conspicuos miem-
bros de organizaciones delictivas. Es por ello que se
.ha dispuesto agregar en, nuestro proyecto además del
principio general de excepción vinculado al secreto de

Estado, seguridad nacional u orden público, un artículo
especifica note referido a impedir el acceso cuando del
mismo r,• pudieran derivar consecuencias negativas para.
el accica,ar de la justicia, o a personas sobre quienes
pese ornen de captura o sospechadas de integrar bandas
delictivas, todo ello median.e resolución fundada de los

organismos de seguridad correspondientes.

La Legislación británica sobre el decreto de acceso
e impu nación no son aplicables a los bancos de datos
controlados por la policía, los servicios de seguridad y
las fumas armadas. Creo que en nuestro país el acceso
debe ser franqueado en la medida en que no se lesionen
los intereses que hacen a la seguridad del Estado, y
para cl caso de los archivos policiales, con la soló
excepción planteada en el párrafo anterior debe ga.
rantiz,s.se pleno acceso al Registro Nacional de Reín.
cidene:a y así lo dejc,n:os planteado en el proyecto.

En Alemania la lit itación se extiende a la imposibili-

dad de acceder a los chatos can"crudos en la Oficina para;
la Pr„teccíón de la Constitución, el Servicio Secreto
Federl, el Servicio de Contrae pionaje del Ejército,

la ef3cina del procura<"lor general de la República, la
policía y las fiscalías pera la pee ecueión de cielitos
fiscrie . Tales limita ciel,es, i; Ces ? k .r en""-e en principio,

tener''<.u d s aataj pera los c' ices qt,,e nos h W.
p a, ocio,- plan :nla cuando la r a .cajón CL I
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Ello teniendo en cuenta que en loi ejemplos citados
se advierte que los archivos contenidos en los organis-
mos seflalados, son precisamente los que en mayor me-

dida constituyen una am naza para la libertad indivi-
dual y que sin embargo escapan totalmente al control
del ciudadano. La lamentable conclusión es que pre-
cisamente en el momento en que el peligro de los ban-

cos de datos no pocas veces irmaginarco se convierte en

algo real y tangible, la protección no (gisái al alcance de
los individuos. Es por ello que en el proyecto que
sometemos a vuestra consideración se pretenden relati-

vizar estas desventajas en dos sentidos diferentes: en -
primer término limitar el alcance de la excepcionalidad:
no todos los archivos policiales deben ser mantenidos
en secreto; debe hacer una distinci(ín entre aquellas

que están sometidos a las leyes ordinarias (por ejem-
plo, registros acerca de infraccioneac administrativas

vinculadas a las licencias de conductor, o de personas
arrestadas solamente por averiguación de antecedentes)
y los que sí deben mantener su privaría 'como la ficha
de personas sobre las que pese orden de captura o

sospechada de integrar asociaciones ilfritas. En segundo
lugar, para esta categoría, en la medida en que el de-
recho de acceso, y de ' impugnación colisione con el
ccriterio sostenido por la agencia y no se logre averri
miento por las partes interesadas -el sujeto y la agen-
cia-, existe la posibilidad de someter la cuestión a un
organismo como la Superintendencia que estaría obli-
gada por el secreto. De esta manera los archivos es-
tarían a salvo de la indiscreción pero nunca fuera del
control de los ciudadanos.

Puede ocurrir aun paradójicamente que a alguien le
sea negado el derecho de acceso, atendiendo a su pro-
pio interés. Este caso so puede presentar fundamrental-
nmente en los archivos de tipo médico. Es una cuestión
no resuelta si el paciente debe o no conocer el Verda-

dero estado de su salud. En la mayocfa de los países
el principio es que debería ser informado pero no bru-
tahnente enfrentado a un frío dossier, sido mediante una
entrevista por personal especializado que le dará las
necesarias explicaciones en un marco de comprensión
de la situaeióh psíquica y física del saeiente. Es por

estas razones que una gran cantidad de reglamenta-
ciones, disposiciones y regulaciones en diferentes países

establecen que los legajos médicos elaborados por hos-
pitales, compañías do seguro u organismos de obras so-
ciales, sólo pueden ser comunicados a un profesional
de la medicina y no a un paciente o su familia. El
derecho de acceso está así garantizada: pero ejercido
a través de un intermediario con lo fue adopta en

esto caso características de naturaleza ti directa, siendo
ésto el principio que se ha adoptado <II la redacción
del proyecto.

b) Limitaeiónes por razones prácticas

El ejercicio permanente del derecho de acceso, su-
mada a la obligación de notificar de la existencia de
legajos, y el derecho de hacer realizar los correcciones
puede. presentar inconvenientes de dos ticos. En primer
lugar, las operaciones son costosas, se multiplica el pa-
peleo y puede llegar a convertirse en un sistema ad-
nrinistrativo sumamente complejo . llás aún , el gran

11ujó de ingreso (le solicitudes de comunicación
formación, espontánea u organizarla y proveniente
asociaciones intermedias y grupos seguramente o
rúa el adecuado funcionamiento del sistema con
hilidades de desorganizarlo por completo.

S'n embargo estos aspxecios no deben exagerars
punto que inipidan el ejercicio del derecho. En lo
laciun:xlo con el co:.to se requiere un estudio detall
aunque lemas establecido cuino principio ger?eral
gratuidad del informe, salvo cierto tipo de fichas

por sus propias características deba abonar un impu
do sellos según criterio de la Superintendencia, ya
por su extensión, complejidad o por las dificulta

,materiales que conlleva su comunicación,

Las leyes suecas establecen el acceso sin cargo
el ciudadano, aunque- en algunas situaciones se co
una tasa con el objeto de financiar el sisterna.

La movería de las legislaciones estudiadas inclu
el pago de un sellado que se recauda directamente p
el mantenimiento de los recursos humanos y técuit)
asignado a dicha tarea.

Conclusiones

El derecho de acceso de los individuos a sus dropi
archivos debe ser normado, reconocido, extend'do y r
forzado, aun cuando deba ser sometido a ciertas liad
taciones.

El principio debe estar asentado en el derecho pos¡-;
tivo mediante una ley que, como la que proponemos,
tenga carácter general y aplicable a una variedad de

casos.
Debo ser de aplicación general porque la mayoría de

los asuntos no se refieren sólo a los bancos de datos :
computarizados sino que por encima de la técnica de
recolección y custodia se refiere al principio amplio del
derecho de todos los ciudadanos a su privacidad y
al derecho a la información y por tanto aplicable aun
a los bancos de datos manuales. Sin encbargo, es a
causa de la computarización de los datos, y simultá-
neamente con ese proceso, que el problema de acceso
al archivo de cada ciudadano adquiere una dimensión
especial. No es nuestra intención "castigar" al progresa,
motivo por el cual las disposiciones legales que elabo-
remos no deben estar dirigidas solamente al proceso
do computación y mucho menos en contra de éste`
algunas de las disposiciones legales vigentes en otros
países son do aplicación general y no hacen referencia,
alguna a la computación y los procesos electrónicos de
procesamiento y de transmisión de datos aun cuando
la sanción de dichas leyes haya sido precisamente con
motivo de la computación: tal es el ejemplo de la ya
citada norma francesa sobre conductores de automó-
viles, o la norteamericana Fair. Credit Reporting Act,
y aunque otras normas como la alemana del Estado
de 1Iesse, o la sueca, sólo se refieren a los sistemas
como aplicables a todo proceso de recopilación, guarda
y utilización de datos sobre un individuo por parte de
personas físicas o de existencia ideal, públicas o pri-
vadas. Sostenemos enfáticamente que la protección de
los individuos y de su privacidad no tiene necesaria
vinculación con la tecnología que se aplique al efecto,
y sí establecer disposiciones especiales que contemplen
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especiales condiciones q ie la tecnología moderna
rva a la recopilación, transmisión, etcétera, de los
hivos, teniendo en cuenta la gran velocidad, preci-
n y también la vulnerabilidad de los bancos de datos,
los que la prensa informa a d-ario. En cuanto a
penas establecidas por violaciones a las disposiciones
presente p-.oyecto, son las escalas comprendid as en

capítulo 111 del Cód=;go Penal (violación de secre-
), en el artículo correspondiente a los fu cionarios
Micos, como la figura tipo y su a^ra_vante cuando
la conducta punible se derivara un perjuicio o daño

ectivo para la persona registrada.

Se dejan a salvo las acciones civiles que por daños y

erjuicios puedan iniciar los interesados en contra de
organismos habilitados según corresponda. Por to-

es los fundamentos que he expuesto , es que considero
ue, aun perfectible, el provecto que someto a vuestra

aorabilidad signific, rá un gran avance en el afianza-
iento de nuestras instituciones y #uñdamentalmente

a la legitimación social de las mismas , teniendo en
cuenta un atraso de más de veinte años con respecto
a las legislaciones estudiadas y que corresponden a de-

ocracias sólidamente asentadas y con una enorme
cultura en el respeto a los derechos y garantías indi-
viduales.

4

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cántara de Diputados, ...

HABEAS DATA

TITULO 1

Disposiciones generales

Articulo 19-

1. La presente •ley tiene por objeto la salvaguarda
de los datos personales asentados en archivos,
registros , bancos de d atos , medios de tratanrien-

tos au .amatizados o de otras técnicas para ga-
rantizar la preservación del honor, la intimidad
familiar de las personas y el pleno ejercicio de
sus -derechos.

2. Esta les, será de aplicación a los d atos de carácter
personal que figuren en ficheros automatizados
o no, de los sectores público y privado , y a toda
modalidad de uso posterior , incluso no automa-
tizados, de datos de carácter personal registra-
dos en soporte físico susceptible de tratamiento
automatizado o en otros medios.

Art. 2s -

1. El régimen' de protección de los datos de carác-
ter personal que se establece en la presente ley
no será de aplicación:

a) A los archivos, registros y bancos de datos de
titularidad pública cuyo objeto, legalmente
establecido, sea el almacenamiento de datos
para su publicación con carácter general;
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b) A lo% archivos, registros y bancos de datos
de personas físicas con fines exclusivamente
pers(a,ales;

c) A lo; archivos, registros y bancos de datos
de información tecnológica o comercial que
reproduzcan datos va publicados en bole-
tines, diarios o repertorios oficiales;

d) A lo; archivos, registros o bancos de dates
de ir,lcrmación jurídica, accesibles al público,
en 1, medida en que se limiten a reproducir
diep,,;iciones o resoluciones judiciales publi-
cact s en periódicos, revistas o repertorios
ofic, les;

e) A los archivos, registros o bancos de dalos
naur,inidos por los partidos políticos, sin,'i-
eato;, empresas periodísticas, iglesias, eonfe-
sion, s o comunidades religiosas en cuanto a
los latos que se refieran a sus afiliados, aso-
ciados, miembros y ex miembros, sin pe rini-
cio ele la cesión de los datos que greda so-
rreli.la a lo dispuesto en el -artículo 13 de
esto ley, salvo qrs resultare de aplicación el
artl.. ulo 99 por tratarse de datos persoualí-
Snr.aS.

2. Se regirán por sus disposiciones específicas;

a) Lo, registros regulados por la legislación
sol.re régimen electoral;

b) Los derivados del Registro Nacional de las
Personas y del Registro Nacional de Rein-
cid(entes;

e) Los que sirvan t fines exclusivamente esta-
dí.licos. sin perjuicio de lo dispuesto en el
articulo W.

Art, 39 - Definiciones. A los efectos de la presento

ley se entendcrír por:

a) Dato.- de carácter personal. Cualquier interna.
ción oncerníente a personas físicas identificadas
o id utificables sobre c'-rcurr>;ancias prz;pias u

objet,vas;
b) Arcl nto, registro o banco de (latos. Todo conjun-

to ore,:mizado de datos de carácter p^•rsc;nal que
sean objeto de un. tratamiento automatizado o
no, cualquiera fuere le forma o modalidad de su
creación, almacenamiento, organizrciíu y acceso;

e) Trati inienio de. datos. Operaciones y procedin;i. n-
tos técnicos, de carácter automatizado o no, que
perrttitan la recolección, grrb seióu, conseervacií n,
elaboración, modificación bloqueo y c ncrla-
eión, así como las cesiones de datos que rc sul'^ a
de comunicaciones, consultas, irte conexicucs y
tran,leve ncins;

d) Responsable del archivo, registro o bn co de

dat,.,,. Persona fiaca o jurídica de naturaleza

pública o privada, u órgano adnrr.isinrtivo que
decida sobre la finalidad, Contenido y uso del

tratamiento ele datos;

e) Afectado. Persona física titular de los datos que
sean objeto del trata miento a que se refiere el
p,ulado e) del presente artículo;
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f)

8)
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Procedinucnlo de disociación. Todo tra i u cuto
de datos personales de manera que la ml e1ma-
ción obtenida no pueda asociarse a persona
determinada o determinable;
Alnntcenamiento. La obtención, toma o custodia
de datos, en un soporte de datos pra su uti-
lización posterior;

1;) 'l'rartsrnisión, Dar, a conocer los datos almaee-
na.dos u obtenidos de mudo directo n,vd anM
tratamiento ele datos a terceros , en forma tal
que los mismos sea suministrados por la en-
ti,lad almacenadora , o bien , sean puestos a dis-
posición de otros;

i) Modificación. Todo cambio en el contenido de

i)

do para ello;
nados, sea cual fuere el proecd:n.iento r nrgl

datos almacenados;
Destrucción. Hacer irreconocihle datos :ilma^^e-

T:) Terceres . Cualesquiera personas o entiei.,.
cuida la entidad aln,. cenadora, con c^r pc

c vr i :crr letici-del interesado. y de las que
dades par encaren en el é;abbo de a t i' ce)O

de la presente ley.

TITULO II

Principio de la protección de datos

,Art. 4e - Calidad de los datos.

1. Sólo se podrán recoger datos de carácter per-
sonal para su tratamiento automatizado, así co-
mo someterlos a dicho tratamiento cuando tales

(latos sean adecuados, pertinentes y no exce-
sivos en relación al ámbito y finalidad legíti-
mas para las que se hubieren obtenido.

En su clasificación sólo podrán utilizare cri-
terios que no se presten a prácticas ilícitas.

2. Los datos de carácter personal, objeto dr trata-
miento automatizado, no podrán usarse para
finalidades distintas de aquéllas para las que
hubieren sido recogidas.

3. Dichos datos serán exactos y puestos :rl día

de forma que respondan con veracidad a la
situación real del afectado.

4. Si los datos de carácter personal registrados,

resultaren ser inexactos, en todo o en p.ute, o
fu onipietos, serán cancelados y sustituirlos de
oficio por los eo'respondieitcs datos recliticados

o conrirlitados, sin perjuicio de las fai•nltades
cine a los afectarlos rccono::e el artículo 15 de
la presente ley.

5. Los datos de carácter personal deberán r can-
celados cuando hayan dejado de ser nc: r sallos
o pe:tinentes a los fines para los cuales hubie-
ren sido recabados. No serán conservados en
forma que permitan la identificación d'l. int

se ido durante un período superior al ir''cesarlo
para los fines en base a los cua'_c3 habieran
sitio recabados o registrados.

El procedimiento por el que se decida el
n.ariteuinüe:ato íntegro ele determinados datos
será re;;ulaclo por vía reglamentaria . El r, gimen

será de caeei e.t e Yntc.ipu laeión resfríe
cter ^d mondo a os valores históricos de acu
coi) la legisl a ción erre tuca.

6. Los datos ser in almacenados de forma que
mitin el ejercicio de su acceso por paste
afectado.

7. Se prohibe la recolección de datos por me
fraudulentos, desleales o ilícitos.

Art. -'Comisión iíicanieral. Créase en el grill
del Congreso Nacional lit Comisión Bicameral, a
fines del seguiniiento de la garantía de protección
los derechos pcrsonaiisimos protegidos por la presei
ley, la misma se:á integrada por: cinco diputados
cinco senadores pero r : r^e^;tes a las comisioz,es de D
reclin Constitucional i i gislación Ccneral, cuyo regí
miento svrá di talo por seis propios

Art. 6,1- De la lr iinr.'E dr l írataatücrfp de dales.

trata:?ie!-ato cie dalos tte i::dolc personal, pro' - *i^lu l
la presccte ley, s,rá ilícito i nardo:

1. Así lo disto .,aa la pro:>e te ley u otra nona
legal.

2. Cuando el afectado no hubiere prestado su
coesentirnicnto.

El con : eatüiriento deberá prestarse por escri-
to, salvo que circunstancias especiales determi
liaran otra forma adecuada para ello.

Si el- consentimiento se otorgare juntamente

con otras declaraciones, se deberá advertir ex
presamente de ello por escrito al, interesado.

Art. 7o-Conseatinriento d l afectado.

1. El tratamiento automatizado de datos de ca-
rácter personal requerirá el consentimiento ex-
preso del afectado, salvo que la ley disponga
otra cosa.

2. No será preciso el consentimieñto cuando los
datos de carácter personal se obtengan de fuen-
tes accesibles al público, ni cuando se recabeii
para el ejercicio de funciones propias de la;
administración pública en el ámbito de sú
competencia , ni euasido se refieran a personas
vinculadas por un negocio jurídico, una rela-
ción Laboral, una relación administrativa y sean
necesarios para - el mantenimiento de las rela-
ciones o para el nruiteisimiento del contrato.

3. El consentimiento podrá ser revocado cuaudd
exista causa justificada para ello y no se le
atribu;. an efectos retroactivos.

Art. Se - Derecho de in forrnarión en la r'ecoleccicóri
de (lalos.

1. Los afectados a los que se le solicitaren datos
personales , deberán ser previamente informados
de modo expreso, preciso e inequívoco.

a) De la existencia de un registro automati-.
nado o no de datos de carácter personal,
de la finalidad de la reco lección de éstos,
y de los destinatarios de dicha in€ormacióin;
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b) Del carácter obligatorio o facultativo de su
respuesta a las preguntas que le sean plan-

teadas;
e) De las consecuencias de la obtención de

datos o de la negativa a suministrados;
d) De la posibilidad de ejercer, los derechos

de-acceso , rectificación y cance'ación;
e) De la identidad y domicilio del responsable

del archivo , registro o banco de datos.

2. Cuando se utilicen cuestionarios escritos u otros
impresos para la recolección de datos, figura-

rán en los mismos de forma claramente legilde,

las advertencias a las que se refiere el apartado

anterior.

. 9" - Datos especialrneníe protegidos.

1. Nade podrá ser obligado a dee'arar sobre su
ideología, raza, religión o comportamiento se-

xual. Cuando en relación con estos datos se
proceda a recabar el consentimiento al que se

refiere el apartado siguiente, y se advertirá al

interesado acerca de su derecho a no prestarlo.

-2. Sólo con el consentimiento expreso y por es-

de la tecnología, la naturaleza de los datos al-
mac enadoa y los riesgos a que están expuestos,
sean provenientes de la acción humana o dei
medio físico natural.

2. No se registrarán datos de carácter personal en
archivos, registros o bancos de datos que no reú-
nan las condiciones que se determinen por vía
reglamentaria con respecto a su integridad o se-
gui idad y a la de los centros de tratamientos
loc,iles, equipos, sistemas y programas.

Art. 12. - Deber de secreto. El responsable y quienes
intervengan en cualquier fase del tratamiento de los da-
tos ele carácter personal es'¡n obligados al secreto profe-
sional respecto de los mismos y al deber de guardarlos,
obligaciones que subsistirán aun después de finalizar sus "
relaciones con el titular del archivo, fichero, banco de
datos, etcó icra, o en su caso, con el responsable del
mismo.

Art. 13. -Cesión de datos.

evito del afectado, podrán ser objeto de trata-
ngento automatizado los datos de carácter per-
sonal que revelen la ideología, religión, creen-
cias y hábitos, sexuales.

3. Los datos de carácter personal que hagan refe-
rencia al origen racial, a la salud, a la vida se-
xual, a la situación patrimonial y a obligaciones
tributarias, sólo podrán ser recabados, tratados
automáticamente y cedidos cuando por razones
de interés general así lo disponga una ley o el
afectado consienta a ello éxpresamente.

4. Quedan prohibidos los archivos, registros o ban-
cos de datos creados con la exclusiva finalidad
de almacenar datos de carácter personal que

5.

revelen ideología ; religión , creencias , origen ra-
cial o vida sexual.
Los datos de carácter personal relativos a infrac-
ciones penales o administrativas , sólo podrán ser
incluidas en ficheros automatizados de las admi-
nistraciones públicas competentes en los supues-
tos previstos en las respectivas normas regula-
doras.

Art. 10, -Datos relativos a la salud. Sin perjuicio de
o`dispuesto en el artkulo 11 sobre cesión, las institucio-

s y los centros sanitarios públicos y privados, y los
rofesionales correspondientes, podrán proceder al tra-

ento automatizado de datos ele carácter personal
elativos a la salud de las personas que a ellos acudan.

que hubieren de ser tratados por los mismos.
Art. 11.- Seguridad de los datos.

1. El responsable del archivo, registro o banco de
datos deberá adoptar las medidas de índole téc-
nica y organizativas necesarias, que garanticen
la seguridad de los datos de carácter personal y
eviten su advdteraci:ín, pérdida, tratamiento o
acceso no autorizado, habida cuenta del estado

1. Los datos de carácter personal objeto del trata-
miento automatizado sólo podrán ser cedidos
para el cumplimiento de les fines directamente

re.,cionados con las funciones legítimos dr,l ee-

di nte y del ce marro, v con el pr"'vio w >;Pr;i;-

u Lento del afectado.

2. VI consentimiento esi^eido en el apwtaclo ant;r;or
reo será preciso:

a) Cuando una ley prevea otra cosa;
li) Cuando se trate de datos recogidos cle fuen-

tes accesibles al público;
e) Cuando el establecimiento del fichero auto-

matizado responda a la libre y legítima acep-

tación de una relación jurídica cuyo desauo-

Ilo, cumplimiento y control "implique neec-a-

rian;ente la conexión de dicho fichero con el

de terceros . En este caso, la cesión sólo sera

legítima en cuanto se limite a la finalidad

que la justifique;
d) Cuando la cesión que deba efectuorse tenga

por el destinatario a los magistrados del Poder

Judicial, al Defensor del Pueblo, o al ,minis-

tro público en ejercicio de las funciones que

tienen atribuidas;
e) Cuando la cesión se produzca entre las id-

ministraeiones públicas en los supuestos pre-
vistos en el artículo 20;
Cuando la cesión de datos de carácter perso-

nal relativos a la salud, sea necesaria para

solucionar una urgencia que requiera acce-

der a un fichero automatizado o para realizar

estudios epidemiológicos.

tt. Será nulo el consentimiento cuando recaiga so-
bre un cesionario determinado o dctermi^^al;ie,
o si no constase con claridad la finalidad de la
cesión cine se consiente.

4. Es revocable el conse-tiuriento para la c sis

de datos de carácter persa mal,
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5. El Cesionario de los datos de carácter percoaa.al
se obliga, por el solo hecho de la ersi,in, a la
observancia de las disposiciones de la presente'
ley.

6. Si la cesión se efectúa previo pc edinr corta de
disociación, no será aplicable lo estable ci;lo en
los apartados anteriores.

TITULO III

De:echos de las personas

Art. 14. - Imppuugnación de las valoraciones basadas
exclusivamente en daños autoinatizoclos. El áfeciado po-
drá impugnar los actos administrativos o decsírnes pri-
vadas que impliquen una valoración de su ccrnp+.xta-
nriento cuyo único fundamento sea e trae mir irlo au-
tomatizado de datos de carácter personal que ofrezca
una definición ele sus c<lracterísticas o pcrs^^nalidad,

Art. 15. -Derecho de inforrnaci6n. Cu^lqui' r perso-
na podrá conocer, recabando a tal fin, la inlnrrnación
oportuna del Registro General de Protección de Datos,
la existencia de ficheros de datos de carácter tersonal,
sus finalidades y la identidad del responsable (1 ,4 fiche-
ro. El Registro General de Protección de Datos será de
consulta pública y gratuita.

Art. 16. - Derechos ele acceso.

1. El afectado tendrá derecho a solicitar y obtener
información (lo sus datos de carácter t ersonal,
incluidos en los archivos, registros y/o bancos
de datos.

2. La información podrá consistir en la mwra con-
sulta de los ficheros, por medio de su visuali-
zación, o en la comunicación de los datos per-
tinentes mediante escrito, copia, telecop'a o fo-
tocopia, en forma legible e inteligible, aun cuan-
do tengan sistemas 'le claves o códigos conven-
cionales que requieran el uso de dispositivos
nlee-ánicos específicos,

3. El derecho de acceso a que se refiere este ar-
tículo sólo podrá ser ejercitado a interi olos no
inferiores a doce meses, salvo que el afectado
acredite un interés legítimo al efecto, en cuyo
caso podrá ejercerlo con anterioridad.

Art. 17. - Derecho de rectifj^cación y cancel -ción.

1. El responsable del archivo , registro o b: neo de
datos, tendrá la obligación de hacer efe, ^tiia el
derecho de rectificación o carleelacicSn d ,1 afe
tado , en el plazo má.u;no de cinco 'lia=.

2. Los datos de• carácter personal que resulten l -
exactos o incompletos serán re. hl ead^, , y aa-
celadas en su caso.

3. Si los datos rectificaci ,rs o au cladc., ' tic: ^n
o ce idos pr rr _ ;enb 1 reir cl°1 ,ir-

c' registro o 1 akailCO IIu Ciú . t?.S cl ^"r^

Car fa r ^ifieació11 o C u echación er.'-i ;aria al

c ^,n<1 c vitro del te r cer dia de c .: `o el
l^ gurí rito del dato por el n 10

4. La c^=. r eón no pro i c:
c u. r 1' '} .'cio a iriP eses lea .laos

Lado o de terceros, o cuando existiese una
;,ación de conservar los datos.

5. Los datos de carácter personal deberán
conservados durante los plazos previstos en
disposiciones aplicables' o, en su caso, en
relaciones contractuales entre la persona o
Mdad responsable del archivo, registro o
de datos y el afectado.

Art. 18. - Procedimiento de acceso. No se
conlra}•lrestación alguna por la rectificación o can
ción de datos de carácter personal inexactos.

Art. H. -Tutela de los derechos y de la halen
ón.

1. Las actuaciones contrarias a lo dispuesto
la presente ley serán controladas por el
fensor del Pueblo y la Comisión Bicameral
Seguimiento de Protección' de Datos.

2. Los afectados que, como consecuencia del
cumplimiento de lo dispuesto en la present
ley para el r si;,ns,l ie c1:1 airilivo, registro
banco de d —, !os, s.; o d« sio o frs.-'n en
bienes o derechos , larzíu rr inc' r niz:arios.

3. Cazando :e negase 1 acceso al d:.lo o su real.'
ficación y c.rnerLie .in total o tliu•cica, el aire.
tado podrá solicitar la liana a snti dei- clima
por intermedio del Defensor dd t'rrclrlo o pro.
moviendo directamente acción dce, amo ro, en la
rtue será parte acercarla el tausir-ionado de-
fensor.

4. TE2a los casos de archivos, registros o bancos
de datos de titularidad pública o privada, la
respon;agilidad se exigirá por ir-dio de ac-
ción sumaria ante los órganos de jurisdiecirn
ordinaria, sin perjuicio de lo disismeto en el
artículo 32.

TITULO IV

Disposiciones sectoriales

Art. 20. - Creación, modificación o srrr^re<ió:r.

1, Las normas sobre creacisn. nodificacíón o su-
presión de archivos, ret .istros o b rucos de
datos de la adi tinistraccií;n pública sudo podrán
hacerse por medio de disposición general pu-
blícada- en el Bcalctín Oficial de la Nación o
diario oficial, y anotado en el correspondiente
Registro de Protección' de *Datos.

2. Las disposiciones de crcagjón o modificación
de les archivos, registros o bancos de datos,
deberán indicar:

a) La finalidad del archivo, registro o banco-
de datos y los eses previstos para los mis-
mos;

b) Las personas sobre las qua se pretenda
OhIaser datos de carácter personal, o que
resultan obl^f?ad S a ^nn2221r51rarios;

e) El pro- ed 11iento, de obtención y almace•
._amiento de datos de carácter personal;

d) La estructura b.'csica del fiel. :c, automa-
tizado o no, y la c sedpaión de los tipos
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de datos de carácter personal que en su
caso se prevean;

e) Las cesiones de datos de carácter personal

que, en su caso se prevean;

f) Los órganos de la administración respon-
sables del archivo, registro o banco de
datos;

g) Los servicios o unidades ante los que pu-
diesen ejercitarse los derechos de acceso,
rectificación o cancelación.

3. En las disposiciones que se dicten para la
supresión- de los registros automatizados se

establecerá el destino, de los mismos o, en su
caso, las previsiones que se adopten para su

destrucción.

rt. 21. - Cesión de datos entre administraciones pú-

es.

1. Los datos do carácter personal obtenidos o al-
macenados por las aclmirisftacíones públicas

para el ejercicio de sus atribuciones, no serán
cedidos a otras administraciones públicas para
el desempeño de competencias diferentes, o que

versen sobre materias distintas, salvo cuando la

cesión hubiese sido pr(.'vista por las normas de
creación del archivo, registro o por disposición
posterior- de igual o superior rango que resulte

de sil uso.'

2. Podrán en todo caso ser objeto de cesión, los
datos de carácter personal que una adininis-

tración púbica obtenga con destino a otra.

3, o ol>^tante a lo esp.Mecido en el articulo 13,
;er,aá B), la cesión de datos almacenados en
_uentf.s cccbies al público, no podrá e£ee-
tuerse a archivos, registros o bancos de datos

1.,1 priv, da, sino con el consenti-

u:iento del afectado o cuando una ley así lo

p, esea.

Art. 22. <Arcñí os, registros o Zancos de dalos de
fuer rrs y ' ci.ei,pos (le segarid¿.d.

1. Los arch i vos, registros o bancos de datos de las
fuerzas y cuerpos de seguridad que contengan
datos de carácter personal, que por haberse
ni, :.cenarlo para fines administrativos deban ser
objeto de r Bistro permanente , quedarán suje-
tos al ríag iií en general de la presento ley.

2. Ira obten>crón y arnauencuniento para fines po-
liciales de datos de carácter personal por las
fueras , y cuerpos de seguridad, sin consenti-
r_;lento de. las personas afectadas, quedarán
limitados a aquellos supuestos y categoría de
daos que r 5ulsen neo-=seas para la prevención
de un peligro real, pina la seguridad pública
o para la r, ; . siga de infra . =enes penales.
debiendo ser :l n,cenado en arclii--os , registros
o bancos de c t._,s e::pccuficos y establecidos al
efecto, los cuales serán ola i ficades por ente-
gorír.s en función ole su caigo de fiabilidad.

3, Los datos personales registrados con fines po-
liciales se cancelarán cuando no sean necesa-
rias para las averiguaciones que motivaron su
almacenamiento. A estos efectos se considerará
e<pecialmente la edad del afectado y el carác-
t,-r de los datos almacenados, la necesidad de
rnantener los datos hasta la conclusión de una
i,,vestigación o procedimiento concreto, la reso-
lución judicial firme, en especial la absolutoria,
t1 indulto, la- reliabiiitación y la prescripción de
l.¡ responsabilidad.

Art. 2-'t. - Excepcioües a los derecl'ios de acceso, rec•
iijicació, y cancelación.

1.. los responsables de los archivos , registros ó

bancos de datos que contengan la información
,t los que se refieren los apartados 2, 3 y 4

riel artículo anterior , podrán denegar el acceso,
rectificación o la cancelación en función de los
peligros que pudieran derivarse para la defensa.
del Estado o la seguridad pública, la protec-.
tión de los derechos y libertades de terceros,

y las necesidades ele las in•. stig .clones que

se estuvieren reahz tndo.
2. Los responsables de los archivos , registros o

kireos de datos de la li::rienda pública , podrán
i u.lrnen`e dénegar el ejercicio de los derechos
a . que se refiero el apartada anterior, cuando
el mismo obstaculice las actuaciones admieis-
trativas tendientes a asegurar el cuniplimiento
de las obligacion s tributarias y, en todo caso,
cuando el afectado esté siendo objeto de inspec-
ción o investigación con su conocimiento.

3. El afectado al que se lo niegue arbitrariamen-¿
te, en forma total o parcial el ejercicio de los
derechos mencionados en los apartados ante-,
iiores, podrá ponerlo en conocimiento del De-
fensor del Pueblo, o promover la acción del
amparo en la que Será parte necesaria el Ineri-

cionado defensor.

.Art. 24. -Otras excepciones a los derechos ole los
afecte tos.

1. Lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del ar•
tículo 69, no será aplicable a la obtención de
datos cuando la información del afectado im-
pida o dificulte gravemente el cumplimiento do
las funciones de control y verificación de la ad-
ministración pública o cuando afecte la defen-
sa nacional, la seguridad pública o la perse-
cución de infrac ores penales o acta ini trativos,

2, Lo dispuesto en el artículo 15 y en el apar-
tado 1 del artículo 16, no será de aplicación
si, ponderados los intereses en presencia, resul-
tase que los derechos que dichos preceptos
conceden al afectado hubieren de ceder ante
razones de interés público o anie intereses de

terceros más dignos de protección.

Si el órgano administrativo responsable del
archivo, registro o banco de datos invocase lo
dis;?ucsio en este apartado, dictará resolución
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motivada e instruirá al afectado del derecho
que le asiste a poner la negativa en conocí-
micnto del defensor del pueblo y/o ante la
Comisión Bicameral de Seguiruie,to de Protec-
ción de Datos.

nial y de crédito, sólo podrán tratar autora
tizadamente datos de carácter personal obte

dos do fuentes accesibles al público, o pro,
dientes de infs rn,aciones facilitadas por el af
lado o con su con=entimiento.

Podrán tratarse igualmente, datos de carác
TITULO V

Registros de titularidad privada

Art. 25.-Creación. Podrán crearse archivos, registros
o banco; de datos de titularidad privada que con-
tengan datos de carácter personal, cuando resulte ne-
cesario para el logro de la actividad u objeto legítimo
áo la persona, empresa o entidad titular ^, se respeten
las garantías que esta ley establece- para la protección
de personas.

Facúltase al Poder Ejecutivo para crea'' el Registro
Nacional de Protección de Datos donde deberán inscri-
birse-los archivos o bancos de datos de carácter per-
sonal de titularidad privada.

Art. 26. - Comunicación de la cesión de datos.

1. El responsable d;I archivo, registro o banco
de datos, en el momento en que se efectúe la
primera cesión de datos, deberá informar de
celo a los afectados, indicando asimismo la
finalidad del archivo, registro o banco de da-
tos, la naturaleza de los datos que han sido
cedidos y el nombre y domicilio del cesionario.

2. La obligación establecida ere el apartado an-

terior no existía cuando la cesión sea impuesta
por la ley.

Art. 27. -- Datos sobre los abonados a/ seru¡cio de
felecomunicaciones. Los números (le teléforog y demás
erv cros de tclecomunicadones, justo con otros datos

eninplt:-nrrnf:;u'ios, podrán figurar en los ri'rrertorios de
ab_nados ele acceso al público, pero cl af',e,tado podrá
exigir su exclusión.

Art. 28. - Prestación de servicios de tratrriniento au-
toa,tatizcrdo de datos de carácter personal.

1. Quienes, por cuenta de terceros, presten ser-

vicios de tratamiento automatizado de datos de
carácter personal, no podrán aplicar o utilizar
los obtenidos con un fin distinto al que figure
ce el contrato de servicios, ni cederlos a otras
personas, ni siquiera para su conservación.

2. Una vez cumplida la prestación eoniractual, los
datos de carácter personal tratados, deberán
ser desuidos, salvo que medie autorización
expresa de aquél por cuenta de quin se pres-
tan tales servicios, porque razonabrcmente se
presurna la posibilidad de ulteriores encargos,
cu cuyo caso se podrán almacenar con las de-
bidas condiciones de seguridad por '•in período
de cinco años.

Art. 29. - Prestación de servicios sobre sol vencia pa-
trimon ial y de crédito.

1. Quienes se dediquen a la prestación de ser-
vicios de información sobre solvencia patrimo-

personal relativos al cumplimiento o incump
miento de obligaciones dinerarias, facilitad
por el acreedor o por quien actúe por su cuer
e interés. En estos casos , se notificará a i
afectados , respecto de quienes hayan registra
datos de carácter personal en archivos, registe
o bancos de datos en el plazo de treinta d
desde dicho registro, una referencia de los q
hubiesen sido incluidos , y se les informará
su derecho a recabar información de la tota
dad de ellos, en los térariinós establecidos
la presente ley.

2. Cuando el afectado lo solicite, el responsab
del archivo registro o banco de datos, le e
municará los datos, así corno las evaluacion
y apreciaciones que sobre el mismo hayan si

comunicadas durante los últimos' meses y
nombre y domicilio del cesionario en el supue;
de tratarse de datos obtenidos por cesión.

3. Sólo se podrán archivar, registrar o ceder 1
datos de carácter personal que sean deterrr
nantes para enjuiciar la solvencia económica i
los afectados, cuando sean adversos y no se r
fieran a más de seis arios.

Art. 30. - Archivos, registros, bancos de datos e
fines de publicidad.

1. Quienes se dediquen a la recopilación de domí
cilios, reparto de documentos, publicidad o ven'
directa y otras actividades análogas, utilizar
listas tratadas automatizadamente, de nombr
y domicilios u otros datos personales, cuand
los mismos figuren ere documentos accesibl
al público o hayan sido facilitarlos por 1
p_op?os afectados u obtenidos con su conse
timiento.

2. Los afectados tendrán derech o a conocer p
simple solicitud, el origen de sus datos d
carácter personal , así corno los dados de ha¡
en forma inmediata del archivo, registro o bit
co (lo datos , conectándose . las informacion
que solare ellos figuren en aquéllos.

Art. 31. - Archáccs, registros o bancos ele chulos rel,
ticos a encuestas o int estigaciones.

1. Sólo se utilizarán en forma automatizada dató
de carácter personal ere las encuestas de opi

z.

vestigaeiones científicas o médicas y acti7idad
neón, trabajos de prospección de mercados, i>Í

análogas, si el afectado hubiera prestado libra

suatizad,amelte en ocasión de tales actividadé

mente su conseaíinuento. `

Los datos de carácter personal tratados aut
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no podrán ser utilizarlos con finalidades dis-
tintas, ni cedidos ole forma que puedan ser
asentados en relación con una persona concreta.

. 32. -.Código tipo.

1. ltied ante acuerdos sectoriales o decisiones de
empresa, los responsables de los archivos, re-
gistros o bancos de datos ole titularidad privada
podrán formu?ar códigos timo, que esiahlczcan

gas acondiciones de orga ] u n..ción ró ti1oci de trm-

c:on_tm'e:ato, proced^maeaitus atalical,!es, nor.nas
de segur~inad del entorno, peo,'r.urr:as o equipos,
obligaciones ole los ünplieaclos en el tratamiento

y uso de la iulorinación personal, así como
las ga:ansías eu su áu.bio, para el ejercicio

de los n erecht:s ole las pe_',onas con pleno
respeto de los principios y d s, o'icioiies de la
are-ente ley y sus normas de desarrollo,

Los citados códigos podrán contener reglas

otieraciolaades de cada sis tema particular y es-
táralares técnicos de aplicación. En el supuesto
tac que tales re *las o est,anuares no se incor-
po aran directamente al códi^*o, las instrucciones

u órd iu s que los establezcan `tlcberíua respetar
los principios fi`aidos en aquél.

2. Los co tipos tipos tendr'_a^a el e.rníctcr de códigos
o de buena practica profesional,deoutolo ,',cos

debiendo ser depositados o inscritos en el Re-
gistro General ole Protección ole Datos, que pq-

drá denegar la inscripción cuando considere que
no se asustan a las disposiciones legales y regla-

mentarias sobre la materia, debiendo, en este ca-
so, requerir que se efectúen las correcciones

oportunas.

Art. 333.-Las personas responsables de los archivos,
registros o bancos de datos que infringieran esta ley,
serán pasibles de apercibimiento, suspensión, multa ole
tul mil pesos ($ 1.000) a cien mil pesos ($ 100.000),
'cancelación o clausura de los archivos, registros o bancos
de datos, y el Defensor del Pueblo actuará como autori-
dad de ejecución, conforme la reglamentación que al
efecto dicte el Poder Ejecutivo.

Todo ello además de las responsabilidades emergentes
de los daños y perjuicios ocasionados al afecsado y de
las acciones penales a que hubiereis dado lugar los de-
litos cometidos.

César Arias.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:
El derecho a la intimidad ha sido conceptuado por la

jurisprudencia como un derecho personalísimo establecido
mara preservar la vida privada familiar y para evitar in-
'jereneias en la zona espiritual, íntima y reservada de
vna persona.

Se pretendo así excluir del conocimiento de terceros
duestiones como el estado de salud, la maternidad, los
hábitos individuales, la ideología, la situación patrimo-
_ ál, a c e ^} igiootsssi. los recuerdas vorsos les, 0-

tcndiéndoee cono ferinas de afectación o lesión a la vida
,:v.adu Ju divoL^aeión de datos de esa naturaleza.
Ello sc cuco.°atra direclaamente vinculado coolo que

al paesena,, se dennnüna `derecho informático e "infor-
mación i^„nüuativa", que se relaciona con las consecuens
citas que . u las relaciones iutersubjetivas produce el im-
pacto de la revelucióo tecnológica en el área de la i.n-.
formáticr., que, en mé,.s de una oportunidad transgrede
derechos personalísimos afectando el Honor, la dignidad

y la intijuidati de las peronas.
La realidad del mundo coiiteraporánco nos nuestra

que a ti ivé"s de los bancos de datos se acopia informa-
ción nnri,ínativa sobre aspectos de la personalidad qué
no (Triara trascencler a terceros sin el previo y expreso

consc:ntiu^iento del interesado.
La C,nstitución Nacional luego (le la reforma de 1994

establece en el tercer párrafo del artículo 43 que.,

"Toda persona podrá interponer esta acción (de amparoy
para toa aar conocimiento de los datos a ella referidos

de su finalidad, que consten en registros o bancos de da.
tos públicos, o los privados destinados a proveer informes
y en ca,o de falsedad o discriminación para exigir la su-

presión, rectificación, °coinfidencialichld o acti;lizacióu c16

aquéllo;.... ..
Aun cuando la Convención Americana sobre Derechos

IIumann;, llamada Facto de San José de Costa Rica, no
contiene una cláusula expresa, calce considerar que se
encucnl a con agrado este derecho en el articulo 11 que

recouoc, como antccedeute el artículo 5o de la Declaras
ción Aaucricana de Derechos y Deberes del Hombre,
que jiu,to a la anterior, tirano jerarquía constüacicnal po>

disposición del artículo 75, inciso 22, párrafo 2e de la

Carta \ íaagna.
O sea que el hábeas data, cuya reglamentación so

procuro a través del presente provecto ole ley, se encuen-
tra incorporado a nue stró derecho positivo co el más alió
ivel la rmativo.
El hábeas data es el derecho que tiene todo inelivi.

duo a solicitar que los registros, públicos o privados, crt
los cuetos consten sus datos personales o los (le sil grupo
familia le exhiban éstos para tomar conocimiento de su
exactilnd, con el derecho de requerir rectificación o sa-

presión de los datos que resalten inexactos u obsoletos, e

impliquen discriminación.

La i egulación legal del aceeso a la información Per-
sonal Jebe comprender tanto los registros piai>`icos c_nnd
los privados, incluyendo por igual a los archivos automa-
tizado, y manuales, porque en todos estos casos puede
producirse la afectación de intereses individuales.

La recolección de datos está regulada por el principio
de que su aplicación no puede apartarse ele las finalida-
des para las cuales fue creada, las que tienen que estar
especificadas cuando se crean los registros. Las leyes
austriaca (artículo 8v), danesa (artículo 20) y francesa
(artículos l9'y 11), brin prescrito la prohibición de mi-
lizar los datos personales para otros fines; también batí
previsto que el almacenamiento de información no pueda
retenerse más allá del tiempo necesario para alcanzar
los fines que se persigan. El principio de finalidad estaa
blece- el necesario correlato de la interconexión de los re-
gistros, sean ellos públicos o privados, cuando la misma
no hubiese sido autorizada. El derecho comparado suelo

leyuiittsr la pr.'olhibieicu etttitstlq los datos estuvieran re.
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fondos a la seguridad del Estado, la clefr rsr nacional
o el orden público.

La organización y el funcionamiento de los bancos
de datos deben ser públicos en lo que se ceficre a la
existencia, los fines, técnicas utilizadas y t,rocedimien-
tos de operación. Una oficina central debe registrar
todos los bancos de datos. Previsiones dr esta natu-
raleza se encuentran en leyes de Francia (artículos 22
y 23), Dinamarca (artículo 89), Austria (artículo 14)
y Alemania, entre otras.

En este proyecto, para controlar la eficacia del sis-
tenia y razones de Estado que justificaren la reserva
do la información solicitada, se apela al Defensor del
Pueblo que actúa como órgano de aplicación, y a la
Comisión Bicameral compuesta por diputados y sena-
dores del Honorable Congreso de la Nación.

Los registros o bancos de datos deben ciar inscritos
para poder funcionar, debiendo autorizarla 'la inter-
conexión de los mismos o la cesión de datos

Es la acción de amparo, por expreso mandato cons-
titucional , la vía adecuada para la defensa de los
derechos personalísimos lesionados o amenazados con
arbitrariedad o ilegalidad manifiesta mediano la nega-
tiva al conocimiento o rectificación o supresiá s de datos
personales sensibles, cuando así correspondici e.

Los principios vigentes en la doctrina cmrnparadá y
que se encuentran incorporados a este proyecto de ley
son los de lealtad, exactitud, finalidad, pertinencia, uti-
lización no abusiva, derecho al olvido, publicidad, acce-
so individual, seguridad y de prohibición de tratar infor-
máticamente los datos de carácter personal gene revelen
origen racial , opiniones políticas, convicciones religio-
sas, salud , vida sexual, estado patrimonial, obligaciones
tributarias que se completa con un régimen de acciones
jurisdiccionales y sanciones que dan efectividad a estos
principios.

César Arias.

5

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados, .. ,

LEY RECLAMENTARIA DEL AMPAlil)
INFORMAT1CO

(HABEAS DATA)

CAP.TIJL0 I

Principios generales -

Limitación en el trcctarnierao de datos - Fuentes de ir¡-
periodísticas

A F cíenlo lo-Esta ley lisúita el uso de la uformá-
tica y otras técnicas v medios de tratamiento mionr<a-
tizado de datos de carácter personal para garantizar el
honor y la intimidad personal y familiar de lo, ciuda-
danos y el pl -r.o ejercicio de sus derechos.

E,1 nirig,ss caso previsto por e.>ta ley podrá .,feetarse
l cenan de las fuentes cíe información pene lísticas.

Uso de la información

Art. 29- El uso de la información de toda índole
categoría debe respetar las libertades tutelad as por la
Constitución Nacional no pudiéndose limitar o impedir el
conocimiento o el ejercicio de las medidas teirdientes a
que toda persona conozca y pueda refutar las informa.
ciones y razonamientos emergentes de la misma.

Ámbito de aplicación

Art. 39 - La presente lev de aplicación a los datos
de carácter personal que figuren el] ficheros aiitonia-
tizados de los sectores público y privado, y a toda
modalidad de uso posterior, incluso no aütonsatizado,
de datos de carácter personal registradas en soporte
físico susceptible de tratamiento automatizado.

Legitimadas para actuar

Art. 49-Toda persona tiene el derecho de acceder
a la información y a los clatos que sobre sí misma, su
familia, o sobre sus bienes obren en registros ofici;^ies
o privados de carácter público, así coneo' conocer el
uso que se haga de los mismos y su finalidad.

En consecuencia tiene derecho a oponerse por rezo-,
ves legítimas a que sus datos personales sean objeto de
un tratamiento tanto por el Estado copio por particu-

lares,, de forma tal que se vea afectado un derecho
nrotegido o el mismo se halle en cuestión,

Carácter operativo

Art. 59-La presente ley revisté carácter operativo
de nodo que debe ser interpretada y aplicada sin que

derechos.reir>,ón caso los aerecisos cuyo ejercicio propende
a facilitar se vean dificultados o se posibilite la dene-
gatoria de los mismos.

Art. 69 - Al momento de su creación, todo registró
o banco de datos deberá notificar a la comisión su
constitución , el tipo de datos que recogerá, las trans-
ferencias al exterior de los mismos y el o los propó-
sitos de procesamiento.

Asimismo deberán com=si:iearse los cambios que sé
produzcan en la finalidad del fichero automatizado en
su responsable o en el domicilio del nristico.

En el caso de entidades depersdientes del Estadd
nacional, será imprescidihle- para su funcionamiento el
previo vía .vio de esta Comisión.

CAP'TULO II

Del recurso del lúóbeas c7at2

.Dercclros tutclados - Iicc:urr_o de habeas dala

Art. 7e -Toda persona afectada podrá ejercer en la
forma prevista por esta ley mediante el recurso de
hábeas data los derechos de acceso, rectificación, áciua
liz-acibn; eliminación parcial, destrucción, 'reserva y con-
fielenciafidaci,, respecto de los registros públicos y pri.'
vados de daos personales, salvo cuando se lleven coña
fines de estricto uso individual o se tratare de datos
que estén en el conocimiento público.
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ecurso de hóbeas data por denegatoria o dilación

1
deArt. ge - En el caso ele dcreg<r rz p or parte

utoridad aann n;.sts atív. , o una vez t unsc^: rrdós diez

lías sin qu se eb uvr ra resp a ea tiva del o -

mismo estatal a los fines el juez. f ;vial co a^st rna-
diente al lunar donde se h..-.- producido la denega-
toria o dilación, o al del domicilio del requirente, a
elecció de éste.

Cer_auno III

Del tr atar lento de los datos

lleeolecc 'et (le tIstes

Art• 9r - n it:^.1a seca ^. ;iC)1 de (1.tiOS Per

grtrp lt s de:l _.,a irnf rr ,(.i,3_ a los rc.r ..radt;s:

;i r,1es o

(1) Si la 1 formación es solicitada con carácter obl

atoa o o voluntario;

1) tr ;: consec recias (t -. ,t'l ba '_le resp .ta,

e/ El de. los datos;
d) Le e•:;:-tt;nula dei dcrcerho de acceso, rectifica-

ción V cancelación; - -

e) La i(Icntici.d } domicilio del responsable dei
fichero.

Estos derechos deberán estar insertos' en forma clara-
ínente legible en los cuestionarios u otros impresos co
los que se efectúe la recolección de datos.

Cotnffdei,cialfded - Utilización de los dolos

Art. 10. - Esta ley protege el derecho a la cen;liden-
eialidad de los datos que se brindan, dcbiclulose hacer
constar la autorización expresa del requerido para la
utilización de esos datos en forma pírhlica. -

Los datos no podrán ut ilizarse para fin lidades

tintas ,para las que los mismos hubieran sido recogidos.

CiiS:ficaeión dB Cintos

Art. 11. - Para la ciasificación de dates sólo podrán

utilizarse criterios ante no se prestena interpretaciones
o aplicaciones ilícitas o diSerlminuturets.

T.ranSferen ,-.s inlcrrarinrkrles de digas

Art. 12. - No podrnítn realizarse tren -frrraseles tenn-

pcra;.les o clelini leas de datos tl catácier p^r.i ,unl,

haya sido objeto de t1at. n.i nao o no, r ;11" dr's'^no a

país-es que no proporcionen un nivel de llro'.cc(:ián

equiparable al de la preso ce ley.

En todos lis casos de transferencia, sal, ,o la c=3:isten-

cia de convenios y tratados interna ;:r..rt o

pertinente, delnerá re°.lucrirse la (r_ cspond ente auto-

rización al p `slclcl:te de la C enó,ó(,n Na:c o al I, i'a el

Re; stro de Datos Persei ali2.s.

CAPÍTULO IV

Del ejercicio de los derechos

So?f( !rtd Entrego de copf.^s ds los datos

13. Cr ar, to un requirente formule pedido para
acre n r a rolo ir c vn srrb su persona o sobre su fa-
nirl'. , el servido u o u._smo re,lu_rido deberá librar

s n stos c p)ia ('!el registr o obr mte en su poder. En

el (so de ser abu 'auto la información deberá per-
mití ,e el acceso a la misma duran! el tiempo que

fuer-, necesario para que el solicitante pueda consul-
tarli, en debida forma.

Pis -, legal

Art. 14.-La entidad -requerida dr';rrí cumplir con

la (^trega de la n f ,moción o la eo:aulta de

la ruana en el plazo de cinco días há =iles a contar
des,!,- el momento de haba sido intim,adra en forma

fehaoiente. Este requisito podrá suplirse si oI rrsra en
poi( -r del requirente otra constancia de la solicitud que

le hubiera sirle entregada al que solicitó la inlor;n: ción.

A-e; pies ! m icas y legales

Att. 15 .-Queda habilitado el requirente para va-

he;,- de asesores técnicos y juríd icos al momento de

tones contacto con la información o los elementos da
soporte donde ella estuviera contenida.

13 requirente puede también solicitar copia certifi-

ca(ia de la misma a su costa.

A? - Fundamentos

Lit, 10. - Cualrtúier solicitud de anlpliaci('su de tér-

mico por parte de la entidad requerida debe ser tun-

da.la, entregándosele copia de los fiurdumrlos al re-
quir-ente dentro riel plazo previsto en el artículo 13.

En caso atauno la ampliación del término poebá

su orar ](,S Cinco días hábiles.

R, rlificariún de dalos

Art. i?. - Si al acceder al barco o re' ist o de datos

el úlit itatete z er nlteara que la inlor mación existente es

er-anea, podrá s rl•citar ante dichas entidades la recti-

fi,-;,ción, actuaü^ación, elimi nación y modificación de

lo; datos ohsaln rs en sus reg stros.
r nu , n ier.t^: cdar^íEn el caso de nu atend rse su

al,,erta la vía rt.lici 1 nt .l.alnte el recurso de 11,1,'-3

data previsto en esta ley.

L i,::c'n - Copia

Art. ld. - C.uudo se obtuviere la n e f'c .ción del
én modi£ icwla de-k ,a .o los registros ce .(arla üzl( n,

L„ rá siempre ser e ., des por le u ,_aro i4 n ^^sual para

el Registro de Datos P rsonales Este or,;. n smr.o deberá

c ar.:er el,, ese acto una copia pea inwt. ijar al lie-

ppi,tro de ialcdifi ión de Datos.
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Rectificación pública de los datos

Art. 19. - El requirente podrá solicitar a la Comisión

Nacional para el Registro de Datos Personales que

Intime al registro o banco de datos a rectificar en forma
pública los datos mediante publicación periodística u
otro medio que permita atenuar- el pee juicio que se

hubiera ocasionado.

Silencio - Presunción

Art. 20. - El silencio de la entidad rn tuen da se en-
tenderá como denegatoria, habilitando nutomáticamente
la vía judicial y la consecuente .interposición del recurso
de hábeas data ante el juez del lugar donde se hubiera
configurado la denegatoria o en el del domicilio del
requirente a elecch n del mismo, acarreándole a la re-
querida las `costas del proceso que motivare.

Ficheros de las fuerzas armadas y de segr.ridad

Art. 21. - Los ficheros automatizados o no, creados
por las tuerzas arnradas y de seguridad inc contengan
Etatos de carácter personal estarán suje1,1s al régimen
general ele la presente le-'y.

Los datos personales registrados con gines policiales

por las fuerzas de seguridad se cancelnr.ún cuando no

vean necesarios para las averiguaciones que motivaron

su almacenamiento.

Del mismo modo, se cancelarán Ios. ri tos personales

registradas por las fuerza as armadas u orr,.+nismos de sn-

teligencia sin que se hayan comprobarlo I:, existencia de
ilícitos tr ciansLo no sean necesarios para las averigua-
ciones que ri;otidaron su ahnaccnanrento.

CAYirur.o V

Del ejercicio del recurso ele liábcas (lata

I'ioccdimiento surrstrisie)1o

Art. 22. _*Los derechos trtelados por esta ley me-

diante el recurso (le hábeas data se regir 1n en el caso

de denegatoria o dilación administrativa por él procedi-

miento sumarísimo. Se aplicará en lo pertinente, lo pre-

visto en el Código Procesal Civil y Cnncrcial de la
Nación.

Para les registros y bancos de datos in ,'vado-,, por el
ítaismo código o sus eguivalcntcs p:ociu,•l;rlcs, según la
jurisdicción.

Re0usación - Iücólenles

Art. 23.-Es improcedente la reces;^r ión sin emrea
y la arücuiación de incidentes.

Carga de la prueba

Art. 2-1. - La caga de la pruclxi siempre incumbe
s1 registro o banco de datos requerido.

En el caso que se manifestara al requirente que no
existe en el registro o banco de datos información sobre
su persona o su familia y éste acreditara por algún me-

dio de pruclaa que tomó conocimiento de la misma
forma idónea, pondrá solicitar leas medidas cautelares q
estime convenientes, u.u la farra dispuesta en el CPC

Art. 25.-En los casos de ¿h mora o ^nt' rpeeimient

por parte de la .eni.idad requerida y sin perjuicio de laj
sanciones administrativas que correspondieren, el jue
o tribunal iíitervinicnte podrá aplicar astrciotes.

Derecho ele inclen,nizaciórt

Art. 23.- Todos aquellos -afectados' que congo con-
secuencia del incumplimiento de la presente ley sufran
algún tipo de lesión o dacio en sus bienes o derechos
tendrán derecho a ser indemnizados..

CAPí9-uLo VI

De la Comisión Nacional para el I?egislro de

Dalos Personales

Sección 1

De la comisión

Creación , Independencia de le aduunish'aeión p-íh'íc°ct

Art. 27.---Créase la Comisión Nacional para el Be-

gistro de Datos Personales como organismo dependiente

del Congreso Nacional, con personalidad jurídica propia
y que actúa con plena independencia de las adnriai
traciones públicas en el ejercicio de sus funciones.

Iniegrirción

Art. 28.-La Comisi ón Nacional, para el Registro de

Datos Personales estará integrada por un presidente y
dos secretarios.

Asignaciones presupue.slcrias

Art. 29. - La Comisión Nacional par, el Regi:.t7o de
Datos Personales conttirá con las asignaciones que se es-
tablezcan anualmente con cargo al presupuesto general
de la Nación.

A tales fines, la comisión elaborará con la eorrespon-
dicírte antelación el pertinente proyecto de presupuesto
remitiéndolo al Poder Ejecutivo nacional y al Congreso

de la Nación para que sea integrado , con la debida in-

dependencia , en el presupuesto general.

Sección II

Del presidente (le la comisión

Art. 30. - La Comisión Nacional para el Registro de
Datos Personales será dirigida y representada por ua
presidente . El mismo se cTesign2rá a propuesta del par-
tido de la oposición con mayor número de legisladores
en el Congreso Nacional. Durará en -sus funciones por
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período de cuatro arios , pudiendo ser reelecto una

ala vez.
El presidente de la comisión no estará sujeto en el

esempeño de sus funciones a instrucción alguna.

Para ser removido de su cargo se requerirán dos ter-

cios de la totalidad de los miembros de cada Cámara.

Sección III

De los secretarios de la comisión

Art. 31. --Los secretarios de la comisión durarán
cuatro años en el ejercicio de sus funciones y serán
designados y rer-govidos por el Congreso Nacional, re-
quiriéndose para ello la mayoría absoluta de la totalidad
de los miembros de cada Cámara.

Secretario del Registro General de Archivos y Bancos

de Datos

Art. 32. - El secretario del Registro General de Ar-
chivos y Bancos de Datos tendrá a su cargo el distado
de todos los registros y bancos de datos previsto en el

inciso b) del artículo 35 y las funciones vinculadas
al mismo.

Secretario del Pcgisla•o de Rectificación ele Datos

Art. 33.-El secretario 'del Registro de Rectificación
de Datos tendrá a su cargo llevar el listado previsto en
el inciso (1) del artículo 35 y las funciones -vinculada&
al' mismo.

Sección IV

e) D;nt ociar ante la Justicia, y en su caso acnm=
p_mar las dota netas de los inri resoslo en los

casos de violacio nes a la presente les.
Esta facultad en forma alguna limita o esta-

bite, cond 'eiones para el ejercicio individual ele
los derechos tutelados en el artículo 6;

d) Ller:ir un Registro Público de Recti ficación de
Datos, en donde deberán asentarse todas las rec-
t:£ic.;ciones producidas corno consecuencia del
ejercicio de los derechos protegidos por esta ley
en , llanto a la autenticidad y oponibilidad de
la (1,formación;

e) Ejercer la potestad s<ancionatoria prevista en el
artículo 37 sobre el cumplimiento de la prescu-
te ley;

f) Presentar un informe anual al Congreso Nacio-
nal y publicar las recomendaciones necesar, as
pata el manejo y modificación de los datos per-
sonales conforme esta ley.

Sección VI

Facultades de la comisión

btspeccionus

Art. 30. - La Comisión Nacional para el Registro de
Datos Personales podrá -realizan. inspecciones periódicas
a los bancos o registros, ten endo facultades para alla-
nar domicilio hacer comparecer personas y recurrir al
auxilio dt• la fuerza pública, solicitando la pertinente
autorización judicial que los magistrados deberán resol-
ver con carácter urgente.,

13e la coririsión consultira

Art. 3-1. - El presidente de la comisión estará ase-
sorado por una comisión consultiva integrada de la si-
guiente manera:

a) Das clip utados, uno designado a propuesta del
partido político con mayor número ale legisla-
dores en la Cámara y otro designado a pro-
puesta' del partido político que siga en número
de legisladores al de mayor número;'

b) Dos senadores, designados de la misma manera
que en el inciso anterior;

e) Un representante del Poder Ejecutivo nacional;

(1) Dos expertos en la materia , designados por los
k'psladores irrtegrautes de la comisión consul-
tiva.

Sección V

Funciones de la canisiún

Art. 35. - Son funciones de la Comisión Nacional para
el Registro de Datos Personales:

a) Fiscalizar' el funcionamiento de todos los regis-
tros y bancos de datos, teniendo a estos -fines
jurisdicción nacional;

b) Llevar un-listado de los registros y bancos de
datos de cualquier naturaleza;

Sanciones - Multas

Art. 37. - Sin perjttic'o de las acciones legales emer-
gentes (tul incumplimiento de lo dispuesto, la comisión
de eontoilor podrá aplicar las multas o suspensiones que
correspondieren.

Reglamento

Art. ';S . - La Concisión Nacional para el Registro che
Datos Personales dict;nsi su propio reglamento ele ftua-
cionami»ttto.

CAMTLLO VII

Disposiciones generu'e.s

De las penas

Art. 39.-El incumplimiento de lo dispuesto por csti
ley dará lugar a pena de prisión de dos meses a tres
años. Asimismo, cuando se generara un daño o lesión el
máximo do la pena podrá elevarse basta cuatro anos.

Anibitc, provincial - Invitación

Art. 40. - Invitase a las provincias a dictar las medi-
das pertinentes para asegurar la aplicación de esta ley
en relación con los archivos dependientes de las enti-
dades públicas y privadas de su jurisdicción.
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Cuic j ;<<i ico - L;zrlradz en vigencia

Arr. 41. - l_a presente ley es de cid in público y
e r_ ñrá ea t ,c;,cia el día hábil siguiente al de sic

Xlrb'=i t,'é<r en el D'd,tíu Oficial.

,ir;. .i<'. - :-n,rrlí•nn re al poder E ec,r ivo nacional.

Miguel M. 1^'.lrnbrosio.

Sfa 1:)r pre,;-1- irte:
El p „caree proyecto de ley viene a rete amentar uno

de los nuevos derechos introducidos en lit Constitución
irciepral por la reforma de 1994.

11rrx cr_`z enrente, en el párrafo tercero del artículo
43 de la Constitución Nacional se incorpora la posibi-
lidad de interponer acción de amparo etmulo se vean
`e:^etidos derechos en rel.cián a datos ob' 11' s eii re-

o h.Irrcos de datos, La misma lha dallo en llamar-
sa o como liemos preferido llamarla en
cric' provc to de ley: "recurso de lilbeas tata".

Et_ ste uní r .al. enaplazainicnto• al legíslador para que
limite el i -i-ro de la ir_fornzatíca y, el trata).^r•;ato de los

datos obranies en registros -y bancos de d.res, ya sean
e-:crs públicos o privados.

Debe el legislador establecer en consceucncia, los me-
canis?uos y procedim'entos para que la persona cuyos
catos pcrsor;alcs obren en un registro inlormatizado o
z,o, p {, ,:j .rcitar los derechos de acceso, rectificación
y cano ( úrr de los nlisnaos.

El d sir dio alcanzado por la infocraátic^r en las úl-
timas dc'c:ulae, ha determinado que por su —ficocia en
el trat _s.r r io de_datos en general, y grpon,1 es en par-

se p!=ida ver s rian.cn e azect:ida la privacidad
y Iii1 ,t rt de las personar.

Los nao1 as de pro c^..v, tinto de datos prrnrten hoy

sup;:;so ' liadt.,cienc°s de espacio y trcr.?po que antes
nct rab z ae v c ler;lentos ret .rlai srias en manto ala
s rc.r. r c la 1Jrivlt_ick,d y la defensa de 'a libertad
ind4c ideal.

La consecuencia directa es la posibilidad de no sólo
una mayor injerencia er_ esferas de la personalidad antes
preservadas, sino también en la iznplemcntaci(í n de ar-
bitrarias mecanismos de control social y vigilancia iegi
tima del individuo.

Esta ley pretende enmarcar y limitar el uso de la
irfarna<. ea y el manejo de la información para que se
efectivice un uso acorde a los fines pertiunntes de
casta registe o o - banco ele datos, ir dependi(•utemente
de que 'os mismos sean maneados por particulares o
por el rt.i('so.

Es evicle=t^ que el establecimiento puntual de de-
rechos s bjetivo. como los tutelados por eslr norma-
tiva estos con la clara finalidad 1'0 prote-
ger d re l;as < r, posa destacándose primordialmente la
liberad .tc iv arrrll y co,.ectiva.

Se 112,1 ton adj en consideración para este proyecto
de ley valiosos ar`e ederrtes y apreciaciones povenien-
tes de c?.íirsu as cors itucioaziles de países coleo Bra-
sil, Espata y en particular la interesante descripción
de los dcrc_i1;zs que se busca tu ella mediante esta re-

C 'II:\E t DE, DIPUTADOS DE LA N.1CION lle,rnirin 1

gi rmentaeicín formulados por la Ccusütnev^n de la R
pública del P re juay.

rUND yI'.IEN TOS

Es de, destacar asimismo las o1 cler:anzrs es,?ari•,la
que limitan el uso de la íntorrníaica y re;n':ra el tra'
tarttento de datos personales.

Se debe remarcar que co la dc^f(n,.) d-1 b.cin jnrlriic ^
tuteladopar eaa ley, na se a?scrilt.^na entre registros

públicos y p'is•aúos. Sirnpler, :ate se han ar t c. dado (l09
forn.as de u ^e^poner el d fr lees datar una

genérica, para, el caso de rcg:rstras pri r ('os y un re-
curso especial poi de -tc^ocia o
ante el ma gistrado federal, para los c <r_s c:? que sea el
Estado quien imposibilite este riere bo clec r . ego co(rs-
titucional,

La prole icn de un clec t.o i l te y fc..ulane'i-
tal de la peí ora gilrid, no tx n1 ie c€c _c.uu d., r_ti'or;cs
en cuánto a quien p^oc-esa ios claros, síuo a como C0 11,
ello se puede afecta el honor, la r, r7iclad, y la im..c-
gen propia y familiar. -

Es también por las crr ,. es:^cíoncs ^I,,c=rk)res gire
se otorga un carícte) operativo forte a esa ley, a los
efectos de la ínter e acie.^ y apl.caelón por parte de

la autoridad adeain sc :tie1:a. Sin pc-r ,lilLo de lo arde 'cr
esta opera isidad esta diri i('.a 1>>_r.,tarin.m^uze a los

ma strados a los que- se pa de re ^Iir,
Se ha puesto sin capa -ial ¿Ja,-'1s en l;r ec,' regad de

tr nsp. rera-ia en el procedimiento de ci,te;rc,^ u de da-

tos y en el control que pueda e`e t)rar el ni luso rsr-
ticul^tr al ser req).r(rido, ai,nrstaurto eta, ar?icr<te a ec ii ±.r
roca! ovinos de d t os c' E =osas o ro dud os s.

El ca'íe[e e:ia,ertarre_.te pr.._v^Attiso c, estas InO-

d,d 1S t.;)1iJ i^l Crylyd ar1 ., la pL a;.e^.,Jn d6 ia$ Cier£'C3L%S

tutehc?as.

Así, crrt;rdo se cf cirio la rcr_olecci(í1 Je d..ros o r.
entreguen fnrnrularios a ser l rrs h i • o rrr el
se de br„-án incluir k ele .Izas . e , c, c 'dos 1_ror esc;:>
ley ea el formulario a rpre o a talú s Enes.

En c.lanto a', pío ' rirr .,: ro a ra e s :rrr. ar la pr a '`.i
defensa frente a injerencias rlr tila: ts p —tris t` sir .
lanto el recurso d e ¿Irla, se ele ;r-
mente el p.^ocedina cnio s , r ir1;o, en l..t r (c^"^*
de que la ' r .,,pm•tanc;a del I cn j= r c co -
wbencia en el cese de la s 5.r-gn`cu.r .yes
no admiten dilacioir^s.

L d d d la compleji ea os s e,as e r ?_,. .. -os 1 1 ,U
chas veces escapan al dril nano ct =n, pon ?o cric .. g

le otorga la potestad de tse. n .;_, d ):,r: r ^íato de la
tonga de contacto • con los dictes no silo de asesoies le-
trados sino tanlbiío técnicos.

En alerreiún a que los daí"0,rs p . jr i .los ' quze se
pudieran o -aSiO _,., t s i{i:nzue l,t s:acta pira..:r-ión de c,.tic^s
no S` ere Se Sil .Oled 11 por la sena 'e 1( r eni ci;
hunos ep:ado por ce o__`i.ar purst z.,l1:.c rte la posi;zi-
hdad de ser );,detnl3:s. eral.

lía osen ciclo una co.ISic.tlac'ún c )i,.-i<.l el taiar^.if^==-
to de los datos por parte do las f _err.ss arnladcrs y -'e
sol. a,ídad, y de los inde-

pr_nduntenl,:nte c{e ta p nie,scucit áe los n,isznos. Ea-
Crleniaeanse todos clla.:, sin c r ,unió n, sujetos a la rtcr-

ns_gir a esr, hlec-ida 1. or.,e_te ard ._rr r z basto.

Como o ,, r_smo de contralor se crea la C'rm s;-`.n
Na tunal p a el P gisiro de Datos Personal- s, cern-
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puesta por legisladores de las principales fuerzas paar-

lamentarias y por especialistas ea l materia.
Encanto a la p s .'concia del organismo, en virtud

del espíritu cic c,^uil?brío que busca e^ zbrecer la re or-
ma coTistituciorral y de la necesidad ce contralor por

e qu , n (;orce el rol elle o;;ositor, la misma separte de'
ha otors.ido a un miembro del pri.r .paf partido de la

oposición,
Surte enc,o el prep`o recuso de hzíleas ¿crol d:; esta

reforma cn sti.ucio j 1, es válido el critc.io opied
en la búsq meta de un sisiet_.a democrático r^odes'ua,
eYrciente y firnc'ain9 , ?_urncn!e ec!uil_ibraoo.

Se prevén penas de. prisión liara el caso de violaeic-
nes a lo este'.? cedo por esta ley, enr a nción a la gi a-
vedad c'e', bien jurídico afectado.

Queda t ..^lment , lvaguardado el derecho de la
prensa en cuanto al secreto de las fuentes de informa-

c n pedo l'ística, Por ente de_ que cualquier l,'mit:tc;r"ir,

afectaría el derecho otorgado a ésta' en nuestra Cous-

titución Nacional.
Vivimos en lo que al os lran dado cn llamar la

sociedad di, ital par rriterder qrc (ion k i simple utili-

za ón de u-a• solo c'e nuestros ciclos abrirnos un ¡u-

r,--,risa lrorizor;te de pos'i ilitiacles a nosctros mismas y

a la saei d_,d.
Nir po_iei sa pc;_ brea que les ad lutos teca'ógicos

sirvan a fzli, dife^ ?tes (lile -el v

prl rr:o de la hm°9 uZiclad.

A' :Mbm2i0.
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PROYECTO DE LEY

El Seriado 1 Ciimara de Diputados, ...

Artículo 1°--Toda persona podar interponer acción

expedita y rápida para tomar corocin'iento de los datos

a ella referidos y de su finalidt.d, que cci:sie en regis-
tres de bancos de datos públicos o privados dest-na os

a promover informes.

Art. 29 -Se consideran sujeto activ o a los efectos de
la presente ley:

1. Las, personas físicas por sí o por representación.

. 2. _,as persciii. jiriu Zs con cuu,^cilio real en el

1' tía.

Art. 3'' - I._is e,' !(erarios (11le posean registro de banco

d=' d:t^;s, se.?n píla,:ic':ls o pl arias requeridas en estos

tern,ir_os cíela r,ín contestar la información solicitada, en
un plazo qne no exceda las 48 horas, desde que fuera

presentase lit petición.

Art. 4a' - 1 ras' entidades sean píllllbcas o privad s sólo
poclrun rociarse a c?:rnplUueirtar e<,n lo establecido en la
presente ley, mediante resolución clebidarrente funris;cía

iamparándose oil razones de ornen .píiblico, ras que serán

pnsteriormerle n^ea uaZdas por el juez, en caso que se

hubiere requerido en los términos del artículo 5e.

Art. 5e -El, incu:,,pliinierto de este deber de ir>orrna-
cién, por porte de las entidades responsable=s de ello,
habilitará la vía judicial periiucnte.

1.151

Art. 6v- Será competente para conocer la aceió* el

j : d pr'r=acra iata_is -a con jui sdiee'óir co el lugar
donde se 1 alele el tegis.ro bronco de dalles del cual
S . iecj r. idC t orn`^^ción.

Art. ;"c, - La :ucear, deberá ser interpuesta por e:creo,
corte re salo los dalles dei oL._tc-_.c sea ésta persona
fía' ca <, ii 4díc.t, y de la el iicLd que btlbieia inca.n?pi do
c„n le presente ley-.

Art 8. - „i juez ordenará de, r. t,r:,?iaíc, a la persona

nulo?, ida en el ice arao w, banco ce tratos, que proceda

a lo <.i(= tt,.ao, la que siet ...
d ,otro de las 43 basas de ra u,carcén
justes.^l.

Arl. 9 - Las personas que hayan hecho uso del do-
de información en h s teno'nos de ! a s e. en '_e ley,

pode. al exigir la snpres'óu, cnnf^d^uut•1_dad, tcc:i c,ación
o adtu^ilización tic los registros, en C:.EO de discr^nrl,. :ón
o fa? dalle,

Ari. 1Ci. - Ccniiur.`quese al Poder Eecutivo.

Esteban J. Fodrigo.

Fr'"D A IENTOS

S, star ;rfs`d'nte:
d . c!:o ci 1,1.roi,;(la per ora cairoal o in rdies V-11,

acc( :-r a ta r fe i bn, i c-to s e, -n Wai ,
,i duda', pu esto que en la tsr"-Or Ct}, : tucién se

ene .>;haba Creo ,iitO,(le los ¿te los

c,u,^: anos, ellas 1u u) gacd^.^io as:e aneo ct . '.arias con
las a,2c Ó r de la ú':.irna refo,n;.t (e la nueva Ce :;:i±ucií n,

en `.a que este derecho se encuentra e<.pres<iri'i^u'e ceco-
noc .l:a en el a l4enlo 43 de la nr si a.

i` lestra tradición pol tica ce atiene ves',¡- ,¡o de
aut^-;itarisnio, el que con el advenimiento de la cir nocra-
cia estamos tratando de erradicar, procurando remover

los obstáculos que se interpongan entre el individuo y el

pisi,o ejereicio de sus derechos reconocidos en nuestra
Cn astitucicn,. en este caso el derecho del libre acoceo a

los registres de los anteccdentes de los individuos.
I'or otra parte, la protección de este den-,cero sS eri-

eu;-ntra dircctamenta relacionada con otro de los dcro-
ch rs futrtemcnte protegidos en nuestra Constitución, cara

es cl derecho a la intimid.;d, tle ahí que luindarles a ans
chul:l.danos la posibilidad de conocer sus registros de

danos, y de solicitar su coi.fidei,cialidad, supresión, o
actualización de los mismos, según se consideren discri-

minatorios o falaces, consideramos es un arma impres-

cirrdible, en un estado democrático, donde el bien supre-
mo protegido es la libertad del individuo.

Por tales razones someto a consideración de la Hono-
rable Cámara de Diputados , el siguiente proyecto.

Esteban J, Rodrigo.

7

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cári?jra de Diputados,

Objeto

Artículo 19-La presente ley regula el uso, almace-
namiento, transmisión, modificación o destrucción de cta-
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toa personales contenidos; en soporte magnético, en han-
col de datos y/o registros públicos o privados.

Sujeto pasivo

Art. 2a - Se encuentran comprendidos por la pre-
sente ley los bancos de datos y/o registros públicos y
los privados destinados a proveer información, cuando
el soporte utilizado sea magnético.

Art. 3Q - La presente ley no es aplicable a los datos
tratados en ocasión de la actividad periodística cual-
quiera sea su soporte y que hagan a la preservación de
la fuente de informas ón.

Art. 4s - También quedan excluidos los latos perso-
nales almacenados para fines exclusivamente estadísticos
y los que involucren cuestiones de seguridad o inteli-
gencia del Estado. Estará a cargo del Estado proba-
la necesidad de la confidencialidad de la información.

Definiciones

Art. 59-Para todos los efectos de la presente ley
se entenderá por;

- Dato de índole personal: todo dalo individual
que permita directa o indirectamente la identi-
ficación de personas físicas o jurídicas.

Dato personal sensible: todo dato sobre una per-
sona física que identifique su estado de salud,
hábitos personales, convicciones políticas, sindi-
cales o religiosas, o cualquier otro atributo con
potencialidad discriminatoria.

- Almacenamiento de datos: la obtención, torna o
custodia de datos en soporte magnético desti-
nado a su utilización posterior.

Transmisión de datos: poner a disposición de
terceros, por transmisión directa o indirecta, da-
tos personales almacenados.

- Modificación de datos: todo cambio que se re-
g^stro en cl contenido de datos almacenados.

Destrucción de datos: todo cambio que se re-
gistre en el contenido de datos almacenados que
los haga irreconocibles o irrecupera.bles, cual-
quiera sea el medio empleado.

- Bancó de datos: estructura sistemática de datos

que permite su recuperación y orden.i,niento con-
forme diversos criterios, así como 'cambiar su
ordenación y evaluarlos, con independencia del

procedimiento empleado para ello. Quedan ex.
cluidos del concepto, los, documentos sueltos
o colecciones de documentos, a os giros que se

puedan ordenar y evaluar mediante t^. uceditüicn-
tos automatizadas.

Derechos del titular

Art. 6 9 - Tcda persona física o jurídica tendrá de-
recho a:

a) Conocer los dates almacenados a ella referidos,

la finaü^ ad elel aImacenaarrienfo y La fuente de
la ol;te!,ei.".n_

Este derecho es extensible a los tutores,'
radores, herederos y mandatarios con poder
pecial, como representantes del titular del

El acceso a la información será gratuito.
autoridad de aplicación determinará los lí
de la gratuidad del acceso;

b) Hacer corregir o completar los datos referí
a ella, cuando éstos fueran inexactos o i
Zvletos, independientemente de que esa circ
tancia le cause o pueda causarle un daño;

e) hacer inaccesibles los datos referidos a e
cuando no pueda determinarse su exactitud
en él caso de almacenamiento de. datos sensi
bles, cuando manifieste que revoca el cosuenti-.
miento prestado;

cl) Hacer que se, destruyan los datos almacéñados
referidos a ella, cuando el almacenamiento sea
ilícito o, en el caso de almacenamiento de datos
sensibles, cuando manifieste que revoca el con-
sentimiento prestado. ._

Del consentimiento

Art 7^ -El almacenamiento de datos sensibles re.

querirá del consentimiento por escrito del titular, cual.
quiera sea el ' soporte a utilizarse y aunque los mismos

se encuentren ya almacenados en registros do, acceso pú-

blico. El consentimiento prestado por el' titular siempro.
podrá esr revocado, siendo este derecho irrenunciable.

En ningún caso el consentimiento se presumirá por

conductas posteriores al aln:acenanriento.

De las medidas de seguridad

Art. 8Q-Todo banco de datos en soporte magnético,
comprendido por la presente ley, tendrá la obligación
do denunciar ante la autoridad ene aplicación el tipo
de sistema de protección previsto para impedir el acceso
indebido por parte de terceros.

Art. 9° -,Los bancos de datos y/o registros que para

la consecución de sus fines propios traten datos perso-

nales sensibles , cualquiera sea el soporte utilizado, están

obligados a custodiar el uso confidencial de los m.ssrns
y a denunciar ante la autoridad de aplicación, cuando

el soporte sea magnético, el tipo de sistema de pro-
tección previsto para impedir el acceso indebido por

parte de terceros.

Autoridades de aplicación

Art. 10.-Será autoridad de aplicación y garante del
efectivo cumplimiento de la presente ley, la Dirección

General de Gestión Informática del Ministerio de Justi-
cia de la Nación.

Art. 11.-La autoridad de aplicación procederá a
la creación de un registro de banco de datos perso-
nales. Será requisito para su inscripción la consignad lo

de los siguientes datos:

- Nombre, domicilio y persona responsable i
banco de datos.

d aclaración de la finalidad d el a uuwer;arrrieuto
- de datos.
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e- Denuncia del sistema ele seguridad instalado o
previsto. En este último caso denunciará el
plazo de implementación que se ajustará a los
términos fijados por la autoridad de aplicación.

Art. 12.-Ante la solicitud de cualquier interesado,
la autoridad de aplicación procederá a informar qué
bancos de datos personales y con qué finas se en-
cuentran registrados, el domicilio y -persona responsable
a cargo.

Art. 13. -La autoridad do aplicación deberá receptar
las denuncias dé particuláres, proceder a su registro y
determinar las multas y demás penalidades previstas

para el caso de incumplimiento de la presente ley.

Transmisión de datos

Art. 14. - Requerirá asrtoriiación especial par parte
de la autoridad de aplicación la transmisión o cesión de
datos sensibles, previa constatación del consentimiento
fehaciente del titular.

No requerirá autorización especial por parte de la
autoridad de aplicación la transmisión o cesión de datos
personales a Estados extranjeros cuya legislación los
proteja de modo equivalente.

Tampoco requerirá autorización especial la transmi-
sión de información que conste en registros ele acceso

público o fueran datos almacenados exclusivamente con

fines estadísticos.

Habilitación de la vía. judicial

Art. 15. - Requerido que fuera el acoso, rectifica-
ción o destrucción de datos, ante el silencio o negativa

'del banco de datos por el término de tres ( 3) días

hábiles, el interesado deberá notificar de esta situación

a la-autoridad de aplicación. La autoridad de aplicación

intimará al banco de datos y ante el silencio o la nega-

tiva injustificada, precederá a la aplicación de las mul-
tas y demás penalidades previstas. '

Transcurridos dos (2) caías hábiles desde la notifi-
cación del silencio o negativa a la autoridad de aplica-
ción, el interesado 'tendrá expedita la vía judicial.

Art. 16. - Será aplicable, a los fines de esta ley, el
proceclinaiento sumarísimo establecido por el Código
Procesal Civil y Comercial de la Nación.

Art. 17. - Los gastos que demande el cumplimiento

de la presente ley, serán imputados a las partidas presu-

puestaras que al efecto se asignen en el presupuesto

general de la Nación para el ejercicio 1995.

Nilda C. Garré. - Juan P. Cafie-ro. - Ra-

fael 11. Flores. - Mario N. Fadel.

Caries lia}nmandi.

FUNDAMENTOS

Se ler Presidente:
La seguridad de los datos personales contenidos en

soparte magnético se ha con ,^ertido en una de las pre-

ocupaciones eontemparíu eas y han surgido, en conse-

cuencia, diversas regulaciones - tendientes a permitir el

acceso del interesado para controlar y detectar posibles

usos .abuí.ivos de la información.
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En el orden internacional, la tutela integral del "nne.
vo derecho a la intimidad" ha sido ampliamente con-
templada. Las nuevas constituciones de Espacia, Por-
tugal y Brasil le dan rango de garantía constitucional",
La década del 70 generó una prolífica legislación en la
maten t: Suecia (1973), Estados Unidos (1974), Ale.
manía Federal (1977), Noruega, Austria y Francia:
(1978). Por otra parte, la firma del "Convenio para 11
protección de las personas individuales en materia de

tratan oto automatizarlo (le datos personales" -suscrito
en E trasbirgo en 1981 por los países miembros del
Consejo de Europa-- impulsó a países cono Irlanda

(1988), Gran Bretaña (1984), y Portugal (1991) a le-.
gislar siguiendo sus p3'ineipios orientadores.

En nuestro país, la reforma ele 1994 incorporó a sil
texto estederecho, ya receptado por diversas constitur
ciones provinciales.

A partir del uso masivo de la herramienta informá-
tica podemos decir que el derecho a la intimidad ha;
cobrado una nueva dimensión. Ya no consiste única-
mente en el derecho a que determinados aspectos des
la estere personal del individuo queden preservados del
donando público.

El peligro de la posesión y la manipulación snalin.
tencionada de "da tos sensibles" (origen racial, htbitos
sexerJles, salud, religión u opiniones políticas) consiste
en que éstos pueden facilitar procesos de discrirniua-
cün Es por ello que el proyecto establece en su ir=

tiendo 7Q la obligatoriedad, por parte del banco de
datos, de solicitar por escrito el consentimiento del in

terecado para proceder a su almacenamiento, aunque

los mismos se encuentran va almacenados en registros
de acceso público. Para darle un mayor énfasis al con,

Crol, de este tipo de datos, establecimos que el titular

siempre podrá revocar el consentimiento, siendo este

clon clan irrenunciable.
Es principio indiscutido de buena técnica legislativa

definir los conceptos a emplear, de allí que se encuen-
tre, incluido en la presente ley en su artículo 5e la
cllrmción de: dato de índole personal; dato personal
scu._rble; aluacenamiento, transmisión, modificación,
(1,.;irucción y banco ele datos.

Principios generales de la ley

Los datos personales sometidos a tratamiento áui^=
matizado deberán:

a) Obtenerse y tratarse conforme a la ley;
b) Almacenarse para los fines especificados. Cuar-

(lar relación con los mismos y sólo ser utilizados pars
Ja concreción de esos fines;

c) Ser exactos y actualizarse cuando sea necesario;
d) Conservarse por el tiempo que requiera la fina+

lidad para la que se almacenan.

Arnbiio de aplicación

El prcunte proyecto regula el tratamiento de datos
.ú^ rc s contenidos en soporte inrgnético , en bancos

do datos pt , blicos y privados desamados a proveer¡11-

Con buen criterio , el artículo le ¿le la Ley Federal
Alemana de Protecci ;i n de Datos incluye, dentro de las
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excepciones, para la aplicación de la ley, a las empre-
sas de la prensa y a sus auxiliares, la rad odifusión y
cinematografía. Siguiendo esta lírica, el articulo 39 ex-
cluye a los datos tratados en ocasión de la actividad
periodística, p';ro extendiendo la exclusión a todo tipo
de soporte, en atención a una amplia preservación de
la fuente de información.

También quedan excluidos los datos almacenados
para fines exclusivamente estadísticos y los queinvo-
lucren cuestiones de seguridad o inteligencia del Es-
tado. Para, este último caso, la necesidad d• con£iden-
eialidad debe ser demostrada por parte del H stado, evi-
tando de esta manera el uso abusivo de la restricción.

Derecho del titular

Derecho de acceso a la información

Es importante dotar a todo interesado del il.ereclio a
conocer qué datos suyos hay almacenados, quién y
y cómo los obtuvo, el fin para el cual se utilizan. Este
derecho se verá limitado cuando la información sea

reservada en virtud de las excepciones previstas. El
interesado también podrá hacer que se declaren inac-
cesíbles aquellos datos respecto de los cuales uo pueda
'establecerse su exactitud o inexactitud.

Derecho de rectificación y actualización de data,

Cuando los datos consignados resulten erróneos, in-
icompletos o desactualizados, surge, por una parte, el
derecho del interesado a exigir su corrección o puesta
al día. Por la otra, el deber del responsable del banco
de rectificarlos.

Conservación de datos personales

El principio rector debería ser la tic) coi (le
Sos datos más allá del tiempo necesario para el cumpli-
miento del fin por el cual fueron almacenaclus. Sin
embargo, este derecho del interesado sólo poda ejer-
cerse si los datos permiten su individualización. La
idea de una conservación limitarla en el tiempo surge
de la ley francesa sobre informática, ficheros y liber-
tades. A pesar de ello, hemos optado por la deslrtrcción
de la conservación de datos sólo a pedido del int,,eersa}do
y en los casos que la ley lo autoriza.

Destrucción ele datos personales

El interesado podrá solicitar la destrucción de l,,s re-
gistros que contengan siis datos personales, cupm,lo el
almacenamiento fuera ilícito o cuando se trate'rate de al-
macenamiento de datos sensibles y manifieste su u>lun-
tad de revocar el consentimiento prestado.

La autoridad de aplicación

Para asegurar el cumplimiento de esta ley se prevé
facultar a la Dirección General de Gestión Informática
del Ministerio de justicia de la Nación, como organis-
mo de registro y control , con jurisdicción en el ámbito
nacional y competencia en la materia . Ante esta dire-
ción deberán registrarse todos los bancos de datos per-
sonales, con excepción de aquellos cuyos fines sean

estadísticos o de investigación científica, ya que con-
servan datos nominativos. La dirección determinará los
requisitos de inscripción y las multas y penalidades
que se aplicarán ante el incumplimiento de esta ley.
También atenderá los reclamos o peticiones que efec-
túen los interesados. A fin de no crear un organismo
hemos optado por ampliar las misiones y funciones de
uno ya existente, en el entendimiento de alcanzar agi-
lidad y eficacia en la aplicación de la presente ley.
Descartamos un supraorganismo cuya organización y
funcionamiento atente contra la naturaleza del instituto
ydel bien jurídico protegido; en este sentido fueron
pensados los plazos y trámites previos a la habilitación
de la vía judicial.

Transmisión ele datos

La transmisión internacional de datos, siguiendo el
modelo austríaco, no requerirá autorización alguna pur
parte de la autoridad de aplicación. Pero será condición

indispensable que la transmisión y cesión. de datos se
concrete con estados que tengan una protección equi-

valente a la que establece la ley argentina.
Como medida de seguridad liemos instituido la obli-

gación, de - todo banco de datos comprendido en la
presente ley, de denunciar el tipo de sistema , de pro-
tección prévisto para impedir el indebido acceso, para
el caso de - bancos de datos privados que contengan
datos sensibles, aunque su utilización sea la prosecu-
ción de fines propios , obras sociales privadas , labora-
torios de análisis clínicos , etcétera, liemos agregado
a la obligación de denuncia del sistema de protección,
la custodia del uso confidencial de los datos.

Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares la

aprobación del presente proyecl'o.

Nilda C. Garré. - Juan P. (Jafiero, - Ea-
fael U. Flores. - Mario N. Fidel: -
Carlos A. Rairnundi.

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de

REGLA MENTACION DEL HABEAS DATA

COMO SUBTIPO DEL AMPARO

TITULO 1

Normas generales

Artícula 14 - Am paro especializado. Por la presento
se reglamenta el habeas data corno subtipo del recurso
de amparo. Por lo tanto le son aplicables las normas que
regulan la garantía genérica.

Art. 29 - Objeto de la garantía. Permitir al regis-

trado.

a) Conocer datos propios incorporados a registros y
bases de datos públicos y también de los pri-
vados destinados a proveer informes a terceros,

b) Conocer el motivo para el cuál ellos hayan sido
recabados.
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¿Ello a fin de exigir la supresión, rectificación, confi-
ncialidad o actualización de los datos en caso que se
ifique falsedad y/o discriminación , con las bmita-
nes que establezca la ley o que surjan de la naturaleza

isrna del registro o archivo.

La ley será ele aplicación a datos de carácter personal,

bre c rcunstancias propias u ol$etivas, que figcrren en
chivos o bases de dalos, automatizadas o no, (le los

ectores públicos y privado, y a toar n^odalici el de aso
posterior.

Art. 39 - Le itinraeión aci ica. Sin perjuicio de lo dis-

iuesto por la ley d e amparo, pueden interpon cr la
garantía:

a) El registrado sea persona física, jurídica o a socia-
ción de hecho;

b) El Defensor del Pueblo;

e) Las asociaciones de derechos humanos recono-
cidas por el Ministerio del 'Interior;

d) El ministerio público en defensa - de la legalidad
y de los intereses generales,

Art. 49 - Requisitos. Como subtipo de amparo su

instrumentación requiere los' mismos requisitos de pro-
cedencia, salvo con relación a la arbitrariedad Q ilega-
lidad en cuyo caso no se exigirá que' sea manifiesta,

debiendo apelarse al criterio amplio.

Art. 5c - Bienes tutelados. El babeas data intenta

preservar:

a) Dergchos individuales personales -Y personalí-
simos que puedan verse afectados por esta forma

comitiva; `
b) También intenta preservar a la sociedad permi-

tiendo su desarrollo natural y espontáneo, evi-
tando manipulaciones, mediante el tratamiento
de la información existente en bases dé datos pú-
blícas, o privadas destinadas a proveer, informes.

También se ap1icará a las bases privadas si
-aunque no estén destinadas a proveer in-

formes- son de =acceso libre, o participan de
una red a la que pueden tener acceso terceros.

Art. qe -_Pr^,rmibiciones.

a) Prohíbese al Estado nacional, a los funcionarios
en particular, y a las personas físicas y jurídicas,

la recolección de datos mediante los soportes fí-

sicos descritos, con el f n de implementar meca-

ni,nres:

1. De control social.

2. De vi,., uncía, acoso y persecución de los

individuos;

b) Prohíbese a-to;1a entidad pública y privada, en-
tregar a terceros, dates de los registrados para

ser rrtilizadcs con fines comerciales. En el caso
de entidades privadas, o asociaciones civiles o
profcsto: ales, los datos solamente podrán ser en-

tiegados previo consentimiento del registrado;
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e) Los datos de carácter personal obtenidos o alma.-

cenados por las administraciones públicas para el
ejerció, de sus atribuciones, no serán cedidos a
otras administraciones públicas para el desem-
peño (le competencias diferentes, o que versen
sobre materias distintas, salvo cuando la cesión
estuvírraprevista por las normas de creación del
archivo, base o registro. La posibilidad de trans-

ferenc,a deberá ciarse a conocer al registrado, en
cada eso.

Art. 79-F,,incipios generales. Con relación a los re-
gistros y base, de datos públicos, el principio general es

que el recurs,, debe ser admitido con criterio amplio. .
Con relación a los registros y bases de datos privados

el criterio dcl e evaluarse más restrictivamente.
No podrá afectarse el secreto de las fuentes de infor-

mación periodística, pero la garantía podrá oponerse

para rectificar datos falsos cuando sean manifiestos y la
información te trasmita por sistemas informáticos, y será

optativo parar el medio, no aceptar ext ajudicialmente el
pedirlo de rectificación. En ese caso podrá recurrirse al
derecho de réplica (artículo 75, inciso 22, artículo 14,
Pacto de San José de Cesta Rica).

Art. 89 Consentimiento informado. Salvo disposi,
ción legal er, contrario, para el tratamiento de datos, au-
tomatizados u no, se requerirá el consentimiento expreso
del registrado.

No será necesario el consentimiento del registrado
cuando los datos de carácter personal se obtengan de
fuentes accesibles al público, ni cuando se recaben Para
el ejercicio de funciones propias de la administración
pública reglamentadas por ley.

Art. 99-.. Contenido de la información. Toda persona
a la que se le solicitaren datos personales para ser ingre-
sados a un registro, a un sistema automatizado, o para
integrar el muestreo de una`encuesta deberá ser previa-
mente informada.

a) Dr la existencia del registro , base o archivo y
de su finalidad;

b) Drl carácter obligatorio o facultativo de las res.
pr,rStas que se le soliciten;

'c) Dr la posibilidad de mantener el anonimato;

a) D,e las consecuencias de la negativa a suministrar
los datos requeridos;

e) De la posibilidad de ejercer los derechos recono-
cidos por el artículo 43 tercer párrafo;

f) De la identidad y domicilio del responsable
del archivo, registro o banco de datos.

Art. 10 - Datos sensibles. Se consideran datos sr usi-
bles los r,-feridcs a la ideología, raza, religión o cor^port,t-

nmiento scsual de las personas. Cuando este tipo de datos
sea requerido, se advertirá al interesado acerca de la po-
sibilidad ,le no prestarlo. Los cl, tos de esta naturaleza
sólo podrán ser objeto de tratamiento automatizado o de
consulta abierta cuando exista el corrscnt intento expreso

y por ce rito del registrado.

Art. 11. - Seguridad de los datos. El responsable del

archivo, egistro o banco de datos deberá adoptar las me-
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dilas de índole técnica y organizativas que garanticen la
seguridad de los datos de carácter personal, y eviten su
adulteración, pérdida, tratamiento a acceso no autori-
zado.

A esos efectos deberá tenerse en cuenta la naturaleza

de los datos almacenados y los riesgos a que están ex-
puestos.

Está prohibida la registración de datos calificados
como sensibles en archivos, registros o bancos de datos
que no reúnan -los requisitos de seguridad mínimos en
cuanto personal, equipos, sistemas y programas.

Art. 12. - Responsabilidades. Los titulares de los re-
gistros son responsables del cumplimiento de los re-
caudos establecidos por la presente ley y la que deter-
mine la creación de cada registro público, su incum-
p':imiento los hará pasibles de la aplicación de las
sanciones establecidas por la legislación civil y penal
En el caso do funcionarios públicos que fi'curran en
mal desempeño del cargo, les será aplicable la ley de
ética pública.

Art. 13. - Ar•chitios, registros o bancos de ([ritos de las
fuerzas y cuerpos de seguridad. Los archivo', registros
o bancos de datos de las fuerzas y cuerpos clc seguridad
que contengan datos de carácter personal, quedarán su-
jetos al régimen de la presente ley, debiéndose imprimir
a los trámites el carácter confidencial y reservado.

Las bases ele datos aplicadas al área de la actividad dé
inteligencia del Estado denominada estratégica, podrá
ser adaptada para uso general, permitiéndose el acceso
ríe organismos privados y públicos, sobre todo en lo que
hace a la existencia de datos objetivos que sera necesa-
rios para la toma de decisiones. Siempre en la medirla
quo la prestación del servicio no comprometa la segu-
ridad del Estado.

La obtención y almacenamiento para fines policiales
do datos do carácter personal por las fuerzas y cuerpos
do seguridad, sin consentimiento de las personas afec-
tadas, quedarán limitados a los supuestos y categorías de
datos que resulten necesarios para la prevención de un
peligro real, para la seguridad pública o par.t la pre-
vención o represión de infracciones penales.

El defensor del pueblo y el ministerio público tienen
11 derecho y la obligación de controlar estas bases, en
defensa de los derechos de la comunidad.

Art. 14. -- Registro. A los fines del conocimiento de la
existencia de archivos, registros o bases de datos y del
motivo por el cual se han creado, deberá habilitarse un
registro especial en el ámbito del Ministerio de Justicia a
sin de que los legitimados para actuar , y en especial el
defensor del pueblo y el ministerio público puedan co-
nocer su existencia,

CApí¡w0 Y

Casos especiales con relación a registras
de titularidad privada

Trf. 15.-Abonados a servicios de teleeir=ñ úüica-
Ttones. Todo abonado puede exigir, sin cargo exclu-
rión de. los repertorios de acceso público.

Arto 10, Servicios de tratamiento atetomatí üacto de
Ldato.1 de p^rse Q Res presten este tipo

de servicios no podrán aplicar los datos ni resultados
tenidos con fin distinto al que figure en el contr
servicios.

Art. 17. - Prestación de sea•i idos sobre esol
patrimonial. Quienes so dediquen a la prestación
servicios de información sobre solvencia patrimo
sólo podrán difundir datos de carácter personal
surjan de fuentes accesibles al público, o procedentes
informaciones facilitadas por cl registrado y cuenten
su consentimiento.

Art. 18. - Servicios con fines ele publicidad. Sólo
drán tratar datos de listados accesibles al público o q
hayan sido suminitsrados por los propios interesad
Cuando se recaben datos de bases de datos formadas e
otra finalidad, se requerirá el consentimiento del re
gistrado.

Art. 19. - Encuestas e investigaciones. El tratamiento
de datos de carácter pérsonal para la realización de en-
cuestas de opinión, trabajos - de prospección de mer-
cados, investigaciones y actividades científicas, acadé-
micas y de ejercicio profesional, se hará manteniendo en
secreto el nombre de los registrados. Sólo podrán trans-
ferirse a terceros, si el registrado hubiera prestado su

consentimiento. -

C.Arí•rvLO II .

Sanciones

Art. 20.-Autoridad. de aplicación. No habrá irás
autoridad de aplicación que la Justicia. El registro a
crearse en el Ministerio de justicia, lo será al solo efecto
informativo y para la existencia. de bases.

Art. 21. - Sanciones., Los responsables de archivos,
bases de datos y_registros, que infrinjan las prohibiciones
contenidas por esta ley, sería pasibles de las siguientes
sanciones: suspensión en su calidad de operador, gestor
o distribuidor, multa entre quinientos pesos ($ 500) y
cien mil pesos ($ 100.000). La sanción será impuesta por
el juez al fallar en proceso de hábeas data, o mediante
proceso sumarísimo si éste no se hubiera presentadó

Se tendrá en cuenta la naturaleza del soporte con rela-
ción al cual se produce el ilícito y su potencialidad para
transmitir información , siendo susceptible de producir
mayor o menor daño.

TITULO II

Procedimientos previos

CAPíTULO I

Procedimiento adntinistratieó

Art. 22. - Archivos,Archivos, bases o registros de la aclvnini.r-
tración pública. En este caso el planteo se hará por
nota presentada según los recaudos de la ley de procedi-
mientos administrativos, debiendo concederse vista-
dentro de las 48 horas a fin que el legitimado pueda
verificar los datos Sospechados de falsos o discriminato
ríos y/o requerir el motivo, debiendo estar presente el
Funcionario público responsable del ir ,j
4 Q

el encargado
t @ Lleyár & ub9 el registro.
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Constatado el daño, el presentante solicitará la cbnse-
encía que corresponda.
La reparación deberá llevarse a cabo inmecliat^mén;o.

Todo silencio se interpretará copio denegatoria.

Art. 23. - Plazo adicional. Si transcurridas 48 horas

garantía no hubiera operado, se presentará el recurso
inicial, bajo la forma y con los requisitos (le] amparo.

C.,'14-eur.o 11

Procecl ioiento para los registros p.ieadrs

Art. 24. - Archivos , registros o bases prtc,a ._las. En

este, craso,- la vía previa será optativa, a fin de evitar ma-
yores d::ñós, y podrá presentarse cuando pueda creerse

ora la falsedad o la posibilidad de producir discrimina-

c-,ón, ser ui elrnin das, en la medida que pueda iu.er-

pretarse que el registrador, gestor o distribuidor, han ac-

tuado de buena fe, -

Art. 2 .5. -Tránr ?te. El pedido de vista podrá ser pe-

dido por los sujetos mencionados en el artículo 4e. Se

efechtará por escrito , con descripción de sujeto , objeto,

y reclamo preciso, acompañando las pruebas o citando

las referencias específicas . Los datos deberán ser exhi-

bidlos dentro de las 48, horas . El mismo plazo corre

para las explicaciones de los motivos.

Es'_a vía previa, será utilizada para agravar la sanción
del responsable del registro y aumentar el monto de la
reparación económica , si el hábeas data prospera.

La intervénción del defensor del pueblo y elminis-
terioérpúblico servirán como prueba del cumplimiento de
esta instancia . El mismo valor tendrá la certificación
por escribano público.

Art. 26. - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Aldo Rico. - Emilio P. Morello. - Li-
liana B. Ayetz.

FUNDAMENTOS

S. ánr presidente:
—os eneontranios frente a uno de los más grandes cle-

safios que nos han legado los constituyentes de 1994.
Las dificultades se multiplican, tanto en la precisión
111 objeto, como en la búsqueda de un procedimiento
`que convierta a la garantía en un instrumento verdade-
rarnente efectivo.

Lamentablenmente, este instituto que tuvo acogida en
il derecho comparado en la década del 70, en medio de
una profunda discriminación de índole ideológica, llega
,arde lo que no implica que le demos la bienvenida.

En la era de la revolución tecnológica, y frente a la
crisis del concepto de representatividad y democracia,
esta garantía puede convertirse en un importante re-
porte de control tanto para poner limitaciones al poder
,político como al poder económico, en salvaguardia de
la libertad de los individuos, y también de su derecho
a la intimidad.

Destacamos que la mayor dificultad para justificar la
},reclusión del hábeas data como una garantía diferencia-
ila -siempre dentro del recurso del amparo-, surge
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de la diferencia de enfoque que "los distintos autores
han dado al intentar definir el principal bien jurídico
tutelado,

La información es poder , y por eso si se. puede mani-
pular el soporté donde ésta se instalala y la vía por la
que se da a conocer, so pueden alterar voluntades,
y también destinos.

Antecedentes

Si pretendemos interpretar el instituto a partir de su
historia y evolución , se hace necesario recordar que el
instituto empieza a desarrollarse a, partir de 1970 en

Alemania, Austria, Dinamarca, Francia, Luxemburgo,
Noruego, el Reino Unido y Suecia. El os tomaron la
iniciativa y regularon el acceso a la información per-

sonal y el derecho de rectificación de los datos in-
correctos, desactualizados o captados ilícitamente, pero
lo peculiar es que en muchos casos se usó como

justificación del avance tecnológico, pero detrás se
escondía la profunda confrontación por las ideologías.
También se sumaron España (artículo 18) y Portugal
(crtícurlo 35).

En América podemos citar el artículo 5v (numeral

LXVII) de la Constitución brasileña, el artículo 15
ele la Constitución de Colombia, el artículo 31, de la
Constitución de Guatemala, el artículo 135 de la
Constitución del Paraguay, el artículo 200 de la Cons-
tituci2.u del Perú.

En Estados Unidos, la Piivacy Act del 31-12-74 fue,
di la d i para contemplar las garantías contra el avance
de ii tormática, '

En el ámbito internacional, la materia aparece con-
templ.ida en el Convenio para la Protección de las Per-
sonas cor, Respecto al Tratamiento Automatizado de.

Datos de Carácter Personal del 28-1-81.
En La Argentina los primeros desarrollos docirinarios,

lo admitieron mediante la utilización de la vía del am-
paro, por aplicación de los artículos 19, 29 y 33 de la
Constitución Nacional.

Como antecedente más reciente, la primera recepción
en el derecho nacional, la podemos encontrar en las
artículos 110 a 116 del proyecto de unificación de la
legislación civil y comercial de la Nación, que contó con
aprobación unánime de esta Honorable Cámara y nun-
ca fue tratado por el Senado.

Ea el marco del derecho constitucional provincial la
institución aparece contemplada en Buenos Aires, ar-
tículo 20. En este punto queremos remarcar que eh
MODIN .tuvo una amplia participación en el debate que
motivó su inclusión. También lo contemplan con dife-
renles matices y alcances : Catamarca ( artículo 11), Cór-
doba (artículo 50). Corrientes (artículos 184 y 185),
Chaco (artículo 19), Chubut (artículo 56), Formosa (ar-
tículo 10), La Rioja (artículo 30), Jujuy (art. 2), Río
Negro (artículo 20 y 26), Salta (artículo 22), San Luís
(artículo 21), San Juan (artículo 26 y 27), Tierra del

Fuego (artículo 45).
l.a recacción de nuestro artículo ha recibido la in-

fluencia de la redacción incorporada a la Constitución
bra„ileña de 1988. Sus defensores, le dieron alcance, y
fue introducido como instrumento para tomar conoci-
miento, actualizar, exigir la supresión, rectificación y/o
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confidencialidad de datos o Información del sujeto, tanto
con restricciones en la medido que sólo se refiere a
En el primer caso con mayor amplitud, en el segundo
con restricciones en la medida que sólo se refiere a
fuentes de datos destinadas a proveer informa, a ter-
ceros.

También podemos citar como referencia a lo% prece-
dentes introducidos en algunas Constituciones provin-
ciales: Córdoba (artículo 50), Tierra del Fuego (artículo
54), Jujuy (artículo 23), San Juan (artículos 20 y 27),
entre otras. También la Constitución de la Prov nena de
Buenos Aires, ha incorporado la garantía del hábeas
data.

Se trata de un remedio peculiar, pero no ebsoluta-

mente autónomo, en la medida que el mismo se dis-
tngue como una especialidad dentro del género del am-
paro, claro que con algunas características que se des-
prenden de la naturaleza de los derechos pr'sona1é

tutelados. Prueba de ello es que los proyectos presen-

tados no parecen tener muy ¿aro el contenido y, en al-
gunos casos, hasta parecen regularse organismos dis-
tintos.

Tenernos que pensar que, si los convencionales consti-
tuyentes han incluido esta garantía de manera expresa,
es porque la misma merece una especial reglamenta-
ción. Nuevamente, la llave y el marco surgen del párrafo
tercero del artículo 43.

Por eso, del mismo texto surgen las primeras bases
ue dan respuestas y delimitan el marco que todo pro-

yecto de ley deberá respetar:
uede

proces

,
n violarse los derechos.
amiento pueden interfer

p
Los actuale

ir en esferas

co
s

d

-.Quiénes pueden usar la garantía: "Toda perso- nalida
ción

d, y pueden servir como
de peligrosos mecanismo

base para l
s:

a i

-Con qué objeto: ...tomar conocimiento pie los 1. De control social.
datos a ellas referidos y de su finalidad...".

-Qué datos: los que ` ...consten en registros u ban-
cos de datos públicos" (administración pública: sujeto

2.
duos.

De vigilancia, acoso y persecución de

amplio); ...consten en registros o bancos privados, des- Si no nos darnos cuenta que éste es el tem
tinados a proveer informes..." (sujeto restringido).

-En qué casos: "...y en caso de falsedad y discri-
minación".

-Para qué: "...para exigir la supresión, rectificación,
confidencialidad o actualización...".

-Exclusión expresa: no podrá afectarse el secreto de
las fuentes de información periodística.

De la lectura de los antecedentes, que no van m•is allá
de la década del 70, lo que surge con claridad, es que
esta garantía se ha tratado de manera difusa y habién-
dose confundido el orden de los bienes jurídicos tute-

>,Iados. Sin embargo, si eso sucede se corre el ries,'o de
íjonvertir el hábeas data en un instrumento inaplicable,

gíobre todo si la cuestión se centra en el derecho a la in-
rtimidad.

Es indudable que esta garantía no se ha establecido
ara proteger el derecho a la intimidad como derecho
enérico, ya que ese derecho ya fue reconocido expresa-
rente en el artículo 1.071 bis del Código Civil, Y son
onerosos los precedentes en que ese derecho se hizo

valer por vía del amparo.

Por eso, y en este punto, tenemos que remarcar que
el centro medular de esta garantía está vinculado ni más
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nl menos que con el derecho humano fnundanmentá
vivir su vida con plena libertad dentro-del enarco que
alguna manera queda expresado en el artículo 19 de
Constitución Nacional, y lo que el hábeas dala tutora
precisamente esa libertad que tiene que ver con la esf
del libre arbitrio y las decisiones personales.y que ta
bién se vincula con la intimidad , el honor, la dignida

Por eso, así como el hábeas corpus (que ten as
cuerpo) tutela primariarmnte la libertad física, el hábea
data (que tengas tus datos) tutela a las personas faent
al tratamiento que puedan hacer las en'id ,des. pública
y privadas, en especial el estado mismo de datos que
tienen que ver con la toma "de decisiones y la corrl:i u a-
ción de su voluntad , Esa protección particular con,,ist3
en hacer venir los datos para corregirlos , modificarlos o
suprimirlos, según sea el caso.

Los actuales métodos de procesamiento de datos, ba-

sados fundamentalmente en la informática su ckicaei<i y
la rapidez con la que circulan, muchas veces pueden
afectar a la persona en su libertad y privac'dad, y por
eso deben buscarse frenos efectivos frente al dinamismo

con que avanza la tecnología; la legislación debe con-
templar también la nueva forma de afectar los derechos,
que son emergentes del dinamismo con que avaizza la,
tecnología.

Pero seguimos insistiendo que la cread ,n central del
hábeas data y lo que lo diferencia del amparo (—.$!o ga.
rantía general es el medio o so orte físi en l quo ec

el leitrnotio que justifica y fundamenta un tratamiento
especial para el hábeas data, y si no advert=imos que es
una institución fundamental para la preservación de las
democracias modernas, donde los gobiernos,
do información, estadísticas, medios de ccm:;nicaeir-n,
pueden inducir conductas y consultar por esas-vis desde
las libertades más personales hasta los derechos po;í-
ticos.

Hoy es una realidad que los sistemas de procesa,
miento han venido a superar los problemas 'de tiempo y
espacias, pero ahora es necesario enmarcar su uso, limi-
tándola desde el punto de vista de sus fines. La idea es
que cada registro público se dedique a cumplir sus obje-
tivos ° y que no se aparten de los fines para los cuales
fueron creados.

Aquí se tutela la libertad individual y la libertad calee-

tiva, es decir la libertad de una sociedad a alcanzar su
destino histórico espontáneamente, y de acuerdo a la in-
tegración do personas libres donde cada una cumple su

función, se desarrolla conforme a sus convicciones y que
eo proyecta en base a un consenso que se desarrolla
desde abajo hacia arriba y no desde arriba hacia abajo.
Es decir, la que elige su destino es la gente y no los diri-

gentes, que solamente son sus representantes.

métodos de
e la. perso-
mp?en:enta-

los indi5-i-

a central y
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La ley reglamentaria debe incluir tanto registros píi-
blicos y privados, pero no los recepta de la misma ma-
alcra:

1. Con relación a los registros póblicos, el recurso
siempre es posible, salvo limitaciones esiiecíficas por
cuestiones de incompatibilidad que tienen que estar ex-
presamente contempladas en la les'. El principio general
es el libre acceso, y por eso frente a la administración pú-
blica el hábeas data siempre debe prosperar.

2. Ce'n relación a los registros, privados, sólo se i]i-
ezuyen real cauro lo establece la Constitución- aque-
llos destinados a proveer informes, es decir. que no
abarca los de los particulares.

En ambos casos se han previsto proccdimiontos
vios diferentes:

pie-

1. Un recurso de naturaleza administrativa rara el
primer caso.

2. Notificación y denegatoria del pedido por medio
fehaciente; en el segundo caso, facilitándose el trámite
nirdiante la actuación del defensor del pueblo o labrán-
dose acta por escribano..pé-blico.

La protección del derecha a la pcrsonaliclad frente a
los eventuales daíios que se puede causar a los hombrees
y las mujeres, y a la so i .'ad por la tr:.ms ón do datos

heridos al honor, la i;r- la imagen propia y fami-
liar, en especial si los D=atas .trasmitidos son falsos.

La i?istturnentaeitin de este nuevo instituto con=o una
fe -^^^ peculiar del az.,pc:ro nos oc nuestra que su objetivo
es de corto nctár ene preventivo. Sobretodo cuando las

eo.nsecu- -]olas que se p e iende.] evitar pueden s r s •cial
e üldividuahuente irreversibles.

Recolección de dalos

La len• establece como requisito previo a la incorpora-
éií;n de datos a cualquier registro, archivo o base, sea pú-
bl ca o privada, que el sujeto requerido sea informado
acerca Ce sus derechos y preste su expreso consenti-

mni:o a la cüfusión, de;l contenido que consigne. Tam-

bicn se ese Mecen los requisitos que deberán consig-

narse para las encuestas.

Procedi^mienios

Co=no ya esplicit^ ra ralos el lr_ibeas data es una moda-
lid .d del amparo. Por lo tanto, le son aplicables a este re-
curso los principios generales del mismo, y en este
punto remritimas a la ley general.

Las d'fcre*ncias unís notorias, se observa il en la etapa
previa, en la legitimación para actuar y en las formas me-
ditntc las cuales se pueden requerir urgentemente me-
dirlas previas, adecuadas a la urgencia en el cese de irre-
gu'.<ridr.des registrales que no admitan dilaciones.

El recurso tiene finalidad preventiva. La acción ropa-
Jebe rcelans arse por la vía ordinaria.

Yrata2 lenío ¿le datos por las estructuras de inteligencia

La inteligencia militar, ha sido hasta ahora una acti-
vidad alejada de-todo control. Le hemos dedicado un ea-
pítulo especial, puesto cine creemos que además de su

función específica el aumento exponencial de sus infor.
oraciones útiles puede aplicarse no sólo al Estado y orga-
nizaciones internacionales sino también por las empresas
multir,acionares, públicas. o privadas.

Creeoros que ha llegado el momento de repensar el
sistema de planteamiento centralizado, pero sin duda
este comienza a convert?rse en un in;prativo en la me-
dida que está demostrado que la estabilidad no alcanza
para :-;utlsfacer las necesidades de la gente, que es nece-
sario trabajar con estrategias a mediano y largo plazo, y
así cl-!'e ser entendido per la Jefatura ole Gabinete, por
el M isterio de Economía, de Salud y ,Acción Social. de
Trab.,`o del Interior, de Educación, de Justicia, deRe-

Exteriores y do Defensa.
Si ;•1 Estado comprende que el desarrollo n-ecio_,:1 de-

pendee de una estrategia. El tra za'ló de una es rafe la y
1_a de terminación de la táctica depende de información. Y

los d itos quo ese transmiten, no parte de entelzqu^?s
sino de personas y situaciones real:gis, odia ir^tir_,i;l:,el y
cuya vida puede verse afectada, tanto más cuanto la iii-
`n•r_ración sea falsa.

Por eso de esta confrontación entre e^tr.ete rias y tác-
ticas planificadoras, que se ilc;plaiiten tanto des in el F,le

Lado. como,rlesde los quipos ecosiór ros, surge la verda-
dera necesidad de in ple'n]enttr el hzíbeas dala, cano un
nao' u derecho fundamental propio de la tercera genera-
ción

(, c r' claro, que no estamos provee n sio ntra regAa-

mei.a,ación 11 cia el pasado, si=no hacia el futuro, porque
sor;,,;s conscientes clc que los piares de acción dei go-

-,o actualmente son confeccionados por los min'ste-

rios y s-Creí irías, y ejecutados por ellos con isslcl S; e'r e a
propia, coi] sus propios registros de anta cedes-les, uso-

chzu veces referidos a datos de I ::enes, existiendo su-
de, infornntc•ior;es, que si bien e'l;era';an

ccr,llictos, ellos pueden verse xi;ultiplicí dos cn la era de
la computadora.

Si bien todavía son corr enes en nuestro país los sis-
ten^:zs no informatizados, la tendencia es la a]ztonlatixa-
eióu, sólo que ella requiere capacitación y presl]pue,4ia

Peo la verdad es que lo engorroso de la roanipuiación y

la registración do datos -ya sea para la actual nación
con;alta o traslado sobre todo cuando se quiere trabajar
con datos en bloq„e-, la falta ele espacio, y las necesi-
da,ies de xacionolizacií;n cte la acln;inisir.ación púl}'ira en

;eueraI, y de rebaja de los costos fijos de las empresas,
hacen que aún a los lugares mes alejarlos, lista;r:elite se

vayan introduciendo computadoras y el fi enero se. su-
pl;inte por el sistema infozrmátiico, genera':n;este eouec-

taelo a una red.

Pero lo cierto es que mientras ambos sistemas con-

vivan, es necesario preservar al ser humano y a la so-
ciedad de lis manipulaciones que ciertos .sectorm pú-
blicos o privados, puedan hacer de su vida y de la
sociedad en la que le toque vivir, úoiire to10 euanfl!7 esfl
ti miemierlto de datos agrupados en bases puede co tcr-
njinar decisiones políticas t ac?c]-Mes, decisi^r,-a
empresarias e individuales que afecten el dc- tu, o de una

pe rsona.

Como bien sostiene el doctor Oscar R a-61 P :cci
`La revolución informática", entre tan'os e tr.;or :arí;;3

c.,sabios que produjo, rcrmitió el ]t ie el
t:,.t leienio y la era zr;sión d claros, e' z '.D es un
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nuevo sentido y múltiples utd:dades a los anilles regis-
tros, que cambiaron su fisonomía por la ti'' bases y
bancos de datos modificando sustancialn;cn'e aquella

realidad. Así gradualmente se comenzó a -ecmplazar
arpo líos anacrónicos registros, condenándolos a lo que
hay, son: una especie en extinción

En este punto nos parece importante recor;lar que el

concepto de protección de datos ha variado I,nes en los
primeros años. de aplicación de leyes de prooección de

datos la discusión se centraba en la antítesis "vida pri-
vada versus "computadoras". En el actual estado tecuo-

lógico, la protección de datos es una síntesis doo los inte-

reses individuales y sociales en juego. (Esto fu" afirmado
por Paula Sieghardt en "Legislación ad data protección.

Proceedings on the Roma Conference of problems cela-
ting te a Che development and apiieation of 1c,. slation en

data protection", Ceuncil of Europa, Camera 'dei Depu-
ttti, Roma 198:3, citado por Carlos Correa y olios en De,-
rccho informnotico, publicado por Depalnr•i, Buenos
Aires, 1994, página 302.

Tenemos que pensar que a medida que lis particu-
lares empiecen a manejar bases de datos desde su casa, o

desde su oficina, y puedan acceder a ellas de' ie centros
públicos o privados, de maneta sencilla, y sabiendo que
existen formas de control de la certeza con relación a
datos personales (tanto de personas físicas cono, a las ju•
r dicas y ano a las sociedades de hecho) pu(den contar

con datos fieles. De esa manera, y asegurardn que los
datos sean veraces, dándole a "toda persona" la posibi-
lidad de hacer venir sus datos y corregirlos, la gran
triunfadora será la democracia, y se cumplirá rl objetivo

reconocido en el Preámbulo de la Constitución Nacional
pues se 'asegurarán "los beneficios de la libertad para
nosotros, para nuestra posteridad y para todos los hom-
bres riel inundo que quieran habitar el suelo a gentiuo".

hifornutciúrt sensible

Un tratamiento especial merece el tráfico viliculado a
aspectos que no deberían , en principio ser registrados,
o al menos no deberían ser trasmitidos a cualquiera, sin
el consentimiento del interesado . Son ellos , los referidos
a cuestiones íntimas de lag-personas como relig,ón, raza,
conducta sexual, opinión política , etcétera.

Et peligro pasa porque algunos datos que "i ciertos
contextos pueden parecer inocentes, muchas , 'ces, re-
ir:rn. m nidos y reunidos en una base , la suma de ellos
p cde llegar a desnudar de una manera muy cruda la
inii,ridad de las personas , haciendo ilusorias las garan-
tías constitucionales . En la doctrin a, ha sido (1 doctor
Luis Andorno en La informáóica y el derecho : la inti-
inid'ad, "L.L.", -985-A-1 108.

Todas estas posibilidades , reconocicndn e no real
que información es poder, han llevado a a€irrn :'i la exis-
tencia de un quinto poder : el poder iuf^rinát o.

Ete peder debo ser contrarrestado garantizan ; lo a las
personas el derecho de conocer y acceder a las informa-
ciones que les conciernen , controlar su calidad , lo cual
implica la posibilidad de corregir o cancelar -- -cuando
ello es posible-, datos inexactos , o indebiriam,'ntte prr-
cesados, controlando e impidiendo la transrnisid o.

Recordemos que según la veracidad de-la inf ,; cmación
se pueden facilitar o impedir transacciones de derecho

privado, incidir solee los monopolios u oligopoliós,
marco para prevenir o preparar delitos, hacer proy

cienes electorales, conocer aspectos íntimos de las pet
sopas, tanto para extorsionarlos como para vended
productos , etcétera. Todo esto nos da una pauta de
complicada y conflictiva que es la materia..

Es importante remarcar que el artículo 43 en su parte
pertinente no recoge sólo los supuestos tradicionales
sino que deja abierta la procedencia - a la reglamentación,
a través de la ancha puerta de la falsedad y la discri-
minación.

La regulación debe contemplar específicamente:

1. Derechos de los registrados : es preciso determinar
quién tiene derechos y cómo puede ejercerlos:

a) Acceso a los registros;

b) Rectificación, actualización, confidelicialidad, ex-
clusión e inclusión.

En este punto hemos establecido una serie de garan-
tías y de advertencias, que parten de reconocer el riesgo
potencial que produce la circunstancia que determinacis
información le sea transmitida a terceros.

2. Derechos de los operadores, en este punto henos
reconocido la existencia de tres figuras bien diferen-
ciadas: productores, gestores y distribuidores de datos;
debe haber una clara diferenciación entré las Bases pú-
blicas y privadas.

3. Derechos de los usuarios: en este punto se vuelven
a marcar las diferencias entre si el banco es público 0
privado. En los bancos públicos el principio será el libre
acceso, con las limitaciones legales, y previa calificación
de información calificada, (Ejemplo: seguridad de Es-
tado.)

4. Delimitación del ob;eto: nuestra Constitución con-
tiene una fórmula amplia que no enuncia cuál es el bien
jurídico tutelado. Actúa frente a falsedades o discrimina-
ciones, permitiendo inferirlo en el caso concreto me-
diante una evaluación de procedencia, permitiendo una
instancia previa, medidas que no enuncian cuál es el
bien jurídico tutelado.

Se circunscribe a acciones que puedan quedar encua-

dradas bajo el concepto de falsedad en la registración
(datos que no se ajustan a la realidad), o diseriruinaciórr
(ley 23,592)-. Lo distintivo es el soporte a partir del cual
puede producirse el darlo.

En este ponto es rn portante remarcar que la inten-

ción del ccontitnyunte ha sido ciare al instituto gran

amplitud, suj=Mando les criterios al principio de razona-
bilided.

La idea medular es quo este instrumento sea utilizado
cono resorte para mantener la igualdad garantizada por

el artículo 16 de la Ca: _ itueió.a Nacional, actuando
como elemento de control, que ayude a generar la con-
ciencia cívica sustentada en la cene=encía moral en el
sentido de que cada hombre es un fin en sí mismo, y
a todos y cada uno, los protege de igual manera la ley,
tanto desde el punto de ,vista de lo cultural, político o
sindical, religioso o étnico.

Por eso y dado que el texto de] artículo 43 no se
opone, hemos incorporado en la descripción por la Coas-.
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titución de la Provincia de Buenos Aires, pues es bi:an
amplio y alude expresamente a registros o archivos.

Isluchos convencionales constituyentes disertaron sin
comprender la profundidad del instituto que estaban in-

produciendo y creyeron que solamente estaban refor-
árrando el derecho a la intimidad (Delicti, Peque, etcé-

tera).
Nosotros pensamos que esta institución puede conver-

tirse en un verdadero instrumento de límite al poder.
Frente a la crisis de representación y a la manipula-

hión del poder por quienes manejan ' la información, el
hábeas data puede convertirse en un freno, en la rne-
Qida que sirva para impedir la manipulación de' la opi-
nión pública.

Y ello será así en la medida que nuestro proyecto sea

aprobado, que la gente conozca sus derechos y que
utilice este recurso para:

1. Terminar con las falsedades.

2. Evitar la discriminación, de ahí que se otorgue por
legitimación activa tanto al defensor del pueblo como
a las asociaciones como les ONC, y aquellas que tengan
entre sus objetivos pelear contra la discrimiuaéión, pero
en todos los casos, cuando se trate de la afea .ción per-
sonal , quien pretenda asumir la representación debe
Contar con la autorización del registrado..

Aspectos procesales

Se remite a los principios que regulan el amparo en

cuanto á competencia y trámite. Los únicos ajustes que
hemos realizado se refieren a las etapas previas ten-
dientes a corregir un error o evitar una discriminación

por la vía extrajudicial.
Los t rámites pretenden ]a celeridad, a fin ole que las 1

medidas correctivas y aflictivas de derechos humanos
fundamentales no sean extemporáneas.

Incluso se promueve la adopción de medidas caute-
lares, aun de oficio, cuando se ponga en juego la segu-
ridad nacional.

Por eso queremos dejar aclarado que las conductas
agraviantes contra la dignidad individual y social son
múltiples, y que la justicia debe admitir este promedio
con un espíritu protectivo amplio, recurriendo a la ve-
rificación empírica y a la inmediación.

Esta amplitud debe estar dada, porque ya el actual
desarrollo del software y del hardware permite aven-
turar resultados hoy impredecibles. Sólo tenemos que
pensar en los convenios que se vienen proyectando entre
medios infornmáticos y medios de telecomunicaciones.
Incluso no es descabellado pensar que' cuando redes in-
formáticas y medios masivos de comunicación se fusio-
nen, registros y medios de prensa se mixturen de tal
manera que los derechos individuales terminen aplasta-
dos, porque las bases y registros -sobre todo los pri-
vados- se escuden bajo la libertad de prensa.

Por eso, verificado el soporte de información, en una
primera .etapa el juez deberá tener un amplio margen
discrecional, para determinar si se encuentran compro-
metidos los bienes jurídicos tutelados por el hábeas data.

Advertimos que si el habeas data no es reconocido con
la amplitud que nosotros le hemos dado, es porque
tampoco muchos de los convencionales constituyentes
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une p,,, ticiparon ole los debates y apoyaron el instituto,
conocíi,n la naturaleza del recurso que estaban tratando,
y por eso muchos se limitaron a analizarlo como defen-
sa del derecho a la intimidad. Pero aclaramos, si fuera
así y I,-spués de leer el párrafo que antecede en el ar-
tículo 1:3 de la Constitución Nacional, no hubiera habido
necesiel id de introducir este tercer párrafo: hubiera sido
suficicote con el amparo. Lo específico, lo que lo dife-
rencia del amparo genérico no es el contenido en sí (la
falsedi A o la discriminación) sino el soporte sobre el
cual el acto se realiza.

Se„ urtlod de Estado

Este es el punto neurálgico, que ningún provecto se
La animado a abordar con franqueza. Quizá sea en este
terreno donde la garantía deba funcionar con mayor pru-
clencia y limitación, pero también donde muestre su ver-
ladera necesidad y esencia.

Toda documentación cuya transferencia puedo corra-
prometer la seguridad de Estado, la defensa nacional o
afectar a la comunidad, debe ser calificada en cuanto
a su circulación o transferencia. Sin embargo, el í.nte-
resadq que pueda verse afectado por las consecuencias
personales o sociales ole un registro personal falso, o que
pueda producir efectos discriminatorios, podrá hacer
venir los datos referidos a su persona para exigir la srt-
presii;i,, rectificación, eonfidencialidad o actualización
de aquéllos. En caso de no prosperar el reclamo admi-
nistrativo, el expediente tramitará en la justicia federal
y el juez de oficio deberá darle el trámite de reser-.
vado.

En este caso debe instruirse especialmente a la SIDE,

CNI y ENI, mediante cursos especiales, a brindarse en
la Exeuela de Inteligencia del Estado, recomendarles es-
pecialmente el respeto de los derechos de los ciuda-

danos, y capacitándolos en temas como inteligencia
modctna, proceso de decisiones, métodos modernos de

solución y prevención de conflictos, prospectiva y prog-
nosis, métodos modernos de análisis y difusión de docu-
mentos, con la idea de que lo que no sea estrictamente

confidencial pueda llegar a cada vez mayor cantidad de

usual tos.

Aldo Rico. - Emilio P. Morello. - Li-
liana B. Aepelo.

Sr. Presidente (López Arias). - En considd4
ración en general.

Tiene la palabra el señor diputado por Río
Negro.

Sr. Polino. - Pido la palabra para una cues-
tió,i de privilegio.

lhuestro sector no ha tenido posibilidades de
referirse al tema planteado por el señor dipu-
tada por Neuquén.

Sr, Presidente (López Arias). - Reglamenta-
riat,,ente no corresponde que el señor diputado
por la Capital haga uso de la palabra en este
moaucnto ya que la Presidencia ha concedido
ese derecho al señor diputado por Río Negro.
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Luego de que él haga uso de la palabra, con
todo gusto el señor diputado Polino podrá plan-
tear la cuestión de privilegio que c e Lee.

Está en el uso de la palabra el seüor dipu-
tado por Río Negro.

Sr. Soria (C. E.). - Scrior presidenta, en pri-
rme.r lugar, quiero aclarar que actuaren 05 corno
mie,=:bros informantes de este proyecto quien
hzbla, cl señor diputado Arias y la se,-ora dipu-
tada Carrió.

Una de las reformas más iímuorlantes in-
troducidas por los convencionales constituyen-
tes que modificaron la Constitución Nacional
en 1994 fue, sin lugar a dudas, el nuevo ar-
tículo 43. Cabe señalar que se han elevado a
nivel constitucional dos garantías de efectivo
ejercicio de nuestros derechos ; las dus tenían
una elaboración pretoniana: el habeas corpus y
el amparo, y se incorpora un nuevo mecanismo
de defensa conocido como habeas data.

Las garantías son aquellos procedimientos que
el ordenamiento jurídico debe otorgar a los
habitantes para hacer posible el goce de los
derechos reconocidos. Sin garantías neo habría
posibilidad alguna de que exista un auténtico
estado de derecho, porque las personas queda-
rían indefensas frente a las violaciones prove-
nientes del Estado o de particulares,

Los mecanismos regulados por el artículo 43
son garantías específicas para la prote cción de
derechos ; son procedimientos judiciales desti-
nados exclusivamente a proteger los derechos
allí determinados.

Hoy vamos a reglamentar por ley del Con-
greso la tutela constitucional quizás más im-
portante en la era de la informática . El habeas
data constituye una novedad dentro de nuestro
derecho: es un mecanismo de defensa frente
al poder informático que sin lugar a dudas per-
mite un avance sobre el derecho a la priva

-cidad que ya establecía el artículo 19 de la
Constitución Nacional.

El fenómeno aparece con la organización del
relevamiento de datos sobre las personas para
la creación de bancos de datos, ya sea de la
administración pública o de entidades ;rrvadas.
Estoy convencido -además, nadie me explicó
lo contraria- de la utilidad de esa fuente de
información. Efectivamente, los bancos de da-
tas son útiles: constituyen una herramienta alta-
mente valiosa para la concreción de los más
variados fines que pueden hacer a la satisfac-
eión de un interés general. Pero también es
cierto que frente a esta cara de la moneda se
encuentYa la otra realidad: la del que maneja
el bazico de datos y la forma en que ésie puede

ser utilizado. Puede ser empleado para infl
de variados modos en la buena fe. de las, peí¡
sonas para lograr objetivos que, lejos, de satis
facer el interés general o el del titular de e
información , se . convierta en una verdade
amenaza o en una posibilidad de discrimi
nación.

Las consecuencias no deseadas surgen preci r
samente de la forma en que el titular madeja
ese banco c]e datos, las que pueden ser ría !¡]tiples. Í
Esto obliga a la búsqueda de nuevas ganan-,
tías que desde el campo del derecho constitu
cional permitan que las personas no se vean
privadas de su derecho a la intimidad.

.A raíz de este problema numerosos países
han sancionado normas protectoras de este tipoa.
de situaciones. Entre ellos podemos mencionar,
a Estados Unidos, Italia, Inglaterra y Australia
La Constitución española de 1.978 y la portu á
guesa de 1976 se encuentran entre las primeras;,
que han incorporado esta problemática al texto
de una ley fundamental.

-Ocupa la Presidencia el señor presidente
(lo la Comisión de Relaciones Exteriores y Cul-
to de la Honorable. Cámara, doctor Antonio
Erman González.

Sr. Soria (&1. E.) - Estoy seguro de que Io91
convencionales- constituyentes y todos aquellos'.
compañeros diputados que han presentado pro•"
yectos lo hicieron teniendo en cuenta el articulóf
59 de la Constitución brasileña de 1988. Pero elt
proyecto, que en definitiva estamos tratando e^
mucho más amplio que lo que prescribe el arj
tículo 59 de la Constitución brasileña, que se
refiere solamente a los bancos de datos de lag,
administración pública y guberirámental. En
cambio, el proyecto en consideración no sola-,
mente contempla esos bancos dé datos sino tam
bien los de los particulares.

Estoy convencido de que los integrantes de lá:
subcomisión especial que trabajaron en la elan'
boración de este dictamen por el que se regla-
menta el habeas data -de las comisiones de"
Asuntos Constitucionales, de Legislación Gene-
ral y de Justicia- han cumplido con responsa-
bilidad la tarea que nos delegaron los convencio-
nales de 1994. Hemos trabajado con el único fir¡'
de que cada ciudadano tenga herramientas paró
proteger los derechos que la misma Constitución
reconoce, especialmente lo que los autores derio
minan derechos personalísimos.

Sabíamos de antemano que, si no le dábamos
al habeas data un procedimiento rápido y expe-'
ditivo, ese derecho contemplado en el. artículo
43 de la CJnstituc . u 1N^acional de poco iba a`
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servir. De nada vale que eista la garantía del
luibeas date si no existe un reine dio rápido y
eficaz cuando se infringe ese derecho por actos
u o. nisi r_cs de la ad^r =nistración p^ Mica o de
los ^artici^- re•s.

dC a;;parofin_i das c uc era una , bese c'ic

o m aro C,,Z i..nco que g3,: i cu dar FC,l`tC ta
? _,,ti.i^.°.aev aCFlal a los de^°if)S lo-,

y cíe los registrada., s ' cuc 'oues de fondo

euc hacen a las entro los t itula res y
dueños de, l arcos c: datos y los partieuares que
dan la información a esos bancos de datos. Estas
son cuestiones de fon o y de forma.

Antes ele tratar este proyecto algun os diputa-
dos nos habían preguntado para qué servía el

12abeas date. La misma pregunta se nos forma
laca en algún programa televisivo o radial. En-

a' FtoFrces, irmec?iaamente respondíamos que sur-
gían claramente cinco finalidades, La primera,
poder rueden, por parte de un particular, al re-
gistro de datos que figura en un banco. En se-
gundo lugar, poder actualizar los datos allí
registrados. En tercer térmipo, corregir informa-
ción inexacta o incorrecta que Exista en el banco
ae datos. En cuarto lugar, asegurar la coiifidcu-
cialidacl de cierta información que, aunque fuera
correcta, no debiera trascender a terceros. Y, por
ultimo; la posibilidad de cancelar datos que ha-
gan a la llamada información sensible, -como
acontece con las ideas religiosas, políticas, ra-
ciales,• gremiales o simplemente los a itos se-

ualcs del ciudadano.
Esa respuesta fue la que más fácilmente se

comprendió, porque se trata de un derecho
nuevo que surge a partir del desarrollo infor-
mático que tuvo lugar en los últimos veinticinco
años.

En cuanto a la legitimación 'activa, e l , texto
que vamos a votar habilita a que toda persona
pueda plantear esta acción. Y cuando hablamos
de toda persona nos referimos tanto a la persona
física corro a la jurídica, dando la posibilidad de
que se ejercite este derecho no solamente cuando
se afecten derechos personalísimos sino también
cuasido se lesione el ejercicio de cualquier dere-
cho constitucional.

En definitiva, lo, que lograremos con la regia-
ircntación del ejercicio del babeas data es que
todo ciudadano tenga las herramientas necesa-
rid para afirmar sus propios derechos ihdividua-
les, fundan entalmFente el de la privacidad, for-
talecimiento que solamente se puede dar en
lose Estados fuertes, que son los que tienen
legitimidad de origen. Por eso, creo que este
proyecto de ley que hoy presentamos y que
vamos a apoyar tiende a gana ntjzar plenamente
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no sólo, el origen del pistado que tiene legitimi-
dad sino también el cumplimiento de lo prescrito
por los convencionales en el articulo 43 da nues-
tra Constitución nacional.

Por esta iniciativa se pretende que los habitan,
tes de la Nación tengan derecho a disponer d
la iefl,rmación inherente a su propia identidad,
rcetif.candi) en su caso aquello que no se ajuste

a la \ erda d o impidiendo el almacenamiento de
datos que por su carácter privadísimo sólo el
pronto in eresado tiene derecho a brindar o a'

desea.dar a conocer, si así lo d
En síntesis, vamos a sancionar un texto aove

dolo, pues todo lo que se relaciona con la infor.
mática tiene este carácter. Debo reconocer ate=
más que se trata de una redacción compleja,
aunque acertada, a la que arribaron quienes tu
vieren la tarea de evaluar cada uno de los pro-
yectos que fueron presentados por los señores
diputados. Seguramente ellos han tenido en
cuenta la doctrina nacional, la legislación ex-
trae¡era e incluso, algunas Constituciones provin-
cialr.s -dato también novedoso-, entre las que
se encuentra la de mi provincia.

Con esta iniciativa se pretende proteger en:
ferina amplia uno de los principales derechos
imp,ícitos de nuestra Constitución, como es el
de la privacidad, frente al avance de la informa-
ción y el potencial daño que ella puede causar
al interesado.

Luego de esta explicación global; casi histórica,
de lo que significa el babeas date y de la forma
en que hemos trabajado para poder consensuar
este proyecto quo reglamenta el artículo 43 do
mF ' .Eta Constitución, voy a ceder la palabra a
mi compañero de bancada, el señor diputado
Ar is, para que continúe informando minuciosa
y detalladamente sobre esta cuestión..

-Ocupa la Presidencia el vicepresidente 19
Je la Honorable Cámara, doctor 1_ recio Eduar.
do López Arias.

25

CUESTION DE PRI ILEGIO

!r, Presidente (López Arias). -Tal como sé
había comprometido esta Presidencia, antes do
dar el uso de la palabra al señor diputado por
Buenos Aires corresponde que el señor diputado
Polino haga uso de la palabra para plantear
una cuestión de privilegio.

Sr. Polino. - Señor presidente: en nombre do
lit bancada del Preparo quiero plantear la si-
guiente cuestión de privilegio. Durante bastante
tiempo diversas comisiones de la Cámara estu-
ieron considerando un proyecto de la señora
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diputada lfiiller referido a la gestión de los resi-
duos radiactivos. Dicha iniciativa fue firmada
por algunos legisladores en el día de ayer,
pero...

Sr. Presidente (López Arias). - Si bien regla-
mentarianurnte la Presidencia no puede privar
al señor diputado de plantear una cuestión de
privilegio -que interrumpe el tratamiento de
otro asunto-, éste es un tema que ya fue tratado.
Por lo tanto solicito al señor diputado que sea lo
más breve y preciso posible a fin de mantener el
orden de la sesión.

Sr. Polino. - Voy a ser muy breve, sefú r pre-
sidente. Creo que tenemos todo el derce ho de
plantear una cuestión de este tipo como sector
político que se ha visto afectado por el pi oeedi-
miento de ese seudoplenario que se convocó
en el da de ayer. El supuesto dictamen. . . ,

Sr. Ranrpi . - ¿Me permite una interrupción,
señor diputado, con la venia de la Presidencia?

Sr. Polino . -Señor presidente: en homenaje
a la brevedad, no concedo la inter•rupclón.

Ayer se hizo firmar un dictamen que en algu-
nos aspectos contradice al anterior. Realmente
éste es un hecho anormal porque, sin discutir el
nuevo dictamen, se anula todo el trabajo que lle-
varon a cabo las comisiones que ya habían con-
sensuado un texto, que efectivamente había sido
tratado en cada una de ellas.

El testo que apereció ayer resulta descomiocido
para la mayoría de los legisladores porque 1 ccién
ingresó el 13 de mayo de este año.' Esto ;cfecta
el privilegio de una bancada de la Cámara que
ha venido trabajando responsablemente r que
también quiso hacerlo ayer, a punto tal que
nuestros legisladores fueron los primeros eu in-
gresar al recinto, quedándonos para fi amar
quórum en el momento en que se pasó lista.

Es decir que no tenemos una actitud obstruc-
cionista, pero querernos dejar señalado que leyes
de la importancia de ésta, que hacen al 1 uturo
de la política energética y nuclear del país, al
futuro de la Comisión Nacional de Energía Ató-
m^ca y a la construcción de repositores; que
afectan, tal como lo señala el artículo 14 del pro-
yecto, las autonomías provinciales y que tam-
bién afectan lo establecido por el artículo 41
de la Constitución Nacional, simplemente se
pretenden sancionar contando con la fuerza y
el poder de la mayoría, que desconoce sistemá-
ticamente los derechos de la minoría.

Por eso planteo esta cuestión de privilegio
para que el asunto sea girado a la Comisión de
Asuntos Constitucionales.

Sr. Presidente (López Arias). - Teniendo en
cuenta que en estos momentos la Cámara no

tiene el número n ce ,ario para votar la el
tión planteada, la Presidencia solicita al ser
diputado Polino que se postergue la volad
hasta el momento en que se consiga er quórur

Mientras tanto seguiremos considerando el t,
ma del Babeas dala.

Sr. Polino. - Señor presidente: denmostrand
una vez más nuestra vocación de trabajo y de
contribución a que la Cámara realmente pro-
duzca normas jurídicas que le interesan a la
gente y en homenaje a una permanente actitud
de nuestro sector , vamos a receptar la inquie-
tud de la Presidencia.

Sr. Presidente (López Arias.). - Se • posterga
entonces la votación de la cuestión planteada
por el señor diputado Polino basta el momento
en que la Cámara tenga número.

26

REDIMEN REGLAMENTARIO
DEL BABEAS DATA

(Courinuación)

.Sr. Presidente (López Arias). - Continúa la
consideración de los dictámenes sobre régimen
reglamentario del habeas data.

Tiene la palabra el señor dip^rtado hor Rac-
nos Aires. C

Sr. Arras. - Señor pres^cipróyiriios al 'in
del siglo, nos. encontramos f,^ente a transfor-
maciones trascendentes que enarcan verdaderos
hitos cn la historia de la humanidad. Tan es
así que'Alvin Toffler nos habla de que somos
protagonistas de una generación que es la úl-
tima de una civilización que se va y la prim era
de una civ lizrción nueva, donde indadablen:en-
te los seres humanos vamos a conducirnos con
otros códigos de conducta, más allá de la con-
centración de energía, de dinero y de poder,
y donde también en este proceso acelerado que
vivimos el conocimiento tendrá cada vez más
incidencia y constituirá un factor trascendente
le poder.

Precisamente, en la consideración de este
proyecto de ley hoy debemos hablar del co-
nocirniento.

Decimos esto porque estamos en el siglo XX,
que comienza inventando al espdetador en el
cine, una realidad desconocida en los siglos pre-
cedentes, y concluye con otra gran revolución,
la informática, que para valorarla solamente de-
bemos pensar en cómo exceden la capacidad de
recepción y de asombro de la mujer y el hombre
contemporáneos los avances y las transforma-
ciones tecnológicas que advertimos en este ám-

cscarlato.dip
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REDIMEN REGLAMENTARIO
DEL BABEAS DATA
(Courinuación)
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'-hito, así como el descontrol y la imposibilidad
de mantener una conducta definida en deter-
minadas áreas como la Internet.

En la institución que hoy analizamos, el txa-
beas data, procuramos la conciliación entre dos
derechos fundamentales: el derechó al conoci-
miento, que figuraba en nuestra Constitución
antes de la reforma de 1994 y que se reconocía
reiteradamente merced al contenido ele los ar-
tículos 14 y 18 de la Ley Fundamental y que,
precisamente por la manipulación de los orle
nadores, de las computadoras, puede llegar a
colisionar con aquel otro derecho que estaba
contemplado anteriormente en los artículos 19
y 33 de la Carta Magna, que es el derecho a la
privacidad, a la intimidad, que comienza a te-
ner existencia allá por 1890 -si bien en el pla-
no doctrinario- y que luego se desarrolla y
aparece por primera vez enunciado en una pu-
blicación de Samuel «'arren y Luis Branden,
que nos decían que el derecho de propiedad de
cada persona sobre la propia privacidad merece
tutela constitucional y que cada uno tiene el
derecho a ser dejado tranquilo. Este era el sen-
tido concreto de la expresión.

Esto tuvo un desarrollo, primero conceptual
y luego legislativo, y para abreviar las referen-
cias legales señalamos que en nuestro derecho
positivo están contemplados en el artículo 1071
del Código Civil, que trata del abuso del de-
recho, sancionado para dar elasticidad y com-
prensión a las normas jurídicas, a cuyo efecto
nos remitimos a lo expuesto en cuí excepcional
trabajo de Luis Josserand, y en el artículo 1071
bis, a partir del año 197;5, donde expresamente
se tutela a esta privacidad de la que estábamos
hablando, si bien desde la órbita del derecho
privado.

De pronto nos encontramos en el último cuar-
to de siglo frente a un hecho que nos va im-
pactando, la computadora, con sus distintas
expresiones en materia informática, que influ-
yen en nuestros hábitos de conducta y en nues-
tras relaciones intcrsubjetivas.

Entonces surge, lógicamente, la necesidad de
Sil regulación. Pero también nos hallamos con
que hay una acumulación de todos estos datos
no va en los registros •y archivos manuales sino
en estas nuevas máquinas, que permiten que
los datos acumulados tengan una dimensión
enorme, lo 4ue no era concebible antes de estas
invenciones producidas poco después de la mitad
del siglo.

Decíamos que se produce una colisión entre
ci derecho ^i^la información -que está regula-
do y que surge a partir de nuestra libertad de

.prensa y de adquirir conocimientos- y el de-

recho a la privacidad. Entonces, vamos a buscar
las normas que delimitan ambos campos.

Las primeras leyes sobre el particular se dic-
tan enn los Estados Unidos. La primera de ellas
se sanciona en 1966 y se refiere a la libertad
ce m+ornuuión. La continua la ley sobre infM--
maciwi justo en materia de créditos, de
Posteríorrnente, en 1974, se dicta la ley sobro
nrivaridud.

En el ámbito del derecho internacional de-
bemos hacer referencia -como una de las fuen-
tes cite las normas que después dictarían los dis-
tintos Estados- a la resolución 2.430 de la
Asamblea General de las Naciones Unidas del
19 de diciembre de 19,38, que invita al estudio
de los problemas planteados por el desarrollo
de la tecnología desde el punto de vista de los
derechos del hombre y, en particular, del res-
peto de la vida privada de los individuos frente
^l progreso de este tipo de registros.

No me voy a detener en las referencias cons-
titucíonales. Ya lo hizo el señor diputado Soria,
quicu mencionó la Constitución-de Brasil, quo
es una de las fuentes del tercer párrafo del ar-
tículo 43 de la Constitución Nacional, aunque
la Carta Magna brasileña sólo se limita a los
registros públicos y no se extiende a los priva-
dos, como lo hace n5iestra norma recientemente
reforetada. Además cabe citar a las constitucio-
nes ele Portugal y de España.

La cambio, sí voy a mencionar dos textos do
Europa continental que son muy importantes y
que han' servido , de referencia para elaborar
nuestro propio proyecto, sobre el que hemos
procurado el consenso de los integrantes de las
tres comísiones que lo consideraron Legisla-

)ti General, Asuntos Constitucionales y Justi-e¡('
cía.

t:oncretamcnte, se trata de la lev federal de
l inania del 27 de febrero de 1977, que tiene
un desarrollo integral de los distintos tipos de
registros de datos y crea un órgano sobre el
particular. Esta es una constante en las distin-
tas regulaciones del habeas datas la creación de
órganos de control que sean responsables de la
aplicación de las normas específicas. En el caso
de Alemania, se trata del Comisariato Federal
para la Protección de los Datos, cuya misión es
el control y la prevención de los daños.

En Francia, la ley sobre informática data del
7 de enero de 1978, y se refiere específicanicnte
a la inforn-úatica, sei,alando que debe estar al
servicio de las personas, sial atentar contra la
wentidad ni los derechos del hombre, la vida
}q-ívada ni las libertades individuales o públicas.

Deseo remarcar que para su aplicación crea
tau órgano extra poder: la Comisión Nacional
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de Inforrnótica y de las Libertades, integrado
por legisladores, miembros del Poder Ejccuiívo
y representantes do entes privados. Todos ellos
deben actuar con sujeción al secreto ltrofesiol^al.

Dentro de la legislación argentina el habeas
dota está, incorporado en un gran número de
co.istituciones provinciales, entre otras las de
Buenos ^ii•es, Córdoba, 3."ucuni• n -en su ar-
tículo 22, que remite toda el terna de las garan-
tías a lo normado por la Constitución Nacional
Catamarca -articulo 11-, Chaco, Chubut y

Jujuy.
E:n el texto en consideración hemos procurado

recoger todos estos antecedentes, como asimis-
mo la limitada jurisprudencia existente en nu'•;-
tros tribunales, todo lo cual resultó útil a los I e-
nes de posibilitar una mejor comprensión ele
las normas que integran este cuerpo.

En Cl artículo 1° hemos establecido el alcaái-
. ce, es decir, los beneficiarios del habeas datri,

Desde el punto de vista de su naturaleza jur-
dica el habeas data es una garantía constitucio-
nal que consta de dos momentos. El primero tes
el derecho a la información para saber qué da-
tos personales obran en determinados registrox
o bancos de datos. Una vez que se obtiene l<t
respuesta se puede solicitar la rectificación, la
actualización o directamente la supresión de
aquellas anotaciones que se refieren a la digni-
dad de la persona y que la pueden afectar cii
tanto y cuanto difieran de la verdad, o sea, de
la realidad de sus a ltecedentes personales.

Luego de esta instancia se procedo a la rec-
tificación. En el supuesto de que haya una actl
tud renuente o negativa respecto de este pedido
por parte del titular del registro, de quien posee
el banco de datos, entra en funcionamiento el
amparo. En ese momento sí se recurre directa-
mente al juez para que ordene las rectificacio-
nes pertii.cntes.

Y reypcco del amparo, es cierto que tenemos
Yilr^ia norma que desde hace ns=al.te tiempo está

incorporada en el Código de Procedimientos;
por eso liemos resuelto reglarnos directamente
por el artículo 493 del Código Procesal, que
trata del juicio sumarísimo, con una variante
que hemos introducido: frente a la a.pelaci .i
t e la seiitcircia que acoja el pedido de rectifica-
ción o de supresión, el recurso se concederá con
efecto devolutivo, lo cual significa que el pro-
nunciamien_o judicial se cumple no obstante el
recurso deducido.

En cuanto a los titulares de esta acción de
habeas data, resulta del caso destacar que üFe-
n:os, avanzado sobre los textos de algunas cons-

tituciones provinciales, estableciéndose que po•
eran acionar no solo las personas tísicas, sino,

ambién las jurídicas, Esto es algo que se lo vine
colaba directamente con los derechos persona
lísimos. Por eso fue pensado desde la perspec
tiva de la persona de existencia visible, pero'
sabemos, por la práctica, que existe información
registral sobre las personas jurídicas, que de
hecho pueden ser sujetos pasivos de una lesión
en sus derechos fundamentales.

Luego el proyecto define la significación dé
los distintos términos que emplea: registro, ban-
co de datos, interesado, titular, afectado, etcé
tara. Estos tres últimos términos son sinónimos.'
En todos los casos se está haciendo referencia
al titular. También se determina quiénes que-
dan excluidos de los alcances de la norma. En
líneas generales, como criterio básico, nos es-
tamos refiriendo a los registros que dan a publi-`
cidad, es decir, a aquellos que tienen por fin
la publicidad frente a terceros. No nos referirlos
a aquellos registros que se tienen a título per-
sonal o para fines propios, que no sean precisa-
mente la divulgación frente a terceros.

El artículo 43, tercer párrafo, in finé de la
Constitución Nacional se refiere a la protección
periodística. En consecuencia, los registros o
bancos de datos de personas físicas o jurídicas
dedicadas a la actividad periodística, por cual
quier medio de comunicación social, quedan ex-°
cluidos de la posibilidad de utilizar este meca-
nismo. Y ello es así, porque de lo contrario es
susceptible de ser violada la fuente de..infor
mación.

En los casos de una normativa propia, como
ocurre con el tcgistro Nacional de Reincidencia
y Estadística Criminal, el Registro Nacional de
las Personas o los registros electorales, también
nos remitimos directamente a las normas de ca-
rácter específico.

Los datos no tienen la misma significación
ni el mismo tratamiento en el proyecto en con-
sideración. Por un lado están los datos sensibles
referidos, a los aspectos más íntimos de una per-
sona, aquellos que pueden dar lugar a discri-
minación. Precisamente, la no discriminación es
una de las garantías bísic s que incorpora la
reforma constitucional de 1994 en fo?ma reite-
rada y que también se encuentra citada' en el
dictamen.

Hay datos que no pueden constituir el fin de
un banco de esta naturaleza; son aquellos que
tienen que ver con la ideología, la religión y los
hábitos sexuales.

Hay otra categoría de datos sensibles, aunque
en un escalón distinto, referidos a la eventual
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111 Afectación de la dignidad de la persona; estoy
hablando de aquellos vinculados con los aspec-
tos patrimoniales , tributarios y de salud, los cua-

`. les, en determinadas circunstancias , e inclusive
con la conformidad del interesado , pueden ser
motivo de tratamiento. En general , para consi-
derar datos de carácter personal se requerirá
del consentimiento expreso del titular.

Los órganos a través de los cuales se regula
este instituto son tres. En primer término un
banco de datos • que figura como un comparti-
nlento del Ministerio de Justicia, pero cuya fun-
ción es exclusivamente la de llevar las actuali-
zaciones de los distintos registros.

Por otro lado existen dos órganos importantes;
uno de ellos es la comisión bicameral de con-
trol y seguimiento del funcionamiento de la ley
que tiene corno antecedente la ley francesa ya
citada.

Además, el órgano de aplicación inmediata re-
cae en la figura del defensor del pueblo. Frente
al eventual cuestionamiento de las funciones que
se le atribuyen -que en cierta medida exceden
el ámbito de competencia que prevé el artículo
86 de la Constitución- señalamos que no es-
tamos limitándolo en sus atribuciones sino otor-
gándole una facultad complementaria que en
nada afeéta las funciones y responsabilidades
que tiene. Corno en el derecho comparado, atri-
buimos esta tarea de tanta transcendencia a un
órgano nuestro, pero de carácter extra poder,
como 10 prevé la propia Constitución.

La reglamentación de la ley estará a cargo
de la comisión bicameral y no del Poder Eje-
cutivo porque estamos hablando de instituciones
que de hecho f^_n?donan fuera de la órbita del
poder administrador.

El Congreso, a través del. pronunciamiento de
las Cámaras es el responsable del dictado de la
ley; por ello y con niás razón aun uno de sus
órganos puede dictar la reglamentación perti-
nente arando ésta se halla directamente vincu-
lada con la aplicación de la norma jurídica de
cjue se ts atc.

"'La facultad reglamentaria resulta perfecta-
mente delegable en la medida que exista ley que
la autorice y acto expreso que la ordene". Así lo
ha manifestado la Corte Suprema de justicia en
su pronuncí?micnto del 23 de agosto de 1988
("Fallos": tomo 311 , página 1617 ). También se
ha considerado constitucional la delegación que
cfeetáa el órgano legislativo en un cuerpo admi-
nistrativo a fin de reglamentar los pormenores
y detalles necesarios, precisamente, para la eje-
cución de la ley (" Fall-as". tomo 312, página 1098).

1467,

"Tengamos presente que el defensor del pue-
blo u cnnbudsman no puede ser concebido como
una in •>titución destinada a colisionar con los
órganos y procedimientos existentes; pdr el con
trario, debe partirse de la premisa de que sti
función será la de colaborar con esos órganos y
prcceclicuiez.tos, complementando-la labor que'.
ellos z + zlizan." Esta opini^n que acabamos da
enunc ar pertenece precisamente al doctor Maio-
rano, iue es el defensor del pueblo en el orden'
nacional, y fue expresada en ocasión del estudio
que se llevó a cabo respecto de la incorporación
de esor, instituto en nuestro derecho positivo.

Poi. último, sin perjuicio de los análisis y op.i
r iones que emitimos durante el tratamiento en
particular, deseo retornar a un punto que es de^
vital importancia: el régimen de la presente ley
no será de aplicación a "Los registros o bancos .
de datos de las personas físicas o jurídicas dedi
cad as a la actividad periodística por cualquier
medio de comunicación social. En ningún caso
pod+ <c afectarse el secreto de las fuentes ni pre-
tender que las mismas sean reveladas."

G zno un antecedente digno de ser conside-
,rado , el artículo 200 de la Constitución del Perú,,

en sil texto original del aíro 1993, establecía que
también para las fuentes periodísticas era apli-
cable el habeas data . La experiencia posterior
hizo que el año pasado se modificara esa Coma-'
titución y se excluyera del Babeas data este tipo
de actividades . Ponernos el acento en esto por-,
que entonces si estamos tratando una euestióri`
que tiene que vpr con la ética, el comporta-
miento y la cuota , de responsabilidad de quienes,
so7+ los protagonistas de este nuevo y avasallante
poder que emerge de la empresa vinculada al
z.?.,nejo de los medios de comunicación social.
¿(;ná1 es el limite? ¿Hasta dónde llega la fa-

del periodista de emitir su opinión?
El criterio dominante desde siempre, desde

la creación de la democracia y de su insti ucio-
n.+lización a tr<tves del Estado de clereci:o, l?
-sido bregar por la plena libertad de prensa.
A esta libertad la concebimos como un derecho

resizoz?sa-prácticamente irrestricto ; después las
bilidades se juzgarán por sus resultados.

Todos conocemos la evolución que lfa sufrido
este, tema hasta concluir en nuestro propio de
pecho judicial con la incorporación de la doc-
trina de la real malicia, creada precisamente
en los Estados Unidos de América. Pero cado
vez que se analiza el tema se niantictne
aquella idea inicialmente expuesta por uno de
los hombres con mayor manejo del derecho
público y al que hoy men?clon < n c;s en la Co-
misión de Juicio Político. E°.toy hablando co



1,468 CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION .

Alexis de Tocqueville , un tratadista que cada
vez me asombra más por la actualidad de si+s
obras. Ya en la tercera década del siglo pasado
este autor abogaba precisamente por la pleni-
tud del derecho a emitir opinión y la preserva.-

rción de los medios gráficos al excederse en el
uso de su lenguaje e inclusive en la calificación
de los nombres públicos. Pero cuando leemos
cuál es la opinión de la doctrina dominante
también encontrarnos posiciones corno la de
Gregorio Badeni, quien dice que los límites (le
la transgresión , más allá de la actitud de los
tribunales , tienen que estar dados por la ética.

Pero ocurre que hay otra realidad y por c o
creo que es útil que conversemos de ello en
este n tomnento . Cada vez que so ha intentado
crear códigos deontológicos en materia de 1,e -
riodismo por lo general hubo unanimidad cu
los periodistas -incluso hubo pronunciamientos
de consenso pleno en los organismos internacio-
nales no gubernamentales-, pero nunca se a
.podido llegar a dictar un código de ética que
efectivamente tuviera vigencia con el objeto de
regular desde la propia actividad la conducta
de los integrantes de esta actividad tan impor-
tante en la sociedad contemporánea . Pienso que
este es un terna que debemos retomar en algi'1n
otro momento.

-Ocupa la Presidencia el seiior presidente
de la Comisión de Asuntos Constitncionul,s
de la Honorable Cámara , doctor Carlos Em s-
to Soria.

Sr. Arias. - Agradezco la atención de la Ilo-
iiorable Cámara y de este modo doy por tor-
minada mi exposición en la consideración en
general de este proyecto de ley. (Aplauso•s.)

Sr. Presidente ( Soria), - Tiene la palabra la
señora diputada por el Chaco.

Sra. Carrió. - Señor presidente: los seí.íort
diputados Soria y Arias ya han aclarado su l i,-
cientemente la cuestión , pero me - gastaría habl:,r
sobre las vinculaciones del terna que estamos
tratando , que obviamente no responde a Us
reglas del espectáculo público, lo cual nos per-
mite de alguna manera un diálogo más racional
porque quedan afuera las expresiones y las io-
titudes comprometidas con ese espectáculo. h:n
realidad el tema del ]tabear dala que siguifi.a
traer los datos a la presencia del juez, está tre-
nsendanrente vinculado a una de las cuestioi o s
centrales de fines del siglo XX: la relación migo
el saber, el poder y la libertad.

Vieja como el mundo es la relación entre el
saber y el poder . Siempre se supuso que duren
podía saber -sobre todo acerca de las oersu-

nas- pedía establecer también el régimen de''
la mirada , que era el régimen ele la exclusión,'
de la persecución ; y podía determinar el esta-
tuto de lo bueno y de lo malo , de la norma-
lidad y de la anormalidad.

Lo que pasó fue que esta relación , cuyo mo-
nopolio con respecto al saber sobre las personas
tenía el Estado, cambió sustancialmente congo
consecuencia de la revolución tecnológica. En
realidad, lo que va a cambiar la revolución tec-
nológica es el estatuto mismo del saber, es
decir la naturaleza misma del saber.

El saber se tenía durante muchos siglos para
conocer y para controlar; para incluir y para
excluir. No podía ser producido para ser inter-
cambiado, para ser vendido o para ser circu-
lado. Esto es lo que produce la gran innova-
ción tecnológica.

Ahora se produce saber -aun en el área de
la ciencias= para ser vendido y para producir.
Tiene un valor ya i o de uso, Sino (le cambio
y, entonces, asistirnos a lo que se llama la raer-
cantilización del saber,

Esta revolución tecnológica impactó aún inás,
porque sólo se pueda contener o producir aquel
saber que pueda ser informatizado y que entra
en los códigos de la informática. Esto produce
la exclusión de los mejores saberes del hombre,
que tienen que ver con la ciencia humana, con
el espíritu y con la filosofía , lo que en realidad
no sirve para la producción del saber que va a
ser vendido.

¿Qué pasa con los saberes acerca de las per-
sonas, cuyo monopolio tenía secretamente el
Estado? Se trata del viejo secreto de Estado que
deterprinaba buenos y malos, normales y ancr-
males. Con la nnercantilización del saber y cata
la privatización de este tipo de saberes. r o de
los graneles negocios del mundo consiste en la

negociación de los datos personales de los ha-
bitantes de un país. Son los bancos de datos los
que producen saberes acerca de las condiciones,
de la naturaleza y de la vida de las petsonas. Y
esto realmente es muy grave. porque se dan
dos procesos que además afectan al C^t^t-do.

Esta innovación tecnológica, este desarrollo
espectacular de lo que se llama la era tecno-
lógica basada en los códigos del, icr^,^uaje de-
termina el descentramiento del poder, es decir,
que ya no podemos hablar sólo del poder del
Estado; existe una inmensidad de pod^res par-
ticulares. En segundo lugar, se ha ciado un acr,-
centamiento espectacular de las condiciones y da
las posibilidades (le contipl sobre las persomis
y también, consecuentemente, de la discrimi-
nación.
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Entonces, cuando deseo que me contraten, si
no ingreso a uu banco de datos corno persona
particular, quedo excluida de las posibilidades
de trabajo y de acceso a la sociedad; y esto va
a pasar. Si me incluyo en ese banco de datos
paso a ser registrada en este proceso de mercan-
tiiización del saber, lo que. implica que van a
en,pcz^^r a controlar la historia de mi vida, de
amri cuerpo, de nn.)i experiencia vital, de mi com-
portaniicnto sexual, de mi raza, de mi religión.
Y aquí aparece uno de los procesos más colosa-
les de control sobre las personas y de régimen
de la mirada a 1:1 que varaos a asistir en el siglo
XXi. Si esto no tiene un límite, a través de la
circulación de datos en el mundo va a ser pose
blo la existencia de un código y un registro de
la historia personal de cada uno de nosotros.

En consecuencia, va a haber una historia co-
losal nueva que, de alguna manera, va a conva-
lidar los cuoroiesprocesos de exclusión que ya
se advierten a fines del siglo XX; pero este
control va a poder ser totalizante, es una mira-
da sobre los cuerpos, las historias, los pecados,
los errores. Es, en definitiva, la mayor violación
a la zona de reserva privada de las personas
a la que se puede acceder con lo que se ha
dado en llamar la rnercantilizaeión del saber,
lr circulación del saber y el aparato tecnoló-
gico.

Quisiera referirme a otro aspecto de esta cues-
tión porque considero que es un tema que de-
bemos debatir profundamente. Este proceso se
encuentra muy vinculado con algo que uno es-
cucha reiteradamente y a veces lee, pero que
no está del todo claro y nos afecta fundamen-
talmente a los políticos. Me refiero a la crisis
de la modernidad y 'de la posmoderr dad. To-
da esta revolución tecnológica viene a poner
en cuestión la teoría de los grandes relatos: el
liberal, por un lado, y el marxista, por el otro.

El relato liberal, con el capitalismo alemán, el
liberalismo inglés, la Revolución Francesa; y
el marxista, con la economía política marxista
y .las relecturas de las escuelas críticas de Ador-
no y Horñheimer con la teoría de la contra-
ilustración,'planteaban el sueño de la emanci-
pación del hombre. ¿Qué nos decían? Que por
medio de la razón, y de la libertad nosotros
Íbamos a construir sociedades cada vez más li-
bres y emancipadas en un progreso indefinido
hacia la libertad y la igualdad.

Por vía del desarrollo racional de la sociedad
ligada a sus propias fuerzas -en la teoría li-
beral- o por vía de hacer explotar las contra-
dicciones del capitalismo -en la teoría marxis-
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ta-, ambas ideologías creían en la emancipa-
ción del hombre.

Quien advirtió a principios del siglo XX loi
que nos iba a pasar a fines de este siglo y en
el siglo XXI fue Max Weber, cuando en Econo-'
mía y Sociedad nos señalaba claramente que
tanto las sociedades capitalistas como las mar-
xistas nos están llevando a todos estos procesos
de racionalización, de burocratización, a la jau-
la de hierro, al encierro del que nadie va a
poder salir. Esta es la perspectiva escéptica de
in de siglo.

¿Qué tiene que ver esto con la era tecnoló-.
gico y la informatización? Lo que decía Weber,
es que lo que se ha desarrollado en Occidente
es la razón instrumental que se expresa con
claridad en la explosión tecnológica, pero que
no lía tenido un correlato en el crecimiento de
la razón sustancial, de la razón moral, de la,
razón de la vida.

íos encontramos ahora con la lógica de los
sistemas, de los aparatos, de los mercados, de
lo.s aparatos tecnológicos, que tienen su propia
lógica de funcionamiento y que están absolu-,
tainente ajenos, como divididos, de lo que sé
llama el mundo de la vida, del mundo de la
racionalidad sustancial corno diría Jürgen Ha
bermas.

Esta es la distancia que nos separa a los po-,
litícos de la sociedad, porque en definitiva lo¡
que estamos haciendo muchísimas veces, tanto
en la mayoría corno en la oposición, es dar apo
yatura política al crecimiento, a'la explosión y
al desarrollo de la razón instrumental.

Estamos dando consistencia a estos aparatos;
que tienen sus propias lógicas, y obviamente'
no podemos dar respuesta ni al mundo de la'
vida ni a la razón sustancial, -y por eso cada`,
vez más, en todas partes del mundo, los políti-'
os no están legitimados.

Con lo señalado quería volver con esta idea,
es decir, que el Estado ha tenido durante
siglos el monopolio del régimen de la mirada'
y el de la información sobre las personas. En'
nombre de esas informaciones y de esos regis-
tros que se tienen se ha matado gente, se ha'
perseguido a otra y se ha excluido a miles de
personas.

La historia argentina -como lo dijeron el
constituyente Rodolfo Díaz, que fue el miem-
bro informante de la mayoría en este tema, asi'-
como el doctor Delich, quien informó al res-
pecto por el radicalismo en el seno de la Con-
vención Constituyente- puede resumirse en
esta expresión: señores, el habeas data significa
el fin del secreto del Estado, así como del mo-
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1iopolio de la información sobre la vida de las f?^ ix cio- 1?'alda albo, incl u so que Cx``t'a una'';`
apersonas, y posibilidad nuestra de aCceileY a y ti-= 1 d Lo (sü pasa es qt C existe una prCd,S-

eSOS datos. pos cióón natu ral a ri gar a lgo cuando no lo
En materia de habeas data uno de los cues- conos cnios. D irlos i,o me gusta porque no

tionamientos que nos hicieron en la co; risión lo con ( o . Creo q e esa es una actitud d,, 0
es que protege sólo al registro público. Ají que I át ca.
obviamente en esta concepción del secreto del Por crzo , en el bu _te radical em^ezonlos a co-
^Estado el habeas data aparece cono de recho nocer el i cs'cc o del se ior dimitido Arias y lo

publico subjetivo. Por eso, así esta contempla- cumnaramos con toda la ley siac .n extran jera
Ida en la Constitución brasileña. Era el mono- existente. Allí advertimos que es prácticamente
polio del régimen de la información por parte una copia fiel de la ley de" protección de los da-
piel Estado y el particular accediendo d esa tos personales, sancionada en España en 1992.
fin orm<(ción. 1, ti =dcnre111ent;., no habla trampa por parte del
El descentramiento del poder por c;es(+'Iltra- 3) señor diputado Arias; estaba recogiendo la ley

rniento de la infoi'lraciun y por niCrea), iflz - alas progresista existente en ese momento en
ción del saber hace necesario que nosotros ten" Europa en materia de protección de datos perso-
gamos que controlar el poder allí donde se nales.
encuentra y en consecuencia tengamos qua pro- Adom ás, se nos dij5 grle la ley era farragoso,
C,re' tair oién los registros -de los bancor. pri- gll^ oscura y real, ientarísta. Se Iores: donde la ley

vac;o,_`, que a lo mejor ahora van a tener un hace excepciones, la trampa está dada. Si en

m< yor margen que os registros públicos. materia de datos personales no hay una precísin
También se nos dijo en el'seno de la comisión en cuanto a los derechos del sujeto, toda ley

que se mantenga cl régimen del habeas data tal puede ser fácilmente vulnerada. A mí no me
como está en el artículo 43 de la Constitución; gustan las disposiciones regiamentaristas pero

:pero si queda sólo eso es muy poca la protección hay artículos de esta ley que son importantes.
que pueden tener las personas ,

porque es necesa Cuáles son los nudos centrales de esta ley
río tener una ley de protección de los datos dei protección do datos? En primer lugar, laspersonales que regule por lo menos sobre quié-
nes pueden tener esos datos , qué requisitos se exclusiones . Nosotros dijimos que tienen que
ne esitan, cómo pueden ser dichos datos Y por estar excluidos los medios de comunicación so

sial. No es posible que el Estado , por interpó-cuánto tiempo.
Si esto no se regula , nosotros estaremos libe- sita persona , pueda ingresar a los bancos de

datos de los medí s periodísticos . Alguien alerondo el negocio sobre las personas , dejándolo
expu•-,,sto a la economía de mercado , la chal es dijo que estaba defendiendo a los medios de

un envite para el poder. Entonces , las luchas prensa . Pci•o contesté que no me importaba ya

entre los registros de barcos privados serán que en la Convellc ón de 1994 los medios de.
por aquellos registros que mayor infoini ,cción prensa me perseguían porque dábamos jerar-

discriminatoria puedan tener sobre los halaitan - quia constitucional al Pacto de San José de

tes de un país . Costa Rica.

Por eso, en nombre de la Unión Cívica Radical, De manera que lo que está claro aquí no es
n sotros acordamos el proyecto del que es ;orar defender a los roedlos de comunicación social.
el señor diputado Arias, en el sentido de (,_¡e la El ingreso anterior a la 3r; i"03' a clon de los medios

ley contenga dos aspectos: tino , sustancial , Ctle de comunicación soeai es censura en los tér-

es el de la legislación de fondo en los tán;iiuo s menos del.artíctilo 14 de la Constitución Naoi.o-
del artículo 75, inciso 13 , que re ula la pro- nal y es censura desde la óptica del articulo 13
Lección de los datos personales . Y un seauldo del Pacto de San Jóse; de Casta Rica. Y nuestro
aspecto, de índole procesal , relacionado con la prd uicio o Ilo prejuicio hacia los medios de
garantía establecida en el tercer párrafo d"a nr- pi_Iisa no puede permitir el dictado de una

norma que viole tale clara disposición constitu-tículo 43.
Nosotros acordamos porque, pose a :,,Jo los donar que nosotros 111ismos, en contra de lo

esfuerzos realizados , hasta nace unos i7i3iL t !+ no e,i e decían í os medios de prensa, llevamos a ni-

pudimos consensuar Sobro determinad os .t'•i?ce- Ve l CCfStlii?C' SOjl_?l.

tos del dictamen de minoría . Hicimos el aci: +'rdo En materia de comuiiicactúh social lo que

porque es una ley progresista . existe, do acuerdo con cl artículo 13 del Pacto
Se llegó a decir que detrás del proyecto del de San José de Costa Plica, es la respon sabilidad

señor diputado Arias -el diputado sabe q ue lo posterior . Lo que existe es la posibilidad del
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- derecho de rectificación y de respuesta, que
también va a tener que reglamentar en algún
momento este Parlamento. Y por eso están in-
cluidos.

En segundo lugar, apoyamos esta iniciativa
porque protege especialmente los datos que
hacen a la intimidad de las personas. Aquí ra-
dica una de las observaciones que figuran en
el dictamen. de minoría, La ley española deter-
mina que salvo consentimiento expreso y por
escrito del interesado no pueden registrarse da-
tos relativos a la ideología, la raza, la religión,
las condiciones estéticas, los hábitos y el com-
portamiento sexual. Pero nosotros dijimos: "Va-
mos a avanzar más allá; vamos a establecer que
estos datos están siempre prohibidos". ¿Y por
qué parecería que estamos cercenando el con-
sentimiento expreso de las personas o de alguna
manera vulnerando su esfera de libertad? Por-
que es muy fácil, si se establece el consenti-
miento expreso en sociedades como la nuestra,
donde la gente está buscando permanentemente
trabajo, que cuando una persona concurra a una
agencia donde tienen registros de datos para
conseguir empleo le digan a ese señor: "Firma
este papel y puede ser titular en el registro; si
no firma este papel -que es el del consenti-
miento expreso-, no puede figurar en el re-
gistro." Con ello es muy fácil, por medio de
papeles impresos, vulnerar algo que esta comi-
sión quiso proteger muy especialmente: que no
exista ningún banco de datos en la Argentina,
ni público ni privado, por el que se puedan in-
troducir en la vida privada, en las costumbres,
en los hábitos, en la religión o en los aspectos
políticos de las personas. (Aplausos.)

De manera que no es que nosotros ele alguna
forma estamos impidiendo a determinadas or-
ganizaciones que defienden hábitos de compor-
tamiento sexual el hecho de registrarse; eso es
mentira. Les estamos gai'aritizando que en nin-
gún registro de la Argentina el comportamiento
sexual va a significar un dato a la hora de
conseguir un trabajo, a la hora de ser atrapado
por la mirada del Estado. No está hecho para
excluir a las asociaciones de minorías sexuales,
sino para protegerlas; está hecho para custodiar
la vida privada.

Se nos ha cuestionado por incurrir en otro
avance, incluso sobre la legislación europea. En
ella se mantiene el secreto en el caso de segu-
ridad nacional y de investigación de delitos. No-
sotros sólo itiantenemos la confidencialidad y el
secreto, sujeto a control judicial, para los su-
puestos de defensa nacional. Entonces, ¿en qué
parte esta ley es regresiva? Esto termina con el
secreto de Estado. Si este dato se ha eliminado

en materia de seguridad nacional, ¿qué norma
más progresista y protectora de las personas po-
demos obtener hoy en las condiciones políticas
y so< dales en que vive la Argentina?

Se nos ha dicho que la autoridad de aplica-
ción es inconstitucional y está incorrectamente
indeterminada. En el dictamen de minoría se
dice que el órgano de aplicación es el Minís
terio de Justicia. Existe un aspecto claro en ina-
aria de protección de datos: el único que no
ljuek tener el control de los datos y los re-,
gist'os es el Poder Ejecutivo, porque allí se
ei^cR:entran los bancos de datos públicos. ¿Cómo
el t^,ntrolante va a ocupar el lugar del centro
lado? ¿Cómo puede ser que el ministro tenga
el control cuando, además, tiene los bancos de
datas públicos?

En toda la legislación contemporánea la auto-
rid tc1 de aplicación recae en el ombudsman. Se
trata de la figura del controlador. Nosotros te-
nemos un ombudsman genérico, que es el de-;
fetisor del pueblo. Es cierto que una ley poste
rior debería establecer un presupuesto y la fi-;
gura del ombudsman especial para la protección
de datos. Lo que no es cierto es que este de-1
ferisor del pueblo no pueda ocupar hoy ese,
higar hasta que se dicte la ley. Es el mejerr
órgano por su carácter de tutelador de los dere-
chos humanos y el único que puede mostrar in-
dependencia de criterio del,Poder Legislativo'
~ya que tiene autonomía funcional- y básica
mente del Poder Ejecutivo, con respecto al con-,
trol de los registros de datos. 4

Se nos ha dicho que existe mucha confusión
lo que no es cierto . Los órganos de aplicación]
son claros . Existe una Comisión Bicameral de;
Control Legislativo, como otras que tiene el'!
Congreso. El control no es político, no se puedé
meter en los bancos de datos ; hace un control'
legislativo genérico y dicta el reglamento.

Los bancos de datos se incriben en el registrd
oficial y después son controlados por el órgai
de tutela de los derechos humanos. Se nos h
dicho que la normativa impide el" control judi
cial. No es cierto porque el control del defensor
del pueblo sobre los registros es en forma genes!
ca, Se trata de la situación en la que se presenta
una denuncia al defensor del pueblo en el sentir
do de que en tal registro de datos privados existk
una información discriminatoria sobre determil
nada persona, Entonces, el defensor del pueble,
verifica y abre el procedimiento de instracciérii
incluso podría aplicar una sanción. El particular
que nos interesa solicita el dato y la rectifi.e4 +i
ción. En caso de que le sea denegada, tiene
inmediatamente abierta la vía sumarísima.
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Hemos logrado algo sumamente imp ntantc
tlcl oficialismo. Existe un proyecto que es el
de mayor violación a los derechos humanos en
este país después (le la dictadura de 1Si,'C. Se
'trata del proyecto de ley de amparo, que va a
ser tratado el 19 del corriente en el seoo de
esta Cámara. En los hechos lleva prácticarnente
'a impedir la defensa de la libertad. Es una ini-
'ciativa en defensa y en protección del Estad,-)
ten contra de los particulares, y no de los par-
ticulares frente al Estado.

En el proyecto originario esta acción de ha-

beas data iba a estar en esa iniciativa sobre
amparo. El oficialismo ha accedido -con un
enorme y buen criterio- a enviarla al Código
Procesal Civil y Comercial de la Nación pre-
servando el habeas data de este rnalliadado pro-
vecto de ley de amparo, que se ha dado en
llamar "proyecto Barra".

Entonces, ¿qué Más podemos solicitas? ¿A
qué nos podemos oponer? Es cierto que puede
haber mejores leyes. Siempre las habrá. Es cier-
to que esta ley tendrá que ser modificada en el
futuro en muchos aspectos. Vamos a crear un
ombrrdsman y vamos a corregir algunas cuestio-
nes; ya que siempre se lo debe hacer frente a
lo nuevo. El legislador no puede prever todas
l s l-í,,)ótes;s, pero en un momento de tanto con-
flicto político y cie tantos desencuentros, esta-
mos tratando una iniciativa que avanza hacia el
s+,<_;lo XXI. Era una estupidez política oponernos
porone el proyecto de ley era desprolijo. En
muchos aspectos lo es. Me hago cargo de ello
y respaldo la desprolijidad de la iniciativa.

Cuando en la última Convención Nacional
Constituyente, el bloque del Frepaso con Juan
Pablo Cafiero como presidente de la Comisión
do Tratados Internacionales, sectores del f usti.
c:alism.o y de la Unión Cívica Radical queríamos
elevar los tratados internacionales en materia
do derechos humanos, todo el academicismo
conservador de la Argentina nos tildó de'dc:pro-

,-lijos, como si la estética constitucional se piidie-
ra medir por palabras y no por contenidos.

Nos calificaron de desprolijos por incluir la
palabra discriminación en el texto constitucio-
nal y por incorporar los tratados de San Fosé
de Costa Rica y de discriminación contra. la
mujer. Muclios juristas argentinos se nos acer-
caban en los pasillos para decirnos que cen ete-
ríamos una barbaridad de proceder de esta ma-
nera. Luego nos siguieron diciendo de todo has-
ta que el doctor Masnatt-a expuso en Vencejo
esta norma constitucional y fue consagrada cu-
mo la mejor y más progresista del mundo en
materia de derechos humanos. ¿Entonces, en

nombre de la prolijidad vamos & seguir con el
academicismo conservador que lo que quiera
es nada cambiar? Señores: la Unión Cívica Ra-
dical se queda con la desprolijidad; asume los
costos de los errores. Vamos a modificar la ley
pero queremos una estética al servicio de los
derechos humanos, y no con los técnicos qué
dictaron las Constituciones de las dictaduras de
nuestro país. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Soria).-En mi condición de
presidente de la Comisión de Asuntos Constitu-
cionales deseo felicitar de modo expreso a los
diputadlos Arias y Carrió por sus exposiciones,
que han sido claras y contundentes, y por su ac-
tiva participación en la subcomisión pertinente.

Sr. Arias. - Señor presidente : solicito la pala-
bra para una pequeña aclaración porque no
quise interrumpir la exposición de la señora
diputada por el Chaco.

Sr. Presidente (Soria). - Tiene la palabra el
señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Arias. - Muchas gracias, señor presidente.
Comparto 'en plenitud el brillante discurso de

la señora diputada Carrió , que está a. la altura
de sus antecedentes. Sin embargo , me he visto
obligado a solicitar csta interrupción porque,
lucro ele escuchar su exposición, ha quedado
la sensación de que nosotros cuestionamos algu-.
nas modificaciones relativas a los medios de co
nnuiicación social.

Deseo dejar en claro que no estoy en contra
de los medios de comunicación social, y creo
que así quedó explicitado en mi discurso, pero
tampoco puedo desconocer la realidad del nmun
do en que vivimos. ¿Cómo podría estar en con-
tra de los medios de comunicación social si son
elementos vitales del rnundo contemporáneo? No
podemos prescindir de ellos : desde que abrimos
los ojos hasta que nos dormimos , durante todas
las horas hábiles , estamos en relación directa
con los medios de comunicación social.

Considero necesario aclarar que llegamos a
este texto c'.el artículo 2" luego de diversos in-
ter_-tos. En lo personal tenía mis prevenciones
en el sentido de no proteger a la empresa oh-
gopólica que como tal abarcaba distintas acti-
vicad s, y en todo aquello que trascendía es-
pecílicamente lo periodístico excluyéndolo de
las garantías del habeas data. No se trata ele
una actitud personal de carácter arbitrario por-
que también se compadece con la realidad de-
este mundo en profunda transformación en el
que surgen nuevos factores de poder.

Finalmente , destaco que en Europa, en 1M4,
se elaboró un código común para el periodismo.
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carácter deontológico. A él adhirieron todos
ps integrantes de la Federación Internacional

Re Pei.iotíistas, y sin embargo no pudo entrar en
v1 iencía porque recibió el rechazo frontal poi
parte de la Asociación de Editores. En este sen-
tido, el profesor Manuel Núñez Encabo, articu-
lista que comenta esta realidad, dice que "los

Í- editores y propietarios de los medios de comu-
nicación no admiten ningún tipo de regulación
ni jurídica ni ética".

En esto que acabo de puntualizar se basé
nuestra discrepancia inicial en cuanto al alcance
que debía tener la cláusula- de preservación de
las fuentes de información periodística.

Sr. Presidente (Soria).- Tiene la palabra la
señora diputada por la Capital.

Sra. Garré. - Señor presidente : el gobierno de
las sociedades y la administración de las cosas
han generado la necesidad de recoger y cen-
tralizar información de todo tipo , a fin de su
utilización ordenada , con propósitos económicos,
políticos , sociales y científicos.

La necesidad de registrar datos surgió primero
respecto de los incapaces . Después se trasladó al
estado civil de las personas y más tarde alcanzó
la materia patrimonial. La necesidad de prote-
ger a los terceros obligó a crear publicidades
legales, cuya función reposa sobre la creación
de ficheros . En este sentido, valga destacar el
caso de los registros de la propiedad inmueble
y de la propiedad automotor.

Esta tendencia -almacenar datos de perso-
nas- siguió avanzando con el tiempo , impul-
saga también por razones políticas , generalizán-
dose la posesión indiscriminada de datos por
opiniones políticas, creencias religiosas , origen
racial y hábitos sociales , cuyo almacenamiento
y difusión puede dar, lugar a tremendos pro-
cesos discrírninatorios y persecutorios en la so-
ciedad.

Recientemente se ha difundido la actividad
do empresas privadas que suministran datos so-
bré la situación patrimonial de las personas; más
específicamente, sobre el incumplimiento de obli-
gaciones contractuales , por ejemplo , contratos
de locación y de mutuo. La utilización de la
información que proporcionan estas empresas no
merece analizarse demasiado. Esto es algo obvio,
ya que conocer la conducta en el pasado ¿e
aquellos con los cuales contrataremos hoy puede
brindarnos mayor seguridad. Pero también son
evidentes los riesgos que se corren : riesgo por
información incompleta , totalmente errónea o
desactualízada , riesgo por no poder ser cono-
cida, rectificada o suprimida , según los casos,

1
lo clrre puede afectar gravemente la vida laboral
y comercial de una persona, y su derecho a la
prb acidad, al honor y a la propiedad . Incluso
se le pueden acarrear graves perjuicios econó
irr:cos y morales.

No podernos negar la conveniencia de que-
cxi,ta un sistema veraz y actualizado en materia
de (latos, incluso sobre comisión de delitos, pero
es indispensable el equilibrio entre quien quie-
re contratar con más seguridad y el interés de
cada persona de figurar en los registros con in-
formación correcta, completa y actual, a fin de
no perjudicar. sus legítimos derechos.

Esta tendencia a la recolección y al t)-ata-,
miento de la información y la actividad que de
ella se deriva tomó una nueva dimensión al
fi,ial de la Segunda Guerra Mundial con la utí-
lización de procedimientos electrónicos que per-
initían reunir y manejar en forma más rápida
que en el pasado todo tipo de información. Así
nació la informática, que es la ciencia del trata-
miento racional de la información po r medio de'
máquinas automáticas.

Estas nuevas técnicas han permitido enormes
progresos en los más diversos ámbitos pero, al
inismo tiempo , muchos peligros debido a la gran
capacidad de memoria que poseen estas com-
putadoras; lo que posibilita acumular una enor-
Itle cantidad de información sobre las personas,
superior a la de los ficheros manuales. Además,
la capacidad de cálculo de estas computadoras,
lrermite combinar los datos. que posee la má-
quina de forma variada- y presentar perfiles de.
las personas que no pueden preverse al momen-
io de ingresar la información . Todo esto puedo,
a su vez determinar riesgos de intromisión en la'
-ida privada de los ciudadanos , desconocidos'
lisista el presente, así como provocar desequili-'
brios en las fuerzas sociales y políticas de la
oranzaeión democrática atento a que -como
manifestó la señora diputada Carrió- la infor-
mación es poder y quien la posea tendrá más
poder sobre los demás.

Los ficheros manuales con los que comenzó
el acopio son por naturaleza no interconectables
están diseminados y pueden tener contenido'
ideológico. Ello impide el fácil tratamiento de
los datos; en cambio , la computadora facilita la'
conexión y transmisión a terceros de una verda-`
dera masa de datos sobre las personas.

Estas características son las que fundamentan
la preocupación existente en la doctrina sobre la
recolección, almacenamiento y uso de datos, lo
nue se llamaba derecho a la información; a ello
so agrega el terrible impacto que han causado la.
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informática y todos los medios modernos desti-
nados a almacenar y transmitir información.

Estas innovaciones -para h'en o pant mal-
i
_ !ecesitan de controles y de herramientas a fin
de que los j;*articulares puedan defenderse ante
3a posible desviaei(n en el uso de los ficheros
!o de los bancos de datos; de lo contrario podrían
¡acarrear graves lesiones a la personalidad hu-
mana. Esta es la razón por la cual surge ha-
"heas data, que no puede ser entendida como una
pieza aislada dentro del sistema de garantías; es
una herramienta más dentro del marco protector
y su valor está dado en la medida en que. pueda
ampliar el ámbito de garantía. Así lo catenclie-
ron los constituyentes de 1994 y lo incorporaron
al artículo 43 de la Constitución.

Una de los motivos por los cuales el habeas
dala se incluye en el texto constitucional se
vincula con nuestra historia reciente referida a
la desaparición forzada de personas que, en
muchos casos, se vio posibilitada por la exis-
tercia de registros y archivos del Estado que
eran inaccesibles para los ciudadanos.

Asimismo, algunos convencionales justificaron
su inclusión en la Constitución a raíz del avan-
ce de la informatización y de los graves riesgos
que ello acarrea. A problemas nuevos Irt.y que
aportar soluciones nuevas.

Vanos¡ dice que el instrumento del habeas
data, tiene la ventaja de que, por ser novedoso,
está moldeándose, lo que. permite conformarlo
á la medida de nuestras necesidades y darle el
contorno más apropiado para satisfacer los re-
querimientos respaldatorios que el tiempo exige.
Coincidimos totalmente con lo expresado por el
doctor Vanossi; por ello consideramos que la
regulación del habeas data debe ser genérica

no excesivamente detallada; de lo contrario
¡corremos el riesgo de encorsetar el instituto que
¡tiene que desenvolverse y adquirir su propia fi-
soitomia.

No estamos de acuerdo con la señora dipu-
tada Carrió cuando dice que es conservador y
¡poco progresista pretender que la ley no sea
fazragosa o excesivamente reglamentaría. No
estamos corriendo ninguna carrera en función
del progresismo; no sé por qué el bloque radi-
cal considera que ése es el sentido de nuestro
cl=etano-en de minoría. Este tiene un solo fin:
ejercer nuestro mandato como legisladores y

r
contribuir a formular una ley técnicamente más j
"adecuada. No creo que la señora diputada. Ca-
rrió - namente pueda pensar que el bloque
dei fir imso pretende limitar los dcereehos y j

garantías de lis personas; sobran te>timon os en
nuestro bloque en cuanto a que ése no es nues-
tro comportamiento.

No tenemos prejuicios, cono ha seiialado la
señora diputada Carrió, respecto (le ninguno

de los proyectos presentados por los señores di-
putados, y los hemos analizado detalladamente.
A usted, señor presidente, le consta que he par-
ticipado de todas las reuniones a fin de tratar
de corregir y mejorar esta iniciativa. Este hecho
desbarata, totalmente la interpretación de que
puede haber de nuestra parte una mala inten-
ción.

Estamos tratando de cont^il;uir a la sanción
de una ley meior, ,téc:aicame zfe fr,,3s
Tampoco dud« mos de la intención de niag;'ítn
legislador de. la C Sti"laca en este sentido. Pode-
mos tener perspectivas d stiritaS; esto es
pues esst_a)o.os eje_'citando el de echo a cisentir
democráticamente, de manera adecua da y e,z
los ámbitos adecuados; primero, en la coa;isióia
y la subcomisión, y ahora en ci r'ecü.io.

No me atrevo a calificar '_1a opinó;n vertida
por el miembro informa?a&(? del dictamos a (" w!1_
yoría con ningán a;ijeti , o incor recio f,, lc
mente, reivindico para ini bloque el der ho ele
disentir y de formular i=ropr)f„tas en el usaren
del funcionamiento de esta Cámara, con el ob-
jeto de lograr que sea sancionado un proya:c co
de ley, más correcto para beneficio de todas las
per.:giras que puedan hacer uso elle este instituto.

Un destacado constitucionalista del radica
lismo, el doctor Vanossi, ha dicho que el se-
creto del habeas data está en su sencillez, y
nosotros pensamos lo mismo, pues si lo hacemos
complejo y demasiado articulado no será enten-
dido por los propios interesados, y los ciudada-
nos hallarán dificultades para acceder a civ
instituto. Por lo tanto, a nuestro modo de ver,
debe ser simple, casi informal, para que cual-
quiera que se sienta afectado por información
que dañe su honor, privacidad o fama tenga la
posibilidad ¿te remover ese obstáculo; ello, ga-
rantizando fundamentalmente el de'celio al ae-
ceso de la información; a su conocimiento y a
la rectificación o anulación de los 'datos que

r•puedan ser lesivos o perjudiciales. Me refiero

a los datos s e rnsi.bles, como aquí se ha e: p i ado
e^rrcisamen'cc; aquellos cuya manir,ulstc óa nres-
ponsat)le p ede gener,,r bt£a í i, oS j),li'j?.iieiOS

a la persona.

Tazmbit n coi) cidii ras. coas la ser. ra ciiii3_ laca
Carió en el sentido de que el habeas curta no
puede u ifassrse para lesionar o restringir a's-
p:actos ya :lit =cl s como los que concurren a

t
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la libertad de expresión, a la libertad de prensa
y al trabajo de est(tdístieas o encuestas realizadas
en forma i_ii}per'sonal, no y án;inativa, Pero insistoIr
en lo siguiente: a nuestro criterio, el juez debe
ser el artífice del habeas data, así como lo fue
respecto d(--i amparo y del habeas corpus.

Insisto, no debe manipularse nuestra opinión.
No pretciideinos QI)eeeadc=.ix,ci,te dejar el] el Mi-
nisterio de J usticié la r(gi s;ració:i de los regis-

bedares, va (JUe 1,o ('e los registros, porque a

Á773r 4tr0 jiaíe Q.solr'i, e:-"o se trata. i4"9 nos

1is.i3;: S in flexibles en esa posición, pc:'o ereeia}C)5

que el 1)ae il}. ;,"_,(. de a : ic a iói1 que estab ece

el C} ctauien de I }.zi 01 ia. integ ado por cuatro
f)> , tall.tiaiiQS, es compl jo e incluso puede ser]ti-

tanto en lo que hace . a _ las •ra
cultades re 'lamentarías de la comisión par la-
n.entaria ct)nio en las ate bueio,-ics dei defensor
del \L'tS allá de que la figura de éste
aparece con competencia en estas cuestiones en
la legislación de diferentes países, a nuestro
juicio no puede estarlo en la legislación argen-
tina; esto porque el artículo 86 de la Constitu-
éióai Nacional determina específicamente otras
funciones para el defensor del pueblo. En con-
scx^acircia, el, dictamen de mayoría nos hace ori-
llar una situación de inconstitucionalidad. Po-
dría darse el caso de que el defensor del pue-
blo se declarara incompetente y planteara que
eoi)stiticcionalii:ente no le corresponden estas
f unciones.

No nos parece justo que se nos acuse de pro-
lijos, porque no es nuestro propósito ser prolijos
en lo innecesario, en lo insustancial. Como le-
gísladores conscientes de nuestra responsabili-
dad, solamente pretendemos mejorar la técnica
legislativa de,la norma que estamos consideran-
do. helo para el tratamiento en particular el
resto de mis observaciones . (Aplausos.)

Sr. Presidente (Soria). - La Presidencia sol¡-
cita a los presidentes de bloque que instruyan
a sus auxiliares a los efectos de que los señores
diputados concurran al recinto para formar quó-
rum, pues en caso de que éste no se conforme,
antes de disponer que la Cámara pase a cuarto
intermedio se procederá a pasar lista. ( Aplau-
sos. )

Sr. Presidente (Soria). - Tiene la palabra el
señor diputado por Mendoza.

Sra. Carrió. -- ¿Me permite una interrupción,
señor 'Okip;.itado, con la venia de la Presidencia?

Sr. González Caviela. - Sí, señora diputada.

Sr. Presidente (Soria). - Para una interrupción
LLr)o la I)a^aora la 't;sioia di-,jut,-,d-t por el Chaco,
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G1J.Ni.^íi^^t,_ ;l rC=`i?€.,;) Crf: r-cfcíc'^3 it_<:L.? V QU _

boas (¿,os t ; e ...^,•c { t _ s: rito ) f 3'i: a {'r,

l o segundo la b ar quiero acta ar que, cuai)^:o1

yo (loba d tQi'l finadlas argum ntaci.ones -corno' i

eY i c anto a la despr{)1 'jí(lad o a que, desconocían,

cl proyecto-, no lne re ría clusiv snante w
la posición de diputados del I ae})<aso sino que
era la percepción inicial de muchísimos legiS
ladores de distintos bloques. En consecuencia,`

ar
si se tia creído que yo podía rozar en algún
ni,, mento la enorme vocación de la señora dipu-
tada para consensuar el proyecto, no es así.

Yo tenía la obligación de defender el proyectó
de mayoría y el de minoría. Si por esto se sintió
afectada, pido disculpas a su bloque, y funda-
mentalmente a su persona jorque esa no ha sido,1
mí intención. Pero tengo el deber constitucional,
d(,; decir por qué optamos por el dictamen (d^'
mayoría y en qué discrepamos con cl de minoría.
No quise afectar a la señora diputada, quien ira`
hecho enormes esfuerzos Junto con otros dipu
tados del Frepaso para llegar a un consenso en
la materia.

Sr. Presidente (Soria). - Tiene la palabra el
señor diputado por Mendoza.

Sr. González Gaviola. - S(•iior presidente: he
hedido le palabra para referirme brevemente a
¡ti] terna sobre el cual las comisiones loan tea
l,ajado arduamente y bien para tratar de lograr
rl máximo consenso posible.

Adelanto la voluntad del bloque PAIS de a,)9-
)par en generan cl dictamen de mayoría, rescrN
vándose la posibilidad de formular observacio,
res en particular respecto del rol de la comisión
bicameral de seguimiento y del que se asigns^
al defensor del pueblo, haciendo además algunas
propuestas a efectos de mejorar aún más esta

redacción que es producto de un gran esfuerzo(

Sr. Presidente (Soria).-Tiene la palabra 4
señor diputado por Entre Ríos.

Sr. Monatiel. --- Señor presidente: hemos dise
cutido diversos aspiectos de este proyecto qua'

se refiere -corno Fien lo li_rn señalada los se

acres di¡?€1taQQS SJI'i$, rias y Corrió- a un

te nia de extraordinaria ri"}) cia y en mu-

cros pintos. novedoso.
i.5n frie si se c' leal) eleLa

a l.( señora diputada Gtir'ré.

estar inios tratando de arribar a un consenso. De
me,lo tal que ésto no es algo que le haya diclro

fino momento, e incluso hace pocos minutos
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Sra. Carrió. - Señor presidente: deseo señalar
a la señora diputada Caeré que conozco los
enormes esfuerzos que ha hecho para poder
cone:ensuar un proyecto. También ' é que ella
participó de los debates -en comisión hasta úh
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para resolver los problemas vinculados con la
informática. En definitiva, imperó el criterio de
sancionar un proyecto de ley que comprendiera
estos dos aspectos, pero debo manifestar c ue me

,quedan algunas dudas sobre la bondad legisla-
tiva de reunir todo en una sola iniciativa, tal
como se ha hecho. Después hubo otras cuestio-
nes relativas a aspectos importantes, cono las
reglamentarias, la intervención de una comisión
bicameral, los sistemas sancionatorios y la ne-
ces:dad de aclarar con precisión cuál es el con-
tenido de las atribuciones del Poder Ejecutivo
y del defensor del pueblo.

Se han señalado -lo he expuesto en mi blo-
que y, también al doctor Arias- los punteos en

filos que entiendo que debería discutirse la ini-
ciativa. Creo que el proyecto es realmente tras-
cendente, que es producto de un enorme es-

1 fuerzo y que representa un avance notable en la
materia, pero me parece que sería interesante y
conveniente determinar con precisión cuál sería
el ámbito de la administración, cuáles son las
condiciones que deben reunir los que van a
tener un banco de datos -de lo que aquí nada
se dice- y cuál es el contenido de las atribu-
'clones de la dirección que se crea dentro del
registro oficial. Son aspectos que quedan libra-
'dos a la reglamentación, dándose esa atribución
a la comisión bicameral. Pero de cualquier ma-
nera, en el orden institucional argentino, las
facultades reglamentarias del Poder Ejecutivo
no pueden ser dejadas de lado.

Adhiero a las expresiones de quienes han ma-
nifestado su apoyo a este proyecto, pero quiero
dejar expresados estos conceptos que entiendo

w 'deberán ser discutidos en la consideración en
particular.

w Sr. Presidente (Soria). - Tiene la palabra el
señor diputado por Salta.

Sr. Gómez Diez. - Señor presidente: el gru-
po provincial va a votar favorablemente en ge-
neral este proyecto de ley de reglamentación del
habeas data.

Como aquí se ha señalado, estamos ante una
de las leyes reglamentarias del texto constitu-
cional reformado en 1994. En consecuencia, es-
tamos legislando sobre un tema verdaderamente
trascendente que recoge una realidad del mondo
contemporáneo, que está dada por la revolución
informática que cada día produce la aparieió?i
de una cantidad muy numerosa de bancos de
datos que, sin duda, va a signar los años por
venir.

Henos formulado algunas observaciones a al-
gunos artículos, las que obran en el dictamen
como 'disidencia parcial. Básicamente, burros
planteado que proteja integralmente el secleso11.

profesional en lo que respecta a las informacio-
nes que se puedan requerir a estos bancos de
datos.

-Ocupa la Presidencia. el señor vicepresi.
cíente 19 de la Honorable Cáunara, doctor Mar-
celo Eduardo López Arias.

Sr. Gómez Diez. -Asimismo, en lo que res-
pecta a las empresas periodísticas que están
exceptuadas de los alcances de la ley, nos parece
que debería contemplarse el caso de las infor-
maciones que estuvieran en los bancos de datos
de esas empresas y que llegaran a publicarso
siendo inexactas,

Por otro lado, también nos parece que en el
caso de los bancos de datos privados que no
tengan por finalidad producir, informes, debe-
ría contemplarse la posibilidad de esta acción
en aquellos supuestos en que exista una fuga
de información.

Con las observaciones planteadas vamos a vo-
tar afirmativamente en general ej dictamen de
mayoría.

Sr. Presidente (López Arias)..-- Tiene la pa-
labra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Gatti. - Señor presidente: creo que este
debate no puede estar signado por el hecho de
que una bancada presente un proyecto rrrís
progresista que otro. En este sentido, es afor-
tunada la aclaración de la señora diputada Ca-
rrió. Cada uno arrastra su historia y la de 'su
partido, pero nadie puede dudar de la historia
de los diputados del Frepaso y de quienes los
acompañaron en la lucha permanente por la
defensa de ]os derechos humanos. Y seguramen-
te la sanción de esta norma constitucional del
habeas data ayudará y facilitará dicha defensa.

Es indudable que la incorporación del habeas
data al artículo 43 de la Constitución Nacional
constituye una novedad vinculada con la pro-
tección del derecho a la intimidad que está
contemplado en el artículo 19 de la Carta Nlag-
na. Esta intimidad está definida por la Supre-
>na Corte en el sonado caso Ponsati de Balbín
como el derecho a decidir por sí mismo en qué
medio compartirá con los demás sus pensamien-
tos, sentimientos y los hechos de su vida perso-
nal. Es una variante de la acción de amparo y,
en consecuencia, como establece el artículo 43
de la Constitución Nacional, tramitará por ac-
ción expedita y rápida.

Con mi exposición, quiero demostrar que esta
norma es en sí operativa; si se decide dictar
una reglamentación debe tener tal simpleza qué
pera cita consolidar este derecho y que no ponga
obst,ículos a su aplicación. Por eso acompaña-
mos el dictamen de minoría -el nuestro--, por,
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que entendemos que por su simple4a se adecua Í
más a la operatividad de este derecho.

¿Cuál es el ámbito natural del habeas data?
Está delimitado en el propio artículo 43 de la
Constitución Nacional. En primer lugar, quien
lo invoca pretendo ,tomar conocimiento de los
datos referidos a su persona y de su finalidad,
que consten en registros o bancos de datos pú-
blicos o privados destinados a proveer informa-
ción. Establece además que, en caso de false-
dad o discriminación, el recurrente podrá inter-
poner esta acción para exigir la supresión, rec-

dón etificación, confidencialidad o actualizaci
Por otra parte, determina que no po-los datos .

drá afectarse el secreto de las fuentes de infpr-
mación periodística.

En consecuencia, una correcta hermenéutica
o interpretación de este artículo -compartida
incluso por la Conferencia Nacional de Aboga-
dos or(ranizada por la Federación Argentina

Creemos que es más útil para la defensa de
este importante derecho. uua mínima reglamen-

tación o, en su defecto, dejar, la norma consti-
tucional sin reglamentar, que es de por sí ope-

rativa. Así no se van a crear las complicaciones
que puede originar una reglamentación denma-
..iado estricta y restrictiva del derecho constitu-

ional del habeas data.
Sr. Presidente (López Arias). - No habiendo

,iCtmero, se va a lamar para votar.

-Se Il roma para votar.

-Mientras se llama para votar:

Sr. Presidente (López Arias).- Tiene la pa

Infra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Borda. - Señor presidente: simplemente
quiero señalar que no hay derecho a que 1
g sladores que tienen la misma responsabilidad'
que los que estamos en el recinto se vayan a
cenar o a otro lado en vez de estar sentados
n sus bancas . (Apl(lusos.)

Sr. Presidente (López Arias). - Por eso en
pocos minutos más se pasará lista, para que se
sepa quiénes están en el recinto actuando res
ponsablemente y quiénes no están cumpliendo

con su deber.

-Se continúa llamando.
-Luego de unos instantes:

de Colegios de Abobados- es que de por sí es
la-operativo. Si se decide dictar una norma reg

mentaria, ésta no deberá desnaturalizarlo ni li-
mitar su garantía. El propio artículo establece
el procedimiento a seguir, una acción expedita
y rápida ele amparo; es decir que va a tramitar
por las acciones sumarísimas del Código Proce-
sal nacional y de los códigos procesales pro-

vinciales.
Por otra parte, el titular de la acción está per-

fectamente definido. En este sentido se estable.
ce que toda persona, física o jurídica, puede
interponer esta acción. Los sujetos pasivos son
los registros o bancos de datos públicos; o los
privados destinados a proveer informes. Los
límites también están establecidos en el artículo
43 de la Constitución Nacional, cuando dice
que no podrá afectarse el secreto de las fuentes
de información periodística. Por supuesto, del
preámbulo surge la defensa común y en conse-
cuencia estarán excluidos los datos relacionados
con el secreto de Estado que afecten a la Carta
Magna.

La señora diputada Carré, perteneciente a
nuestro bloque, señaló algo que a nuestro en-
tender sería lo correcto: no sancionar una nor-
ma reglamentarista como la del dictamen de
mayoría, casuística, engorrosa, que tiene cerca
de cuarenta artículos, la que se ha reconocido
expresamente que es imperfecta.

En cuanto al defensor del pueblo, también
se ha reconocido la necesidad de sancionar una
nueva ley que establezca un defensor del pue-
blo especial, porque no estaría perfectamente
encuadrado en la competencia quo le asigna la
Constitución,

Sr. Presidente (López Alias).-Se va a votar.
en general.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (López Arias). - Conforme a
lo conscnsuado, si hubiere asentimiento se con-
siderará' y votará en particular por títulos.

-Asentimiento.

Sr. Presidente (López Arias). - En considé4
ración en particular el título 1, que comprende'

los artículos 1° a 319.
Tiene la palabra el señor diputado por Oler:

doza.
Sr. González Gaviota. - Señor presidente: con

respecto al artículo 1°, considero que debería
modificarse su redacción para establecer c

lara-

mento cuál es el objeto de la presente ley, es
decir, la reglamentación del derecho a conocer
o acceder a los datos referidos a la persona y,
la finalidad de su almacenamiento, así como
también poder exigir su supresión, rectificacion,
confidencialidad o actualización, únicamente en
caso de falsedad o discriminación de esos datos.
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Por lo tanto, proponemos la siguiente redac-
ción: "La presente ley tiene por objeto regla -
mentar el derecho a acceder a la información
sobre datos personales y su finalidad, tanto d,e
las personas físicas como jurídicas, que obre cn
registros y bancos de datos, automatizados o
no, registrados en soporte físico o magnético,
de los sectores público y privado, destinados u

proveer información, y en caso de falsedad o
diser¡nlinación, solicitar su rectificación, actua-
ilización, supresión y asegurar su confidencia-

Con respecto a las observaciones al artícu-
lo 50, en virtud de que la tutela de la proter
cin de los datos se encuentra en cabeza del
Poder judicial, creemos que sería necesario
precisar con más claridad las funciones de Ja.
comisión de seguimiento bicameral.

En cuanto al artículo 6°, entendemos que
;;debería aclararse que el consentimiento del in-
teresado lo debe prestar, en foripa expresa, por
escrito.

Sr.. Presidente (López Arias).-Todavía no
se ha ingresado a la consideración del título
II. Estamos haciendo referencia a los artículo
1° a 3°.

Sr. González Gaviola. - Entonces, dejo expre
sada mi observación al artículo 1°.

Sr. Presidente (López Arias). - Tiene la pa
labra la señora diputada por el Chaco.

Sra. Carrió . - En cuanto a la observación for-
mulada por el señor diputado González Gaviola
al artículo 1°, quien plantea un tema referente
al objeto de la acción procesal, debo expresar
que el objeto de la iniciativa es la protección
de las personas con respecto a sus datos per,
sonales. Se trata de la protección del derecho
a la intimidad, al honor y al ejercicio de los
otros derechos en materia de datos personales.

El objeto que plantea el señor diputado por
Mendoza es con respecto a la acción procesal,
que figura en los últimos titulos del proyecto,
por lo que no acordamos con la observaciín

p'.anteada, pero no reehazanios glle se pueda
aclarar esta cuestión en la parte pertinente, que
atare a la regulación propiamente dicha. lsn
consecuencia, la comisión no acepta las mocii
tlcaclor;es propuestas.

Sr. Presidente (López Arias).-Tiene la p:t -
]abra la señora diputada por la Capital.

Sra. Garré. - Señor presidente: tenemos una
observación con respecto al artículo 29 del ti-
tulo I. El dictamen de mayoría excluye la posi-
bilidad ele que el titular de datos almacenados

en algún registro pueda acceder a ellos cuando
la finalidad del registro sea su publicación pos-
terior.

Existe una explicación verbal de la señorá
diputada Carrió en el sentido de que el artículo
se estaría refiriendo a los casos de las encuestas.
Si ello es así, no nos parece clara la redacción
del artículo, porque justamente lo que sería pu
blicado es lo que más motiva el ejercicio de la,
institución del habeas (lata. Por eso proponernos
que si es correcto lo que nos señaló la señora
diputada Carrió, se haga la aclar4eión en la
redacción.

Sr. Presidente (López Arias}. - Tiene la pa-
labra la señora diputada por el Chaco.

Sra. Carrió . Señor presidente: la señora
diputada preopinante se refiere al inciso a) del
punto primero del artículo 2°. En realidad, los
bancos de datos de titularidad pública cuyo
objeto legalmente establecido sea el almacena-
miento de datos para su publicidad están diri-
gidos exclusivamente a aquellos datos que ten-
gan fines estadísticos.

Habíamos dicho que en el debate en parti-
cular íbamos a aclarar con precisión que no se
hacía referencia a datos personales. Ello res-
ponde al mismo artículo de las leyes española,
francesa y holandesa. Está destinado a los re-
gistros con fines exclusivamente estadísticos, co-
mo puede ser el INDEC.

Sr. Presidente (López Arias). - Se va a votar
el título 1, que comprende los artículos 1° a
39, tal como figuran en el dictamen de mayoría.

-Resulta afirmativa.

En consideración el título II, que comprendo'
los artículos 49 a 15.

Tiene la palabra el señor diputado por Men-
doza.

Sr. González Gaviola. - Señor presidente:
reitero las observaciones formuladas al artículo
1° en virtud de que consideramos que la fun-

ción ce garantizar la salvaguardia y protección
de los derechos tlitelades per la presente ley co-
rresponde al Poder Judicial.

En ci artículo 6° en`cndclnos que sí; debería
aclarar que el eonscnhiuiicutu del lntt'rf'^aCiO

t i m e cinc tires al ;í en forma c'cpresa y por es-

crito.

En el artículo S°, que es coherent con el 6°,
pensamos en principio soiieita r que se discuta.
una relación ampliada s., "í)uc las
el procedimiento y dem ;"] s euestit:namientos vin
culados con la revocación , Consideramos que si
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[Be llegara a establecer el consentimiento por es-
crito también se debería hacer lo propio con la
revocación. w

En el artículo 9° proponemos eliminar del se-
gimdo párrafo la siguiente expresión: "salvo una
voluntad inequívoca en ese sentido.", y agregar
estos términos : "... y en forma expresa." En
Consecuencia, el párrafo quedará redactado así:
"cuando el interesado no hubiere prestado su

St. Presidente (López Arias). - A efectos de
una mayor claridad, a continuación se van a vo-
tar los artículos 49 a 12, con las modificaciones
propuestas por los señores diputados y acepta-
das por la comisión.

-Resulta afirmativa.

Sr, Presidente (López Arias). - En considera-
ción los artículos 13 a 15.

''lene la palabra el señor diputado por ',\len-
doz;i.

Sr. González Gaviola. - Señor presidente:
agradezco la flexibilidad de la comisión por
aceptar nuestras sugerencias.

En cuanto al artículo 13, proponemos la si-
guiente redacción: "El responsable del registro
o banco de datos deberá adoptar las medidas
necesarias que garanticen la seguridad de los
datos." No vemos razón alguna para especificar
el tipo de medidas que deben adoptarse. El res-
porusable del registro debe ser responsable de
los datos ira totunm. La especificación de medidas
puede generar vacíos interpretativos ante la
aparición de figuras no previstas en estas espe-
cificaciones.

Sr. Presidente (López Arias). - Tiene la pala-
bra la señora diputada por la Capital.

Sra. Garré. - El inciso e) del apartado 2 del
artículo 15 dice: "La cesión de datos de carácter
personal relativos a la salud, que sea necesaria
para solucionar tina urgencia, sin nue para ello
hubiera otro medio más idóneo y se requiera
acceder a un registro o banco de datos, o para
realizar estudios epidemiológicos previa disocia-

Pretendemos que se aclare cómo se va a
de l inir la urgencia de la que habla este artículo,
cuáles son los límites para calificarla y quién
la decide.

Sr. Presidente (López Arias). - Tiene la pa-
Iubra la señora diputada por el Chaco. .

Sra. Carrió. -- La comisión rechaza la obser-
v:ación formulada por el señor diputado Gon-
z,tlez Gaviola porque las palabras son enuncia-
tivas y no taxativas; ése es el principio general,
por lo cual no creo que haya demasiados pro-
l,lemas con el texto propuesto.

Con respecto a la observación realizada por
1n señora diputada Garré, debo aclarar que los
casos de urgencia están relacionados con el su-
puesto de que una persona sea internada en
um sanatorio a raíz de un accidente y se necesite
la historia clínica para tomar una, medida rá-
pida. En ese caso no se efectúa el pedido a
i,intuna autoridad, porque de lo contrario se

Consentimiento por escrito y en forma expresa."
En el apartado 3 del artículo 11 estimamos

quo se debería sustituir la expresión —infraccio-
nes penales o administrativas" por los términos
°procesos penales o infracciones administrati-
vas

El artículo 12 se refiere a los datos relativos
á la salud, y nosotros proponemos que este pá-
rrafo se incluya como apartado 3 a continuación
del apartado 2 del artículo 11, que establece que
no podrán ser objeto de tratamiento, entre otros,
los. datos de carácter personal que revelen el
estado de salud. Como ambas normas se refie-
ren a la misma materia no encontramos razón
para redactar otro artículo en particular. De
este modo el artículo 11 quedaría con cuatro
apartados.

Sr. Presidente (López Arias). - Tiene la pala-
bra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Arias. - Señor presidente : recogiendo las
observaciones' de los señores diputados Montiel
y González Gaviola, la comisión propone las
siguientes , modificaciones.

El primer párrafo del artículo 59 quedaría
redactado así: "Créase en el ámbito del Congre-
so Nacional la Comisión Bicameral de Protec-
ción Legislativa ele Datos a los fines de posibi-
litar en general la salvaguarda y protección de
los derechos tutelados por la presente ley, sin
perjuicio de las facultades propias del Poder
Judicial."

En el artículo 6°, después de la palabra "ex-
preso",. se agrega "por escrito". En el artícu-
lo 9°,, segundo párrafo, luego de la palabra
"escrito", se suprime el párrafo que dice "sal-
vo una voluntad inequívoca en este sentido".

El artículo 11, apartado 3, comenzará dicien-
do: "Los datos de carácter personal relativos a
procesos penales o infracciones administrati-
vas...", y continúa tal cual está redactado.

Sr, Presidente (López Arias). - ¿Y en cuanto
al artículo 12:?

Sr. Soria (C. E.). - La comisión acepta las ob-
servaciones planteadas por el señor diputado
González Gaviola a los artículos 9° y 1.1 en la
forma enunciada por el señor diputado Arias.
La propuesta del artículo 12 se rechaza. -



1480 CARIARA DU DIPUTADOS DE LA NACION Reuni

estaría sacrificando la vida por pedir una auto-
rización. Por ello esta situación, en caso de arbi-
trariedad, queda sujeta al control judicial pos-
terior.

Por ras razones expuestas la comis;,m ansn-
tiene la redacción original.

Sr. Presidente (López Arias). - Se vais a votar
los artículos 13 al 15 inclusive, del título 11,
conformo al texto del dictamen de mayoría.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (López Arias). - En considera
ción el título III, que comprende el a t ! ículo 16.

Se va a votar.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (López Arias). - E, n coonsiclera
ción el título IV, que comprende los artículos
17 al 22 inclusive.

Tiene la palabra el señor diputado por
Mendoza.

Sr. González Gaviola. - Señor presidente: el
apartado 2 del artículo 19 dice: "... aria cuando
tengan sistemas de clave o códigos convencio-
nales que requieran el uso de dispositivos me-
cánicos específicos". Proponemos la sustitución
de esta frase por: "que permitan su clara com-
prensión".

Con respecto al apartado 3 referido al derecho
de acceso a los datos personales, entendemos
que podría establecerse algún tipo de canon en
caso de que la persona lo solicite míis de una
vez en el término de seis meses, pero ello iip
debe impedir la posibilidad de acceder a estos
datos si no hay algo de legítimo que lo impida.

Con respecto al apartada 1 del artículo 20,
que dice: "El responsable del registro o banco
de datos tendrá la obligación de hacer efectivo
el derecho de rectificación, actualización o eli-
minación en el plazo máximo de cinco días
hábiles", proponemos que a continuación se agre-
gue: "de solicitado".

Asimismo , proponemos la supresión del apar-
tado 1 del artículo 22, ya que esta situación ha
quedado resuelta mediante el nuevo texto dél
artículo 59.

Sr. Presidente (López Arias). - Tiene la pa-
labra el señor diputado por Río Negro.

Sr. Soria (C. E.). - Señor presidente: la comi-
sión no acepta las modificaciones propuestas.

Sr. Presidente (López Arias). - Tiene la pala-
bra la señora diput, da por c1 C i. Gc

Sra Carrió. - Señor. presidente: la co
propone la supresión del apartado 1 del ar
lo 22, a efectos de no dar lugar a confus

Sr. Presidente (López Arias). Se va a vi
cl título IV, que comprende los artículos 11
22, con la modificación propuesta por la
misión.

-Resulta afirmativa.

Sr. Arias, - Si me permite, sei"rcr presidenté
deberá tenerse en cuenta que la supresión di
apartado 1 del artículo 22 obliga al corrimiento
ele la numeración de los apartados restantes.

Sr. Presidente (López Arias). - Así es, señor
diputado.

En consideración el título V, que contiene los
artículos 23 a 27.

Tiene la palabra cl señor diputado por Men-
doza.

Sr. González Gaviola. - Señor presidente:,a fin
de simplificar el texto del artículo 23, proponga
la siguiente redacción: "Toda creación, modifi-
cación o eliminación de registros o bancos dé
datos tanto públicos como privados deberá ser
inscrita en el Registro General de Protección do
Datos'."

--Varios señores diputados hablan a la vez,

Sr. Presidente (López Arias). - La Presiden-
cia ruega a los señores diputados de la comisión
que se pongan de acuerdo para hacer uso de
la palabra.

Tiene la palabra el señor diputado por Buenos
Aires.

Sr. Arias . - Señor presidente: propongo que;
en el apartado 1 del artículo 23 se intercale en-
tro las palabras "acto" y "administrativo" la ex-
presión "legislativo o". De esta manera, el citado
apartado quedaría redactado de la siguiente for-
ma: ` tLa creación, modificación o eliminación de
registros o bancos de datos de la administración
pública nacional sólo podrán hacerse por medio
de acto legislativo o administrativo publicado
en el Boletín Oficial de la Nación ... ". Y con-
tinúa el texto tal como figura en el dictamen.
Formulo esta propuesta a raíz del pedido dé
modificación presentado por ed señor diputado
Montiel.

Sr. Presidente (López Arias). - Se va a votar
el título V, c ue comp ende los artículos 23 al
27, con la modificación propuesta por la co-
miró i.

„^.^ulta afirmativa.
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• Sr. Presidente (López Arias). - En consideró-
éión el título VI, que contiene los artículos 28
a. 35.

Tiene la palabra la señora diputada por la
Capital

Sra. Garré. - Señor presidente: como oportu-
mente adelantáramos, queremos llamar la aten-
ción respecto de la parte final del artículo 35,
:que dice: "... y su correspondiente reglamenta-
ción con recurso ante el Defensor del Pueblo
como autoridad de aplicación". Igual objeción
formulamos en relación con el artículo 38, razón
por la cual en este momento fundamentaré nues-
tra posición en torno de ambos artículos.

Sería inconstitucional instituir al Defensor del
Pueblo como autoridad de aplicación dado que
el artículo 86 de la Constitución Nacional esta-
blece que el Defensor del Pueblo tiene legiti-
mación procesal, es designado y removido por
el Congreso y su misión es el control del ejer-
cicio do las funciones administrativas públicas.
Entendemos que la aplicación de la ley excluye
a la mayoría de los bancos de ' datos de titula-
ridad pública que existen; frente a algún caso
de incumplimiento, el Defensor del Pueblo sí
tendría competencias de acuerdo con las misio-
nes que le otorga la Constitución. Por otra parte,
las facultades reglamentarias que se otorgan a la
comisión bicameral de seguimiento de protec-
ción de datos corresponden esencialmente al
Poder Ejecutivo.

Por eso queremos dejar asentada nuestra di-
ferencia con el Defensor del Pueblo como órgano
de aplicación por la posibilidad de que sea con-
siderado inconstitucional.

Sr. Presidente (López Arias). - Tiene la pala-
bra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Arias. - Señor presidente: en el artículo 28,
luego de la palabra "consagrados" se agrega lo
siguiente: 'Estos registros o bancos de-datos...
continuando cl texto tal como está redactado.
Esta es la modificación que propone la comisión,
manteniendo en lo demás el texto tal como ha
sido elaborado por la comisión.

Sr. Presidente (López Arias). - Con la moda-
fis;ación propuesta por la comisión, se va votar
el título VI, que comprende los artículos 28 a 35.

--Resulta afirmativa.

S .Presidente (López Arias). - En considera-
ci _ín el titulo VII, que comprende los artículos
36y37.

Tiene la palabra el señor diputado por San-
ta Fe.

Sr. Natale. - Señor presidente: quiero aclarar
que la informática no sólo sirve para hacer
bancos de datos sino para evitar a los mecar:ó-
grafos la tediosa tarea que tenían antes de pasar
en limpio cada borrador que se hacía. Ahora
esto se hace tocando una tecla de la computa-
dora, de modo tal que se ahorra mucho trabajo,
aunque a veces se producen deslices.

El artículo 36 tendría que ser modificado para
que quede bien redactado. El texto debería ser
el siguiente: "La Acción de Amparo prescripta
por el artículo 43 tercer párrafo de la Consti-
tución Nacional deberá tramitarse por proceso
sumarísimo y según el procedimiento estable-
cido en el artículo 498 del Código Procesal Civil
y Comercial de la Nación. . ." -aquí habría que
colocar un punto en lugar de una coma-

El juez interviniente dictará sentencia que
haga lugar.. ." -luego de esta palabra conti-
nuaría así : "a la rectificación o a la el_imina-
cióiC- ... de los datos de carácter personal
según sea el caso..." -aquí se reemplazaría el
punto por una coma- "... sin perjuicio de la
indemnización que pudiera corresponder" El
resto del artículo continúa tal como está redac-
tado. Si la comisión lo prefiere, donde se habla
de rectificación o eliminación también se po-
drían contemplar los supuestos de supresión y
actualización a los que alude la Constitución
Nacional.

Sr. Presidente (López Arias). - ¿La cornsión
acepta las modificaciones formuladas?

Sr. Arias.-Señor presidente: la observación
que formula el señor diputado Natale es
correcta.

ti texto quedaría redactado de la siguiente
m=uera: "La acción de amparo prescrfpta por el
artículo 43, tercer párrafo, de la Constitución
Nacional deberá tramitarse por proceso sumarí-
simo y según el procedimiento establecido por

el artículo 498 del Código Procesal y Comercial

de la Nación. El juez interviniente dictará sen-
tet,cia que haga lugar o deniegue dicho amparo.
La sentencia que lo conceda ordenará la recti-
ficación, actualización o eliminación de los datos
de carácter personal según sea el caso, sin per-
juicio de la indemnización que pudiera corres-
ponder...", y luego continúa la última oración
sin modificación alguna.

Sr. Presidente (López Arias). - Se va a votar
el título VII con la redacción que acaba de
1bii''r el señor miembro informante para el ar-
tículo 36.

-Resulta afir)neti^a.
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Sr. Presidente (López Arias). - En- conside-
Sii•aeión el título t%rrll, que i._ciciy e el artíci^7 ++) S.

Tiene la palabra el señor diputado por
'Nlencloza.

Sr. González G a viola. - S^^i_^>r presidente: este
artículo 38 se refiere a las sanciones. Quci '111os
objetar su texto porque entenderlos que excede
las atribuciones y alcances de las funciones con-
feridas al Defensor del Pueblo por los artículos
'114 y 27 de la ley 24284. El Defensor del Pueblo
no tiene facultades sauc-ionatorias y sólo puede
investigar y recurrir a la Justicia.

Voy a refrescar la memoria de la Honor.ible
Cámara leyendo el artículo 14 de la citada no ma,
que dice lo siguiente: "Actuación. Forma y al-
cance. El Defensor del Pueblo puede iniciar y
proseguir de oficio o a petición del interc^.xdo
cualquier investigación conducente al esclaaeci-
miento de los actos, hechos u omisiones de la
administración pública nacional y sus agentes,
oue impliquen el ejercicio ilegítimo, dcfectiniso,
irregular, abusivo, arbitrario, discrirninatorio, ne-
g gente, graven nte inconveniente o inopori+ino
co sus funciones, incluyendo aquellos capaces ele
L l«_ec:u• los intereses difusos o colectivos.
"Los le isladures tanto provinciales corlo na-

cionales, podrán receptar quejas de los intere-
. idos de las cuales darán traslado en forma
inmediata? al Defensor del Pueblo."

El articulo 27, que habla del alcance de las
resol clones, comunicaciones e informes, dice lo
siguiente: "Límites de su competencia. El De-
fensor del Pueblo no es competente para modi-
ficar, sustituir o dejar sin efecto las decisiones
administrativas. Sin perjuicio de ello, puede pro-
poner la modificación de los criterios utilizados
para su producción.

"Si como consecuencia de sus investigaciones
Il.ga al convencimiento de que el cumplimiento
riguroso ele una norma puede provocar' situua-
ciones injustas o perjudiciales para los adminis-
trados, puede proponer al Poder Legislativo o a
la administración pública la modificación de la
misma."

Creo que está claro que dentro de los alcanci-.s
conferidos por la ley 24.284, el Defensor cien
Pueblo no tiene facultades sancionatorias.

Sr. Presidente (López Arias). - ¿La comisí i' n
acepta la observación planteada por el señor
diputado por Mendoza?

Sra. Corrió. - Señor presidente: la comisión
rechaza las observaciones planteadas.

Sr. Presidente (López Arias). - Tiene la pala-
bia la señora diputada poi la Capital,

Sra. Garró. -Señor presidente: coincidim

1 con lo que ha planteado el señor diputado Go
z ález C ?viola y además que na os aclarar q

el l lecho de seguir otorgando facultades al De
'Tensor del Pueblo no garantiza la aplicación de-

Mida de este instituto en todo el territorio de la
Nación.

Por ello proponerlos que la comisión prevea
ira soiución para e s te problema.

Sr. Presidente (López Arias). -- Tiene la pala-
bra el señor diputado por Santa Fe.

Sr. N'ti.le. - Señor pies dente: la comisión ya
ha anticipado su criterio en el sentido de rimadte
nr r la redacción original del articulo 3S, pera
le voy a solicitar que reconsidere esta s.ituacIón,
porque las observaciones planteadas por el señor
diputado González Caviola son atinadas.

El Defensor del Pueblo no puede ser el órgano
encargado de aplica ar sanciones. Le c,ititr'ti,
dando una competencia q ie no sólo extralimita
sus facultades s`no las de todo el sistema consti-
tucional argentiio. Las sanciones administ itivas

las aplica el Poz er Administrador, y las de otra
índole, el Poda Judicial. El Defensor del Pueblo
es una institución que carece de potestad e in7-
periQ para sancionar y lo íri tco que pue: e hacer

es instar la acci n1 ;11,ie la ley le ha conferido.

Quien aplica las sa-..-^iones es el órgaa o rfclirii-

nistrativo de apli aeivn con anelaeión ante el

Poder Judicial pero nunca el 1>c Tensor del Pue-
b1v.

Sr. Presidente (López Arias). Tiene la pala-
bra la señora diputada por el Chaco.

Sra. Carr'ió. - Señor presidente: tengo la im-
presión de que puede existir una confusión con
la figura del Defensor del Pueblo. Dicha figura
deriva de los distintos ombudsrnan que existen
en todo el derecho europeo y que se crean como
órganos extrapoder de control y protección. Sí
uno analiza la legislación comparada, verá que
en toda Europa existen ombudsman con.facul-
tades de control y con legitimación para accionar
judicialmente.

Es cierto que la Constitución lo prevé en priri-
e!pio coi-lo órgano .. .

Sr. Natale. - ¿Me permite una interrupción,
señora diputada, con la venia: de la Presidencia?,

Sra. Corrió, - Sí, señor diputado.

Sr. Presidente (López Arias). - Para una inte-
rrupción tiene la palabra el señor diputado por
Santa Fe.
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Sr. Natale . ecaoi p_es d(1 te.: las últimas pa- 1rlabrits de la sc Nota diput ada por el Chaco me
obligan a li bl.ar r:'i7 mente. Cuando uno revisa
toda la legislación sobre el a.llbildsi)lail se en-
cueüti'a con (Ii-¡e es un órgano que

puede pedir informes y está capacitado pa sa. lia-
CCr Os o( 1! io c.-> aiite la L ci 2 iidStr e ( il T tlt)lrc a.

en la reformada Ceras ttt_c>cn
tr ello i y en al,, puuia oira n(tila se le ha dado 1

COnip^ t( l^( 2_l pa ra a tioaxr y ser p irte en deter
mima: Ios pros os; Limo csi 1 es la C eeoción. Lo
normal es que el o il )<^dslalall desde sus orígenes
nórdicos Mista 2.-iue tras días sea lile e un

órgano recce:tor y transmisor de que} as. Nuestra
C ;nstitue ón ha e5{ rl,l do una e ce )f ión al
otorgarle tx rsoi:c1 í i j fl'a actuar en determinadas
eiretinstailci:t,s. En este aspecto hemos avanza-
do -no sé si bien o vial, la experiencia lo indi-
earii---, pF`ro lo que la Constitución Argentina
ni nin Eín al t scedente legislativo le han dado
al onl ,i(ICisi:la son facultades 'sancionatorias.

Sra. Carné. - Reitero: en este momento en
Europ_^ los ombudsman que actúan como con-
tralor de datos tienen facultades sancionatorias,
como las tienen en otros aspectos,

En el f ituro se tendrá que dictar una 'ley
ycrc anclo 1,11 o^ mlbttdsnlan específico para él control

de datos:, pero transitoriamente está correcta-
mente ilici&do. Por lo tanto, la comisión rechaza
la observación.

Ea c 2_,ilto a las obse v tcion es de la señora
diputada Garr'é sobre el tema federal, la comi-
sión propone la i cll=G; ión de un nuevo artículo
--el nt.niero 39-, que quedaría redactado de la
Sí .u ci to 1))' n :ra: Se invita a las provincias a

cr i;r sus re istros de. bancos de datos provincia-
les y a establecer sus órganos de aplicación. La
jurisdicción provincial en el marco del articulo
50 de la Constitución Nacional debérá tener una
acción sumar=sirrla para la defensa de los der°e-
eÍios establecidos en la presente ley y en el mareo
del artíe uIo 43 de la Constitución Nacional. La
ausencia de reglamentación procesal no impedirá
la tramitación de Ja acción sumarísima prevista
en el artículo 43." Las observaciones acerca de
la jurisdicción se solucionan con este último
artíeulio.

Sr. Presic' irte (LLópez Arias). Tiene la pa-
labra el se ñor diputado por Buenos Aires.

Sr. A`ia?e. Señor presidenta: como en el al'-

ticulo 38 no está previsto el desti.o de las mul-
tas, la cr:22iisión propone incorpora congo ú l timo
pár Po el siguient e: "Las Multas (nie se apliquen
rC, t i r I l a 11 t(. it t^L3 .t"1 (> l E ,rJ de

' a >control, elt , Cs el L^ kC del l (red)

Sr. Presidente (López Arias). - Se va a votar
el títt lo VIII, que contiene el artículo 38, con
la modificación propuesta por la comisión.

-Resulta afirmativa.

Sr . Presidente (López Arias). -Corresponda
considerar la propuesta de la señora diputada
Carrió, como nuevo ari culo 39.

Tiene la palabra el señor diputado por lá
Capilal.

Sr. Polino. - Advierto que la señora diputada:
hizo Mención a las provincias . Yo lo pediría que
me aclarara en qué situación quedaría la ciudad
de Buenos Aires. ¿No habría que decir "las
provincias y la ciudad de Buenos Aires"? l

Sr, Presidente (López Arias).-Tiene la pa-
labra el señor diputada por Córdoba.

Sr. `'iqueira . - Señor presI(le t(: SC heno ci"e
1e a leer el `:UTtiCs 1U por ale lile da la
; i3L?;i':^2U11 do, que Con

en las provincias, (ltie cf ecos 1i ;C'ilt(, .Chismo,

los t ÍLt(ladanos se van a encontrar s,11

de rcc:arrir a este CaniS3l;0 del arta u-

lo M. Me parece que es una forma de obsta{ (i-
liza)", porque estaríamos dictando una n(i +1a

que se linsita eX_ClusivCiit2C'nte a la Capital F e-

Sr.Sr. Presidente (López Arias). - Ti(eile la pa-
labia el señor diputado por B uenos Aires.

Sr. Arias . - Señor presidente: a los efectos de
aclamar la votación sobre este artíc(tio, la co-
mt...hn aclara que el título VIII concluye con'

el .;E'tíeuio 38 y se in orpora tii2 llu :vo tit do

IX denominado "Alcance t{-derar Ocie

al ;nuevo artículo 39.

con respecto a las ii_rfuietud s plantca(as
los liltin.os oradores deseo a clac lr que, si latan
se estipula una solicitud de incorporaciól al
sistema por parte de los estados provil-,ciales,'
dele quedar claro que la garantía constituc i:i-
nal del tercer párrafo del artículo 43 r1g.e p,;ra
toda la República, tanto co Ci ámbito federal
coliio en el local. La a hesión es 1 - paria en
lo que se refiere a los aspectos instrumentales,

es decir, a los preceptos y a los organismos dé

aplicación.

Sr. Presidente (López Arias).-Con las acta.
raciones vertidas por la com isión se va a vota;

el título IX, que incluye el artículo 39.

Resulta afirmativa.

-El artículo 40 es de lona.



CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION Reunión

Sr. Presidente (López Arias). - Queda sancio-
ñado el proyecto de ley .

Se comunicará al Honorable Senado.

Se va a votar un pedido de inserción que la
leñora diputada Carrió hizo llegar a la I'resi-
ciencía.

-Resulta afirmativa.

1 Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pá-
gina 1489.)

Sr. Presidente (López Arias). - Queda au
zada la inserción solicitada 2.

Habiendo consultado con los distintos
ques, dado lo avanzado de la hora queda
vantada la sesión.

-Es la hora 23 y 10.

Fui.vro F. R:-,nros.
Director del cuerpo de Taquígrafos.

2 Véase el texto de la inserción en el Apéndice. (Pá.
Bina 1558.)
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APENDICE

A. SANCIONES DE LA

1. PROYECTOS DE LEY SANCIONADOS
DEFINITIVAMENTE

1

El Senado y Cámara de Diputados, ...

Artículo 19 - Apruébase el Acuerdo entre la Repú-
blica Argentina y la República de Finlandia para Evi-
tar la Doble Imposición en Materia de Impuestos sobre
la. Renta y sobre el Patrimonio , suscrito en Buenos
Aires el 13 de diciembre de 1994, que consta de vein-
tinueve ( 29) artículos y (1) protocolo cuya fotucop'a
autenticada forma parte de la presente ley).

Art. 20- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Ley 24.654

Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Arg(ntino,
en Buenos Aires, a los cinco días del mes de junio
del año mil novecientos noventa y seis.

ALBERTO R . PIamu. CARLOS F. RucxAUF.
Esther H . Pereyra Arandía Edgardo R . Pi+azzi.

de Pérez Pardo. Secretario del Seriado.
Secretaria de la C. de DD.

2

El Senado y Cámara de Diputados, . , ,

JUSTICIA FEDERAL DE PRIMERA INSTAN CIA
. DE LA SEGURIDAD SOCIAL

DE LA CAPITAL FEDERAL

Artículo 1o-Créase la justicia Federal de Pi buera
Instancia de la Seguridad Social, que en la Capital
Federal estará integrada por diez (10) juzgados fede-
rales 'de primera instancia de la seguridad social, con
la dotación del personal que se indica en el anexo 1
que forma parte integrante de la presente.

Art. 29 -Los juzgados creados por la presente, serán
competentes en:

a) Las causas enunciarlas en el artículo 15 de la
ley 24.463;

HONORABLE CAMARA

b) Las demandas que versen sobre la aplicación
del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pen-
siones establecido por la ley 24.241 y sus mo.
dificatorias;

e) Las demandas que versen sobre la aplicación
de los regímenes de retiros, jubilaciones y pen-
siones de las. fuerzas armadas y de seguridad;

d) El amparo por mora previsto en el artículo 28
de la ley 19.549, modificada por la ley 21.686,
eú materia de seguridad social;

•) Las ejecuciones de créditos de la seguridad so-

f)

sial perseguidas por la Dirección General Im-
positiva en ejercicio de las funciones asignadas
por el decreto 507/93;

Las causas actualmente asignadas a la Justicia
Nacional de Primera Instancia del Trabajo p—r
el artículo 24 de la ley 23.660.

Art. 3o -Sustitúyese el articulo 15 de la ley 24.463,
por el siguiente: -

Artículo 15: Las resoluciones da la Administra-
ción Nacional de la Seguridad Social podrán ier
impugnadas ante los juzgados federales de primera
instancia de la seguridad social de la Capital Fe-
deral, y ante los juzgados federales con asiento en
las provincias, dentro del plazo de caducidad pro-
visto en el artículo 25, inciso a) de la ley 19.549,
mediante demanda de conocimiento pleno, que tra-
mitará por las reglas del proceso sumario previsto
en el Código Procesal Civil y Comercial de la
Nación, con las modificaciones introducidas en las
presente ley. La Administración Nacional de la
Seguridad Social actuará como parte deniancl:ulit.-,
Para la habilitación de la instancia no será nece-
saria la interposición de recurso alguno en secta
administrativa.

Art. 4e- Sustitúyese el artículo 39 bis, inciso a) del,
decreto ley 1.285/58, modificado por el articulo 26 de


	page 1
	page 2
	page 3
	page 4
	page 5
	page 6
	page 7
	page 8
	page 9
	page 10
	page 11
	page 12
	page 13
	page 14
	page 15
	page 16
	page 17
	page 18
	page 19
	page 20
	page 21
	page 22
	page 23
	page 24
	page 25
	page 26
	page 27
	page 28
	page 29
	page 30
	page 31
	page 32
	page 33
	page 34
	page 35
	page 36
	page 37
	page 38
	page 39
	page 40
	page 41
	page 42
	page 43
	page 44
	page 45
	page 46
	page 47
	page 48
	page 49
	page 50
	page 51
	page 52
	page 53
	page 54
	page 55
	page 56
	page 57
	page 58
	page 59
	page 60
	page 61
	page 62
	page 63
	page 64
	page 65
	page 66
	page 67
	page 68
	page 69
	page 70
	page 71
	page 72
	page 73
	page 74
	page 75
	page 76
	page 77
	page 78
	page 79
	page 80
	page 81
	page 82
	page 83
	page 84
	page 85
	page 86



